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1. INTRODUCCIÓN



1. Introducción.
La prevención de riesgos laborales (PRL´s) es un campo de estudio o rama relativamente joven. Hasta finales 

del siglo XIX nadie se ocupó de las condiciones laborales y los primeros intentos fueron para regular el trabajo 
de las mujeres y los niños principalmente.

Durante todo el siglo XX se publicaron varias normativas y decretos cada vez un poco más avanzados. El 
anterior a la ley del 95 y que estuvo vigente parcialmente hasta 1997 fue la Ordenanza General de Seguridad e 
Higiene de 1971.

En 1995 se publica la piedra angular sobre la que se asienta la prevención tal y como hoy la entendemos: la 
Ley 31/1995 de prevención de riesgos laborales (LPRL). Hay dos motivos principales por los cuales se publica la 
Ley. Por un lado, desde Europa se decide uniformar la reglamentación en materia de PRL’s por varios motivos, 
seguramente el de más peso el económico, ya que no era justo que los países con reglamentación más avanzada 
tuvieran costes más altos. De otro lado, la LPRL viene a atender el llamamiento que hace el artículo 40.2 de la 
Constitución Española a la Administración:

“… los poderes públicos… velarán por la seguridad e higiene en el trabajo…”
Es interesante destacar el cambio que se da con la LPRL; se pasa de unos planteamientos correctivos a una 

política preventiva. Se destierra la idea del riesgo inherente al trabajo; el trabajo debe ser seguro y para ello es 
fundamental actuar antes de la aparición del riesgo

De la ley 31/95 simplemente destacaremos el artículo 14 que reconoce el derecho que los trabajadores 
tienen a una protección eficaz en materia de seguridad y salud.

A modo de resumen, nos quedaremos con dos ideas en esta introducción:
 • La Constitución, en su artículo 40.2., hace un mandato explícito a los poderes públicos para velar por la 

seguridad y la higiene laboral. Todas las administraciones públicas están especialmente obligadas en 
el campo de la prevención de riesgos laborales.

 • La ley 31/95 de prevención de riesgos laborales reconoce la protección en el trabajo como un derecho 
de los trabajadores; no se puede “mandar” a un trabajador a realizar un trabajo sin haber sido evaluados 
sus riesgos y sin haberle informado de los mismos.
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2. ALGUNAS IDEAS BÁSICAS 
SOBRE EL FIBROCEMENTO



2. Algunas ideas básicas sobre el fibrocemento.
2.1. ¿Qué es el fibrocemento?
El fibrocemento es un material constituido básicamente por un cemento que se reforzaba con fibras para 

darle mayor capacidad mecánica. El asbesto, también llamado amianto, es un grupo de minerales metamórficos 
fibrosos con los que se reforzó el fibrocemento.

2.2. ¿Por qué es peligroso?
El fibrocemento es un material “no friable” (si está en buen estado). ¿Qué significa eso? Pues que es un 

material cuyas fibras evitan su disgregación (lo contrario sería un material friable, por ejemplo una arcilla). El 
fibrocemento sólo es peligroso cuando se fractura. Es entonces cuando se liberan las fibras de amianto que 
por su poca densidad quedan suspendidas en el aire y pueden penetrar a través del nuestro sistema respiratorio.

2.3. ¿Por qué se utilizó en su momento?
Las placas de fibrocemento que se conseguían tras añadirle amianto resultaban impermeables y fáciles de 

cortar y de perforar, eran bastante estables químicamente, ligeras y de coste era bajo. No sólo se emplearon en 
las redes de abastecimiento de agua sino que también se usó frecuentemente en el sector de la construcción, la 
automoción y en la industria naval y ferroviaria.

2.4. ¿Qué más se debe saber sobre el fibrocemento?
Son varios los puntos de vista desde los que se puede “mirar” el problema del fibrocemento. Uno de ellos, 

seguramente el más global, es la que nos afecta a todos; el del fibrocemento como residuo peligroso. Esto 
está regulado en la Ley 22/2011, de 28 de julio, se residuos y suelos contaminados. Asociado a ella está la Orden 
MAM/304/2002 de 8 de febrero en la que se publican las operaciones de valorización y eliminación de residuos 
y la lista europea de residuos.

En un nivel más específico tenemos el RD 105/2008, de 1 de febrero por el que se regula la producción y 
gestión de los residuos de construcción y demolición. Aquí se centra más en las obras de construcción y las 
obligaciones de los que intervienen en ellas con respecto a los residuos.

Y por último desde un punto de vista de seguridad laboral tenemos el RD 396/2006, por el que se establecen 
las disposiciones mínimas de seguridad y salud aplicables a los trabajos con riesgo de exposición al amianto.
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3. LAS DIFERENTES 
RESPONSABILIDADES ANTE EL 

FIBROCEMENTO



3. Las diferentes responsabilidades ante el fibrocemento.
Lo primero que se debe hacer es tener claro qué posición tenemos con respecto al fibrocemento. Con eso 

claro, será muy fácil posteriormente saber a qué nos obliga la legislación vigente:
 • En primer lugar está el poseedor o gestor de una infraestructura en la que hay al menos una parte de 

fibrocemento. El ejemplo más claro es el de un ayuntamiento o una mancomunidad que gestiona el 
servicio de abastecimiento de agua potable y que una parte de la red es de fibrocemento.

 • Por otro lado, estará el proyectista al que le encargan la realización de un proyecto en el que se va a 
trabajar o al menos se va a retirar fibrocemento.

 • Y por último está el caso de un contratista al que le han adjudicado unos trabajos que incluyen el 
contacto o la retirada de fibrocemento.

Estos 3 papeles principales son aditivos, es decir; un ayuntamiento que encargue un proyecto para la 
renovación de su red de fibrocemento tendrá unas obligaciones pero si en un momento determinado decide 
encargar la realización directa de esos trabajos (por ejemplo unos trabajos de reparación en un depósito), se 
convierte en contratista y le aplican todas las obligaciones encomendadas a él.

3.1. Responsabilidades de la adminstración local.

3.1.1. A la hora de encargar un proyecto.

La Administración Local tiene un deber “in vigilando” ante el proyecto a la hora de recibirlo y aprobarlo. No 
se puede reclamar el derecho de hacer encargos sobre algo de lo que luego se inhiba. Evidentemente, no tiene 
porqué tener los conocimientos para juzgar el proyecto y seguro que no tenemos la competencia para hacerlo 
pero sí que se debe comprobar la existencia del Estudio de Gestión de Residuos, cuya contenido se regula en el 
artículo 4.1. del RD 105/2008.

Este Estudio de Gestión de Residuos no es más que un documento en el que se especifica la cantidad, las 
medidas adoptadas para la prevención de residuos, a qué se destinarán los residuos que se obtengan de la obra, 
etc.

Lo normal es que no se sepa a ciencia cierta si existe fibrocemento en la red o no, así que con comprobar que 
el proyecto incluye el Estudio de Gestión de Residuos acabaría nuestra responsabilidad. Sólo en el caso que 
sepamos a ciencia cierta que el proyecto incluye trabajos con fibrocemento deberíamos, además de comprobar 
que está el Estudio de Gestión de Residuos, que contempla el fibrocemento.

Si se quiere ir un paso más allá, y siempre dentro del supuesto que tenemos fibrocemento, no estaría de más 
comprobar que el proyectista ha contemplado en el presupuesto de la obra la partida necesaria para la correcta 
retirada y posterior gestión del fibrocemento. No aprobar el gasto en sí, puesto que eso es una facultad del 
proyectista, sino comprobar que existe. Eso nos evitará problemas a la hora de ejecutar la obra.

3.1.2. En caso de adjudicar/encargar unos trabajos

Aquí la Administración se debería detenerse en dos cuestiones previas: si los trabajos sólo consisten en 
la reparación y/o mantenimiento de piezas de fibrocemento o el conjunto de la obra incluye otras partidas y 
por otro lado si los trabajos están sujetos a un proyecto y existe una dirección facultativa (director de obra y 
coordinador de seguridad).

De los cuatro casos expuestos, el supuesto que más nos obliga es que las obras no tengan proyecto (y por 
tanto no exista dirección facultativa ni coordinador de seguridad durante la ejecución de los trabajos) y que los 
trabajos se reduzcan exclusivamente a la manipulación de fibrocemento. En este caso, la empresa a la que se 
adjudique los trabajos directamente deberá cumplir las siguientes condiciones:

1. Deberá estar inscrita en el RERA
2. Plan de Trabajo presentado ante la Autoridad Laboral
3. Recurso preventivo designado en obra
4. Formación personal para el puesto de trabajo (8 + 20 horas)
5. Formación específica trabajos con amianto
6. Apto médico para trabajar con amianto
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Es importante insistir en que la primera obligación como promotor es que la empresa adjudicataria acredite 
estar inscrita en el RERA. No se puede elegir una empresa cualquiera ya que en ese caso, ésta se convertiría en 
un mero intermediario. El resto no deja de ser documentación que deberá presentarla antes del inicio de los 
trabajos (se puede incluir esto en el pliego del contrato).

El siguiente caso sería cuando los trabajos consistiesen exclusivamente en la manipulación de fibrocemento 
pero tuviésemos el apoyo de una dirección facultativa. Aquí tan solo nos debería preocupar que la empresa 
adjudicataria estuviese inscrita en el RERA. Verificar el resto de condiciones (plan de trabajo, formación de los 
trabajadores, etc), será labor de la Dirección Facultativa de la obra (coordinador de seguridad o dirección de obra 
en caso que éste no existiese).

Si los trabajos son más amplios que la reparación o sustitución del fibrocemento, ya no es obligatorio 
que la empresa adjudicataria de los mismos esté inscrita en el RERA. Podría ser una empresa constructora 
no especializada en amianto y que luego subcontratase la parte relativa al fibrocemento con una empresa 
especializada. Aquí se comunicaría a la empresa contratista el listado de documentación que se exige y será ésta 
la que se encargue de conseguirlo.

Por último, si estamos ante una obra que incluye más unidades constructivas y además tenemos Dirección 
Facultativa, será ésta la que dentro de las obligaciones que asume la que controle la documentación.

3.1.3. Una administración local, ¿puede acometer trabajos que impliquen contacto con 
fibrocemento con medios propios?

Si algo ha quedado claro de lo anteriormente expuesto es que NO se puede. Por muchas cosas; por no estar 
inscrito en el RERA, por no tener un plan de trabajo presentado ante la autoridad laboral, por no disponer de los 
medios materiales ni humanos para acometer los trabajos…

Empezando por el principio, se debe recordar, como hemos visto en la Introducción, el mandato que hace la 
Constitución Española a los poderes públicos para velar por la seguridad e higiene.

3.2. Responsabilidades del autor del proyecto
Se trata del caso de un proyectista al que le han encargado un proyecto que incluye o puede incluir trabajos 

con y/o retirada de fibrocemento.
Una de las cosas más importantes de las que un proyectista se ha de preocupar es de las interferencias con 

servicios o infraestructuras existentes. No se entiende que a la hora de diseñar un colector el proyecto no aclare 
si cruza o no líneas eléctricas, de telefonía, de carreteras o con una red de fibrocemento

Sabido es que en muchos casos es una información difícil de conseguir porque no siempre se puede encontrar 
el proyecto anterior y muchas veces la información depende del conocimiento del alguacil del ayuntamiento 
pero lo que es cierto es que un proyecto no puede recurrir a expresiones como “antes del inicio de los trabajos, 
se consultará con la compañía suministradora del servicio las posibles interferencias...”. No se puede pensar en 
construir nada si no se sabe qué es con lo que nos podemos encontrar.

Concretamente en el tema del fibrocemento, en el caso de que el proyecto sea una mejora o una ampliación 
de una red existente, lo primero que debe hacer el proyectista es conocer la infraestructura existente. No se 
entiende un proyecto que implique la conexión con una red en servicio sin saber ni por dónde va la 
existente ni de qué material es .

Una vez se tenga eso claro, hay otros aspectos a los que se deberá prestar atención:
 • Al Estudio de Gestión de Residuos. La existencia de este documento no está asociada a si hay o no 

fibrocemento como resultado de la obra sino al tratamiento de todos los residuos que resulten. El 
contenido del citado estudio está reflejado en el art. 4.1. a. del RD 105/2008

 • En el Estudio de Seguridad, se deben contemplar los trabajos con fibrocemento como una unidad de 
obra específica, analizando los riesgos que presentan los trabajos, las medidas preventivas a adoptar 
y los EPI’s que deberán utilizar los trabajadores. En el RD 396/2006, que establece las disposiciones 
mínimas de seguridad y salud aplicables a los trabajos con riesgo de exposición al amianto.

 • A la hora de realizar el presupuesto de la obra, se deberá tener en cuenta tanto el transporte como la 
destino final del amianto a través de un gestor autorizado comunidad autónoma correspondiente.
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3.3. Responsabilidades del contratista
En el caso de un contratista al que le han adjudicado unos trabajos que incluyen la manipulación y contacto 

y/o gestión del fibrocemento como residuo puede haber dos opciones: que los trabajos sean más amplios y no 
solo incluyan los relativos al fibrocemento o que exclusivamente sean el corte y/o manipulación de piezas de 
fibrocemento.

En el primer caso, si los trabajos no sólo se reducen a la manipulación del fibrocemento (por ejemplo, la 
construcción de un nuevo ramal de abastecimiento que incluye el empalme con un ramal existente de 
fibrocemento), la empresa no tiene porqué cumplir con los requisitos exigidos a una empresa especialista en 
fibrocemento pero sí que debe buscar a una que lo sea para que ejecute esa parte de los trabajos.

En el segundo caso, sólo puede realizar estos trabajos una empresa especializada en fibrocemento y que 
cumpla lo anteriormente expuesto: estar inscritos en el RERA, tener un plan de trabajo presentado ante la 
autoridad laboral, el personal debe tener la formación específica, etc.

Tanto en un caso como en otro será la empresa contratista quien recopile toda la documentación para 
ponerla a disposición de la entidad que haya encargado los trabajos o de la dirección facultativa en caso que la 
hubiese.
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4. LEGISLACIÓN APLICABLE



4. Legislación Aplicable.
 • Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales
 • Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados.
 • Orden MAM/304/2002 de 8 de febrero, por la que se publican las operaciones de valorización y 

eliminación de residuos y la lista europea de residuos
 • REAL DECRETO 105/2008, de 1 de febrero, por el que se regula la producción y gestión de los residuos 

de construcción y demolición.
 • REAL DECRETO 396/2006, de 31 de marzo, por el que se establecen las disposiciones mínimas de 

seguridad y salud aplicables a los trabajos con riesgo de exposición al amianto
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BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 181 Viernes 29 de julio de 2011 Sec. I.   Pág. 85650

I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
13046 Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la 

siguiente ley.

PREÁMBULO

I

En un contexto europeo en el que la producción de residuos se encuentra en 
continuo aumento y en el que la actividad económica vinculada a los residuos alcanza 
cada vez mayor importancia, tanto por su envergadura como por su repercusión 
directa en la sostenibilidad del modelo económico europeo, el Sexto Programa de 
Acción Comunitario en Materia de Medio Ambiente exhortaba a la revisión de la 
legislación sobre residuos, a la distinción clara entre residuos y no residuos, y al 
desarrollo de medidas relativas a la prevención y gestión de residuos, incluido el 
establecimiento de objetivos. En el mismo sentido, la Comunicación de la Comisión 
de 27 de mayo de 2003, «Hacia una estrategia temática para la prevención y el 
reciclado de residuos»; instaba a avanzar en su revisión.

Todo ello llevó a la sustitución del anterior régimen jurídico comunitario de residuos y 
a la promulgación de la Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 19 de noviembre de 2008, sobre los residuos y por la que se derogan determinadas 
Directivas integrándolas en una única norma («Directiva marco de residuos» en adelante). 
Esta nueva Directiva establece el marco jurídico de la Unión Europea para la gestión de 
los residuos, proporciona los instrumentos que permiten disociar la relación existente 
entre crecimiento económico y producción de residuos, haciendo especial hincapié en la 
prevención, entendida como el conjunto de medidas adoptadas antes de que un producto 
se convierta en residuo, para reducir tanto la cantidad y contenido en sustancias 
peligrosas como los impactos adversos sobre la salud humana y el medio ambiente de 
los residuos generados. Así incorpora el principio de jerarquía en la producción y gestión 
de residuos que ha de centrarse en la prevención, la preparación para la reutilización, el 
reciclaje u otras formas de valorización, incluida la valorización energética y aspira a 
transformar la Unión Europea en una «sociedad del reciclado» y contribuir a la lucha 
contra el cambio climático.

La transposición de esta Directiva en nuestro ordenamiento jurídico interno se lleva a 
cabo a través de esta Ley que sustituye a la anteriormente vigente Ley 10/1998, de 21 de 
abril, de Residuos.

La necesaria modificación de nuestro marco legislativo interno en materia de residuos 
para su adaptación a las modificaciones del derecho comunitario, es, asimismo, una 
oportunidad para actualizar y mejorar el régimen previsto en la anteriormente vigente 
Ley 10/1998, de 21 de abril. Esta Ley estableció en su día la primera regulación con 
carácter general de los residuos en nuestro ordenamiento jurídico. En los doce años de 
aplicación de esta norma las administraciones públicas, los productores y los gestores de 
residuos han adquirido una experiencia y formación en este campo mucho mayor que la 
existente en el momento de la aprobación de la norma anterior y, por otra parte, la 
prevención, producción y gestión de los residuos, y los principios que la inspiran, han 
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experimentado una importante evolución. Por otro lado, siendo la lucha contra el cambio 
climático una prioridad de la política ambiental y aunque la contribución de los residuos al 
cambio climático es pequeña en relación con el resto de sectores, existe un potencial 
significativo de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, asociado al 
sector de los residuos.

Por todo ello, la transposición de la Directiva marco de residuos y la sustitución de la 
anterior Ley de residuos hacen necesaria la actualización del régimen jurídico de la 
producción y gestión de residuos a la luz de la experiencia adquirida, de las lagunas 
detectadas, y de la evolución y modernización de la política de residuos. Además la presente 
Ley en el marco de los principios básicos de protección de la salud humana y del medio 
ambiente, orienta la política de residuos conforme al principio de jerarquía en la producción 
y gestión de los mismos, maximizando el aprovechamiento de los recursos y minimizando 
los impactos de la producción y gestión de residuos. La nueva Ley promueve la implantación 
de medidas de prevención, la reutilización y el reciclado de los residuos, y conforme a lo 
que establece la Directiva marco permite calificar como operación de valorización la 
incineración de residuos domésticos mezclados sólo cuando ésta se produce con un 
determinado nivel de eficiencia energética; asimismo, aspira a aumentar la transparencia y 
la eficacia ambiental y económica de las actividades de gestión de residuos. Finalmente, 
forma parte del espíritu de la Ley promover la innovación en la prevención y gestión de los 
residuos, para facilitar el desarrollo de las soluciones con mayor valor para la sociedad en 
cada momento, lo que sin duda incidirá en la reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero asociadas a este sector y contribuirá a la conservación del clima.

II

El título I de la Ley contiene las disposiciones y los principios generales y se divide en 
dos capítulos.

El primer capítulo está dedicado a las disposiciones de carácter general e incluye el 
objeto, las definiciones, así como la referencia a la clasificación y la lista europea de residuos.

El objeto de la presente Ley es establecer el régimen jurídico de la producción y 
gestión de residuos, así como la previsión de medidas para prevenir su generación y para 
evitar o reducir los impactos adversos sobre la salud humana y el medio ambiente 
asociados a la generación y gestión de los mismos. Igualmente, y tal y como sucedía ya 
en la anterior Ley de residuos, esta Ley tiene también por objeto regular el régimen 
jurídico de los suelos contaminados. Finalmente, se termina de delimitar el ámbito de 
aplicación de la Ley con una serie de exclusiones expresamente mencionadas.

Se incluye un artículo de definiciones entre las que se recogen conceptos clave como 
el de «residuo», «reutilización», «reciclado», «valorización» y «eliminación». Asimismo 
también se introducen las definiciones de «residuo doméstico», «comercial» e «industrial», 
al objeto de clarificar las competencias de gestión para los distintos tipos de residuos. Se 
definen igualmente otros conceptos que posteriormente aparecen a lo largo del texto, con 
el objetivo de lograr un mayor grado de precisión y de seguridad jurídica a la hora de 
aplicar la norma, como «suelo contaminado» o «compost». Se incorporan las definiciones 
de la Directiva del «negociante» y del «agente» como gestores de residuos, 
distinguiéndose estas dos figuras en que el negociante actúa por cuenta propia mientras 
que el agente actúa por cuenta de terceros.

Siguiendo las pautas de la Directiva marco de residuos se introducen artículos 
específicos dedicados a los conceptos de «subproducto» y de «fin de la condición de 
residuo», y se establecen las condiciones que debe cumplir un residuo para considerarse 
un subproducto o para perder su condición de residuo.

El capítulo II está dedicado a los principios de la política de residuos y a las 
competencias administrativas.

Se inicia con los principios básicos en esta materia: la protección de la salud humana y 
del medio ambiente, principios ya recogidos en la anterior directiva y que, como no podía 
ser de otra manera, se mantienen en ésta. Como novedad procedente de la nueva Directiva 
se formula una nueva jerarquía de residuos que explicita el orden de prioridad en las cv
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actuaciones en la política de residuos: prevención (en la generación de residuos), 
preparación para la reutilización, reciclado, otros tipos de valorización (incluida la energética) 
y, por último, la eliminación de los residuos. De acuerdo con los principios de autosuficiencia 
y proximidad deben adoptarse medidas para establecer una red integrada de instalaciones 
para la valorización de residuos mezclados. Los derechos de acceso a la información y la 
participación en materia de medio ambiente, garantizados mediante la Ley 27/2006, de 18 
de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación 
pública y de acceso a la justicia, aparecen expresamente reflejados en la ley. En aplicación 
del principio de «quien contamina paga», se incluye un artículo relativo a los costes de la 
gestión de los residuos que recaerán sobre el productor de los mismos o sobre el productor 
del producto que con el uso se convierte en residuo, en los casos en que así se establezca 
en aplicación de las normas de responsabilidad ampliada del productor del producto.

Debido a que son varias las administraciones públicas que intervienen en la gestión 
de los residuos, se hace necesario un artículo que defina las competencias administrativas 
de cada una de ellas. Se clarifica la distribución competencial existente en la anterior Ley, 
especialmente en lo relativo a las Entidades Locales, que podrán establecer a través de 
sus ordenanzas las condiciones para la entrega de los residuos cuya gestión hayan 
asumido.

Con el objetivo de configurar un foro de autoridades administrativas competentes en 
esta materia la Ley incluye la creación de una Comisión de coordinación en materia de 
residuos como órgano de cooperación técnica y colaboración entre las distintas 
administraciones, integrada por representantes de la Administración General del Estado 
(de los departamentos ministeriales con competencias en esta materia), de las 
Comunidades y Ciudades Autónomas, y de las Entidades Locales. Esta Comisión podrá 
crear grupos de trabajo especializados en los que participarán expertos en la materia de 
que se trate, del sector público o privado.

III

El título II está dedicado a los instrumentos de la política de residuos. Siguiendo las 
líneas marcadas por la Directiva marco, se recogen como instrumentos de planificación 
los planes y programas de gestión de residuos y los programas de prevención de 
residuos. Asimismo se establece la posibilidad de adoptar medidas e instrumentos 
económicos, entre los que destacan los cánones aplicables al vertido de residuos 
mediante depósito en vertedero y a la incineración de residuos domésticos.

La planificación de la gestión de los residuos es otro instrumento esencial de la 
política de residuos. Por ello esta Ley desarrolla estos planes a nivel nacional, autonómico 
y local: el Plan Nacional marco de Gestión de Residuos define la estrategia general de 
gestión de residuos así como los objetivos mínimos, las Comunidades Autónomas 
elaborarán sus respectivos planes autonómicos de gestión de residuos, y se posibilita a 
las Entidades Locales para que realicen, por separado o de forma conjunta, programas 
de gestión de residuos.

Dada la importancia que se atribuye a la prevención en la generación de residuos, la 
Directiva incluye un instrumento específico: los programas de prevención de residuos que 
establecen las medidas y objetivos de prevención. Estos programas podrán estar 
integrados en los planes y programas de gestión de residuos, en otros programas de 
política ambiental o se establecerán como programas separados.

IV

El título III de la Ley lleva por rúbrica la «Producción, posesión y gestión de los residuos» 
y desarrolla las obligaciones de los productores y gestores de residuos. En este título el 
objetivo ha sido lograr una mayor claridad y sistematización de las obligaciones de los sujetos 
intervinientes en la cadena de producción y gestión de residuos, así como una simplificación 
de las cargas administrativas sobre los operadores, sustituyendo parte de las autorizaciones 
existentes en la anterior Ley por comunicaciones. Esta evolución de la sustitución de cv
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autorizaciones por comunicaciones se enmarca en el proceso general de sustitución del 
control a priori de la administración por un control a posteriori, que no ralentice el inicio de las 
actividades económicas, pero que en todo caso no supone una pérdida de control por parte 
de la administración sino un cambio en el momento en el que éste se lleva a cabo.

Este título III se ha organizado en tres capítulos dedicados a las obligaciones de los 
productores u otros poseedores iniciales de residuos, las obligaciones de los gestores de 
residuos y, por último, el tercer capítulo establece el régimen de comunicaciones y 
autorizaciones en materia de residuos.

En el capítulo primero se recogen las obligaciones de los productores u otros 
poseedores iniciales de residuos relativas a la gestión de sus residuos así como las 
relativas al almacenamiento, mezcla, envasado y etiquetado de sus residuos. El productor 
o el poseedor inicial del residuo debe asegurar el tratamiento adecuado de sus residuos, 
para lo cual se establecen distintas opciones (que se efectúe el tratamiento por sí mismo 
o que se entregue a un tercero, público o privado), en todo caso las operaciones que se 
realicen deberán acreditarse documentalmente. Asimismo se establece el alcance de la 
responsabilidad de los productores y poseedores iniciales de los residuos, se establecen 
las obligaciones relativas a la entrega de los residuos domésticos y de los residuos 
comerciales, y se recogen especificidades relativas a los residuos peligrosos.

El capítulo II relativo a las obligaciones de los gestores se divide en cuatro secciones, 
la primera regula las obligaciones generales de los gestores en relación con los requisitos 
de almacenamiento y de suscripción de seguros o fianzas así como las obligaciones 
específicas de los gestores de residuos en función de su actividad.

La sección segunda establece los objetivos y medidas en la gestión de los residuos. 
Éstos estarán destinados a fomentar la preparación para la reutilización y el reciclado 
fijándose objetivos concretos para implantación de recogida separada por materiales. 
Asimismo se establecen objetivos específicos de preparación para la reutilización y 
reciclado de residuos domésticos, y de preparación para la reutilización, reciclado y 
valorización para residuos de construcción y demolición.

Una tercera sección hace referencia expresa a los biorresiduos y posibilita que los 
planes y programas incluyan medidas para impulsar su recogida separada para 
destinarlos al tratamiento biológico y obtener enmiendas orgánicas de calidad.

La sección cuarta de este capítulo II regula el traslado de residuos, entendido como el 
transporte destinado a la eliminación y la valorización. Se establece, en primer lugar, el 
régimen jurídico de los traslados en el interior del Estado, contemplando como únicas 
causas de oposición a los mismos los motivos medioambientales enumerados en el 
Reglamento (CE) n.º 1013/2006 y en la propia directiva marco. La entrada y salida de 
residuos del territorio nacional se regulan de conformidad con el citado Reglamento 
comunitario, introduciéndose en esta Ley como novedad la obligación de que quienes 
organicen los traslados presenten información relativa a residuos no peligrosos, a efectos 
estadísticos y de control.

V

En el capítulo III del título III se regulan las comunicaciones y autorizaciones de las 
actividades de producción y gestión de residuos. Las empresas que producen residuos 
peligrosos y residuos no peligrosos en cantidad superior a 1.000 t/año se someten al 
requisito de comunicación previa en la Comunidad Autónoma donde se ubiquen, de esta 
forma se dota a las Comunidades Autónomas de información necesaria para facilitar la 
vigilancia y el control de la producción de residuos, y se simplifican los trámites 
administrativos a las empresas que producen residuos peligrosos, sustituyendo el 
régimen anterior de autorización por el actual de comunicación.

Asimismo la presente norma incide en el régimen jurídico aplicable a la gestión de los 
residuos en su sentido más amplio compra-venta de residuos (negociación), agencia, 
recogida, transporte y tratamiento, estableciendo para aquellas empresas cuya actividad 
no esté vinculada a una instalación, un régimen de comunicación únicamente en la 
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Comunidad Autónoma donde tienen el domicilio, evitando la repetición de trámites 
administrativos en el resto de Comunidades Autónomas donde pretenda operar.

El régimen aplicable a las actividades de gestión de residuos que se desarrollan en 
una determinada instalación es el de autorización, tanto a la empresa que va a desarrollar 
la actividad, como a las instalaciones donde se desarrolla.

Es necesario subrayar que no existe un régimen jurídico específico para todas las 
operaciones de almacenamiento de residuos, sino que, cuando es una operación de 
tratamiento, la instalación requerirá autorización previa. Por otro lado, cuando los 
productores de residuos almacenen sus propios residuos en el lugar de producción y 
estén obligados a presentar comunicación, deberán incluir las condiciones de este 
almacenamiento en el contenido de la comunicación.

VI

La Ley dedica su título IV a la «Responsabilidad ampliada del productor del producto». 
Si bien no puede afirmarse que esta regulación se introduzca ex novo, sí cabe destacar 
que se establece por primera vez un marco legal sistematizado y coherente, en virtud del 
cual los productores de productos que con su uso se convierten en residuos quedan 
involucrados en la prevención y en la organización de la gestión de los mismos, 
promoviéndose la reutilización, el reciclado y la valorización de residuos, de acuerdo con 
los principios inspiradores de esta nueva legislación.

La Ley delimita el ámbito de esta responsabilidad, estableciendo las obligaciones a 
las que, mediante el correspondiente desarrollo reglamentario, pueden quedar sometidos 
los productores, tanto en la fase de diseño y producción de sus productos como durante 
la gestión de los residuos que deriven de su uso.

En cuanto a la forma de hacer frente a estas obligaciones, la Ley posibilita que se 
haga de manera individual o mediante sistemas colectivos. En este caso los productores 
deberán constituir una entidad con personalidad jurídica propia y sin ánimo de lucro, 
garantizando el acceso de todos los productores en función de criterios objetivos. Para 
este supuesto se prevé un sistema de autorización con la participación de la Comisión de 
coordinación en materia de residuos, que garantiza una actuación homogénea en todo el 
territorio nacional de los sistemas colectivos.

Los sistemas individuales, por el contrario, no quedan sometidos a este régimen de 
autorización administrativa, sino al de comunicación previa al inicio de su actividad, en 
consonancia con el principio, inspirador también de Ley, de facilitar a los ciudadanos y a 
las empresas el acceso y el ejercicio de actividades de servicio.

VII

El título V contiene la regulación de los suelos contaminados, concepto utilizado por 
primera vez en nuestro ordenamiento jurídico en la Ley 10/1998, de 21 de abril, que ahora 
se deroga. Por este motivo se ha considerado fundamental mantener el régimen jurídico 
que ya está en vigor, si bien a la luz de la experiencia adquirida se matizan algunas 
cuestiones como la determinación de los sujetos responsables de la contaminación de los 
suelos. Asimismo, y con la finalidad de adquirir un mejor conocimiento de la situación de 
los suelos contaminados se regulan las obligaciones de información a las que quedan 
sujetos tanto los titulares de las actividades potencialmente contaminantes del suelo 
como los titulares de los suelos contaminados y se crea el inventario estatal de suelos 
contaminados.

VIII

Como ya se ha mencionado anteriormente, uno de los objetivos de esta Ley es 
aumentar la transparencia en la gestión de los residuos y posibilitar su trazabilidad, y a 
este fin responde el título VI, dedicado al Registro e información sobre residuos.
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La Ley regula el Registro de producción y gestión de residuos que incorpora la 
información procedente de los registros de las Comunidades Autónomas y dicha 
información podrá ser utilizada por otra administración pública con el fin de reducir las 
cargas administrativas. Este Registro se desarrollará reglamentariamente.

Para facilitar las funciones de vigilancia e inspección que esta Ley atribuye a las 
administraciones públicas, se establece, para las entidades o empresas registradas, la 
obligación de llevar un archivo cronológico en el que anotarán la información relativa a las 
operaciones de producción y gestión de residuos facilitando la trazabilidad de los residuos 
desde su producción hasta su tratamiento final.

El envío anual de información a las Comunidades Autónomas por parte de las 
entidades o empresas de tratamiento de residuos permitirá mejorar la información relativa 
a la producción y gestión de los residuos y disponer de información precisa y fiable, 
básica para desarrollar la política de residuos y para dar cumplimiento a las obligaciones 
de información, comunitarias e internacionales.

IX

Finalmente el título VII regula la responsabilidad, la vigilancia, inspección y control, y 
el régimen sancionador.

En consonancia con la supresión de determinadas autorizaciones administrativas y su 
sustitución por una comunicación previa al inicio de las actividades, la Ley refuerza las 
potestades de las administraciones públicas para la inspección, la vigilancia y control de 
las actividades relacionadas con los residuos y los suelos contaminados.

El régimen sancionador supone una actualización del contenido en la Ley 10/1998, 
de 21 de abril. Con esta finalidad, y teniendo en cuenta la experiencia adquirida, se han 
tipificado con mayor precisión determinadas infracciones y sanciones, haciéndolas más 
acordes y eficaces respecto a las finalidades que se persiguen.

Por lo que respecta a las sanciones se ha revisado su cuantía, atendiendo a la 
gravedad de las conductas, y se ha introducido la obligación de reparación los daños 
causados a los recursos naturales en los términos de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, 
de Responsabilidad Medioambiental.

En cuanto a la potestad sancionadora se ha ampliado la de los titulares de las 
Entidades Locales y, con el fin de reforzar el carácter preventivo de la Ley, se ha incluido 
la posibilidad de que el órgano competente pueda adoptar medidas provisionales 
imprescindibles antes del inicio del procedimiento, en casos de urgencia y para la 
protección provisional de los intereses implicados.

X

En cuanto a la parte final de la Ley, la disposición adicional primera declara de utilidad 
pública e interés social, a efectos de la legislación de expropiación forzosa, el establecimiento 
o ampliación de instalaciones de almacenamiento, valorización y eliminación de residuos; la 
segunda establece un calendario para la sustitución gradual de las bolsas comerciales de 
un solo uso de plástico no biodegradable; la tercera prevé que la Administración General 
del Estado establezca medidas para financiar el coste adicional que implica la valorización 
de los residuos generados en las Illes Balears, Canarias, Ceuta y Melilla; mediante la cuarta 
se dispone que la regulación de los suelos contaminados contenida en la Ley debe 
entenderse sin perjuicio de las previsiones recogidas en las leyes reguladoras de la Defensa 
Nacional; la quinta prevé la aplicación de esta Ley sin perjuicio de las normas sobre 
protección de la salud y prevención de riesgos laborales; la sexta establece el control de las 
actividades de gestión de residuos relevantes para la seguridad ciudadana; la séptima 
permite que los sujetos obligados a suscribir garantías con arreglo a esta ley y a otras 
normas lo hagan en un solo instrumento, y especifica que las destinadas a cubrir la 
restauración ambiental se calcularán con arreglo a la normativa de responsabilidad 
medioambiental; la octava establece un plazo de tres años para la adecuación a esta ley de 
las disposiciones de desarrollo en materia de residuos. La disposición adicional novena cv
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permite la tramitación de los procedimientos y el envío de información por vía electrónica de 
acuerdo con la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos; la disposición adicional décima obliga al Gobierno a remitir a las Cortes 
un Proyecto de Ley sobre compensación de emisiones de gases de efecto invernadero en 
el sector residuos; mediante la undécima se crea un grupo de trabajo especializado en 
materia de envases en el seno de la Comisión y la duodécima obliga al Gobierno a promover 
la cooperación técnica y la colaboración entre la administración pública y la iniciativa 
privada. Por último la disposición adicional decimotercera promueve el impulso a la 
investigación sobre la prevención y gestión de residuos.

Se establecen regímenes transitorios en relación con los subproductos, las 
Ordenanzas de entidades locales, los contratos en vigor de las entidades locales para la 
gestión de residuos comerciales, los sistemas de responsabilidad ampliada del productor, 
las garantías financieras vigentes, el Registro de producción y gestión de residuos y para 
las autorizaciones y comunicaciones. Asimismo se atribuyen con carácter transitorio a los 
órganos que hasta el momento las hubieran tenido atribuidas las competencias que la 
Ley asigna a la Comisión de coordinación en materia de residuos.

Respecto a la disposición derogatoria, destaca la derogación expresa de la Ley 10/1998, 
de 21 de abril.

Las disposiciones finales, por último, están dedicadas a la definición de los títulos 
competenciales; hacen explícita la labor de transposición de Derecho Comunitario que 
realiza la Ley; autorizan al Gobierno a realizar el desarrollo reglamentario y fijan como 
entrada en vigor de la Ley, el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

XI

En cuanto a los anexos, el I y el II enumeran, respectivamente, las operaciones de 
eliminación y de valorización de residuos. El III describe las características de los residuos 
que permiten calificarlos como peligrosos. El anexo IV contiene ejemplos de medidas de 
prevención de residuos. El V especifica el contenido de los planes autonómicos de gestión 
de residuos.

El anexo VI describe el contenido de la solicitud de autorización para el tratamiento de 
residuos, el VII el contenido de la autorización para el tratamiento de residuos y el VIII el 
contenido de las comunicaciones reguladas en la Ley.

Los anexos IX y X especifican el contenido de la comunicación y de la autorización, 
respectivamente, de los sistemas individuales y colectivos de responsabilidad ampliada 
del productor.

Finalmente el anexo XI contiene las obligaciones de información en materia de suelos 
contaminados, y el XII las obligaciones de información de las empresas de tratamiento de 
residuos.

TÍTULO I

Disposiciones y principios generales

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

Esta Ley tiene por objeto regular la gestión de los residuos impulsando medidas que 
prevengan su generación y mitiguen los impactos adversos sobre la salud humana y el 
medio ambiente asociados a su generación y gestión, mejorando la eficiencia en el uso 
de los recursos. Tiene asimismo como objeto regular el régimen jurídico de los suelos 
contaminados.
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Artículo 2. Ámbito de aplicación.

1. Esta Ley es de aplicación a todo tipo de residuos, con las siguientes exclusiones:

a) Las emisiones a la atmósfera reguladas en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, 
de calidad del aire y protección de la atmósfera, así como el dióxido de carbono capturado 
y transportado con fines de almacenamiento geológico y efectivamente almacenado en 
formaciones geológicas de conformidad con la Ley 40/2010, de 29 de diciembre, de 
almacenamiento geológico de dióxido de carbono. Tampoco se aplicará al almacenamiento 
geológico de dióxido de carbono realizado con fines de investigación, desarrollo o 
experimentación de nuevos productos y procesos siempre que la capacidad prevista de 
almacenamiento sea inferior a 100 kilotoneladas.

b) Los suelos no contaminados excavados y otros materiales naturales excavados 
durante las actividades de construcción, cuando se tenga la certeza de que estos 
materiales se utilizarán con fines de construcción en su estado natural en el lugar u obra 
donde fueron extraídos.

c) Los residuos radiactivos.
d) Los explosivos desclasificados.
e) Las materias fecales, si no están contempladas en el apartado 2.b), paja y otro 

material natural, agrícola o silvícola, no peligroso, utilizado en explotaciones agrícolas y 
ganaderas, en la silvicultura o en la producción de energía a base de esta biomasa, 
mediante procedimientos o métodos que no pongan en peligro la salud humana o dañen 
el medio ambiente.

2. Esta Ley no será de aplicación a los residuos que se citan a continuación, en los 
aspectos ya regulados por otra norma comunitaria o nacional que incorpore a nuestro 
ordenamiento normas comunitarias:

a) Las aguas residuales.
b) Los subproductos animales cubiertos por el Reglamento (CE) n.º 1069/2009 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se 
establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los 
productos derivados no destinados al consumo humano y por el que se deroga el 
Reglamento (CE) n.º 1774/2002.

No se incluyen en esta excepción, y por tanto se regularán por esta Ley, los 
subproductos animales y sus productos derivados, cuando se destinen a la incineración, 
a los vertederos o sean utilizados en una planta de biogás o de compostaje.

c) Los cadáveres de animales que hayan muerto de forma diferente al sacrificio, 
incluidos los que han sido muertos con el fin de erradicar epizootias, y que son eliminados 
con arreglo al Reglamento (CE) n.º 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 21 de octubre de 2009.

d) Los residuos resultantes de la prospección, de la extracción, del tratamiento o 
del almacenamiento de recursos minerales, así como de la explotación de canteras 
cubiertos por el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos 
de industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por 
actividades mineras.

3. Sin perjuicio de las obligaciones impuestas en virtud de la normativa específica 
aplicable, se excluirán del ámbito de aplicación de esta Ley los sedimentos reubicados en 
el interior de las aguas superficiales a efectos de gestión de las aguas y de las vías 
navegables, de prevención de las inundaciones o de mitigación de los efectos de las 
inundaciones y de las sequías, o de creación de nuevas superficies de terreno, si se 
demuestra que dichos sedimentos son no peligrosos.

4. Los suelos contaminados se regirán por el título V de suelos contaminados.
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Artículo 3. Definiciones.

A los efectos de esta Ley se entenderá por:

a) «Residuo»: cualquier sustancia u objeto que su poseedor deseche o tenga la 
intención o la obligación de desechar.

b) «Residuos domésticos»: residuos generados en los hogares como consecuencia 
de las actividades domésticas. Se consideran también residuos domésticos los similares 
a los anteriores generados en servicios e industrias.

Se incluyen también en esta categoría los residuos que se generan en los hogares de 
aparatos eléctricos y electrónicos, ropa, pilas, acumuladores, muebles y enseres así 
como los residuos y escombros procedentes de obras menores de construcción y 
reparación domiciliaria.

Tendrán la consideración de residuos domésticos los residuos procedentes de 
limpieza de vías públicas, zonas verdes, áreas recreativas y playas, los animales 
domésticos muertos y los vehículos abandonados.

c) «Residuos comerciales»: residuos generados por la actividad propia del comercio, 
al por mayor y al por menor, de los servicios de restauración y bares, de las oficinas y de 
los mercados, así como del resto del sector servicios.

d) «Residuos industriales»: residuos resultantes de los procesos de fabricación, de 
transformación, de utilización, de consumo, de limpieza o de mantenimiento generados por 
la actividad industrial, excluidas las emisiones a la atmósfera reguladas en la Ley 34/2007, 
de 15 de noviembre.

e) «Residuo peligroso»: residuo que presenta una o varias de las características 
peligrosas enumeradas en el anexo III, y aquél que pueda aprobar el Gobierno de 
conformidad con lo establecido en la normativa europea o en los convenios internacionales 
de los que España sea parte, así como los recipientes y envases que los hayan contenido.

f) «Aceites usados»: todos los aceites minerales o sintéticos, industriales o de 
lubricación, que hayan dejado de ser aptos para el uso originalmente previsto, como los 
aceites usados de motores de combustión y los aceites de cajas de cambios, los aceites 
lubricantes, los aceites para turbinas y los aceites hidráulicos.

g) «Biorresiduo»: residuo biodegradable de jardines y parques, residuos alimenticios 
y de cocina procedentes de hogares, restaurantes, servicios de restauración colectiva y 
establecimientos de venta al por menor; así como, residuos comparables procedentes de 
plantas de procesado de alimentos.

h) «Prevención»: conjunto de medidas adoptadas en la fase de concepción y diseño, 
de producción, de distribución y de consumo de una sustancia, material o producto, para 
reducir:

1.º La cantidad de residuo, incluso mediante la reutilización de los productos o el 
alargamiento de la vida útil de los productos.

2.º Los impactos adversos sobre el medio ambiente y la salud humana de los 
residuos generados, incluyendo el ahorro en el uso de materiales o energía.

3.º El contenido de sustancias nocivas en materiales y productos.

i) «Productor de residuos»: cualquier persona física o jurídica cuya actividad 
produzca residuos (productor inicial de residuos) o cualquier persona que efectúe 
operaciones de tratamiento previo, de mezcla o de otro tipo, que ocasionen un cambio de 
naturaleza o de composición de esos residuos. En el caso de las mercancías retiradas 
por los servicios de control e inspección en las instalaciones fronterizas se considerará 
productor de residuos al representante de la mercancía, o bien al importador o exportador 
de la misma.

j) «Poseedor de residuos»: el productor de residuos u otra persona física o jurídica 
que esté en posesión de residuos.

k) «Negociante»: toda persona física o jurídica que actúe por cuenta propia en la 
compra y posterior venta de residuos, incluidos los negociantes que no tomen posesión 
física de los residuos.
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l) «Agente»: toda persona física o jurídica que organiza la valorización o la 
eliminación de residuos por encargo de terceros, incluidos los agentes que no tomen 
posesión física de los residuos.

m) «Gestión de residuos»: la recogida, el transporte y tratamiento de los residuos, 
incluida la vigilancia de estas operaciones, así como el mantenimiento posterior al 
cierre de los vertederos, incluidas las actuaciones realizadas en calidad de negociante 
o agente.

n) «Gestor de residuos»: la persona o entidad, pública o privada, registrada 
mediante autorización o comunicación que realice cualquiera de las operaciones que 
componen la gestión de los residuos, sea o no el productor de los mismos.

ñ) «Recogida»: operación consistente en el acopio de residuos, incluida la 
clasificación y almacenamiento iniciales para su transporte a una instalación de 
tratamiento.

o) «Recogida separada»: la recogida en la que un flujo de residuos se mantiene por 
separado, según su tipo y naturaleza, para facilitar un tratamiento específico.

p) «Reutilización»: cualquier operación mediante la cual productos o componentes 
de productos que no sean residuos se utilizan de nuevo con la misma finalidad para la 
que fueron concebidos.

q) «Tratamiento»: las operaciones de valorización o eliminación, incluida la 
preparación anterior a la valorización o eliminación.

r) «Valorización»: cualquier operación cuyo resultado principal sea que el residuo 
sirva a una finalidad útil al sustituir a otros materiales, que de otro modo se habrían 
utilizado para cumplir una función particular, o que el residuo sea preparado para cumplir 
esa función en la instalación o en la economía en general. En el anexo II se recoge una 
lista no exhaustiva de operaciones de valorización.

s) «Preparación para la reutilización»: la operación de valorización consistente en la 
comprobación, limpieza o reparación, mediante la cual productos o componentes de 
productos que se hayan convertido en residuos se preparan para que puedan reutilizarse 
sin ninguna otra transformación previa.

t) «Reciclado»: toda operación de valorización mediante la cual los materiales de 
residuos son transformados de nuevo en productos, materiales o sustancias, tanto si es 
con la finalidad original como con cualquier otra finalidad. Incluye la transformación del 
material orgánico, pero no la valorización energética ni la transformación en materiales 
que se vayan a usar como combustibles o para operaciones de relleno.

u) «Regeneración de aceites usados»: cualquier operación de reciclado que permita 
producir aceites de base mediante el refinado de aceites usados, en particular mediante 
la retirada de los contaminantes, los productos de la oxidación y los aditivos que 
contengan dichos aceites.

v) «Eliminación»: cualquier operación que no sea la valorización, incluso cuando la 
operación tenga como consecuencia secundaria el aprovechamiento de sustancias o 
energía. En el anexo I se recoge una lista no exhaustiva de operaciones de eliminación.

w) «Mejores técnicas disponibles»: las mejores técnicas disponibles tal y como se 
definen en el artículo 3, apartado ñ), de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y 
control integrados de la contaminación.

x) «Suelo contaminado»: aquel cuyas características han sido alteradas 
negativamente por la presencia de componentes químicos de carácter peligroso 
procedentes de la actividad humana, en concentración tal que comporte un riesgo 
inaceptable para la salud humana o el medio ambiente, de acuerdo con los criterios y 
estándares que se determinen por el Gobierno, y así se haya declarado mediante 
resolución expresa.

y) «Compost»: enmienda orgánica obtenida a partir del tratamiento biológico aerobio 
y termófilo de residuos biodegradables recogidos separadamente. No se considerará 
compost el material orgánico obtenido de las plantas de tratamiento mecánico biológico 
de residuos mezclados, que se denominará material bioestabilizado.
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Artículo 4. Subproductos.

1. Una sustancia u objeto, resultante de un proceso de producción, cuya finalidad 
primaria no sea la producción de esa sustancia u objeto, puede ser considerada como 
subproducto y no como residuo definido en el artículo 3, apartado a), cuando se cumplan 
las siguientes condiciones:

a) Que se tenga la seguridad de que la sustancia u objeto va a ser utilizado 
ulteriormente,

b) que la sustancia u objeto se pueda utilizar directamente sin tener que someterse 
a una transformación ulterior distinta de la práctica industrial habitual,

c) que la sustancia u objeto se produzca como parte integrante de un proceso de 
producción, y

d) que el uso ulterior cumpla todos los requisitos pertinentes relativos a los productos 
así como a la protección de la salud humana y del medio ambiente, sin que produzca 
impactos generales adversos para la salud humana o el medio ambiente.

2. La Comisión de coordinación en materia de residuos evaluará la consideración de 
estas sustancias u objetos como subproductos, teniendo en cuenta lo establecido en su 
caso al respecto para el ámbito de la Unión Europea, y propondrá su aprobación al 
Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino que dictará la orden ministerial 
correspondiente.

Artículo 5. Fin de la condición de residuo.

1. Por orden del Ministro de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino se podrán 
establecer los criterios específicos que determinados tipos de residuos, que hayan sido 
sometidos a una operación de valorización, incluido el reciclado, deberán cumplir para 
que puedan dejar de ser considerados como tales, a los efectos de lo dispuesto en esta 
Ley y siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

a) Que las sustancias u objetos resultantes se usen habitualmente para finalidades 
específicas;

b) que exista un mercado o una demanda para dichas sustancias u objetos;
c) que las sustancias u objetos resultantes cumplan los requisitos técnicos para 

finalidades específicas, la legislación existente y las normas aplicables a los productos; y
d) que el uso de la sustancia u objeto resultante no genere impactos adversos para 

el medio ambiente o la salud.

2. En la elaboración de esta orden se tendrá en cuenta el estudio previo que 
realizará la Comisión de coordinación en materia de residuos, que analizará lo 
establecido en su caso por la Unión Europea, la jurisprudencia aplicable, los principios 
de precaución y prevención, los eventuales impactos nocivos del material resultante y, 
cuando sea necesario, la procedencia de incluir valores límite para las sustancias 
contaminantes.

3. Las sustancias u objetos afectados por los apartados anteriores y por sus normas 
de desarrollo, serán computados como residuos reciclados y valorizados a los efectos del 
cumplimiento de los objetivos en materia de reciclado y valorización cuando se cumplan 
los criterios de valorización y reciclado previstos en dichas normas.

Artículo 6. Clasificación y Lista europea de residuos.

1. La determinación de los residuos que han de considerarse como residuos 
peligrosos y no peligrosos se hará de conformidad con la lista establecida en la 
Decisión 2000/532/CE de la Comisión, de 3 de mayo de 2000.

2. Por orden del Ministro de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, previa 
consulta a la Comisión de coordinación en materia de residuos, se podrá reclasificar un 
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residuo en los siguientes términos, conforme, en su caso, a los procedimientos previstos 
en el artículo 7 de la Directiva 2008/98/CE:

a) Se podrá considerar un residuo como peligroso cuando, aunque no figure como 
tal en la lista de residuos, presente una o más de las características indicadas en el 
anexo III.

b) Se podrá considerar un residuo como no peligroso cuando se tengan pruebas de 
que un determinado residuo que figure en la lista como peligroso, no presenta ninguna de 
las características indicadas en el anexo III.

Cuando se den los supuestos de los dos apartados anteriores, el Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y Marino lo notificará sin demora a la Comisión Europea y le 
presentará toda la información relevante.

3. La reclasificación de residuos peligrosos en residuos no peligrosos no podrá 
realizarse por medio de una dilución o mezcla cuyo objeto sea la disminución de las 
concentraciones iniciales de sustancias peligrosas por debajo de los límites que definen 
el carácter peligroso de un residuo.

CAPÍTULO II

Principios de la política de residuos y competencias administrativas

Artículo 7. Protección de la salud humana y el medio ambiente.

1. Las autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias para asegurar 
que la gestión de los residuos se realice sin poner en peligro la salud humana y sin dañar 
al medio ambiente y, en particular:

a) No generarán riesgos para el agua, el aire o el suelo, ni para la fauna y la flora;
b) no causarán incomodidades por el ruido o los olores; y
c) no atentarán adversamente a paisajes ni a lugares de especial interés legalmente 

protegidos.

2. Las medidas que se adopten en materia de residuos deberán ser coherentes con 
las estrategias de lucha contra el cambio climático.

Artículo 8. Jerarquía de residuos.

1. Las administraciones competentes, en el desarrollo de las políticas y de la 
legislación en materia de prevención y gestión de residuos, aplicarán para conseguir el 
mejor resultado ambiental global, la jerarquía de residuos por el siguiente orden de 
prioridad:

a) Prevención;
b) Preparación para la reutilización;
c) Reciclado;
d) Otro tipo de valorización, incluida la valorización energética; y
e) Eliminación.

2. No obstante, si para conseguir el mejor resultado medioambiental global en 
determinados flujos de residuos fuera necesario apartarse de dicha jerarquía, se podrá 
adoptar un orden distinto de prioridades previa justificación por un enfoque de ciclo de 
vida sobre los impactos de la generación y gestión de esos residuos, teniendo en cuenta 
los principios generales de precaución y sostenibilidad en el ámbito de la protección 
medioambiental, viabilidad técnica y económica, protección de los recursos, así como el 
conjunto de impactos medioambientales sobre la salud humana, económicos y sociales, 
de acuerdo con los artículos 1 y 7.
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Artículo 9. Autosuficiencia y proximidad.

1. El Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino en colaboración con las 
Comunidades Autónomas, y si fuera necesario con otros Estados miembros, tomará las 
medidas adecuadas, sin perjuicio de la aplicación de la jerarquía de residuos en su 
gestión, para establecer una red integrada de instalaciones de eliminación de residuos y 
de instalaciones para la valorización de residuos domésticos mezclados, incluso cuando 
la recogida también abarque residuos similares procedentes de otros productores, 
teniendo en cuenta las mejores técnicas disponibles.

2. La red deberá permitir la eliminación de los residuos o la valorización de los 
residuos mencionados en el apartado 1, en una de las instalaciones adecuadas más 
próximas, mediante la utilización de las tecnologías y los métodos más adecuados para 
asegurar un nivel elevado de protección del medio ambiente y de la salud pública.

Artículo 10. Acceso a la información y participación en materia de residuos.

Las administraciones públicas garantizarán los derechos de acceso a la información 
y de participación en materia de residuos en los términos previstos en la Ley 27/2006, 
de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.

Las administraciones públicas elaborarán y publicarán, como mínimo, cada año un 
informe de coyuntura sobre la situación de la producción y gestión de los residuos, 
incluyendo datos de recogida y tratamiento desglosados por fracciones y procedencia. 
Estos informes serán de ámbito nacional y autonómico y, en su caso, local. Asimismo la 
información contenida en el Registro de producción y gestión será pública conforme a lo 
previsto en el artículo 39.

Las administraciones públicas, los interesados, y el público en general tendrán la 
oportunidad de participar en la elaboración de los planes y programas recogidos en los 
artículos 14 y 15. Así como en la evaluación de los efectos de determinados planes y 
programas en el medio ambiente de conformidad con la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre 
evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente. 
Estos planes y programas tendrán carácter público y las autoridades competentes los 
pondrán en una página web accesible al público.

Artículo 11. Costes de la gestión de los residuos.

1. De acuerdo con el principio de quien contamina paga, los costes relativos a la 
gestión de los residuos tendrán que correr a cargo del productor inicial de residuos, del 
poseedor actual o del anterior poseedor de residuos de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 42 y 45.2.

2. Las normas que regulen la responsabilidad ampliada del productor para flujos de 
residuos determinados, establecerán los supuestos en que los costes relativos a su 
gestión tendrán que ser sufragados, parcial o totalmente, por el productor del producto del 
que proceden los residuos y cuándo los distribuidores del producto podrán compartir 
dichos costes.

3. En la determinación de los costes de gestión de los residuos domésticos, y de los 
residuos comerciales gestionados por las Entidades Locales, deberá incluirse el coste 
real de las operaciones de recogida, transporte y tratamiento de los residuos, incluida la 
vigilancia de estas operaciones, y el mantenimiento posterior al cierre de los vertederos.

Artículo 12. Competencias administrativas.

1. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Medio Ambiente, y Medio 
Rural y Marino, aprobará el Plan Nacional marco de gestión de residuos.

2. La Administración General del Estado deberá ejercer la potestad de vigilancia e 
inspección, y la potestad sancionadora en el ámbito de sus competencias.
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3. El Ministerio competente en materia de medio ambiente, deberá:

a) Elaborar el Plan Nacional marco de gestión de residuos.
b) Establecer los objetivos mínimos de reducción en la generación de residuos, así 

como de preparación para la reutilización, reciclado y otras formas de valorización 
obligatoria de determinados tipos de residuos.

c) Autorizar los traslados de residuos desde o hacia terceros países no 
pertenecientes a la Unión Europea así como ejercer las funciones de inspección y sanción 
derivadas del citado régimen de traslados, sin perjuicio de la colaboración que pueda 
prestarse por la Comunidad Autónoma donde esté situado el centro de la actividad 
correspondiente.

d) Ejercer las funciones que corresponden a la autoridad nacional en los supuestos 
en que España sea Estado de tránsito a efectos de lo dispuesto en el artículo 53 del 
Reglamento (CE) n.º 1013/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio 
de 2006, relativo al traslado de residuos.

e) Recopilar, elaborar y actualizar la información necesaria para el cumplimiento de 
las obligaciones derivadas de la legislación nacional, comunitaria, de convenios 
internacionales o cualquier otra obligación de información pública.

f) Las demás competencias que le atribuyan las restantes normas sobre residuos.

4. Corresponde a las Comunidades Autónomas:

a) La elaboración de los programas autonómicos de prevención de residuos y de los 
planes autonómicos de gestión de residuos

b) La autorización, vigilancia, inspección y sanción de las actividades de producción 
y gestión de residuos.

c) El registro de la información en materia de producción y gestión de residuos en su 
ámbito competencial.

d) El otorgamiento de la autorización del traslado de residuos desde o hacia países 
de la Unión Europea, regulados en el Reglamento (CE) n.º 1013/2006, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2006, así como las de los traslados en el interior 
del territorio del Estado y la inspección y, en su caso, sanción derivada de los citados 
regímenes de traslados.

e) El ejercicio de la potestad de vigilancia e inspección, y la potestad sancionadora 
en el ámbito de sus competencias.

f) Cualquier otra competencia en materia de residuos no incluida en los 
apartados 1, 2, 3 y 5 de este artículo.

5. Corresponde a las Entidades Locales, o a las Diputaciones Forales cuando 
proceda:

a) Como servicio obligatorio, la recogida, el transporte y el tratamiento de los 
residuos domésticos generados en los hogares, comercios y servicios en la forma en que 
establezcan sus respectivas ordenanzas en el marco jurídico de lo establecido en esta 
Ley, de las que en su caso dicten las Comunidades Autónomas y de la normativa sectorial 
en materia de responsabilidad ampliada del productor. La prestación de este servicio 
corresponde a los municipios que podrán llevarla a cabo de forma independiente o 
asociada.

b) El ejercicio de la potestad de vigilancia e inspección, y la potestad sancionadora 
en el ámbito de sus competencias.

c) Las Entidades Locales podrán:

1.º Elaborar programas de prevención y de gestión de los residuos de su 
competencia.

2.º Gestionar los residuos comerciales no peligrosos y los residuos domésticos 
generados en las industrias en los términos que establezcan sus respectivas ordenanzas, 
sin perjuicio de que los productores de estos residuos puedan gestionarlos por sí mismos 
en los términos previstos en el artículo 17.3. Cuando la entidad local establezca su propio 
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sistema de gestión podrá imponer, de manera motivada y basándose en criterios de 
mayor eficiencia y eficacia en la gestión de los residuos, la incorporación obligatoria de 
los productores de residuos a dicho sistema en determinados supuestos.

3.º A través de sus ordenanzas, obligar al productor o a otro poseedor de residuos 
peligrosos domésticos o de residuos cuyas características dificultan su gestión a que 
adopten medidas para eliminar o reducir dichas características o a que los depositen en 
la forma y lugar adecuados.

4.º Realizar sus actividades de gestión de residuos directamente o mediante 
cualquier otra forma de gestión prevista en la legislación sobre régimen local. Estas 
actividades podrán llevarse a cabo por cada entidad local de forma independiente o 
mediante asociación de varias Entidades Locales.

6. Las administraciones públicas en sus respectivos ámbitos competenciales podrán 
declarar servicio público todas o algunas de las operaciones de gestión de determinados 
residuos cuando motivadamente se justifique por razones de adecuada protección de la 
salud humana y del medio ambiente.

Artículo 13. Comisión de coordinación en materia de residuos.

1. Se crea la Comisión de coordinación en materia de residuos, adscrita al Ministerio 
de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, como órgano de cooperación técnica y 
colaboración entre las administraciones competentes en materia de residuos.

2. Esta Comisión ejercerá las siguientes funciones:

a) Impulsar la cooperación y colaboración entre las administraciones públicas con 
competencias en materia de residuos.

b) Elaborar los informes, dictámenes o estudios que le sean solicitados por sus 
miembros o a iniciativa propia.

c) Elaborar recomendaciones, entre otras materias, sobre la sostenibilidad, eficacia 
y eficiencia de los sistemas de gestión de los flujos de residuos, exigencias de calidad del 
reciclado, así como sobre etiquetado.

d) Analizar la aplicación de las normas de residuos y sus repercusiones.
e) Analizar y valorar la información disponible en materia de residuos con objeto de 

mantener un conocimiento actualizado y disponible para las autoridades administrativas 
de la situación de los residuos del Estado español en el contexto de la Unión Europea. En 
particular, se analizará la información relativa a los envases y residuos de envases y se 
elaborarán las recomendaciones oportunas con el fin de prevenir la generación de 
residuos de envases y contribuir a una gestión más eficiente de los mismos.

f) Ejercer las atribuciones que le confiere esta norma en relación con los 
subproductos, la pérdida de la condición de fin de residuo, la reclasificación de residuos o 
la recepción de notificaciones de traslado.

g) Analizar las justificaciones de las alteraciones en el orden de prioridades de la 
jerarquía de residuos basadas en un enfoque de ciclo de vida.

h) Cualquier otra función de intercambio de información o asesoramiento en 
cuestiones relacionadas con la materia regulada en esta Ley que pudiera serle 
encomendadas por el Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino o las 
Comunidades Autónomas.

i) Las funciones que esta Ley u otras normas le atribuyan.
j) Intercambiar información y hacer recomendaciones sobre la aplicación de las 

disposiciones en materia de las autorizaciones relativas a los sistemas colectivos de 
responsabilidad ampliada del productor.

k) Con carácter previo a la elaboración de los planes de gestión de residuos, incluido 
el Plan Nacional marco, proponer contenidos y directrices.

3. La Comisión de coordinación en materia de residuos estará presidida por el 
Director General de Calidad y Evaluación Ambiental y vicepresidida por uno de los 
representantes de las Comunidades Autónomas. Por orden del Ministro de Medio cv
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Ambiente, y Medio Rural y Marino se nombrarán los 30 vocales que compondrán la 
Comisión, entre ellos un vocal designado por cada una las Comunidades Autónomas, un 
vocal designado por cada una de las ciudades de Ceuta y Melilla, tres vocales de las 
Entidades Locales designados por la asociación de ámbito estatal con mayor implantación 
y ocho vocales representantes de los departamentos ministeriales, u organismos adscritos 
a los mismos, con competencias que incidan en esta materia, con rango de subdirector 
general o equivalente.

Para cada uno de los miembros de la Comisión se designará un suplente. Actuará 
como secretario, con voz y sin voto, un funcionario del Ministerio de Medio Ambiente, y 
Medio Rural y Marino.

4. La Comisión de coordinación en materia de residuos podrá crear grupos de trabajo 
especializados que servirán de apoyo para el cumplimiento de las funciones que le 
encomienda esta Ley. En estos grupos podrán participar técnicos o expertos en la materia 
de que se trate, procedentes del sector público, del sector privado y de la sociedad civil.

5. La Comisión aprobará sus normas de funcionamiento, que se ajustarán a las 
previsiones sobre órganos colegiados contenidas en el capítulo II del título II de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

TÍTULO II

Instrumentos de la política de residuos

Artículo 14. Planes y programas de gestión de residuos.

1. El Ministerio competente en materia de Medio Ambiente, previa consulta a las 
Comunidades Autónomas, a las Entidades Locales, a otros Ministerios afectados y 
cuando proceda en colaboración con otros Estados miembros, elaborará, de conformidad 
con esta Ley, el Plan estatal marco de gestión de residuos que contendrá la estrategia 
general de la política de residuos, las orientaciones y la estructura a la que deberán 
ajustarse los planes autonómicos, así como los objetivos mínimos a cumplir de 
prevención, preparación para la reutilización, reciclado, valorización y eliminación. La 
determinación de dichos objetivos será coherente con la estrategia de reducción de gases 
de efecto invernadero y los compromisos internacionales asumidos en materia de cambio 
climático.

2. Las Comunidades Autónomas elaborarán los planes autonómicos de gestión 
de residuos, previa consulta a las Entidades Locales en su caso, de conformidad con 
esta Ley.

Los planes autonómicos de gestión contendrán un análisis actualizado de la situación 
de la gestión de residuos en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, así como 
una exposición de las medidas para facilitar la reutilización, el reciclado, la valorización y 
la eliminación de los residuos, estableciendo objetivos de prevención, preparación para la 
reutilización, reciclado, valorización y eliminación y la estimación de su contribución a la 
consecución de los objetivos establecidos en esta Ley, en las demás normas en materia 
de residuos y en otras normas ambientales.

Los planes incluirán los elementos que se señalan en el anexo V.
3. Las Entidades Locales en el marco de sus competencias, podrán elaborar 

programas de gestión de residuos de conformidad y en coordinación con el Plan Nacional 
marco y con los planes autonómicos de gestión de residuos. Las Entidades Locales 
podrán elaborar estos programas individualmente o agrupadas.

4. En la elaboración de los planes y programas de gestión de residuos se valorarán 
aquellas medidas que incidan de forma significativa en la reducción de las emisiones de 
gases de efecto invernadero.

5. Los planes y programas de gestión de residuos se evaluarán y revisarán, al 
menos, cada seis años.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

1-
13

04
6

GUÍA PARA UNA CORRECTA GESTIÓN DEL FIBROCEMENTO

29



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 181 Viernes 29 de julio de 2011 Sec. I.   Pág. 85666

Artículo 15. Programas de prevención de residuos.

1. Las administraciones públicas, en sus respectivos ámbitos competenciales, 
aprobarán antes del 12 de diciembre de 2013, programas de prevención de residuos en 
los que se establecerán los objetivos de prevención, de reducción de la cantidad de 
residuos generados y de reducción de la cantidad de sustancias peligrosas o 
contaminantes, se describirán las medidas de prevención existentes y se evaluará la 
utilidad de los ejemplos de medidas que se indican en el anexo IV u otras medidas 
adecuadas. Estas medidas se encaminarán a lograr la reducción del peso de los residuos 
producidos en 2020 en un 10% respecto a los generados 2010. La finalidad de dichos 
objetivos y medidas será romper el vínculo entre el crecimiento económico y los impactos 
sobre la salud humana y el medio ambiente asociados a la generación de residuos.

2. Los programas de prevención de residuos podrán aprobarse de forma independiente 
o integrarse en los planes y programas sobre gestión de residuos u otros ambientales. 
Cuando los programas de prevención se integren en otros planes y programas, las medidas 
de prevención y su calendario de aplicación deberán distinguirse claramente.

3. Las administraciones competentes, con el fin de controlar y evaluar los avances 
en la aplicación de las medidas de prevención, determinarán los instrumentos que 
permitan realizar evaluaciones periódicas de los progresos realizados y podrán fijar 
objetivos e indicadores cualitativos y cuantitativos concretos.

4. La evaluación de los programas de prevención de residuos se llevará a cabo 
como mínimo cada seis años, incluirá un análisis de la eficacia de las medidas adoptadas 
y sus resultados deberán ser accesibles al público.

Artículo 16. Medidas e instrumentos económicos.

1. Las autoridades competentes podrán establecer medidas económicas, financieras 
y fiscales para fomentar la prevención de la generación de residuos, implantar la recogida 
separada, mejorar la gestión de los residuos, impulsar y fortalecer los mercados del 
reciclado, así como para que el sector de los residuos contribuya a la mitigación de las 
emisiones de gases de efecto invernadero. Con estas finalidades podrán establecerse 
cánones aplicables al vertido y a la incineración de residuos domésticos.

2. Las administraciones públicas promoverán en el marco de contratación de las 
compras públicas el uso de productos reutilizables y de materiales fácilmente reciclables, 
así como de productos fabricados con materiales procedentes de residuos, cuya calidad 
cumpla con las especificaciones técnicas requeridas.

3. Respecto a los residuos susceptibles de ser reciclados, las administraciones 
públicas podrán articular con carácter temporal, mecanismos que prioricen su reciclado 
dentro de la Unión Europea, cuando esté justificado por razones medioambientales.

TÍTULO III

Producción, posesión y gestión de los residuos

CAPÍTULO I

De la producción y posesión inicial de los residuos

Artículo 17. Obligaciones del productor u otro poseedor inicial relativas a la gestión de 
sus residuos.

1. El productor u otro poseedor inicial de residuos, para asegurar el tratamiento 
adecuado de sus residuos, estará obligado a:

a) Realizar el tratamiento de los residuos por sí mismo.
b) Encargar el tratamiento de sus residuos a un negociante, o a una entidad o 

empresa, todos ellos registrados conforme a lo establecido en esta Ley.
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c) Entregar los residuos a una entidad pública o privada de recogida de residuos, 
incluidas las entidades de economía social, para su tratamiento.

Dichas operaciones deberán acreditarse documentalmente.
2. La entrega de los residuos domésticos para su tratamiento se realizará en los 

términos que establezcan las ordenanzas locales.
3. El productor u otro poseedor inicial de residuos comerciales no peligrosos deberá 

acreditar documentalmente la correcta gestión de sus residuos ante la entidad local o 
podrá acogerse al sistema público de gestión de los mismos, cuando exista, en los 
términos que establezcan las ordenanzas de las Entidades Locales.

En caso de incumplimiento de las obligaciones de gestión de residuos comerciales no 
peligrosos por su productor u otro poseedor, la entidad local asumirá subsidiariamente la 
gestión y podrá repercutir al obligado a realizarla, el coste real de la misma. Todo ello sin 
perjuicio de las responsabilidades en que el obligado hubiera podido incurrir.

4. El productor u otro poseedor inicial de residuos, para facilitar la gestión de sus 
residuos, estará obligado a:

a) Suministrar a las empresas autorizadas para llevar a cabo la gestión de residuos 
la información necesaria para su adecuado tratamiento y eliminación.

b) Proporcionar a las Entidades Locales información sobre los residuos que les 
entreguen cuando presenten características especiales, que puedan producir trastornos 
en el transporte, recogida, valorización o eliminación.

c) Informar inmediatamente a la administración ambiental competente en caso de 
desaparición, pérdida o escape de residuos peligrosos o de aquellos que por su naturaleza 
o cantidad puedan dañar el medio ambiente.

5. Las normas de cada flujo de residuos podrán establecer la obligación del 
productor u otro poseedor de residuos de separarlos por tipos de materiales, en los 
términos y condiciones que reglamentariamente se determinen, y siempre que esta 
obligación sea técnica, económica y medioambientalmente factible y adecuada, para 
cumplir los criterios de calidad necesarios para los sectores de reciclado correspondientes.

6. Además de las obligaciones previstas en este artículo, el productor u otro 
poseedor de residuos peligrosos cumplirá los requisitos recogidos en el procedimiento 
reglamentariamente establecido relativo a los residuos peligrosos.

Los productores de residuos peligrosos estarán obligados a elaborar y remitir a la 
Comunidad Autónoma un estudio de minimización comprometiéndose a reducir la 
producción de sus residuos. Quedan exentos de esta obligación los pequeños productores 
de residuos peligrosos cuya producción no supere la cantidad reglamentariamente 
establecida.

7. El productor de residuos peligrosos podrá ser obligado a suscribir una garantía 
financiera que cubra las responsabilidades a que puedan dar lugar sus actividades 
atendiendo a sus características, peligrosidad y potencial de riesgo.

Quedan exentos de esta obligación los pequeños productores de residuos peligrosos 
definidos reglamentariamente.

8. La responsabilidad de los productores u otros poseedores iniciales de residuos 
domésticos y comerciales, concluye, cuando los hayan entregado en los términos 
previstos en las ordenanzas locales y en el resto de la normativa aplicable.

La responsabilidad de los demás productores u otros poseedores iniciales de 
residuos, cuando no realicen el tratamiento por si mismos, concluye cuando los entreguen 
a un negociante para su tratamiento, o a una empresa o entidad de tratamiento 
autorizadas siempre que la entrega se acredite documentalmente y se realice cumpliendo 
los requisitos legalmente establecidos.
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Artículo 18. Obligaciones del productor u otro poseedor inicial relativas al 
almacenamiento, mezcla, envasado y etiquetado de residuos.

En relación con el almacenamiento, la mezcla y el etiquetado de residuos en el lugar 
de producción, el productor u otro poseedor inicial de residuos está obligado a:

1. Mantener los residuos almacenados en condiciones adecuadas de higiene y 
seguridad mientras se encuentren en su poder.

La duración del almacenamiento de los residuos no peligrosos en el lugar de 
producción será inferior a dos años cuando se destinen a valorización y a un año cuando 
se destinen a eliminación. En el caso de los residuos peligrosos, en ambos supuestos, la 
duración máxima será de seis meses; en supuestos excepcionales, el órgano competente 
de las Comunidades Autónomas donde se lleve a cabo dicho almacenamiento, por causas 
debidamente justificadas y siempre que se garantice la protección de la salud humana y 
el medio ambiente, podrá modificar este plazo.

Los plazos mencionados empezarán a computar desde que se inicie el depósito de 
residuos en el lugar de almacenamiento.

2. No mezclar ni diluir los residuos peligrosos con otras categorías de residuos 
peligrosos ni con otros residuos, sustancias o materiales.

Los aceites usados de distintas características cuando sea técnicamente factible y 
económicamente viable, no se mezclarán entre ellos ni con otros residuos o sustancias, si 
dicha mezcla impide su tratamiento.

3. Almacenar, envasar y etiquetar los residuos peligrosos en el lugar de producción 
antes de su recogida y transporte con arreglo a las normas aplicables.

Artículo 19. Residuos domésticos peligrosos.

A las fracciones separadas de residuos peligrosos generados en los hogares no les 
serán de aplicación las obligaciones derivadas de su consideración como residuos 
peligrosos hasta que no sean aceptadas por una entidad o empresa registrada para su 
recogida o tratamiento.

CAPÍTULO II

De la gestión de residuos

Sección 1.ª Obligaciones en la gestión de residuos

Artículo 20. Obligaciones de los gestores de residuos.

1. Las entidades o empresas que realicen una actividad de tratamiento de residuos 
deberán:

a) Llevar a cabo el tratamiento de los residuos entregados conforme a lo previsto en 
su autorización y acreditarlo documentalmente.

b) Gestionar adecuadamente los residuos que produzcan como consecuencia de su 
actividad.

2. Las entidades o empresas que recogen o transportan residuos con carácter 
profesional deberán:

a) Recoger los residuos y transportarlos cumpliendo las prescripciones de las 
normas de transportes, las restantes normas aplicables y las previsiones contractuales.

b) Mantener durante su recogida y transporte, los residuos peligrosos envasados y 
etiquetados con arreglo a las normas internacionales y comunitarias vigentes.

c) Entregar los residuos para su tratamiento a entidades o empresas autorizadas, y 
disponer de una acreditación documental de esta entrega.
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3. Los negociantes y agentes deberán cumplir con lo declarado en su comunicación 
de actividades y con las cláusulas y condiciones asumidas contractualmente.

Los negociantes estarán obligados a asegurar que se lleve a cabo una operación 
completa de tratamiento de los residuos que adquieran y a acreditarlo documentalmente 
al productor u otro poseedor inicial de dichos residuos.

4. Con carácter general los gestores de residuos están obligados a:

a) Mantener los residuos almacenados en las condiciones que fije su autorización. 
La duración del almacenamiento de los residuos no peligrosos será inferior a dos años 
cuando se destinen a valorización y a un año cuando se destinen a eliminación. En el 
caso de los residuos peligrosos, en ambos supuestos, la duración máxima será de seis 
meses; en supuestos excepcionales, el órgano competente de las Comunidades 
Autónomas donde se lleve a cabo dicho almacenamiento, por causas debidamente 
justificadas y siempre que se garantice la protección de la salud humana y el medio 
ambiente, podrá modificar este plazo. Durante su almacenamiento los residuos peligrosos 
deberán estar envasados y etiquetados con arreglo a las normas internacionales y 
comunitarias vigentes.

Los plazos mencionados empezarán a computar desde que se inicie el depósito de 
residuos en el lugar de almacenamiento.

b) Constituir una fianza en el caso de residuos peligrosos y cuando así lo exijan las 
normas que regulan la gestión de residuos específicos o las que regulan operaciones de 
gestión. Dicha fianza tendrá por objeto responder frente a la Administración del 
cumplimiento de las obligaciones que se deriven del ejercicio de la actividad y de la 
autorización o comunicación.

c) Suscribir un seguro o constituir una garantía financiera equivalente en el caso de 
entidades o empresas que realicen operaciones de tratamiento de residuos peligrosos y 
cuando así lo exijan las normas que regulan la gestión de residuos específicos o las que 
regulan operaciones de gestión, para cubrir las responsabilidades que deriven de estas 
operaciones. Dicha garantía deberá cubrir, en todo caso:

1.º Las indemnizaciones debidas por muerte, lesiones o enfermedad de las 
personas.

2.º Las indemnizaciones debidas por daños en las cosas.
3.º Los costes de reparación y recuperación del medio ambiente alterado. Esta 

cuantía se determinará con arreglo a las previsiones de la legislación sobre 
responsabilidad medioambiental.

d) No mezclar residuos peligrosos con otras categorías de residuos peligrosos ni 
con otros residuos, sustancias o materiales. La mezcla incluye la dilución de sustancias 
peligrosas.

El órgano competente podrá permitir mezclas sólo cuando:

1.º la operación de mezclado sea efectuada por una empresa autorizada;
2.º no aumenten los impactos adversos de la gestión de residuos sobre la salud 

humana y el medio ambiente, y
3.º la operación se haga conforme a las mejores técnicas disponibles.

5. Además de las obligaciones previstas en este artículo, los gestores de residuos 
peligrosos cumplirán los requisitos recogidos en el procedimiento reglamentariamente 
establecido relativo a los residuos peligrosos.

Sección 2.ª Objetivos y medidas en la gestión de los residuos

Artículo 21. Recogida, preparación para la reutilización, reciclado y valorización de residuos.

1. Las autoridades ambientales en su respectivo ámbito competencial y en atención 
a los principios de prevención y fomento de la reutilización y el reciclado de alta calidad, 
adoptarán las medidas necesarias para que se establezcan sistemas prioritarios para cv
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fomentar la reutilización de los productos y las actividades de preparación para la 
reutilización. Promoverán, entre otras medidas, el establecimiento de lugares de 
almacenamiento para los residuos susceptibles de reutilización y el apoyo al 
establecimiento de redes y centros de reutilización. Así mismo, se impulsarán medidas de 
promoción de los productos preparados para su reutilización a través de la contratación 
pública y de objetivos cuantitativos en los planes de gestión.

2. Para fomentar la prevención y promover la reutilización y el reciclado de alta 
calidad, se podrán adoptar medidas destinadas a facilitar el establecimiento de sistemas 
de depósito, devolución y retorno en los términos previstos en el artículo 31.3 para:

a) Envases industriales,
b) envases colectivos y de transporte,
c) envases y residuos de envases de vidrio, plástico y metal,
d) otros productos reutilizables.

En este supuesto se tendrá en cuenta la viabilidad técnica y económica de estos 
sistemas, el conjunto de impactos ambientales, sociales y sobre la salud humana, y 
respetando la necesidad de garantizar el correcto funcionamiento del mercado interior, 
facilitando especialmente los mecanismos de amplia participación previstos en la 
disposición adicional duodécima, debiendo incorporarse a los trabajos de la Comisión 
de Residuos las entidades y organizaciones representativas de todos los sectores 
afectados por la eventual adopción de dichos sistemas. El Gobierno remitirá a las 
Cortes Generales los informes preceptivos de viabilidad técnica, ambiental y 
económica que se realicen con carácter previo a la implantación de un sistema de 
depósito, devolución y retorno.

3. Las autoridades ambientales en su respectivo ámbito competencial tomarán 
medidas para fomentar un reciclado de alta calidad y, a este fin, se establecerá una 
recogida separada de residuos, entre otros de aceites usados, cuando sea técnica, 
económica y medioambientalmente factible y adecuada, para cumplir los criterios de 
calidad necesarios para los sectores de reciclado correspondientes.

Antes de 2015 deberá estar establecida una recogida separada para, al menos, los 
materiales siguientes: papel, metales, plástico y vidrio.

Los sistemas de recogida separada ya existentes se podrán adaptar a la recogida 
separada de los materiales a los que se refiere el párrafo anterior. Podrá recogerse más 
de un material en la misma fracción siempre que se garantice su adecuada separación 
posterior si ello no supone una pérdida de la calidad de los materiales obtenidos ni un 
incremento de coste.

4. Las Entidades Locales habilitarán espacios, establecerán instrumentos o medidas 
para la recogida separada de residuos domésticos y en su caso, comerciales a los que es 
preciso dar una gestión diferenciada bien por su peligrosidad, para facilitar su reciclado o 
para preparar los residuos para su reutilización.

5. Las autoridades ambientales en su respectivo ámbito competencial adoptarán las 
medidas necesarias para asegurarse de que los residuos se sometan a operaciones de 
valorización. Cuando sea necesario para facilitar o mejorar la valorización, los residuos se 
recogerán por separado y no se mezclarán con otros residuos u otros materiales con 
propiedades diferentes.

6. Las autoridades ambientales en sus respectivos Planes y Programas fomentarán 
métodos de recogida eficientes de acuerdo con las características y posibilidades de cada 
territorio o población, para facilitar el cumplimiento de los objetivos de preparación para la 
reutilización, reciclado y valoración.

Artículo 22. Objetivos específicos de preparación para la reutilización, reciclado y valorización.

1. Con objeto de cumplir los objetivos de esta Ley y de avanzar hacia una sociedad 
del reciclado con un alto nivel de eficiencia de los recursos, el Gobierno y las autoridades 
competentes deberán adoptar las medidas necesarias a través de los planes y programas 
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de gestión de residuos para garantizar que se logran los siguientes objetivos y, en su 
caso, los que se establezcan:

a) Antes de 2020, la cantidad de residuos domésticos y comerciales destinados a la 
preparación para la reutilización y el reciclado para las fracciones de papel, metales, 
vidrio, plástico, biorresiduos u otras fracciones reciclables deberá alcanzar, en conjunto, 
como mínimo el 50% en peso.

b) Antes de 2020, la cantidad de residuos no peligrosos de construcción y 
demolición destinados a la preparación para la reutilización, el reciclado y otra 
valorización de materiales, con exclusión de los materiales en estado natural definidos 
en la categoría 17 05 04 de la lista de residuos, deberá alcanzar como mínimo el 70% 
en peso de los producidos.

2. Cada tres años, las Comunidades Autónomas remitirán al Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y Marino la información necesaria para la verificación del 
cumplimiento de los objetivos previstos en este artículo.

Artículo 23. Eliminación de residuos.

1. Las autoridades ambientales en su respectivo ámbito competencial se asegurarán 
de que, cuando no se lleve a cabo la valorización según lo dispuesto en el artículo 21.5, 
los residuos se sometan a operaciones de eliminación seguras adoptando las medidas 
que garanticen la protección de la salud humana y el medio ambiente. Los residuos 
deberán ser sometidos a tratamiento previo a su eliminación salvo que el tratamiento de 
los mismos no sea técnicamente viable o no quede justificado por razones de protección 
de la salud humana y del medio ambiente.

2. Las autorizaciones de las operaciones de eliminación de residuos podrán quedar 
sujetas a la prestación de una fianza u otra garantía financiera.

La exigencia de estas garantías se aplicará sin perjuicio de aquellas otras que 
pudieran ser exigibles a los sujetos responsables de la gestión de residuos.

Sección 3.ª Biorresiduos

Artículo 24. Biorresiduos.

Las autoridades ambientales promoverán, sin perjuicio de las medidas que se deriven 
de las actuaciones que a nivel comunitario se emprendan en cumplimiento del último 
párrafo del artículo 22 de la Directiva 2008/98/CE, medidas que podrán incluir en los 
planes y programas de gestión de residuos previstos en el artículo 14, para impulsar:

a) La recogida separada de biorresiduos para destinarlos al compostaje o a la 
digestión anaerobia en particular de la fracción vegetal, los biorresiduos de grandes 
generadores y los biorresiduos generados en los hogares.

b) El compostaje doméstico y comunitario.
c) El tratamiento de biorresiduos recogidos separadamente de forma que se logre 

un alto grado de protección del medio ambiente llevado a cabo en instalaciones 
específicas sin que se produzca la mezcla con residuos mezclados a lo largo del proceso. 
En su caso, la autorización de este tipo de instalaciones deberá incluir las prescripciones 
técnicas para el correcto tratamiento de los biorresiduos y la calidad de los materiales 
obtenidos.

d) El uso del compost producido a partir de biorresiduos y ambientalmente seguro 
en el sector agrícola, la jardinería o la regeneración de áreas degradadas, en sustitución 
de otras enmiendas orgánicas y fertilizantes minerales.
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Sección 4.ª Traslado de residuos

Artículo 25. Régimen de los traslados de residuos en el interior del territorio del Estado.

1. Se entiende por traslado de residuos en el interior del territorio del Estado, a los 
efectos de la presente Ley, el transporte de residuos desde una Comunidad Autónoma a 
otra, para su valorización o eliminación.

Los traslados de residuos en el interior del Estado se regirán por lo dispuesto en esta 
Ley, en especial en lo que se refiere a la vigilancia, inspección, control y régimen 
sancionador.

Los traslados de residuos destinados a la eliminación y los traslados de residuos 
domésticos mezclados destinados a la valorización se efectuarán teniendo en cuenta los 
principios de autosuficiencia y proximidad.

2. Todo traslado de residuos deberá ir acompañado de un documento de 
identificación, a los efectos de seguimiento y control.

3. Los operadores que vayan a realizar un traslado de residuos para destinarlos a 
operaciones de eliminación deberán presentar una notificación previa a las autoridades 
competentes de la Comunidad Autónoma de origen y de la de destino.

Asimismo deberán presentar una notificación previa a las mismas autoridades los 
operadores que vayan a realizar un traslado para la valorización de residuos domésticos 
mezclados, de residuos peligrosos y de los residuos para los que reglamentariamente se 
determine.

A los efectos de la presente Ley se entenderá por operador el definido como notificante 
en el artículo 2.15 del Reglamento (CE) n.º 1013/2006 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 14 de junio de 2006, relativo al traslado de residuos.

4. Cuando se presente una notificación previa a un traslado de residuos destinados 
a la eliminación, los órganos competentes de las Comunidades Autónomas de origen y de 
destino, en el plazo de 10 días desde la fecha de acuse de recibo de la misma, podrán 
oponerse por los motivos mencionados en el artículo 11, apartados b), g), h), i) del citado 
Reglamento comunitario.

5. Cuando se presente una notificación previa a un traslado de residuos destinados 
a la valorización los órganos competentes de las Comunidades Autónomas de origen y de 
destino, en el plazo de 10 días desde la fecha de acuse de recibo de la misma, podrán 
oponerse por los motivos mencionados en el artículo 12, apartados a), b) y k) del citado 
Reglamento comunitario.

Asimismo podrán oponerse a la entrada de residuos destinados a los incineradores 
que estén clasificados como valorización cuando se dé alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Que los traslados tuvieran como consecuencia que los residuos producidos en la 
Comunidad Autónoma de destino tuvieran que ser eliminados.

b) Que los traslados tuvieran como consecuencia que los residuos de la Comunidad 
Autónoma de destino tuvieran que ser tratados de manera que no fuese compatible con 
sus planes de gestión de residuos.

6. Los apartados 4 y 5 no serán de aplicación a los residuos sujetos a los 
requisitos de información general contemplados en el artículo 3, apartados 2 y 4 del 
Reglamento (CE) n.º 1013/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
junio de 2006.

7. Los residuos que se trasladen de una Comunidad Autónoma a otra para su 
tratamiento, se computarán en la Comunidad Autónoma de origen, a los efectos del 
cumplimiento de los objetivos contenidos en su plan autonómico de gestión de 
residuos.

8. Las decisiones que adopten las Comunidades Autónomas en aplicación de los 
apartados 4 y 5 serán motivadas, notificadas a la Comisión de coordinación en materia 
de residuos, y no podrán ser contrarias al Plan Nacional marco de gestión de residuos.
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Artículo 26. Entrada y salida de residuos del territorio nacional.

1. La entrada y salida de residuos del territorio nacional, así como el tránsito por el 
mismo, se regirá por lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.º 1013/2006 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 14 de junio, el Reglamento (CE) n.º 1418/2007 de la 
Comisión, de 29 de noviembre de 2007, relativo a la exportación, con fines de 
valorización, de determinados residuos enumerados en los anexos III o IIIA del 
Reglamento (CE) n.º 1013/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio, 
a determinados países a los que no es aplicable la Decisión de la OCDE sobre el control 
de los movimientos transfronterizos de residuos, por la demás legislación comunitaria y 
por los tratados internacionales en los que España sea parte.

2. El Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino podrá prohibir, de forma 
motivada, la expedición de residuos con destino a terceros países no comunitarios cuando 
exista alguna razón para prever que no van a ser gestionados en el país de destino sin 
poner en peligro la salud humana o sin perjudicar el medio ambiente.

El Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino podrá prohibir, de forma 
motivada, toda importación de residuos procedentes de terceros países cuando exista alguna 
razón para prever que los residuos no van a ser gestionados sin poner en peligro la salud 
humana o sin perjudicar el medio ambiente, durante el transporte o su posterior tratamiento.

3. Asimismo, el Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, en los 
traslados procedentes de países terceros, y las Comunidades Autónomas, en los 
supuestos de traslados en el interior de la Unión Europea, podrán limitar los traslados 
entrantes de residuos destinados a los incineradores que estén clasificados como 
valorización, cuando se haya establecido que dichos traslados tendrían como 
consecuencia que los residuos nacionales tendrían que ser eliminados o que estos 
residuos tendrían que ser tratados de una manera que no fuese compatible con los planes 
de gestión de residuos regulados en el artículo 14.

Las decisiones que en este sentido adopten las Comunidades Autónomas deberán 
ser notificadas al Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, quien lo notificará 
a la Comisión Europea.

4. Al objeto de dar prioridad a la regeneración de los aceites industriales usados, las 
autoridades competentes podrán restringir la salida del territorio nacional de aceites 
usados con destino a instalaciones de incineración o coincineración conforme a las 
objeciones previstas en los artículos 11 ó 12 del Reglamento (CE) n.º 1013/2006.

5. En los traslados de residuos que, de conformidad con el artículo 18 del 
Reglamento (CE) n.º 1013/2006, deban ir acompañados del documento que figura en el 
anexo VII del citado Reglamento, la persona que organice el traslado deberá suministrar, 
a los efectos de inspección, ejecución, estadística y planificación, dicho documento:

a) en el caso de traslados de residuos desde o hacia terceros países no 
pertenecientes a la Unión Europea, a las autoridades aduaneras y al Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y Marino.

b) en el caso de traslados de residuos desde o hacia países de la Unión Europea, a 
la autoridad competente en materia de traslados de residuos en la Comunidad Autónoma 
de origen o destino del traslado, quien a su vez la facilitará al Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y Marino.

En aquellos casos en los que así lo requiera la legislación comunitaria y nacional, 
esta información será tratada como información confidencial.

CAPÍTULO III

Régimen de autorización y comunicación de las actividades de producción 
y gestión de residuos

Artículo 27. Autorización de las operaciones de tratamiento de residuos.

1. Quedan sometidas al régimen de autorización por el órgano ambiental competente 
de la Comunidad Autónoma donde están ubicadas, las instalaciones donde vayan a cv
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desarrollarse operaciones de tratamiento de residuos, incluido el almacenamiento en el 
ámbito de la recogida en espera de tratamiento, así como la ampliación, modificación 
sustancial o traslado de dicha instalación.

2. Asimismo deberán obtener autorización las personas físicas o jurídicas para 
realizar una o varias operaciones de tratamiento de residuos. Estas autorizaciones serán 
concedidas por el órgano ambiental competente de la Comunidad Autónoma donde 
tengan su domicilio los solicitantes y serán válidas para todo el territorio español. Las 
Comunidades Autónomas no podrán condicionar el otorgamiento de la autorización 
prevista en este apartado a que el solicitante cuente con instalaciones para el tratamiento 
de residuos en su territorio.

3. En aquellos casos en que la persona física o jurídica que solicite la autorización 
para realizar una o varias operaciones de tratamiento de residuos sea titular de la 
instalación de tratamiento donde vayan a desarrollarse dichas operaciones, el órgano 
ambiental competente de la Comunidad Autónoma donde esté ubicada la instalación 
concederá una sola autorización que comprenda la de la instalación y la de las 
operaciones de tratamiento.

4. Las solicitudes de autorización previstas en este artículo contendrán al menos la 
información indicada en el anexo VI.

Las autorizaciones previstas en este artículo tendrán el contenido descrito en el 
anexo VII.

5. Para la concesión de estas autorizaciones los órganos administrativos 
competentes realizarán, por sí mismos o con el apoyo de las entidades colaboradoras 
debidamente reconocidas conforme a las normas que les sean de aplicación, las 
inspecciones previas y las comprobaciones necesarias en cada caso. En particular, 
comprobarán:

a) La adecuación de las instalaciones a las operaciones de tratamiento previstas en 
las mismas.

b) El cumplimiento de los requisitos técnicos, profesionales o de cualquier otro tipo 
para llevar a cabo dicha actividad por la empresa que va a realizar las operaciones de 
tratamiento de residuos.

c) Que el método de tratamiento previsto es aceptable desde el punto de vista de la 
protección del medio ambiente. En particular, cuando el método no se ajuste a los 
principios de protección de la salud humana y medio ambiente previstos en el artículo 7, 
se denegará la autorización.

d) Que las operaciones de incineración o de coincineración con valorización 
energética, se realicen con un alto nivel de eficiencia energética; en el caso de tratarse de 
residuos domésticos, el nivel de eficiencia energética debe ajustarse a los niveles fijados 
en el anexo II de esta Ley.

6. Las autorizaciones contenidas en este artículo podrán integrarse en las 
autorizaciones obtenidas con arreglo a otra normativa comunitaria, estatal o autonómica, 
siempre que se cumplan los requisitos establecidos en esta Ley.

7. La autorización prevista en el apartado 1 de este artículo para las instalaciones 
de tratamiento de residuos quedará integrada en la autorización ambiental integrada 
concedida conforme a la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de 
la contaminación, e incluirá los requisitos recogidos en este artículo tal y como establece 
el artículo 22.1.g) de la Ley 16/2002, de 1 de julio. La autoridad competente incorporará la 
información pertinente en su registro de producción y gestión de residuos en los términos 
del artículo 39.

8. Las autorizaciones previstas en este artículo se concederán por un plazo máximo 
de 8 años, pasado el cual se renovarán automáticamente por períodos sucesivos, y se 
inscribirán por la Comunidad Autónoma en el registro de producción y gestión de residuos.

9. La transmisión de las autorizaciones estará sujeta a la previa comprobación, por 
la autoridad competente, de que las operaciones de tratamiento de residuos y las 
instalaciones en que aquéllas se realizan cumplen con lo regulado en esta Ley y en sus 
normas de desarrollo.
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10. El plazo máximo para dictar la resolución que ponga fin a los procedimientos de 
autorización previstos en este artículo será de diez meses. Transcurrido el plazo previsto 
sin haberse notificado resolución expresa se entenderá desestimada la solicitud 
presentada.

Artículo 28. Exenciones de los requisitos de autorización.

1. Podrán quedar exentas de autorización las entidades o empresas que lleven a 
cabo la eliminación de sus propios residuos no peligrosos en el lugar de producción o que 
valoricen residuos no peligrosos.

2. Para conceder las exenciones de autorización previstas en el apartado anterior 
se establecerán con respecto a cada tipo de actividad normas generales que especifiquen 
los tipos y cantidades de residuos a los que se podrá aplicar dicha exención, así como los 
métodos de tratamiento que deban emplearse.

Dichas normas garantizarán que el tratamiento del residuo se realizará sin poner en 
peligro la salud de las personas y sin dañar al medio ambiente. En el caso de las 
operaciones de eliminación contempladas en el apartado 1, dichas normas deberán tener 
en cuenta las mejores técnicas disponibles.

3. Las normas previstas en el apartado anterior, se aprobarán mediante orden del 
Ministro de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino, una vez analizada la propuesta por 
la Comisión de coordinación en materia de residuos, y se informará de ello a la Comisión 
Europea.

Artículo 29. Comunicación previa al inicio de las actividades de producción y gestión de 
residuos.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en otra normativa de carácter sectorial, deberán 
presentar una comunicación previa al inicio de sus actividades ante el órgano ambiental 
competente de la Comunidad Autónoma donde estén ubicadas, las entidades o empresas 
que se encuentren en alguno de los supuestos que se enuncian a continuación:

a) instalación, ampliación, modificación sustancial o traslado de industrias o 
actividades que produzcan residuos peligrosos, o que generen más de 1000 t/año de 
residuos no peligrosos;

b) realización de actividades que estén exentas de autorización según lo establecido 
en el artículo 28.

2. Asimismo, deberán presentar una comunicación previa al inicio de sus actividades 
ante el órgano competente de la Comunidad Autónoma donde tengan su sede social, las 
entidades o empresas que recojan residuos sin una instalación asociada, las que 
transporten residuos con carácter profesional y los negociantes o agentes.

3. La comunicación tendrá el contenido indicado en el anexo VIII, será válida en 
todo el territorio nacional y se inscribirá, por la Comunidad Autónoma ante la que se haya 
presentado en su respectivo registro. Esta información se incorporará en el Registro de 
producción y gestión de residuos, previsto en el artículo 39.

4. Quedan exentas de presentar comunicación aquellas empresas que hayan 
obtenido autorización para el tratamiento de residuos y que como consecuencia de su 
actividad produzcan residuos. No obstante, tendrán la consideración de productores de 
residuos a los demás efectos regulados en esta Ley.

Artículo 30. Restablecimiento de la legalidad ambiental.

1. Con el fin de asegurar el cumplimiento de lo previsto en esta ley, la autoridad 
competente podrá adoptar alguna de las siguientes medidas:

a) El cierre del establecimiento o la paralización de la actividad cuando éstos no 
cuenten con las autorizaciones, declaraciones o registro correspondientes.
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b) La suspensión temporal de la actividad cuando no se ajuste a lo declarado o a las 
condiciones impuestas por la citada autoridad, siempre que de ello se derive un riesgo 
grave para el medio ambiente o la salud pública, durante el período necesario para que 
se subsanen los defectos que pudieran existir.

2. Los actos previstos en el apartado anterior no tendrán consideración de sanción y 
se dictarán y tramitarán conforme a lo dispuesto en la normativa autonómica para los 
procedimientos para el restablecimiento de la legalidad ambiental, o en su caso, para los 
procedimientos que regulen la concesión de la autorización, declaración o registro que 
deba concederse.

TÍTULO IV

Responsabilidad ampliada del productor del producto

Artículo 31. Concepto y obligaciones.

1. A los efectos de este artículo se entenderá por productor del producto la persona 
física o jurídica, que de forma profesional desarrolle, fabrique, procese, trate, venda o 
importe productos según se determine en las normas de desarrollo de la responsabilidad 
ampliada del productor previstas en el apartado 2.

2. En aplicación de la responsabilidad ampliada y con la finalidad de promover la 
prevención y de mejorar la reutilización, el reciclado y la valorización de residuos, los 
productores de productos que con el uso se convierten en residuos podrán ser obligados a:

a) Diseñar productos de manera que a lo largo de todo su ciclo de vida se reduzca 
su impacto ambiental y la generación de residuos, tanto en su fabricación como en su uso 
posterior, y de manera que se asegure que la valorización y eliminación de los productos 
que se han convertido en residuos se desarrolle de conformidad con lo establecido en 
esta Ley.

b) Desarrollar, producir, etiquetar y comercializar productos aptos para usos 
múltiples, duraderos técnicamente y que, tras haberse convertido en residuos, sea fácil y 
clara su separación y puedan ser preparados para su reutilización o reciclado de una 
forma adecuada y sin riesgos y a una valorización y eliminación compatible con el medio 
ambiente.

c) Aceptar la devolución de productos reutilizables, la entrega de los residuos 
generados tras el uso del producto; a asumir la subsiguiente gestión de los residuos y la 
responsabilidad financiera de estas actividades, ofrecer información a las instalaciones 
de preparación para la reutilización sobre reparación y desguace, así como información 
accesible al público sobre en qué medida el producto es reutilizable y reciclable.

d) Establecer sistemas de depósito que garanticen la devolución de las cantidades 
depositadas y el retorno del producto para su reutilización o del residuo para su 
tratamiento.

e) Responsabilizarse total o parcialmente de la organización de la gestión de los 
residuos, pudiendo establecerse que los distribuidores de dicho producto compartan esta 
responsabilidad.

f) Utilizar materiales procedentes de residuos en la fabricación de productos.
g) Proporcionar información sobre la puesta en el mercado de productos que con el 

uso se convierten en residuos y sobre la gestión de estos, así como realizar análisis 
económicos o auditorías.

h) Informar sobre la repercusión económica en el producto del cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la responsabilidad ampliada.

3. El establecimiento de estas medidas se llevará a cabo mediante real decreto 
aprobado por el Consejo de Ministros, teniendo en cuenta su viabilidad técnica y 
económica, el conjunto de impactos ambientales y sobre la salud humana, y respetando 
la necesidad de garantizar el correcto funcionamiento del mercado interior.
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En el caso específico de los envases y residuos de envases para la implantación de 
un sistema de depósito, devolución y retorno, así como para la determinación de su 
contenido y alcance, se valorará además con carácter previo el grado de cumplimiento de 
los objetivos mínimos de reutilización y reciclado establecidos por las directivas europeas 
para envases en general, y el cumplimiento de otras normas de la Unión Europea, así 
como las expectativas viables de superarlos, y se tendrán en cuenta con especial 
consideración las circunstancias y posibilidades reales de las pequeñas y medianas 
empresas.

4. En la regulación específica de cada flujo de residuos se podrá imponer la 
obligación de inscripción de los productores de productos en el Registro Integrado 
Industrial.

5. La responsabilidad ampliada del productor se aplicará sin perjuicio de la 
responsabilidad de la gestión de residuos establecida en el artículo 20 de esta Ley y de la 
legislación en vigor sobre flujos de residuos y productos específicos.

Artículo 32. Gestión de residuos en el marco de la responsabilidad ampliada del 
productor del producto.

1. Se dará cumplimiento a las obligaciones que se establezcan en el marco de la 
responsabilidad ampliada del productor del producto de forma individual o de forma 
colectiva. Donde se hayan implantado sistemas públicos de gestión, los productores 
podrán dar cumplimiento a estas obligaciones contribuyendo económicamente a dichos 
sistemas, de forma proporcional a las cantidades de producto que pongan en el mercado 
y atendiendo a los costes efectivos de su gestión.

2. Los productores que opten por un sistema individual deberán presentar una 
comunicación previa al inicio de las actividades, indicando su funcionamiento y las 
medidas que aplicarán para el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
responsabilidad ampliada. Esta comunicación se presentará ante el órgano competente 
de la Comunidad Autónoma donde radique su sede social y se inscribirá en el Registro de 
producción y gestión de residuos. El contenido de la comunicación será el previsto en el 
anexo IX.

3. Los productores que opten por un sistema colectivo para el cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la responsabilidad ampliada constituirán una asociación de las 
previstas en la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de 
Asociación, u otra entidad con personalidad jurídica propia sin ánimo de lucro. La 
admisión de un nuevo productor se establecerá en función de criterios objetivos. El 
derecho de voto de cada partícipe se determinará mediante tramos o intervalos en función 
de la cantidad de productos que este pone en el mercado en relación con los que pone el 
conjunto de los partícipes.

Los sistemas colectivos deberán solicitar una autorización previa al inicio de su 
actividad. El contenido mínimo de la solicitud será el previsto en el anexo X y se presentará 
ante el órgano competente de la Comunidad Autónoma donde el sistema tenga previsto 
establecer su sede social.

Una vez comprobada la integridad documental del expediente, la solicitud de 
autorización será remitida a la Comisión de coordinación en materia de residuos para 
su informe con carácter previo a la resolución de la comunidad autónoma. Esta 
comunidad autónoma concederá, si procede, la autorización en la que se fijarán las 
condiciones de ejercicio. La autorización se inscribirá en el Registro de producción y 
gestión de residuos. Las condiciones de ejercicio y la autorización deberán ajustarse a 
los principios previstos en el artículo 9 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el 
libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. El plazo máximo para la 
tramitación de la autorización será de seis meses prorrogables, de manera motivada, 
por razones derivadas de la complejidad del expediente; dicha prórroga podrá hacerse 
por una sola vez, por un tiempo limitado y antes de que haya expirado el plazo original. 
Transcurrido el plazo sin haberse notificado resolución expresa se entenderá 
desestimada la solicitud presentada. cv
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Para actuar en otras Comunidades Autónomas, el sistema colectivo deberá solicitar 
autorización a los restantes órganos autonómicos competentes y aportar la documentación 
que acredite que dispone de una autorización. Si estos órganos no se pronuncian en 
sentido contrario en un plazo de dos meses, se entenderá que el sistema colectivo cumple 
con las condiciones para el ejercicio de su actividad en la comunidad autónoma de que se 
trate y podrá iniciar dicha actividad; si consideran necesario establecer algún requisito 
específico lo notificarán al interesado y continuarán la tramitación de la solicitud de la 
autorización. Cualquiera de estas circunstancias se inscribirá en el Registro de producción 
y gestión de residuos.

El contenido y la vigencia de la autorización será el que establezca la regulación 
específica. Cuando no se indique el plazo de vigencia, la autorización tendrá una duración 
de cinco años y se renovará siguiendo lo establecido en este apartado. La autorización no 
podrá transmitirse a terceros.

Durante la vigencia de las autorizaciones, la Comisión de coordinación en materia de 
residuos podrá realizar el seguimiento del cumplimiento de las autorizaciones y de las 
condiciones de ejercicio.

4. El sistema colectivo de responsabilidad ampliada podrá dar cumplimiento a sus 
obligaciones por sí mismo o podrá constituir o contratar una entidad administradora que 
deberá tener personalidad jurídica propia y diferenciada de la del sistema colectivo y que 
actuará bajo la dirección de este.

En el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la responsabilidad ampliada del 
productor, el sistema colectivo y, en su caso, la entidad administradora respetarán los 
principios de publicidad, concurrencia e igualdad con el fin de garantizar la libre 
competencia, así como los principios de protección de la salud humana, de los 
consumidores, del medio ambiente y de jerarquía de residuos.

5. Los sistemas individuales y colectivos estarán obligados a:

a) Cumplir con lo establecido en sus normas específicas, así como en el resto de las 
normas que le resulten aplicables con carácter general.

b) Organizar la recogida en todo el territorio estatal de todos los residuos generados 
por los productos que han puesto en el mercado. Para ello podrán acogerse a una entidad 
o empresa pública de recogida y podrán celebrar acuerdos con otros sistemas de 
responsabilidad ampliada para coordinar la organización de la gestión.

c) Suministrar a las Comunidades Autónomas anualmente la información que 
reglamentariamente se establezca relativa a los residuos gestionados, la relación de las 
entidades o empresas, o en su caso de las Entidades locales, que realicen la gestión de 
los residuos, así como un informe de los pagos efectuados a estas entidades o empresas 
en relación con estas actividades.

d) Suscribir las fianzas, seguros o garantías financieras, que se establezcan en 
cada caso en los reales decretos que regulen la responsabilidad ampliada del productor 
en cada flujo de residuos.

e) Celebrar acuerdos con las administraciones cuando éstas intervengan en la 
organización de la gestión de los residuos.

f) Celebrar acuerdos o contratos con los gestores de residuos, o en su caso con 
otros agentes económicos.

g) En el caso en que se repercuta una cantidad en el precio de los productos 
destinada a cubrir el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la responsabilidad 
ampliada del productor, dicha cantidad no podrá superar el coste de estas obligaciones.

h) Las aportaciones de los productores al sistema colectivo, cuando se establezcan, 
deberán cubrir en todo caso las obligaciones derivadas de la responsabilidad ampliada 
del productor.

i) Los sistemas colectivos deberán comunicar con antelación a todos los integrantes 
del sistema y a la Comisión de coordinación en materia de residuos la previsión de 
modificación de los costes de la gestión de los residuos.

j) Los sistemas colectivos deberán presentar cada año a la Comisión de 
coordinación en materia de residuos sus cuentas anuales auditadas externamente y 
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aprobadas; en las mismas se reflejarán las aportaciones de los productores al sistema 
colectivo y la justificación de su destino al cumplimiento de las obligaciones derivadas de 
la responsabilidad ampliada del productor; asimismo, presentarán su presupuesto para el 
año siguiente. La Comisión podrá solicitar la información complementaria que estime 
necesaria.

k) Salvaguardar la confidencialidad de la información que los miembros del sistema 
hayan aportado para el funcionamiento del sistema colectivo y que pueda resultar 
relevante para su actividad productiva o comercial.

6. Los distribuidores de productos y otros agentes económicos cumplirán con las 
obligaciones que establezca la normativa de cada flujo de residuos derivado de sus 
productos.

TÍTULO V

Suelos contaminados

Artículo 33. Actividades potencialmente contaminantes.

1. El Gobierno aprobará y publicará una lista de actividades potencialmente 
contaminantes de suelos.

2. Los titulares de estas actividades deberán remitir periódicamente a la Comunidad 
Autónoma correspondiente los informes en los que figuren la información que pueda 
servir de base para la declaración de suelos contaminados.

Los propietarios de las fincas en las que se haya realizado alguna de las actividades 
potencialmente contaminantes estarán obligados, con motivo de su transmisión, a 
declararlo en escritura pública. Este hecho será objeto de nota marginal en el Registro de 
la Propiedad.

Artículo 34. Declaración de suelos contaminados.

1. Las Comunidades Autónomas declararán y delimitarán los suelos contaminados, 
debido a la presencia de componentes de carácter peligroso procedentes de las 
actividades humanas, evaluando los riesgos para la salud humana o el medio ambiente, 
de acuerdo con los criterios y estándares que, establecidos en función de la naturaleza de 
los suelos y de sus usos, se determinen por el Gobierno previa consulta a las 
Comunidades Autónomas.

2. La declaración de suelo contaminado incluirá, al menos, la información contenida 
en el apartado 1 del anexo XI.

3. La declaración de un suelo como contaminado obligará a realizar las actuaciones 
necesarias para proceder a su limpieza y recuperación, en la forma y plazos en que 
determinen las respectivas Comunidades Autónomas y será objeto de nota marginal en el 
Registro de la Propiedad, a iniciativa de la respectiva Comunidad Autónoma en los 
términos que reglamentariamente determine el Gobierno. Esta nota marginal se cancelará 
cuando la Comunidad Autónoma correspondiente declare que el suelo ha dejado de tener 
tal consideración.

4. La declaración de un suelo como contaminado puede comportar la suspensión de 
la ejecutividad de los derechos de edificación y otros aprovechamientos del suelo en el 
caso de resultar incompatibles con las medidas de limpieza y recuperación del terreno 
que se establezcan, hasta que éstas se lleven a cabo o se declare el suelo como no 
contaminado.

Artículo 35. Inventarios de suelos contaminados.

1. Las Comunidades Autónomas elaborarán un inventario con los suelos declarados 
como contaminados. Estos inventarios contendrán, al menos, la información que se 
recoge en el anexo XI y se remitirán al Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y cv
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Marino en el plazo de un año desde la fecha de entrada en vigor de esta Ley, anualmente 
se remitirá la información actualizada.

2. El Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino elaborará el inventario 
estatal de suelos contaminados a partir de la información remitida por las Comunidades 
Autónomas.

3. Las Comunidades Autónomas elaborarán una lista de prioridades de actuación en 
materia de descontaminación de suelos en función del riesgo que suponga la 
contaminación para la salud humana y el medio ambiente.

4. Las Comunidades Autónomas declararán que un suelo ha dejado de estar 
contaminado tras la comprobación de que se han realizado de forma adecuada las 
operaciones de descontaminación y recuperación del mismo e incluirán esta declaración 
en el inventario.

Artículo 36. Sujetos responsables de la descontaminación y recuperación de suelos 
contaminados.

1. Estarán obligados a realizar las operaciones de descontaminación y recuperación 
reguladas en el artículo anterior, previo requerimiento de las Comunidades Autónomas, 
los causantes de la contaminación, que cuando sean varios responderán de estas 
obligaciones de forma solidaria y, subsidiariamente, por este orden, los propietarios de los 
suelos contaminados y los poseedores de los mismos.

En los supuestos de bienes de dominio público en régimen de concesión, responderán 
subsidiariamente en defecto del causante o causantes de la contaminación, por este 
orden, el poseedor y el propietario.

Las obligaciones previstas en este apartado se entienden sin perjuicio de lo 
establecido en los artículos 54 y 55.

2. Los responsables subsidiarios podrán repercutir el coste de las actuaciones que 
hubieran llevado a cabo en la recuperación de un suelo declarado contaminado, al 
causante o causantes de la contaminación.

La recuperación de los costes de descontaminación no podrá exigirse por encima de 
los niveles de contaminación asociados al uso del suelo en el momento en el que se 
produjo la contaminación por el causante.

3. Serán responsables solidarios o subsidiarios, de las obligaciones pecuniarias que 
resulten de esta Ley, los sujetos que se recogen en el artículo 13 de la Ley 26/2007, de 24 
de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, en los términos que dicho artículo 
establece.

4. Si las operaciones de descontaminación y recuperación de suelos contaminados 
fueran a realizarse con financiación pública, sólo se podrán recibir ayudas previo 
compromiso de que las posibles plusvalías que adquieran los suelos revertirán en la 
cuantía subvencionada en favor de la Administración pública que haya financiado las 
citadas ayudas.

Artículo 37. Reparación en vía convencional de suelos contaminados.

Las actuaciones para proceder a la limpieza y recuperación de los suelos declarados 
como contaminados podrán llevarse a cabo mediante acuerdos suscritos entre los 
obligados a realizar dichas operaciones y autorizados por las Comunidades Autónomas, 
mediante convenios de colaboración entre aquellos y las administraciones públicas 
competentes, o, en su caso, mediante los contratos previstos en la Ley 30/2007, de 30 de 
octubre, de contratos del sector público. En todo caso, los costes de limpieza y 
recuperación de los suelos contaminados correrán a cargo del obligado en cada caso, a 
realizar dichas operaciones.

Los convenios de colaboración podrán concretar incentivos económicos que puedan 
servir de ayuda para financiar los costes de limpieza y recuperación de suelos 
contaminados.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

1-
13

04
6

GUÍA PARA UNA CORRECTA GESTIÓN DEL FIBROCEMENTO

44



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 181 Viernes 29 de julio de 2011 Sec. I.   Pág. 85681

El establecimiento de incentivos económicos para ayudar a financiar los costes de 
limpieza y recuperación deberá realizarse de conformidad con lo establecido en el 
punto 4 del artículo 36. Los convenios de colaboración a celebrar con la administración, 
en especial cuando la administración sea corresponsable de la contaminación del suelo 
incluirán criterios claros sobre estos incentivos.

Artículo 38. Recuperación voluntaria de suelos.

La descontaminación del suelo para cualquier uso previsto de este podrá llevarse 
a cabo, sin la previa declaración del suelo como contaminado, mediante un proyecto 
de recuperación voluntaria aprobado por el órgano competente de la Comunidad 
Autónoma. Tras la ejecución del proyecto se acreditará que la descontaminación se 
ha llevado a cabo en los términos previstos en el proyecto. La administración 
competente llevará un registro administrativo de las descontaminaciones que se 
produzcan por vía voluntaria.

TÍTULO VI

Información sobre residuos

Artículo 39. Registro de producción y gestión de residuos.

1. Las comunicaciones y autorizaciones que deriven de esta Ley y sus normas de 
desarrollo se inscribirán por las Comunidades Autónomas en sus respectivos registros. 
Esta información se incorporará al Registro de producción y gestión de residuos que será 
compartido y único en todo el territorio nacional. A los efectos de esta Ley las empresas 
cuya comunicación o autorización esté inscrita en el Registro tendrán la consideración de 
entidades o empresas registradas.

El Registro de producción y gestión de residuos se desarrollará reglamentariamente 
previa consulta a las Comunidades Autónomas y será público en los términos que se 
establezcan.

2. Cuando sea posible la información registrada por un órgano competente será 
utilizada por otra administración pública en sus registros con el fin de reducir las cargas 
administrativas.

Artículo 40. Archivo cronológico.

Las personas físicas o jurídicas registradas dispondrán de un archivo físico o 
telemático donde se recoja por orden cronológico la cantidad, naturaleza, origen, destino 
y método de tratamiento de los residuos; cuando proceda se inscribirá también, el medio 
de transporte y la frecuencia de recogida.

En el Archivo cronológico se incorporará la información contenida en la acreditación 
documental de las operaciones de producción y gestión de residuos.

Se guardará la información archivada durante, al menos, tres años.

Artículo 41. Obligaciones de información.

1. Las personas físicas o jurídicas que hayan obtenido una autorización enviarán 
anualmente a las Comunidades Autónomas y en el caso de los residuos de competencia 
municipal además a las Entidades Locales competentes una memoria resumen de la 
información contenida en el Archivo cronológico con el contenido que figura en el anexo XII. 
Aquellas que hayan realizado una comunicación de las previstas en esta Ley, mantendrán 
el Archivo cronológico a disposición de las autoridades competentes a efectos de 
inspección y control.

Las Comunidades Autónomas, con la colaboración de las Entidades Locales, 
mantendrán actualizada la información sobre la gestión de los residuos en su ámbito 
competencial. Dicha información debe incluir las infraestructuras disponibles y, en cada 
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una de ellas, la cuantificación y caracterización de los residuos entrantes y salientes, los 
destinos concretos de valorización o eliminación de los residuos salientes.

2. Las Comunidades Autónomas intercambiarán entre si y remitirán al Ministerio de 
Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino las informaciones necesarias para cumplir con 
las obligaciones establecidas en la legislación nacional, comunitaria e internacional. 
También informarán de los planes de gestión de residuos y de los programas de 
prevención de residuos contemplados en los artículos 14 y 15 una vez adoptados, así 
como de cualquier revisión sustancial de los mismos. El Ministerio de Medio Ambiente, y 
Medio Rural y Marino informará a la Comisión Europea de los programas nacionales de 
prevención de residuos y de los planes nacionales de gestión de residuos una vez 
adoptados, y de cualquier revisión sustancial de los planes y programas.

3. En materia de suelos contaminados, las Comunidades Autónomas remitirán los 
datos necesarios para cumplir con las obligaciones recogidas que reglamentariamente 
determine el Gobierno. Asimismo, informarán al Ministerio de Medio Ambiente, y Medio 
Rural y Marino, de los datos necesarios para cumplir con las obligaciones de información a 
nivel nacional, comunitario e internacional en materia de contaminación de suelos. Dicha 
información contendrá, como mínimo, los datos recogidos en el anexo XI, apartado 2.

4. Cada tres años el Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino remitirá 
a la Comisión Europea información sobre la aplicación de la Directiva 2008/98/CE, de 19 
de noviembre de 2008, en forma de un informe sectorial en versión electrónica. Este 
informe contendrá también información sobre la gestión de los aceites usados y sobre los 
progresos realizados en la aplicación de los programas de prevención de residuos, y, 
según proceda, información sobre medidas, como prevé el Título IV sobre responsabilidad 
ampliada del productor del producto.

5. El Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino remitirá a la Comisión 
Europea toda la información que proceda en aplicación de esta Ley y de la Directiva 
marco de residuos.

TÍTULO VII

Responsabilidad, vigilancia, inspección, control y régimen sancionador

CAPÍTULO I

Responsabilidad, vigilancia, inspección y control

Artículo 42. Alcance de la responsabilidad en materia de residuos.

Los residuos tendrán siempre un responsable del cumplimiento de las obligaciones 
que derivan de su producción y gestión, cualidad que corresponde al productor o a otro 
poseedor inicial o al gestor de residuos, en los términos previstos en esta Ley y en sus 
normas de desarrollo. Estos sujetos podrán ejercer acciones de repetición cuando los 
costes en que hubieran incurrido deriven de los incumplimientos legales o contractuales 
de otras personas físicas o jurídicas.

Artículo 43. Competencias y medios de vigilancia, inspección y control.

1. Las funciones de vigilancia, inspección y control del correcto cumplimiento de lo 
previsto en esta Ley y en sus normas de desarrollo se ejercerán por las autoridades 
administrativas en su correspondiente ámbito competencial en materia de residuos y de 
seguridad ciudadana. Las funciones de inspección deberán ser llevadas a cabo mediante 
los cuerpos de inspección debidamente reconocidos conforme a las normas que les sean 
de aplicación.

2. Las autoridades competentes se dotarán de los medios humanos y materiales 
suficientes para dar cumplimiento a las obligaciones de vigilancia, inspección y control 
que derivan del régimen de autorizaciones, comunicaciones e inspecciones previsto en 
esta norma. cv
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3. Las funciones de vigilancia, inspección y control podrán ser llevadas a cabo con 
el apoyo de entidades colaboradoras debidamente reconocidas conforme a las normas 
que les sean de aplicación.

Artículo 44. Inspección.

1. Las entidades y empresas que lleven a cabo operaciones de tratamiento de 
residuos, las que recojan o transporten residuos con carácter profesional, los agentes y 
negociantes y los establecimientos y empresas que produzcan residuos, estarán sujetos 
a las inspecciones periódicas que las autoridades competentes estimen adecuadas.

Así mismo, los sistemas de aplicación de la responsabilidad ampliada del productor 
del producto estarán sujetos a las inspecciones periódicas adecuadas efectuadas por las 
autoridades competentes en el territorio en el que hayan desarrollado su actividad.

El órgano competente podrá comprobar en cualquier momento que se cumplen los 
requisitos para el mantenimiento de las autorizaciones otorgadas y para continuar la 
actividad prevista en las comunicaciones según lo previsto en esta Ley; en caso de que 
no fuera así se podrá suspender la autorización o paralizar provisionalmente la actividad 
prevista en la comunicación y se propondrán las medidas a adoptar o, en su caso, se 
podrá revocar la autorización o paralizar definitivamente la actividad.

El coste de las inspecciones previas a la concesión de autorizaciones podrá ser 
imputado a los solicitantes de éstas, con arreglo a la correspondiente tasa.

2. Los titulares de las entidades y empresas mencionadas en el apartado 1 estarán 
obligados a prestar toda la colaboración a las autoridades competentes, incluida la puesta 
a disposición del Archivo cronológico al que se refiere el artículo 40, debidamente 
actualizado, a fin de permitirles realizar los exámenes, controles, toma de muestras, 
recogida de información, comprobación de la documentación y cualquier otra operación 
para el cumplimiento de su misión.

3. Las inspecciones de las operaciones de recogida y transporte cubrirán el origen, 
la naturaleza, la cantidad y el destino de los residuos recogidos y transportados.

4. Las autoridades competentes podrán tomar en consideración los registros 
efectuados con arreglo al sistema comunitario de gestión y auditoria medioambientales 
(EMAS), u otros equivalentes, especialmente en lo que se refiere a la frecuencia e 
intensidad de las inspecciones.

CAPÍTULO II

Régimen sancionador

Artículo 45. Sujetos responsables de las infracciones.

1. Podrán ser sancionadas por los hechos constitutivos de las infracciones 
administrativas recogidas en este capítulo las personas físicas o jurídicas que los 
cometan, de acuerdo con lo establecido en esta Ley y sin perjuicio, en su caso, de las 
correspondientes responsabilidades civiles, penales y medioambientales.

2. Cuando el cumplimiento de lo establecido en esta Ley corresponda a varias 
personas conjuntamente, responderán de forma solidaria de las sanciones pecuniarias, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 130.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

3. La responsabilidad será solidaria, en todo caso, en los siguientes supuestos:

a) Cuando el productor, el poseedor inicial o el gestor de residuos los entregue a 
persona física o jurídica distinta de las señaladas en esta Ley.

b) Cuando sean varios los responsables y no sea posible determinar el grado de 
participación de cada uno en la realización de la infracción.
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4. Cuando los daños causados al medio ambiente se produzcan por acumulación de 
actividades debidas a diferentes personas, la administración competente podrá imputar 
individualmente esta responsabilidad y sus efectos económicos.

Artículo 46. Infracciones.

1. Las acciones u omisiones que contravengan esta Ley tendrán el carácter de 
infracciones administrativas, sin perjuicio de las que puedan establecer las Comunidades 
Autónomas como desarrollo de la misma. Estas infracciones se clasifican en muy graves, 
graves y leves.

2. En todo caso, a los efectos de esta Ley, se considerarán infracciones muy graves:

a) El ejercicio de una actividad descrita en esta Ley sin la preceptiva comunicación o 
autorización, o con ella caducada o suspendida, así como el incumplimiento de las 
obligaciones impuestas en las autorizaciones o de la información incorporada en la 
comunicación, siempre que haya supuesto peligro grave o daño a la salud de las 
personas, se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o cuando 
la actividad tenga lugar en espacios protegidos.

b) La actuación en forma contraria a lo establecido en esta Ley y en sus normas de 
desarrollo, siempre que haya supuesto peligro grave o daño a la salud de las personas, 
se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o cuando la actividad 
tenga lugar en espacios protegidos.

c) El abandono, vertido o eliminación incontrolados de residuos peligrosos.
d) El abandono, vertido o eliminación incontrolado de cualquier otro tipo de residuos, 

siempre que se haya puesto en peligro grave la salud de las personas o se haya producido 
un daño o deterioro grave para el medio ambiente.

e) El incumplimiento de las obligaciones derivadas de las medidas provisionales 
previstas en el artículo 53.

f) La ocultación o la alteración intencionadas de datos aportados a los expedientes 
administrativos para la obtención de autorizaciones, permisos o licencias, o de datos 
contenidos en las comunicaciones relacionadas con el ejercicio de las actividades 
reguladas en esta Ley.

g) La elaboración, importación o adquisición intracomunitaria de productos con 
sustancias o preparados prohibidos por la peligrosidad de los residuos que generan.

h) La no realización de las operaciones de limpieza y recuperación cuando un suelo 
haya sido declarado como contaminado, tras el correspondiente requerimiento de la 
Comunidad Autónoma o el incumplimiento, en su caso, de las obligaciones derivadas de 
acuerdos voluntarios o convenios de colaboración para la reparación en vía convencional 
de los suelos contaminados.

i) La mezcla de las diferentes categorías de residuos peligrosos entre sí o de éstos 
con los que no tengan tal consideración, siempre que como consecuencia de ello se haya 
puesto en peligro grave la salud de las personas o se haya producido un daño o deterioro 
grave para el medio ambiente.

j) La entrada en el territorio nacional de residuos peligrosos procedentes de otro 
Estado miembro de la Unión Europea o de un país tercero, así como la salida de residuos 
peligrosos hacia los citados lugares, sin obtener los permisos y autorizaciones exigidos 
por la legislación comunitaria o los tratados o convenios internacionales de los que 
España sea parte, o sin cumplir la obligación establecida en el artículo 26.5 de esta Ley.

k) La entrega, venta o cesión de residuos peligrosos a personas físicas o jurídicas 
distintas de las señaladas en esta Ley, así como la aceptación de los mismos en 
condiciones distintas de las que aparezcan en las correspondientes autorizaciones y 
comunicaciones, o en las normas establecidas en esta Ley.

l) La elaboración, la puesta en el mercado o la utilización de productos o envases 
en el ámbito de la responsabilidad ampliada del productor del producto, incumpliendo las 
obligaciones que deriven de esta Ley y de sus normas de desarrollo y de las condiciones 
impuestas en la autorización, cuando como consecuencia de ello se perturbe gravemente 
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la salud e higiene públicas, la protección del medio ambiente o la seguridad de los 
consumidores.

3. A los efectos de esta Ley se considerarán infracciones graves:

a) El ejercicio de una actividad descrita en esta Ley sin la preceptiva 
comunicación o autorización, o con ella caducada o suspendida, así como el 
incumplimiento de las obligaciones impuestas en las autorizaciones o de la 
información incorporada en la comunicación, sin que haya supuesto un peligro grave 
o un daño a la salud de las personas o se haya producido un daño o deterioro grave 
para el medio ambiente.

b) La actuación en forma contraria a lo establecido en esta Ley y en sus normas de 
desarrollo, sin que haya supuesto un peligro grave o un daño a la salud de las personas o 
se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente.

c) El abandono, vertido o eliminación incontrolado de cualquier tipo de residuos no 
peligrosos sin que se haya puesto en peligro grave la salud de las personas o se haya 
producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente.

d) El incumplimiento de la obligación de proporcionar documentación, la ocultación 
o falseamiento de datos exigidos por la normativa aplicable o por las estipulaciones 
contenidas en la autorización, así como el incumplimiento de la obligación de custodia y 
mantenimiento de dicha documentación.

e) La falta de constitución de fianzas o garantías, o de su renovación, cuando sean 
obligatorias.

f) El incumplimiento de las obligaciones derivadas de los convenios y acuerdos 
que se establezcan en materia de responsabilidad ampliada del productor del 
producto, en relación con la producción y gestión de residuos y en el ámbito de suelos 
contaminados.

g) La entrada en el territorio nacional de residuos procedentes de otro Estado 
miembro de la Unión Europea o de un país tercero, así como la salida de residuos hacia 
los citados lugares, sin obtener los permisos y autorizaciones exigidos por la legislación 
comunitaria o los tratados o convenios internacionales de los que España sea parte, o sin 
cumplir la obligación establecida en el artículo 26.5 de esta Ley.

h) En el caso de traslado intracomunitario y de importaciones de residuos desde 
países terceros, el incumplimiento de la obligación de emisión del certificado de 
valorización o eliminación intermedia o definitiva de los residuos, en el plazo máximo y en 
los términos establecidos en los artículos 15 y 16 del Reglamento 1013/2006, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2006.

i) La obstrucción a la actividad de vigilancia, inspección y control de las 
Administraciones públicas, así como el incumplimiento de las obligaciones de colaboración 
previstas en el artículo 44.2.

j) La falta de etiquetado, el etiquetado incorrecto o parcial de los envases que 
contengan residuos peligrosos.

k) La mezcla de las diferentes categorías de residuos peligrosos entre sí o de éstos 
con los que no tengan tal consideración, siempre que como consecuencia de ello no se 
haya puesto en peligro grave la salud de las personas o se haya producido un daño o 
deterioro grave para el medio ambiente.

l) La entrega, venta o cesión de residuos no peligrosos a personas físicas o jurídicas 
distintas de las señaladas en esta Ley, así como la aceptación de los mismos en 
condiciones distintas de las que aparezcan en las correspondientes autorizaciones o en 
las normas establecidas en esta Ley.

m) La elaboración, la puesta en el mercado o la utilización de productos o 
envases en el ámbito de la responsabilidad ampliada del productor del producto 
incumpliendo las obligaciones que deriven de esta Ley y de sus normas de desarrollo 
y de las condiciones impuestas en la autorización, siempre que no se perturbe 
gravemente la salud e higiene publicas, la protección del medio ambiente o la 
seguridad de los consumidores.
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n) La no elaboración de los estudios de minimización de residuos o de los planes 
empresariales de prevención previstos en las normas de residuos, así como no atender 
los requerimientos efectuados por las Comunidades Autónomas para que sean 
modificados o completados con carácter previo a su aprobación.

o) La comisión de alguna de las infracciones indicadas en el apartado 2 de 
infracciones muy graves cuando, por su escasa cuantía o entidad, no merezcan esta 
calificación.

4. A los efectos de esta Ley se considerarán infracciones leves:

a) El retraso en el suministro de la documentación que haya que proporcionar a la 
administración de acuerdo con lo establecido por la normativa aplicable, en las 
estipulaciones contenidas en las autorizaciones o que deba, en su caso, acompañar a la 
comunicación.

b) La comisión de alguna de las infracciones indicadas en los apartados anteriores 
cuando, por su escasa cuantía o entidad, no merezcan la calificación de muy graves o 
graves.

c) Cualquier infracción de lo establecido en esta Ley y en sus normas de desarrollo, 
en las estipulaciones contenidas en las autorizaciones o en el contenido de la 
comunicación, cuando no esté tipificada como muy grave o grave.

Artículo 47. Sanciones.

1. Las infracciones tipificadas en el artículo 46 darán lugar a la imposición de todas 
o algunas de las siguientes sanciones:

a) En el caso de infracciones muy graves:

1.º Multa desde 45.001 euros hasta 1.750.000 euros, excepto si se trata de residuos 
peligrosos, en cuyo caso la multa podrá ser desde 300.001 euros hasta 1.750.000 euros.

2.º Inhabilitación para el ejercicio de cualquiera de las actividades previstas en esta 
Ley por un período de tiempo no inferior a un año ni superior a diez.

3.º En los supuestos de infracciones tipificadas en las letras a), b), e), f), i) y k) del 
artículo 46.2, clausura temporal o definitiva, total o parcial, de las instalaciones o aparatos, 
por un plazo máximo de 5 años, salvaguardándose en estos casos los derechos de los 
trabajadores de acuerdo con lo previsto en la legislación laboral.

4.º En los supuestos de infracciones tipificadas en las letras a), b), e), f), g), i) y k) 
del artículo 46.2, revocación de la autorización o suspensión de la misma por un tiempo 
no inferior a un año ni superior a diez.

b) En el caso de infracciones graves:

1.º Multa desde 901 euros hasta 45.000 euros excepto si se trata de residuos 
peligrosos, en cuyo caso la multa será desde 9.001 euros hasta 300.000 euros.

2.º Inhabilitación para el ejercicio de cualquiera de las actividades previstas en esta 
Ley por un período de tiempo inferior a un año.

3.º En los supuestos de infracciones tipificadas en las letras a), b), e), g), i), j), k) y l) 
del artículo 46.3, revocación de la autorización o suspensión de la misma por un tiempo 
de hasta un año.

c) Las infracciones leves se sancionarán con una multa de hasta 900 euros. Si se 
trata de residuos peligrosos ésta será de hasta 9.000 euros.

2. En los supuestos de las infracciones reguladas en los apartados 46.2.l) y 
46.3.m), el órgano que ejerza la potestad sancionadora podrá acordar también, como 
sanción accesoria, el decomiso de las mercancías, en cuyo caso determinará su 
destino final.
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Artículo 48. Graduación de las sanciones.

Las administraciones públicas deberán guardar la debida adecuación entre la sanción 
y el hecho constitutivo de la infracción, considerándose especialmente su repercusión, su 
trascendencia por lo que respecta a la salud y seguridad de las personas y del medio 
ambiente o bienes protegidos por esta Ley, las circunstancias del responsable, su grado 
de intencionalidad, participación y beneficio obtenido, la reincidencia, por comisión en el 
término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido 
declarado por resolución firme, así como la irreversibilidad de los daños o deterioros 
producidos.

Artículo 49. Potestad sancionadora.

1. Las administraciones públicas ejercerán la potestad sancionadora en materia de 
residuos de acuerdo con la distribución de competencias que establece el artículo 12.

2. En los casos en que la potestad sancionadora corresponda a la Administración 
General del Estado, será ejercida por:

a) El Director General de Calidad y Evaluación Ambiental del Ministerio de Medio 
Ambiente, y Medio Rural y Marino en los supuestos de infracciones leves.

b) El Ministro de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino en los supuestos de 
infracciones graves.

c) El Consejo de Ministros, en los supuestos de infracciones muy graves.

En estos casos, la iniciación de los correspondientes procedimientos sancionadores 
será competencia del Director General de Calidad y Evaluación Ambiental.

3. En el supuesto de abandono, vertido o eliminación incontrolados de residuos, así 
como de su entrega sin cumplir las condiciones previstas en las ordenanzas locales, la 
potestad sancionadora corresponderá a los titulares de las Entidades Locales.

Artículo 50. Procedimiento.

Las sanciones correspondientes se impondrán por resolución motivada de la autoridad 
competente, previa instrucción del correspondiente expediente y de acuerdo con lo 
previsto en el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y sus normas de 
desarrollo.

Artículo 51. Prescripción de las infracciones y sanciones.

1. Las infracciones leves prescribirán al año, las graves a los tres años y las muy 
graves a los cinco años.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día 
en que la infracción se hubiera cometido.

3. En los supuestos de infracciones continuadas, el plazo de prescripción comenzará 
a contar desde el momento de la finalización de la actividad o del último acto con el que la 
infracción se consuma. En el caso de que los hechos o actividades constitutivos de 
infracción fueran desconocidos por carecer de signos externos, dicho plazo se computará 
desde que estos se manifiesten.

4. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al 
presunto responsable.

5. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones leves prescribirán al 
año, las impuestas por faltas graves a los tres años y las impuestas por faltas muy graves 
a los cinco años.

6. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día 
siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. cv
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7. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquel está paralizado 
durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

Artículo 52. Concurrencia de sanciones.

1. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y 
fundamento.

2. Cuando el supuesto hecho infractor pudiera ser constitutivo de delito o falta, se 
dará traslado del tanto de culpa al Ministerio Fiscal, suspendiéndose la tramitación del 
procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no hubiera dictado resolución 
firme que ponga fin al procedimiento o tenga lugar el sobreseimiento o el archivo de las 
actuaciones o se produzca la devolución del expediente por el Ministerio Fiscal. De no 
haberse apreciado la existencia de delito o falta, el órgano administrativo competente 
continuará el expediente sancionador. Los hechos declarados probados en la resolución 
judicial firme vincularán al órgano administrativo.

3. Cuando un solo hecho constituya dos o más infracciones con arreglo a esta Ley, y 
a otras leyes que fueran de aplicación, se impondrá al sujeto infractor la sanción de mayor 
gravedad.

Artículo 53. Medidas de carácter provisional.

1. Iniciado el procedimiento sancionador, el titular del órgano competente para 
resolverlo, por propia iniciativa o a propuesta del instructor, podrá adoptar en cualquier 
momento, mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter provisional que estime 
necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer y evitar el 
mantenimiento de los riesgos o daños para la salud humana y el medio ambiente. Dichas 
medidas deberán ser proporcionadas a la naturaleza y gravedad de las presuntas 
infracciones, y podrán consistir en:

a) Medidas de corrección, seguridad o control que impidan la continuidad en la 
producción del daño.

b) Precintado de aparatos, equipos o vehículos.
c) Clausura temporal, parcial o total del establecimiento.
d) Suspensión temporal de la autorización para el ejercicio de la actividad por la 

empresa.

2. Con la misma finalidad, el órgano competente, en los casos de urgencia y para la 
protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar las medidas 
provisionales imprescindibles con anterioridad a la iniciación del procedimiento, con los 
límites y condiciones establecidos en el artículo 72.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, y demás normativa aplicable, sin que puedan en ningún caso sobrepasar el 
plazo de quince días. Estas medidas podrán incluir la suspensión de la autorización y la 
prohibición del ejercicio de las actividades comunicadas cuando la autoridad competente 
compruebe que una empresa no cumple con los requisitos establecidos en la autorización 
concedida o en la comunicación presentada.

3. No se podrá adoptar ninguna medida provisional sin el trámite de audiencia 
previa a los interesados, salvo que concurran razones de urgencia que aconsejen su 
adopción inmediata, basadas en la producción de un daño grave para la salud humana 
o el medio ambiente, o que se trate del ejercicio de una actividad regulada en esta 
Ley sin la preceptiva autorización o con ella caducada o suspendida, en cuyo caso la 
medida provisional impuesta deberá ser revisada o ratificada tras la audiencia a los 
interesados.

En el trámite de audiencia previsto en este apartado se dará a los interesados un 
plazo máximo de quince días para que puedan aportar cuantas alegaciones, documentos 
o informaciones estimen convenientes.
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4. Las medidas provisionales descritas en este artículo serán independientes de las 
resoluciones que sobre la solicitud de adopción de medidas provisionales puedan adoptar 
los Jueces y Tribunales debidas al ejercicio de acciones de responsabilidad por personas 
legitimadas.

Artículo 54. Reparación del daño e indemnización.

1. Sin perjuicio de la sanción que se pudiera imponer, el infractor quedará obligado a 
la reposición de la situación alterada por el mismo a su estado originario, así como a la 
indemnización de los daños y perjuicios causados, que podrán ser determinados por el 
órgano competente, debiendo, en este caso, comunicarse al infractor para su satisfacción 
en el plazo que al efecto se determine.

2. En los casos de daños medioambientales, el infractor estará obligado a la 
reparación en los términos de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad 
Medioambiental. La metodología de reparación prevista en esta Ley 26/2007, de 23 de 
octubre, podrá aplicarse también en los demás supuestos de reparación de daños en los 
términos previstos en su Disposición adicional novena.

Artículo 55. Multas coercitivas y ejecución subsidiaria.

1. Si los infractores no procedieran a la restauración o indemnización, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 54, y una vez transcurrido el plazo señalado 
en el requerimiento correspondiente, la administración instructora podrá acordar la 
imposición de multas coercitivas o la ejecución subsidiaria. La cuantía de cada una de 
las multas coercitivas no superará, en su caso, un tercio de la multa fijada por 
infracción cometida.

Asimismo, en estos casos y en el supuesto de que no se realicen las operaciones de 
limpieza y recuperación de suelos contaminados, podrá procederse a la ejecución 
subsidiaria por cuenta del infractor y a su costa.

2. La imposición de multas coercitivas exigirá que en el requerimiento se 
indique el plazo de que se dispone para el cumplimiento de la obligación y la cuantía 
de la multa que puede ser impuesta. En todo caso, el plazo deberá ser suficiente 
para cumplir la obligación. En el caso de que, una vez impuesta la multa coercitiva, 
se mantenga el incumplimiento que la ha motivado, podrá reiterarse por lapsos de 
tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado. Las multas coercitivas son 
independientes y compatibles con las que se puedan imponer en concepto de 
sanción.

3. La ejecución forzosa de resoluciones que obliguen a realizar las medidas de 
prevención, de evitación y de reparación de daños medioambientales, serán las reguladas 
por el artículo 47 de la Ley 26/2007, de 23 de octubre.

Artículo 56. Publicidad.

Los órganos que ejerzan la potestad sancionadora podrán acordar, cuando estimen 
que existen razones de interés público y a través del procedimiento que 
reglamentariamente determinen, la publicación, en el diario oficial correspondiente y a 
través de los medios de comunicación social que considere oportunos, de las sanciones 
impuestas por la comisión de infracciones graves y muy graves, así como los nombres y 
apellidos o razón social de las personas físicas o jurídicas responsables, una vez que 
dichas sanciones hubieran adquirido el carácter de firmes.

Disposición adicional primera. Declaración de utilidad pública e interés social.

Se declara de utilidad pública e interés social, a efectos de la legislación de 
expropiación forzosa, el establecimiento o ampliación de instalaciones de almacenamiento, 
valorización y eliminación de residuos.
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Disposición adicional segunda. Sustitución de las bolsas de un solo uso.

1. Las administraciones públicas adoptarán las medidas necesarias para promover 
los sistemas más sostenibles de prevención, reducción y gestión de los residuos de 
bolsas comerciales de un solo uso de plástico no biodegradable y sus alternativas, 
incluidas las acciones correspondientes a la condición de la administración como 
consumidor, a través de las compras públicas.

2. La biodegradación se entenderá conforme a la Norma europea EN 13432:2000 
«Envases y embalajes. Requisitos de los envases y embalajes valorizables mediante 
compostaje y biodegradación. Programa de ensayo y criterios de evaluación para la 
aceptación final del envase o embalaje», u otras equivalentes.

3. Se establece el siguiente calendario de sustitución de bolsas comerciales de un 
solo uso de plástico no biodegradable, tomando como referencia la estimación de las 
puestas en el mercado en 2007:

a) Antes de 2013 sustitución del 60% de las bolsas;
b) antes de 2015 sustitución del 70% de las bolsas;
c) antes de 2016 sustitución del 80% de las bolsas;
d) en 2018 sustitución de la totalidad de estas bolsas, con excepción de las que se 

usen para contener pescados, carnes u otros alimentos perecederos, para las que se 
establece una moratoria que será revisada a la vista de las alternativas disponibles. La 
puesta en el mercado de estas bolsas con posterioridad a la fecha mencionada será 
sancionada en los términos previstos en el artículo 47.1.b).

A partir del 1 de enero de 2015 las bolsas que se distribuyan incluirán un mensaje 
alusivo a los efectos que provocan en el medio ambiente. El contenido y el formato de 
dichos mensajes se determinarán mediante Orden del Ministro de Medio Ambiente, y 
Medio Rural y Marino. En caso de incumplimiento de esta previsión serán de aplicación 
las sanciones previstas en el artículo 47.1.c).

4. Se creará un grupo de trabajo en el seno de la Comisión de coordinación en 
materia de residuos especializado para el estudio de las propuestas sobre la prevención y 
gestión de los residuos de las bolsas comerciales de un solo uso de plástico no 
biodegradable.

5. Cuando los envases mencionados en esta disposición pasen a ser residuos de 
envases sus poseedores deberán entregarlos de acuerdo con los sistemas establecidos 
en cada caso.

6. Antes del 30 de junio de 2016 el Gobierno elaborará un informe que evaluará el 
grado de consecución de los objetivos del calendario de sustitución y la conveniencia de 
implantar medidas fiscales sobre el consumo de las bolsas comerciales de un solo uso de 
plástico no biodegradable.

Disposición adicional tercera. Residuos de las Illes Balears, Canarias, Ceuta y Melilla.

1. La Administración General del Estado establecerá medidas para financiar el coste 
adicional que implica la valorización de los residuos generados en las Illes Balears, 
Canarias, Ceuta y Melilla que no hayan podido valorizarse in situ y que sean transportados 
por mar a la Península o a otra isla. Estas medidas financieras deberán acompañarse de 
programas o medidas específicas de prevención y gestión de residuos que contribuyan a 
minimizar las cantidades objeto de transporte.

2. Las anteriores medidas no alcanzarán al traslado a la península de aquellos flujos 
de residuos a los que les resulten de aplicación las obligaciones que deriven de la 
responsabilidad ampliada del productor.

Disposición adicional cuarta. Aplicación de las leyes reguladoras de la Defensa 
Nacional.

Lo establecido en esta Ley se entiende sin perjuicio de las previsiones recogidas en la 
normativa de la Defensa Nacional.
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Disposición adicional quinta. Normas sobre protección de la salud y prevención de 
riesgos laborales.

La aplicación de esta Ley se realizará sin perjuicio de las disposiciones relativas a la 
protección de la salud y a la prevención de riesgos laborales.

Disposición adicional sexta. Control de actividades de gestión de residuos relevantes 
para la seguridad ciudadana.

1. El Ministerio del Interior y el Ministerio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino 
determinarán de forma conjunta mediante orden ministerial, las actividades de gestión de 
residuos que son relevantes para la seguridad ciudadana, a los efectos previstos en el 
artículo 12 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Protección de la Seguridad 
Ciudadana.

2. Reglamentariamente se determinará la información complementaria sobre estas 
actividades que, en su caso, deberá incluirse en el Registro de producción y gestión de 
residuos y en el Archivo cronológico, establecidos en los artículos 39 y 40.

La información contenida en el Registro de producción y gestión, y en los Archivos 
cronológicos permanecerá a disposición de las autoridades competentes a efectos de 
inspección y control.

Disposición adicional séptima. Coordinación de garantías financieras.

Los sujetos obligados a suscribir garantías financieras con arreglo a esta Ley que 
estuvieran asimismo obligados a suscribir garantías con arreglo a otras normas con una 
cobertura total o parcialmente coincidente, podrán suscribir éstas en un único instrumento 
siempre que se garantice la cobertura de todos los aspectos que han de incluirse en las 
mismas.

Las garantías financieras previstas en esta Ley que cubran la restauración 
ambiental, en lo que se refiere a este aspecto, se calcularán con arreglo a las 
previsiones de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de responsabilidad medioambiental, y 
al Real Decreto 2090/2008, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento 
de desarrollo parcial de la Ley 26/2007, de 23 de octubre.

Disposición adicional octava. Adecuación de la normativa a esta Ley.

En el plazo de tres años desde la entrada en vigor de esta Ley se adaptarán a las 
previsiones contenidas en la misma las disposiciones de desarrollo en materia de 
residuos.

Disposición adicional novena. Tramitación electrónica.

1. La tramitación de los procedimientos administrativos y de las obligaciones de 
información previstas en esta Ley se deberá llevar a cabo por vía electrónica cuando se 
haya habilitado a tal efecto por las administraciones públicas.

2. Las administraciones públicas adoptarán las medidas necesarias e incorporaran 
en sus respectivos ámbitos, las tecnologías precisas para garantizar la interoperatividad 
de los distintos sistemas, de acuerdo con la disposición adicional primera de la Ley 17/2009, 
de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

Disposición adicional décima. Sobre compensación de emisión de gases de efecto 
invernadero en el sector de residuos.

En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno, 
previa consulta a las Comunidades Autónomas y Entes Locales, remitirá a las Cortes 
Generales un Proyecto de Ley en el que se establezcan sistemas de compensación e 
intercambio de cuotas de emisión de gases de efecto invernadero asociadas al sector 
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residuos entre administraciones. El techo global de emisiones asociado a estas cuotas 
deberá ser coherente con los compromisos de reducción de emisiones asumidos por 
España.

Disposición adicional undécima. Grupo de Trabajo de la Comisión de coordinación en 
materia de residuos.

Se creará un grupo de trabajo especializado, en el seno de la Comisión de 
Coordinación en materia de residuos, para analizar la introducción generalizada y gradual, 
en la cadena de distribución comercial, de envases y embalajes fabricados con materias 
primas sostenibles, renovables y biodegradables, considerando sus diferentes impactos 
medioambientales y económicos.

Disposición adicional duodécima. Cooperación técnica y colaboración entre la 
Administración y la iniciativa privada.

El Gobierno promoverá en el marco de la Comisión de coordinación en materia de 
residuos, respetando las competencias de las Comunidades Autónomas, la cooperación 
técnica y de colaboración necesaria entre la administración y la iniciativa privada, incluidas 
las entidades sin ánimo de lucro, en materia de prevención y gestión de residuos, e 
impulsará de acuerdo con las otras administraciones, las medidas oportunas para 
extender el sistema de certificación forestal.

Disposición adicional decimotercera. Centro de investigación sobre la prevención y 
gestión de residuos.

El Gobierno impulsará la creación de un centro de investigación sobre la prevención y 
gestión de residuos en el que participarán las Administraciones Públicas, las empresas y 
el mundo científico, reconociendo el papel estratégico del sector de los residuos y con el 
objetivo de facilitar el desarrollo de las soluciones con mayor valor para la sociedad en 
cada momento.

Disposición adicional decimocuarta.

En el establecimiento de las medidas económicas, financieras y fiscales que las 
autoridades competentes establezcan para fomentar la prevención de la generación de 
residuos, mejorar su gestión, fortalecer los mercados del reciclado e incrementar la 
contribución del sector de los residuos a la lucha contra el cambio climático, se tendrán 
en cuenta las peculiaridades de las pequeñas y medianas empresas.

Disposición adicional decimoquinta. Convalidación de actuaciones realizadas al amparo 
del Real Decreto 1419/2005, de 25 de noviembre.

1. Se convalidan todas las obras y actuaciones relativas a la ordenación de los 
recursos hídricos en las cuencas del Guadiana, Guadalquivir y Ebro, derivadas de la 
ejecución del Real Decreto 1419/2005, de 25 de noviembre, declarado nulo por sentencia 
del Tribunal Supremo de 24 de noviembre de 2009.

Dichas actuaciones tendrán la consideración de emergencia a los efectos 
prevenidos en el artículo 97 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del 
Sector Público.

2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 58 del texto refundido de la Ley de 
Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, las actuaciones 
aprobadas al amparo del Real Decreto 1419/2005, de 25 de noviembre, cuyo régimen 
jurídico se convalida por la presente disposición, llevan implícita la declaración de utilidad 
pública, a los efectos de la ocupación temporal y expropiación forzosa de bienes y 
derechos, así como la de urgente necesidad de la ocupación.
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Disposición transitoria primera. Subproductos.

En tanto no se hayan puesto en marcha los mecanismos previstos en el artículo 4.2 
de esta Ley en relación con los subproductos, se continuarán aplicando los procedimientos 
administrativos que hubieran estado hasta el momento vigentes en la materia.

Disposición transitoria segunda. Ordenanzas de Entidades Locales.

Las Entidades Locales aprobarán las ordenanzas previstas en el artículo 12.5. de 
esta Ley en el plazo de 2 años desde la entrada en vigor de esta Ley. En ausencia de las 
mismas se aplicarán las normas que aprueben las Comunidades Autónomas.

Disposición transitoria tercera. Contratos en vigor de las Entidades Locales para la 
gestión de residuos comerciales.

Los contratos en vigor de las Entidades Locales para la gestión de residuos 
comerciales continuarán desplegando sus efectos en el plazo que tengan previsto. En el 
momento de su renovación se aplicará el régimen jurídico que derive de esta Ley.

Disposición transitoria cuarta. Adaptación al nuevo régimen de responsabilidad ampliada 
del productor.

1. Los sistemas integrados de gestión de residuos existentes a la entrada en vigor 
de esta Ley se regirán por lo previsto en la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos y las 
normas reguladoras de cada flujo de residuos. No obstante, dichos sistemas se adaptarán 
a lo establecido en esta Ley en el plazo de un año desde que entren en vigor las normas 
que adapten las citadas disposiciones reguladoras.

2. Aquellos sistemas de responsabilidad ampliada cuya solicitud de autorización 
haya sido presentada antes de la entrada en vigor de esta Ley quedan sometidos al 
régimen jurídico previsto en el apartado anterior.

Disposición transitoria quinta. Garantías financieras.

En tanto en cuanto no se establezca el régimen jurídico de las garantías financieras 
previstas en esta Ley serán de aplicación las disposiciones vigentes en la materia.

Disposición transitoria sexta. Comisión de coordinación en materia de residuos.

La Comisión de coordinación en materia de residuos se constituirá en el plazo de seis 
meses desde la entrada en vigor de esta Ley. En tanto en cuanto no entre en 
funcionamiento esta Comisión las competencias que le atribuye esta Ley serán ejercidas 
por los órganos que hasta el momento las hubieran tenido atribuidas.

Disposición transitoria séptima. Registro de producción y gestión de residuos.

El funcionamiento del Registro de producción y gestión de residuos se basará en un 
convenio de colaboración entre las administraciones competentes en tanto en cuanto no 
se dicte el reglamento de desarrollo de dicho Registro.

Disposición transitoria octava. Régimen transitorio de las autorizaciones y comunicaciones.

Las Comunidades Autónomas adaptarán a lo establecido en esta ley las autorizaciones 
y comunicaciones de las instalaciones y actividades ya existentes, o las solicitudes y 
comunicaciones que se hayan presentado antes de la fecha de entrada en vigor de la ley, 
en el plazo de un año desde esa fecha.
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Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas todas aquellas disposiciones que se opongan, contradigan o 
resulten incompatibles con lo dispuesto en esta Ley, y en particular:

1. La Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos.
2. El capítulo VII sobre régimen sancionador y la disposición adicional quinta de la 

Ley 11/1997, de 24 de abril, de Envases y Residuos de Envases. Los restantes preceptos, 
en lo que no se opongan a esta Ley permanecen vigentes con rango reglamentario.

Las funciones realizadas por la Comisión mixta prevista en la citada disposición 
adicional quinta serán asumidas por la Comisión de coordinación en materia de residuos.

3. La Orden MAM/2192/2005, de 27 de junio, por la que se regulan las bases para la 
concesión de subvenciones para financiar el transporte a la península, o entre islas, de 
los residuos generados en las Illes Balears, Canarias, Ceuta y Melilla.

Disposición final primera. Títulos competenciales.

1. Esta Ley tiene el carácter de legislación básica de protección del medio ambiente, 
sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas 
adicionales de protección, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 149.1.23.ª de la 
Constitución, con excepción de los siguientes artículos:

a) Los artículos 12.5, 14.3, la disposición transitoria segunda y la disposición 
transitoria tercera, tienen el carácter de legislación sobre bases del régimen jurídico de 
las Administraciones públicas, de acuerdo con el artículo 149.1.18ª, de la Constitución.

b) Los artículos 12.3.b), 26 y 46 apartados 2.j), 3.g) y 3.h), en lo que respecta al 
traslado de residuos desde o hacia países terceros no miembros de la Unión Europea, 
tienen el carácter de legislación sobre comercio exterior, competencia exclusiva del 
Estado, de acuerdo con el artículo 149.1.10.ª de la Constitución.

c) Los artículos 17.7, 20.4. b) y c), 23.2, 32.5.d), se dictan al amparo del artículo 
149.1.11.ª de la Constitución que atribuye al Estado la competencia para dictar las bases 
de la ordenación de los seguros.

d) Los artículos 33.2, inciso final y el 34.3 en lo que se refiere a la inscripción de 
notas marginales en el Registro de la Propiedad, se dictan al amparo del artículo 149.1.8ª 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de ordenación de los registros 
públicos.

2. No tienen carácter básico los artículos 35.2 y 49.2, que serán de aplicación a la 
Administración General del Estado.

Disposición final segunda. Incorporación de Derecho de la Unión Europea.

Mediante esta Ley se incorpora al Derecho español la Directiva 2008/98/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, sobre los residuos y por 
la que se derogan determinadas Directivas.

Disposición final tercera. Habilitación para el desarrollo reglamentario.

1. Se faculta al Gobierno de la Nación para dictar, en el ámbito de sus competencias, 
las disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley y, 
en particular, para:

a) Desarrollar reglamentariamente la Comisión de coordinación en materia de 
residuos prevista en el artículo 13 y el Registro de producción y gestión de residuos al 
que se refiere el artículo 39.

b) Desarrollar reglamentariamente las garantías financieras previstas en esta Ley.
c) Establecer normas para los diferentes tipos de residuos, en las que se fijarán 

disposiciones particulares relativas a su producción y gestión.
d) Actualizar la cuantía de las multas establecidas en el artículo 47. cv
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2. La actualización y modificación de los anexos de esta Ley, se llevará a cabo 
mediante orden del Ministro de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan 

guardar esta ley.

Madrid, 28 de julio de 2011.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

1-
13

04
6

GUÍA PARA UNA CORRECTA GESTIÓN DEL FIBROCEMENTO

59



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 181 Viernes 29 de julio de 2011 Sec. I.   Pág. 85696

ANEXO I

Operaciones de eliminación

D 1 Depósito sobre el suelo o en su interior (por ejemplo, vertido, etc.).
D 2 Tratamiento en medio terrestre (por ejemplo, biodegradación de residuos líquidos 

o lodos en el suelo, etc.).
D 3 Inyección en profundidad (por ejemplo, inyección de residuos bombeables en 

pozos, minas de sal o fallas geológicas naturales, etc.).
D 4 Embalse superficial (por ejemplo, vertido de residuos líquidos o lodos en pozos, 

estanques o lagunas, etc.).
D 5 Depósito controlado en lugares especialmente diseñados (por ejemplo, colocación 

en celdas estancas separadas, recubiertas y aisladas entre sí y el medio ambiente).
D 6 Vertido en el medio acuático, salvo en el mar.
D 7 Vertido en el mar, incluida la inserción en el lecho marino.
D 8 Tratamiento biológico no especificado en otros apartados del presente anexo que 

dé como resultado compuestos o mezclas que se eliminen mediante cualquiera de las 
operaciones numeradas de D 1 a D 12.

D 9 Tratamiento fisicoquímico no especificado en otro apartado del presente anexo 
y que dé como resultado compuestos o mezclas que se eliminen mediante uno de los 
procedimientos numerados de D 1 a D 12 (por ejemplo, evaporación, secado, 
calcinación, etc.).

D 10 Incineración en tierra.
D 11 Incineración en el mar.*
D 12 Almacenamiento permanente (por ejemplo, colocación de contenedores en 

una mina, etc.).
D 13 Combinación o mezcla previa a cualquiera de las operaciones numeradas de D 1 

a D 12.**
D 14 Reenvasado previo a cualquiera de las operaciones numeradas de D 1 a D 13.
D 15 Almacenamiento en espera de cualquiera de las operaciones numeradas de D 1 

a D 14 (excluido el almacenamiento temporal, en espera de recogida, en el lugar donde 
se produjo el residuo).***

* Esta operación está prohibida por la normativa de la UE y por los convenios internacionales.
** Si no hay otro código D apropiado, pueden quedar incluidas aquí las operaciones iniciales previas a la 

eliminación, incluida la transformación previa, tales como, entre otras, la clasificación, la trituración, la 
compactación, la peletización, el secado, la fragmentación, el acondicionamiento o la separación, previas a 
cualquiera de las operaciones numeradas de D 1 a D 12.

*** Almacenamiento temporal significa almacenamiento inicial previsto en el artículo 3. apartado ñ.

ANEXO II

Operaciones de valorización

R 1 Utilización principal como combustible u otro modo de producir energía.*
R 2 Recuperación o regeneración de disolventes.
R 3 Reciclado o recuperación de sustancias orgánicas que no se utilizan como 

disolventes (incluidos el compostaje y otros procesos de transformación biológica).**
R 4 Reciclado o recuperación de metales y de compuestos metálicos.
R 5 Reciclado o recuperación de otras materias inorgánicas.***
R 6 Regeneración de ácidos o de bases.
R 7 Valorización de componentes utilizados para reducir la contaminación.
R 8 Valorización de componentes procedentes de catalizadores.
R 9 Regeneración u otro nuevo empleo de aceites.
R 10 Tratamiento de los suelos que produzca un beneficio a la agricultura o una 

mejora ecológica de los mismos.
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R 11 Utilización de residuos obtenidos a partir de cualquiera de las operaciones 
numeradas de R 1 a R 10.

R 12 Intercambio de residuos para someterlos a cualquiera de las operaciones 
enumeradas entre R 1 y R 11. Quedan aquí incluidas operaciones previas a la valorización 
incluido el tratamiento previo, operaciones tales como el desmontaje, la clasificación, la 
trituración, la compactación, la peletización, el secado, la fragmentación, el 
acondicionamiento, el reenvasado, la separación, la combinación o la mezcla, previas a 
cualquiera de las operaciones enumeradas de R 1 a R 11.

R 13 Almacenamiento de residuos en espera de cualquiera de las operaciones 
numeradas de R 1 a R 12 (excluido el almacenamiento temporal, en espera de recogida, 
en el lugar donde se produjo el residuo).****

* Se incluyen aquí las instalaciones de incineración destinadas al tratamiento de residuos domésticos sólo 
cuando su eficiencia energética resulte igual o superior a:

– 0,60 tratándose de instalaciones en funcionamiento y autorizadas conforme a la legislación comunitaria 
aplicable desde antes del 1 de enero de 2009;

– 0,65 tratándose de instalaciones autorizadas después del 31 de diciembre de 2008.

Aplicando la siguiente fórmula:

Eficiencia energética = [Ep –(Ef + Ei)] / [0,97 × (Ew + Ef)]
Donde:

Ep es la energía anual producida como calor o electricidad, que se calcula multiplicando la energía en 
forma de electricidad por 2,6 y el calor producido para usos comerciales por 1,1 (GJ/año).

Ef es la aportación anual de energía al sistema a partir de los combustibles que contribuyen a la producción 
de vapor (GJ/año).

Ew es la energía anual contenida en los residuos tratados, calculada utilizando el poder calorífico neto de 
los residuos (GJ/año).

Ei es la energía anual importada excluyendo Ew y Ef (GJ/año).
0,97 es un factor que representa las pérdidas de energía debidas a las cenizas de fondo y la radiación.

Esta fórmula se aplicará de conformidad con el documento de referencia sobre las mejores técnicas 
disponibles para la incineración de residuos.

* Esto incluye la gasificación y la pirólisis que utilizan los componentes como elementos químicos.
*** Esto incluye la limpieza del suelo que tenga como resultado la valorización del suelo y el reciclado de 

materiales de construcción inorgánicos.
**** Almacenamiento temporal significa almacenamiento inicial previsto en el artículo 3, apartado ñ).

ANEXO III

Características de los residuos que permiten calificarlos como peligrosos

H 1 «Explosivo»: Se aplica a las sustancias y los preparados que pueden explosionar 
bajo el efecto de la llama o que son más sensibles a los choques o las fricciones que el 
dinitrobenceno.

H 2 «Oxidante»: Se aplica a las sustancias y los preparados que presentan reacciones 
altamente exotérmicas al entrar en contacto con otras sustancias, en particular sustancias 
inflamables.

H 3-A «Fácilmente inflamable» se aplica a:

– Las sustancias y los preparados líquidos que tienen un punto de inflamación inferior 
a 21 ºC (incluidos los líquidos extremadamente inflamables).

– Las sustancias y los preparados que pueden calentarse y finalmente inflamarse en 
contacto con el aire a temperatura ambiente sin aporte de energía.

– Las sustancias y los preparados sólidos que pueden inflamarse fácilmente tras un 
breve contacto con una fuente de ignición y que continúan ardiendo o consumiéndose 
después del alejamiento de la fuente de ignición.
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– Las sustancias y los preparados gaseosos que son inflamables en el aire a presión 
normal.

– Las sustancias y los preparados que, en contacto con el agua o el aire húmedo, 
desprenden gases fácilmente inflamables en cantidades peligrosas.

H 3-B «Inflamable»: Se aplica a las sustancias y los preparados líquidos que tienen 
un punto de inflamación superior o igual a 21 ºC e inferior o igual a 55 ºC.

H 4 «Irritante»: Se aplica a las sustancias y los preparados no corrosivos que pueden 
causar una reacción inflamatoria por contacto inmediato, prolongado o repetido con la piel 
o las mucosas.

H 5 «Nocivo»: Se aplica a las sustancias y los preparados que por inhalación, ingestión 
o penetración cutánea pueden entrañar riesgos de gravedad limitada para la salud.

H 6 «Tóxico»: Se aplica a las sustancias y los preparados (incluidos las sustancias y 
los preparados muy tóxicos) que por inhalación, ingestión o penetración cutánea pueden 
entrañar riesgos graves, agudos o crónicos e incluso la muerte.

H 7 «Cancerígeno»: Se aplica a las sustancias y los preparados que por inhalación, 
ingestión o penetración cutánea pueden producir cáncer o aumentar su frecuencia.

H 8 «Corrosivo»: Se aplica a las sustancias y los preparados que pueden destruir 
tejidos vivos al entrar en contacto con ellos.

H 9 «Infeccioso»: Se aplica a las sustancias y los preparados que contienen 
microorganismos viables, o sus toxinas, de los que se sabe o existen razones fundadas 
para creer que causan enfermedades en el ser humano o en otros organismos vivos.

H 10 «Tóxico para la reproducción»: Se aplica a las sustancias y los preparados que 
por inhalación, ingestión o penetración cutánea pueden producir malformaciones 
congénitas no hereditarias o aumentar su frecuencia.

H 11 «Mutagénico»: Se aplica a las sustancias y los preparados que por inhalación, 
ingestión o penetración cutánea pueden producir defectos genéticos hereditarios o 
aumentar su frecuencia.

H 12 Residuos que emiten gases tóxicos o muy tóxicos al entrar en contacto con el 
aire, con el agua o con un ácido.

H 13* «Sensibilizante»: Se aplica a las sustancias y los preparados que, por inhalación 
o penetración cutánea, pueden ocasionar una reacción de hipersensibilización, de forma 
que una exposición posterior a esa sustancia o preparado dé lugar a efectos nocivos 
característicos.

H 14 «Ecotóxico»: Se aplica a los residuos que presentan o pueden presentar riesgos 
inmediatos o diferidos para uno o más compartimentos del medio ambiente.

H 15 Residuos susceptibles, después de su eliminación, de dar lugar a otra sustancia 
por un medio cualquiera, por ejemplo, un lixiviado que posee alguna de las características 
antes enumeradas.

* En la medida en que se disponga de métodos de ensayo.

Notas:

1. Las características de peligrosidad «tóxico» (y «muy tóxico»), «nocivo», «corrosivo», «irritante», 
«cancerígeno», «tóxico para la reproducción», «mutagénico» y «ecotóxico» se asignan con arreglo a los 
criterios establecidos en el anexo VI de la Directiva 67/548/CEE del Consejo, de 27 de junio de 1967, relativa a 
la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas en materia de clasificación, 
embalaje y etiquetado de las sustancias peligrosas (1) vigente hasta el 1 de diciembre de 2010 y de acuerdo 
con el Reglamento (CE) n.º 1272/2008, de 16 de diciembre de 2008, sobre clasificación, etiquetado y envasado 
de sustancias y mezclas, y por el que se modifican y derogan las Directivas 67/548/CEE y 1999/45/CE y se 
modifica el Reglamento (CE) n.º 1907/2006, cuya entrada en vigor se fije en sus artículos 61 y 62.

2. Cuando proceda, se aplicarán los valores límite establecidos en los anexos II y III de la Directiva 
1999/45/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de mayo de 1999, sobre la aproximación de las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas a la clasificación, el 
envasado y el etiquetado de preparados peligrosos (2) vigente hasta el 1 de diciembre de 2015 y de acuerdo 
con el Reglamento (CE) n.º 1272/2008, de 16 de diciembre de 2008, cuya entrada en vigor se fija en sus 
artículos 61 y 62.
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Métodos de ensayo:

Los métodos que deberán aplicarse se describen en el anexo V de la Directiva 67/548/CEE suprimido por 
la Directiva 2006/121/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006, por la que se 
modifica la Directiva 67/548/CEE del Consejo, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas en materia de clasificación, embalaje y etiquetado de las sustancias peligrosas, 
para adaptarla al Reglamento (CE) n.º 1907/2006, relativo al registro, la evaluación, la autorización y la 
restricción de las sustancias y preparados químicos (REACH), y por el que se crea la Agencia Europea de 
Sustancias y Preparados Químicos con efecto a partir del 1 de junio de 2008 e incorporado en el Reglamento 
(CE) n.º 440/2008 de la Comisión, de 30 de mayo de 2008, por el que se establecen métodos de ensayo de 
acuerdo con el Reglamento (CE) n.º 1907/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo al registro, la 
evaluación, la autorización y la restricción de las sustancias y preparados químicos (REACH) y en otras notas 
pertinentes del CEN.

(1) DO 196 de 16.8.1967, p.1.
(2) DO L200 de 30.7.1999, p.1.

ANEXO IV

Ejemplos de medidas de prevención de residuos contempladas en el artículo 15

Medidas que pueden afectar a las condiciones marco de la generación de residuos

1. La aplicación de medidas de planificación u otros instrumentos económicos que 
fomenten una utilización eficiente de los recursos.

2. La promoción de la investigación y el desarrollo destinados a obtener tecnologías 
y productos más limpios y con menos residuos, así como la difusión y utilización de los 
resultados de estos trabajos de investigación y desarrollo.

3. La elaboración de indicadores significativos y efectivos de las presiones 
medioambientales relacionadas con la generación de residuos con miras a contribuir a la 
prevención de la generación de residuos a todos los niveles, desde las comparaciones de 
productos a escala comunitaria hasta las intervenciones por parte de las autoridades 
locales o medidas de carácter nacional.

Medidas que pueden afectar a la fase de diseño, producción y distribución

4. La promoción del eco-diseño (la integración sistemática de los aspectos 
medioambientales en el diseño del producto con el fin de mejorar el comportamiento 
medioambiental del producto a lo largo de todo su ciclo de vida, y en particular su 
duración) y la certificación forestal.

5. La aportación de información sobre las técnicas de prevención de residuos con 
miras a facilitar la aplicación de las mejores técnicas disponibles por la industria.

6. La organización de la formación de las autoridades competentes en lo que se 
refiere a la inserción de requisitos de prevención de residuos en las autorizaciones 
expedidas en virtud de esta Ley y de la Ley 16/2002, de 1 de julio.

7. La inclusión de medidas para evitar la producción de residuos en las instalaciones 
a las que no se aplica la Ley 16/2002, de 1 de julio. En su caso, estas medidas podrían 
incluir evaluaciones o planes de prevención de residuos.

8. La realización de campañas de sensibilización o la aportación de apoyo de tipo 
económico, apoyo a la toma de decisiones u otros tipos de apoyo a las empresas. Estas 
medidas tienen más posibilidades de ser especialmente efectivas cuando están 
destinadas y adaptadas a pequeñas y medianas empresas, y se aplican a través de redes 
de empresas ya establecidas.

9. El recurso a acuerdos voluntarios, paneles de consumidores/productores o 
negociaciones sectoriales con objeto de que los sectores comerciales o industriales 
correspondientes establezcan sus propios planes u objetivos de prevención de residuos, 
o de que corrijan los productos o embalajes que generen residuos.

10. La promoción de sistemas de gestión medioambiental acreditables, incluida las 
normas EMAS e ISO 14001.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

1-
13

04
6

GUÍA PARA UNA CORRECTA GESTIÓN DEL FIBROCEMENTO

63



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 181 Viernes 29 de julio de 2011 Sec. I.   Pág. 85700

Medidas que pueden afectar a la fase de consumo y uso

11. Medidas encaminadas a la sustitución de productos de un solo uso cuando 
existan productos reutilizables alternativos.

12. Campañas de sensibilización e información dirigidas al público en general o a un 
grupo concreto de consumidores.

13. La promoción de etiquetas ecológicas y sistemas de certificación forestal 
acreditables.

14. Acuerdos con la industria, tales como el recurso a grupos de estudio sobre 
productos como los constituidos en el marco de las Políticas Integradas de Productos, o 
acuerdos con los minoristas sobre la disponibilidad de información acerca de la prevención 
de residuos y de productos con menor impacto medioambiental.

15. Incorporación de criterios medioambientales y de prevención de la generación 
de residuos en las compras del sector público y de las empresas. En relación con las 
compras del sector público, los mencionados criterios podrán integrarse en los pliegos o 
documentación contractual de carácter complementario, como criterios de selección o, en 
su caso, de adjudicación, de acuerdo con el Manual sobre la contratación pública con 
criterios medioambientales publicado por la Comisión el 29 de octubre de 2004, y de 
conformidad con la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del sector público.

16. La promoción de la reutilización de productos o preparación para la reutilización 
de productos desechados, especialmente mediante medidas educativas, económicas, 
logísticas o de otro tipo, como el apoyo a los centros y redes autorizados de recogida y 
reutilización, así como la promoción de su creación, especialmente en las regiones con 
elevada densidad de población o donde no existieran tales centros y redes. Se prestará 
especial atención a la promoción de las entidades de la economía social para la gestión 
de los centros.

17. Acuerdos con el sector de la hostelería y la restauración, tales como el fomento 
de la utilización de envases reutilizables, la integración de criterios ambientales y de 
prevención de residuos en la contratación de materiales y servicios.

18. Medidas para la disminución del consumo de productos envasados.
19. En relación con la generación de residuos de alimentos la inclusión de medidas 

encaminadas a evitar el desperdicio de alimentos y fomentar el consumo responsable, 
tales como acuerdos con los comercios para minimizar los alimentos caducados, 
establecer pautas para consumidores, restauración y actividades con comedor para 
aprovechar los alimentos sobrantes, crear vías de aprovechamiento de excedentes en 
buen estado a través de iniciativas sociales –comedores populares, bancos de 
alimentos, etc.

20. Promoción del uso responsable del papel, de la desmaterialización de la 
información y de la reutilización de libros de texto y lectura.

21. Fomento del consumo de servicios o bienes inmateriales a través de campañas 
educativas y/o acuerdos con entidades sociales y administraciones municipales.

22. Fomento de la venta y el consumo de alimentos frescos a granel para reducir la 
generación de residuos de envases.

23. Fomento de la utilización de envases y embalajes fabricados con materias 
primar renovables, reciclables y biodegradables, como el papel, el cartón ondulado, el 
cartón compacto o la madera, procedentes de residuos.

24. Instrumentos económicos, como incentivos a las compras verdes o la 
implantación de un pago obligatorio a cargo de los consumidores por un artículo o 
elemento determinado de envasado que normalmente se hubiera suministrado gratis.
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ANEXO V

Contenido de los planes autonómicos de gestión de residuos

1. Contenido mínimo de los planes:

a) El tipo, cantidad y fuente de los residuos generados dentro del territorio, los que 
se prevea que van a transportar desde y hacia otros Estados miembros, y cuando sea 
posible desde y hacia otras Comunidades Autónomas y una evaluación de la evolución 
futura de los flujos de residuos.

b) Sistemas existentes de recogida de residuos y principales instalaciones de 
eliminación y valorización, incluida cualquier medida especial para aceites usados, 
residuos peligrosos o flujos de residuos objeto de legislación específica.

c) Una evaluación de la necesidad de nuevos sistemas de recogida, el cierre de las 
instalaciones existentes de residuos, instalaciones adicionales de tratamiento de residuos 
y de las inversiones correspondientes.

d) Información sobre los criterios de ubicación para la identificación del 
emplazamiento y sobre la capacidad de las futuras instalaciones de eliminación o las 
principales instalaciones de valorización.

e) Políticas de gestión de residuos, incluidas las tecnologías y los métodos de 
gestión de residuos previstos, y la identificación de los residuos que plantean problemas 
de gestión específicos.

2. Otros elementos:

a) Los aspectos organizativos relacionados con la gestión de residuos, incluida una 
descripción del reparto de responsabilidades entre los operadores públicos y privados 
que se ocupan de la gestión de residuos.

b) Campañas de sensibilización e información dirigidas al público en general o a un 
grupo concreto de consumidores.

c) Los lugares históricamente contaminados por eliminación de residuos y las 
medidas para su rehabilitación.

ANEXO VI

Contenido de la solicitud de autorización de las actividades de tratamiento de residuos

1. Contenido de la solicitud de autorización de las instalaciones de tratamiento de 
residuos:

a) Identificación de la persona física o jurídica propietaria de la instalación.
b) Ubicación de las instalaciones donde se llevarán a cabo las operaciones de 

tratamiento de residuos, identificadas mediante coordenadas geográficas.
c) Presentación del proyecto de la instalación con una descripción detallada de las 

instalaciones, de sus características técnicas y de cualquier otro tipo aplicables a la 
instalación o al lugar donde se van llevar a cabo las operaciones de tratamiento.

d) Tipos y cantidades de residuos que puedan tratarse identificados mediante los 
códigos LER y si es necesario para cada tipo de operación.

e) Las instalaciones no incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 16/2002, de 1 
de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, deberán presentar, junto 
con la solicitud de autorización, el estudio de impacto ambiental cuando así lo exija la 
normativa estatal o autonómica sobre declaración de impacto ambiental.

2. Contenido de la solicitud de autorización de las personas físicas o jurídicas que 
realizan operaciones de tratamiento de residuos:

a) Identificación de la persona física o jurídica que solicita llevar a cabo la actividad 
de tratamiento de residuos.
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b) Descripción detallada de las actividades de tratamiento de residuos que pretende 
realizar con inclusión de los tipos de operaciones previstas a realizar, incluyendo la 
codificación establecida en los anexos I y II de esta Ley.

c) Métodos que se utilizarán para cada tipo de operación de tratamiento, las medidas 
de seguridad y precaución y las operaciones de supervisión y control previstas.

d) Capacidad técnica para realizar las operaciones de tratamiento previstas en la 
instalación.

e) Documentación acreditativa del seguro o fianza exigible.

ANEXO VII

Contenido de la autorización de tratamiento de residuos

1. Contenido de la autorización de las instalaciones donde se realicen operaciones 
de tratamiento de residuos:

a) Identificación de la persona física o jurídica propietaria de la instalación y número 
de identificación, cuando proceda.

b) Ubicación de las instalaciones donde se llevarán a cabo las operaciones de 
tratamiento de residuos, identificadas mediante coordenadas geográficas.

c) Tipos y cantidades de residuos cuyo tratamiento se autoriza identificados 
mediante los códigos LER.

d) Operaciones de tratamiento autorizadas identificadas según los códigos 
recogidos en los anexos I y II.

e) Capacidad máxima de tratamiento de residuos de cada operación que se lleva a 
cabo en la instalación.

f) Disposiciones que puedan ser necesarias relativas al cierre y al mantenimiento 
posterior de las instalaciones.

g) Fecha de la autorización y plazo de vigencia.
h) Otros requisitos relativos a la instalación de tratamiento de residuos, entre ellos, 

las garantías financieras que sean exigibles de acuerdo con la normativa de residuos.

2. Contenido de la autorización de las personas físicas o jurídicas para la realización 
de operaciones de tratamiento de residuos:

a) Identificación de la persona física o jurídica autorizada para llevar a cabo la 
actividad de tratamiento de residuos, incluido domicilio y CIF o NIF según proceda.

b) Tipos y cantidades de residuos cuya operación de tratamiento se autoriza 
identificados mediante los códigos LER.

c) Operaciones de tratamiento autorizadas identificadas según los códigos recogidos 
en los anexos I y II.

d) Fecha de la autorización y plazo de vigencia.
e) Número de identificación, cuando proceda.
f) Otros requisitos exigidos entre ellos, las garantías financieras que sean exigibles 

de acuerdo con la normativa de residuos.

ANEXO VIII

Contenido de la comunicación de los productores y gestores de residuos

1. Contenido de las comunicaciones de las industrias o actividades productoras de 
residuos:

a) Datos de identificación de la empresa y de su representante legal; incluido el NIF 
de la empresa.

b) Datos de identificación del centro productor, incluido el código de actividades 
económicas (CNAE).

c) Cantidad estimada de residuos que se tiene previsto producir anualmente.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

1-
13

04
6

GUÍA PARA UNA CORRECTA GESTIÓN DEL FIBROCEMENTO

66



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 181 Viernes 29 de julio de 2011 Sec. I.   Pág. 85703

d) Residuos producidos en cada proceso caracterizados según el anexo III de esta 
Ley e identificados según el anexo 1 de la Orden/MAM/304/2002, de 8 de febrero, por la 
que se publican las operaciones de valorización y eliminación de residuos y la lista 
europea de residuos.

e) Las condiciones de almacenamiento en el lugar de producción.
f) Las operaciones de tratamiento previstas para residuos y en el caso de los 

residuos peligrosos deberán incluir además el documento de aceptación por parte del 
gestor que va a llevar a cabo el tratamiento o en su caso declaración responsable de la 
empresa en la que haga constar su compromiso de entregar los residuos a un gestor 
autorizado.

g) Cualquier otro dato de identificación necesario para la presentación electrónica 
de la comunicación.

2. Contenido de las comunicaciones de las empresas que transportan residuos con 
carácter profesional:

a) Datos de identificación de la empresa y de su representante legal, incluido CIF 
y CNAE.

b) Contenido de la autorización de que disponga en virtud de la legislación vigente 
en materia de transporte de mercancías.

c) Residuos a transportar e identificados según el anexo 1 de la Orden 
MAM/304/2002, de 8 de febrero, por la que se publican las operaciones de valorización y 
eliminación de residuos y la lista europea de residuos.

d) Cualquier otro dato de identificación necesario para la presentación electrónica 
de la comunicación.

3. Contenido de las comunicaciones de las empresas que recogen residuos con 
carácter profesional:

a) Datos de identificación de la empresa y de su representante legal, incluido CIF y 
CNAE.

b) Residuos que se recogen identificados según el anexo 1 de la Orden/
MAM/304/2002, de 8 de febrero.

4. Contenido de las comunicaciones que deben presentar los negociantes y agentes:

a) Datos de identificación de la empresa y de su representante legal, domicilio e 
incluido NIF o CIF según proceda.

b) Descripción de las actividades que van a realizar.
c) Residuos identificados según el anexo 1 de la Orden/MAM/304/2002, de 8 de febrero.

5. En la presentación de la comunicación se acompañará la documentación 
acreditativa de la suscripción de las garantías financieras exigibles conforme a las normas 
aplicables.

ANEXO IX

Contenido mínimo de la comunicación de los sistemas individuales de 
responsabilidad ampliada

1. Datos de identificación del productor: domicilio y NIF. Indicación de si éste es 
fabricante, importador o adquirente intracomunitario.

2. Identificación (tipo y peso) que produce puestos en el mercado anualmente y una 
estimación en peso de los residuos que prevén generar identificados según código LER.

3. Descripción de la organización del sistema de reutilización de productos, si 
procede, incluyendo los puntos de recogida.

4. Descripción del sistema de organización de la gestión de residuos, incluyendo los 
puntos de recogida (porcentajes previstos de preparación para la reutilización, reciclado u 
otras formas de valorización y eliminación). cv
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5. Identificación de los gestores, con indicación de las operaciones de gestión que 
lleven a cabo.

6. Copia de la garantía financiera suscrita, si procede.
7. Copia de los contratos suscritos y de los acuerdos celebrados para la gestión de 

los residuos.
8. Forma de financiación de las actividades.
9. Ámbito territorial de actuación.
10. Procedimiento de recogida de datos y de suministro de información a las 

administraciones públicas.

ANEXO X

Contenido mínimo de la solicitud de autorización de los sistemas colectivos 
de responsabilidad ampliada

1. Identificación forma jurídica, domicilio del sistema, descripción de su 
funcionamiento, descripción de los productos y residuos sobre los que actúa así como de 
la zona geográfica de actuación, identificación de los miembros, criterios para la 
incorporación de nuevos miembros y descripción de las condiciones de su incorporación.

2. Descripción de las medidas para el cumplimiento de las obligaciones derivadas 
de la responsabilidad ampliada del productor del producto, conforme a lo establecido en 
las regulaciones específicas.

3. Identificación, en su caso, de la entidad administradora así como las relaciones 
jurídicas y vínculos que se establezcan entre esta entidad y el sistema colectivo de 
responsabilidad ampliada y quienes lo integren.

4. Relaciones jurídicas y vínculos o acuerdos que se establezcan con las 
administraciones públicas en su caso, entidades o empresas con quienes acuerden o 
contraten para la gestión de los residuos en cumplimiento de las obligaciones que se les 
atribuyan o con otros agentes económicos.

5. Descripción de la financiación del sistema: estimación de ingresos y gastos. 
Cuando la gestión de los residuos suponga un coste adicional para los productores, y en 
su caso para los distribuidores, indicación de los métodos de cálculo y de evaluación del 
importe de la cuota que cubra el coste total del cumplimiento de las obligaciones que 
asume el sistema, garantizando que la misma servirá para financiar la gestión prevista, 
asimismo se indicará, en su caso, el coste que se repercute en el producto. Esta cuota 
cuando proceda se presentará desagregada por materiales, tipos o categorías. Asimismo 
se especificará el modo de su recaudación. Las condiciones y modalidades de revisión de 
las cuotas en función de la evolución del cumplimiento de las obligaciones asumidas.

6. En su caso, propuesta de los criterios de financiación a los sistemas públicos.
7. Procedimiento de recogida de datos y de suministro de información a las 

administraciones públicas.
8. Previsión de cantidades de residuos (kg y unidades) que se prevé recoger.
9. Porcentajes previstos de preparación para la reutilización, reciclado y valorización 

con sus correspondientes plazos y mecanismos de seguimiento, control de funcionamiento 
y verificación del grado de cumplimiento.

ANEXO XI

Obligaciones de información en materia de suelos contaminados

1. Contenido de la declaración de suelo contaminado:

a) Datos generales. Identificación del suelo contaminado: Denominación del 
emplazamiento, dirección, municipio, referencia catastral, datos registrales y uso del 
emplazamiento.

b) Datos específicos del suelo contaminado: Causantes de la contaminación, 
poseedores del suelo contaminado, propietarios del suelo contaminado, superficie cv
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afectada, actividades contaminantes que se desarrollen o se hayan desarrollado sobre el 
terreno, contaminantes presentes y fecha de la declaración de suelo contaminado.

c) Datos específicos de recuperación ambiental: Obligados principal y subsidiarios a 
realizar las operaciones de limpieza y recuperación, actuaciones necesarias para 
proceder a su limpieza, recuperación o contención, plazos en que la descontaminación, 
limpieza o recuperación se debe de llevar a cabo, coste del tratamiento, coste y duración 
de la fase de vigilancia y control, y cualquier otra mención de interés que se establezca.

d) Baja en el inventario de suelos contaminados: Fecha de baja como suelo 
contaminado.

2. Obligaciones de información en materia de contaminación de suelos.

a) Información sobre la cantidad y evolución de los Informes de situación, en 
aplicación de lo que reglamentariamente determine el Gobierno.

b) Procedimientos relacionados con suelos contaminados: procedimientos resueltos, 
actuaciones de recuperación ejecutadas, actuaciones de recuperación en ejecución o 
próximas a iniciarse y procedimientos en tramitación.

c) Actuaciones e inversiones realizadas en materia de prevención de la 
contaminación del suelo: plan regional de actuación, medidas de prevención, medidas de 
información al público, actuaciones complementarias dictadas en resoluciones, estudios y 
guías metodológicas e inversiones y mecanismos de financiación.

ANEXO XII

Obligaciones de información de las empresas de tratamiento de residuos 
contenidas en el artículo 41

Identificación de la empresa:

Operación de tratamiento:

Fecha:

Entradas en la instalación: Salidas de la instalación:

Residuo 
(1)

Cantidad 
(2) Origen (4)

Residuos del 
tratamiento / materiales 

(1)

Cantidad 
(2)

Destino 
(5)

Operación 
(3) Empresa

(1) Los residuos se identificarán según el anexo 1 de la Orden MAM/304/2002, de 8 de febrero.
(2) Las cantidades se expresarán en toneladas.
(3) Las operaciones de tratamiento se identificarán mediante la codificación establecida en los anexos I y II 

de esta Ley.
(4) Identificación de la empresa o entidad de donde provienen los residuos.
(5) Indicación del destino de los residuos del tratamiento o de los materiales, incluyendo la operación a la 

que se destinan.
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4. La obligación establecida en el artículo 10.3.º será 
exigible a partir de la publicación del código de con-
ducta.

Disposición final primera. Título competencial.

Esta orden se dicta al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.21.ª de la Constitución, que atribuye al 
Estado la competencia exclusiva en materia de telecomu-
nicaciones.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta orden entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 31 de enero de 2008.–El Ministro de Industria, 
Turismo y Comercio, Joan Clos i Matheu. 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 2486 REAL DECRETO 105/2008, de 1 de febrero, por 

el que se regula la producción y gestión de los 
residuos de construcción y demolición.

El artículo 45 de la Constitución Española establece 
el derecho de todos los ciudadanos a disfrutar de un 
medio ambiente adecuado para el desarrollo de la per-
sona, así como el deber de conservarlo y la obligación 
de los poderes públicos de velar por la utilización racio-
nal de los recursos naturales con el fin de proteger y 
mejorar la calidad de vida y defender y restaurar el 
medio ambiente.

En los últimos años, el sector de la construcción ha 
alcanzado unos índices de actividad muy elevados confi-
gurándose como una de las claves del crecimiento de la 
economía española. Esta situación ha provocado, sin 
embargo, un auge extraordinario de la generación de 
residuos procedentes tanto de la construcción de 
infraestructuras y edificaciones de nueva planta como 
de la demolición de inmuebles antiguos, sin olvidar los 
derivados de pequeñas obras de reforma de viviendas y 
locales. Dichos residuos forman la categoría denomi-
nada residuos de construcción y demolición.

El problema ambiental que plantean estos residuos 
se deriva no solo del creciente volumen de su genera-
ción, sino de su tratamiento, que todavía hoy es insatis-
factorio en la mayor parte de los casos. En efecto, a la 
insuficiente prevención de la producción de residuos en 
origen se une el escaso reciclado de los que se generan. 
Entre los impactos ambientales que ello provoca, cabe 
destacar la contaminación de suelos y acuíferos en ver-
tederos incontrolados, el deterioro paisajístico y la elimi-
nación de estos residuos sin aprovechamiento de sus 
recursos valorizables. Esta grave situación debe corre-
girse, con el fin de conseguir un desarrollo más sosteni-
ble de la actividad constructiva.

En este contexto, existe un consenso general de 
todos los sectores afectados sobre la necesidad de dis-
poner de una normativa básica, específica para los resi-
duos de construcción y demolición, que establezca los 
requisitos mínimos de su producción y gestión, con 
objeto de promover su prevención, reutilización, reci-
clado, valorización y el adecuado tratamiento de los 
destinados a eliminación.

Ya el Plan Nacional de Residuos de Construcción y 
Demolición (PNRCD) 2001-2006, aprobado por Acuerdo 
de Consejo de Ministros, de 1 de junio de 2001, propo-
nía, entre las medidas instrumentales para el logro de 
sus objetivos, la elaboración de una normativa especí-
fica para este flujo de residuos, basada en los principios 
de jerarquía de gestión y de responsabilidad del produc-
tor.

La Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos, en su ar-
tículo 1.2 faculta al Gobierno para fijar disposiciones 
específicas relativas a la producción y gestión de dife-
rentes tipos de residuos con el objetivo final de prevenir 
la incidencia ambiental de los mismos. Asimismo, su 
artículo 11.1, en la redacción dada por la disposición final 
primera de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de cali-
dad del aire y protección de la atmósfera, faculta al 
Gobierno para regular los términos y condiciones relati-
vos a la obligación del poseedor de residuos de cons-
trucción y demolición de separarlos por tipos de mate-
riales.

El real decreto define los conceptos de productor de 
residuos de construcción y demolición, que se identifica, 
básicamente, con el titular del bien inmueble en quien 
reside la decisión última de construir o demoler, y de 
poseedor de dichos residuos, que corresponde a quien 
ejecuta la obra y tiene el control físico de los que se 
generan en la misma.

Entre las obligaciones que se imponen al productor, 
destaca la inclusión en el proyecto de obra de un estudio 
de gestión de los residuos de construcción y demolición 
que se producirán en ésta, que deberá incluir, entre otros 
aspectos, una estimación de su cantidad, las medidas 
genéricas de prevención que se adoptarán, el destino 
previsto para los residuos, así como una valoración de 
los costes derivados de su gestión que deberán formar 
parte del presupuesto del proyecto. También, como 
medida especial de prevención, se establece la obliga-
ción, en el caso de obras de demolición, reparación o 
reforma, de hacer un inventario de los residuos peligro-
sos que se generen, proceder a su retirada selectiva y 
entrega a gestores autorizados de residuos peligrosos.

El poseedor, por su parte, estará obligado a la pre-
sentación a la propiedad de la obra de un plan de gestión 
de los residuos de construcción y demolición en el que 
se concrete cómo se aplicará el estudio de gestión del 
proyecto, así como a sufragar su coste y a facilitar al 
productor la documentación acreditativa de la correcta 
gestión de tales residuos. A partir de determinados 
umbrales, se exige la separación de los residuos de 
construcción y demolición en obra para facilitar su valo-
rización posterior, si bien esta obligación queda diferida 
desde la entrada en vigor del real decreto en función de 
la cantidad de residuos prevista en cada fracción.

De las anteriores obligaciones se excluye a los pro-
ductores y poseedores de residuos de construcción y 
demolición en obras menores de construcción y repara-
ción domiciliaria, habida cuenta de que tienen la consi-
deración jurídica de residuo urbano y estarán, por ello, 
sujetos a los requisitos que establezcan las entidades 
locales en sus respectivas ordenanzas municipales.

En este sentido cabe resaltar el papel que histórica-
mente han desempeñado las entidades locales en la 
gestión y tratamiento de este tipo de residuos. La entrada 
en vigor de este real decreto, y de acuerdo con el artículo 
25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local, implicará un esfuerzo de adap-
tación de las ordenanzas municipales a los objetivos del 
mismo.

El régimen de control de la producción, posesión y 
gestión de los residuos de construcción y demolición se 
basa en la necesaria colaboración entre las comunida-
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des autónomas y las entidades locales para el cumpli-
miento de las competencias que, respectivamente, les 
atribuye la legislación sobre residuos. No obstante, se 
contempla la posibilidad del establecimiento, en los tér-
minos previstos en la legislación de las comunidades 
autónomas, de un mecanismo de control vinculado a la 
obtención de la licencia de obras, mediante la constitu-
ción por parte del productor de una fianza u otra garantía 
financiera equivalente, que responda del cumplimiento 
de los requisitos del real decreto y, en particular, de la 
gestión de los residuos de construcción y demolición 
que se producirán en la obra.

El real decreto también establece las condiciones 
que deberán cumplir, con carácter general, los gestores 
de residuos de construcción y demolición, así como las 
exigibles, en particular, para su valorización.

Una de las dificultades por las que en la actualidad 
no se alcanzan unos niveles satisfactorios de reciclado 
de residuos de construcción y demolición es el hecho de 
que en su mayoría se depositan en vertedero a coste 
muy bajo, sin tratamiento previo y, a menudo, sin cum-
plir con los requisitos establecidos en la normativa sobre 
vertederos. Para corregir esta situación, el real decreto 
prohíbe el depósito sin tratamiento previo y demanda el 
establecimiento de sistemas de tarifas que desincenti-
ven el depósito en vertedero de residuos valorizables o 
el de aquellos otros en los que el tratamiento previo se 
haya limitado a una mera clasificación.

El real decreto también establece los criterios míni-
mos para distinguir cuándo la utilización de residuos 
inertes en obras de restauración, acondicionamiento o 
relleno, puede considerarse una operación de valoriza-
ción y no de eliminación en vertedero.

Por último, cabe destacar que, en aquellas obras en 
que las administraciones públicas intervengan como 
promotores, se establece que éstas deberán fomentar 
las medidas para la prevención de residuos de construc-
ción y demolición y la utilización de áridos y otros pro-
ductos procedentes de su valorización.

En la elaboración de este real decreto han sido con-
sultados los agentes económicos y sociales, las comuni-
dades autónomas y el Consejo Asesor de Medio 
Ambiente.

Esta norma tiene carácter básico y adopta la forma 
de real decreto porque, dada la naturaleza de la materia 
regulada, resulta un complemento necesario para garan-
tizar la consecución de la finalidad objetiva a que res-
ponde la competencia estatal sobre bases.

En su virtud, a propuesta de las Ministras de Medio 
Ambiente, de Fomento y de Vivienda, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 1 de febrero de 2008,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Objeto.

Este real decreto tiene por objeto establecer el régi-
men jurídico de la producción y gestión de los residuos 
de construcción y demolición, con el fin de fomentar, por 
este orden, su prevención, reutilización, reciclado y otras 
formas de valorización, asegurando que los destinados a 
operaciones de eliminación reciban un tratamiento ade-
cuado, y contribuir a un desarrollo sostenible de la acti-
vidad de construcción.

Artículo 2. Definiciones.

Además de las definiciones contenidas en el artículo 3 
de la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos, a los efec-
tos de este real decreto se entenderá por:

a) Residuo de construcción y demolición: cualquier 
sustancia u objeto que, cumpliendo la definición de 
«Residuo» incluida en el artículo 3.a) de la Ley 10/1998, 
de 21 de abril, se genere en una obra de construcción o 
demolición.

b) Residuo inerte: aquel residuo no peligroso que no 
experimenta transformaciones físicas, químicas o biológi-
cas significativas, no es soluble ni combustible, ni reac-
ciona física ni químicamente ni de ninguna otra manera, 
no es biodegradable, no afecta negativamente a otras 
materias con las cuales entra en contacto de forma que 
pueda dar lugar a contaminación del medio ambiente o 
perjudicar a la salud humana. La lixiviabilidad total, el 
contenido de contaminantes del residuo y la ecotoxicidad 
del lixiviado deberán ser insignificantes, y en particular 
no deberán suponer un riesgo para la calidad de las aguas 
superficiales o subterráneas.

c) Obra de construcción o demolición: la actividad 
consistente en:

1.º La construcción, rehabilitación, reparación, reforma 
o demolición de un bien inmueble, tal como un edificio, 
carretera, puerto, aeropuerto, ferrocarril, canal, presa, ins-
talación deportiva o de ocio, así como cualquier otro aná-
logo de ingeniería civil.

2.º La realización de trabajos que modifiquen la 
forma o sustancia del terreno o del subsuelo, tales como 
excavaciones, inyecciones, urbanizaciones u otros análo-
gos, con exclusión de aquellas actividades a las que sea 
de aplicación la Directiva 2006/21/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 de marzo, sobre la gestión 
de los residuos de industrias extractivas.

Se considerará parte integrante de la obra toda insta-
lación que dé servicio exclusivo a la misma, y en la 
medida en que su montaje y desmontaje tenga lugar 
durante la ejecución de la obra o al final de la misma, tales 
como:

Plantas de machaqueo,
plantas de fabricación de hormigón, grava-cemento o 

suelo-cemento,
plantas de prefabricados de hormigón,
plantas de fabricación de mezclas bituminosas,
talleres de fabricación de encofrados,
talleres de elaboración de ferralla,
almacenes de materiales y almacenes de residuos de 

la propia obra y
plantas de tratamiento de los residuos de construc-

ción y demolición de la obra.

d) Obra menor de construcción o reparación domici-
liaria: obra de construcción o demolición en un domicilio 
particular, comercio, oficina o inmueble del sector servi-
cios, de sencilla técnica y escasa entidad constructiva y 
económica, que no suponga alteración del volumen, del 
uso, de las instalaciones de uso común o del número de 
viviendas y locales, y que no precisa de proyecto firmado 
por profesionales titulados.

e) Productor de residuos de construcción y demoli-
ción:

1.º La persona física o jurídica titular de la licencia 
urbanística en una obra de construcción o demolición; en 
aquellas obras que no precisen de licencia urbanística, 
tendrá la consideración de productor del residuo la per-
sona física o jurídica titular del bien inmueble objeto de 
una obra de construcción o demolición.

2.º La persona física o jurídica que efectúe operacio-
nes de tratamiento, de mezcla o de otro tipo, que ocasio-
nen un cambio de naturaleza o de composición de los 
residuos.

3.º El importador o adquirente en cualquier Estado 
miembro de la Unión Europea de residuos de construc-
ción y demolición.
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f) Poseedor de residuos de construcción y demoli-
ción: la persona física o jurídica que tenga en su poder los 
residuos de construcción y demolición y que no ostente la 
condición de gestor de residuos. En todo caso, tendrá la 
consideración de poseedor la persona física o jurídica que 
ejecute la obra de construcción o demolición, tales como 
el constructor, los subcontratistas o los trabajadores autó-
nomos. En todo caso, no tendrán la consideración de 
poseedor de residuos de construcción y demolición los 
trabajadores por cuenta ajena.

g) Tratamiento previo: proceso físico, térmico, quí-
mico o biológico, incluida la clasificación, que cambia las 
características de los residuos de construcción y demoli-
ción reduciendo su volumen o su peligrosidad, facilitando 
su manipulación, incrementando su potencial de valoriza-
ción o mejorando su comportamiento en el vertedero.

Artículo 3. Ámbito de aplicación.

1. Este real decreto será de aplicación a los residuos 
de construcción y demolición definidos en el artículo 2, 
con excepción de:

a) Las tierras y piedras no contaminadas por sustan-
cias peligrosas reutilizadas en la misma obra, en una obra 
distinta o en una actividad de restauración, acondiciona-
miento o relleno, siempre y cuando pueda acreditarse de 
forma fehaciente su destino a reutilización.

b) Los residuos de industrias extractivas regulados 
por la Directiva 2006/21/CE, de 15 de marzo.

c) Los lodos de dragado no peligrosos reubicados en 
el interior de las aguas superficiales derivados de las acti-
vidades de gestión de las aguas y de las vías navegables, 
de prevención de las inundaciones o de mitigación de los 
efectos de las inundaciones o las sequías, reguladas por 
el Texto Refundido de la Ley de Aguas, por la Ley 48/2003, 
de 26 de noviembre, de régimen económico y de presta-
ción de servicios de los puertos de interés general, y por 
los tratados internacionales de los que España sea parte.

2. A los residuos que se generen en obras de cons-
trucción o demolición y estén regulados por legislación 
específica sobre residuos, cuando estén mezclados con 
otros residuos de construcción y demolición, les será de 
aplicación este real decreto en aquellos aspectos no con-
templados en aquella legislación.

Artículo 4. Obligaciones del productor de residuos de 
construcción y demolición.

1. Además de los requisitos exigidos por la legisla-
ción sobre residuos, el productor de residuos de construc-
ción y demolición deberá cumplir con las siguientes obli-
gaciones:

a) Incluir en el proyecto de ejecución de la obra un 
estudio de gestión de residuos de construcción y demoli-
ción, que contendrá como mínimo:

1.º Una estimación de la cantidad, expresada en 
toneladas y en metros cúbicos, de los residuos de cons-
trucción y demolición que se generarán en la obra, codifi-
cados con arreglo a la lista europea de residuos publicada 
por Orden MAM/304/2002, de 8 de febrero, por la que se 
publican las operaciones de valorización y eliminación de 
residuos y la lista europea de residuos, o norma que la 
sustituya.

2.º Las medidas para la prevención de residuos en la 
obra objeto del proyecto.

3.º Las operaciones de reutilización, valorización o 
eliminación a que se destinarán los residuos que se gene-
rarán en la obra.

4.º Las medidas para la separación de los residuos 
en obra, en particular, para el cumplimiento por parte del 
poseedor de los residuos, de la obligación establecida en 
el apartado 5 del artículo 5.

5.º Los planos de las instalaciones previstas para el 
almacenamiento, manejo, separación y, en su caso, otras 
operaciones de gestión de los residuos de construcción y 
demolición dentro de la obra. Posteriormente, dichos pla-
nos podrán ser objeto de adaptación a las características 
particulares de la obra y sus sistemas de ejecución, previo 
acuerdo de la dirección facultativa de la obra.

6.º Las prescripciones del pliego de prescripciones 
técnicas particulares del proyecto, en relación con el 
almacenamiento, manejo, separación y, en su caso, otras 
operaciones de gestión de los residuos de construcción y 
demolición dentro de la obra.

7.º Una valoración del coste previsto de la gestión de 
los residuos de construcción y demolición que formará 
parte del presupuesto del proyecto en capítulo indepen-
diente.

b) En obras de demolición, rehabilitación, repara-
ción o reforma, hacer un inventario de los residuos peli-
grosos que se generarán, que deberá incluirse en el estu-
dio de gestión a que se refiere la letra a) del apartado 1, 
así como prever su retirada selectiva, con el fin de evitar 
la mezcla entre ellos o con otros residuos no peligrosos, y 
asegurar su envío a gestores autorizados de residuos peli-
grosos.

c) Disponer de la documentación que acredite que 
los residuos de construcción y demolición realmente pro-
ducidos en sus obras han sido gestionados, en su caso, 
en obra o entregados a una instalación de valorización o 
de eliminación para su tratamiento por gestor de residuos 
autorizado, en los términos recogidos en este real decreto 
y, en particular, en el estudio de gestión de residuos de la 
obra o en sus modificaciones. La documentación corres-
pondiente a cada año natural deberá mantenerse durante 
los cinco años siguientes.

d) En el caso de obras sometidas a licencia urbanís-
tica, constituir, cuando proceda, en los términos previstos 
en la legislación de las comunidades autónomas, la fianza 
o garantía financiera equivalente que asegure el cumpli-
miento de los requisitos establecidos en dicha licencia en 
relación con los residuos de construcción y demolición de 
la obra.

2. En el caso de obras de edificación, cuando se pre-
sente un proyecto básico para la obtención de la licencia 
urbanística, dicho proyecto contendrá, al menos, los 
documentos referidos en los números 1.º, 2.º, 3.º, 4.º y 7.º 
de la letra a) y en la letra b) del apartado 1.

Artículo 5. Obligaciones del poseedor de residuos de 
construcción y demolición.

1. Además de las obligaciones previstas en la norma-
tiva aplicable, la persona física o jurídica que ejecute la 
obra estará obligada a presentar a la propiedad de la 
misma un plan que refleje cómo llevará a cabo las obliga-
ciones que le incumban en relación con los residuos de 
construcción y demolición que se vayan a producir en la 
obra, en particular las recogidas en el artículo 4.1. y en 
este artículo. El plan, una vez aprobado por la dirección 
facultativa y aceptado por la propiedad, pasará a formar 
parte de los documentos contractuales de la obra.

2. El poseedor de residuos de construcción y demo-
lición, cuando no proceda a gestionarlos por sí mismo, y 
sin perjuicio de los requerimientos del proyecto apro-
bado, estará obligado a entregarlos a un gestor de resi-
duos o a participar en un acuerdo voluntario o convenio 
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de colaboración para su gestión. Los residuos de cons-
trucción y demolición se destinarán preferentemente, y 
por este orden, a operaciones de reutilización, reciclado o 
a otras formas de valorización.

3. La entrega de los residuos de construcción y 
demolición a un gestor por parte del poseedor habrá de 
constar en documento fehaciente, en el que figure, al 
menos, la identificación del poseedor y del productor, la 
obra de procedencia y, en su caso, el número de licencia 
de la obra, la cantidad, expresada en toneladas o en 
metros cúbicos, o en ambas unidades cuando sea posi-
ble, el tipo de residuos entregados, codificados con arre-
glo a la lista europea de residuos publicada por Orden 
MAM/304/2002, de 8 de febrero, o norma que la sustituya, 
y la identificación del gestor de las operaciones de des-
tino.

Cuando el gestor al que el poseedor entregue los resi-
duos de construcción y demolición efectúe únicamente 
operaciones de recogida, almacenamiento, transferencia 
o transporte, en el documento de entrega deberá figurar 
también el gestor de valorización o de eliminación ulterior 
al que se destinarán los residuos.

En todo caso, la responsabilidad administrativa en rela-
ción con la cesión de los residuos de construcción y demo-
lición por parte de los poseedores a los gestores se regirá 
por lo establecido en el artículo 33 de la Ley 10/1998, de 21 
de abril.

4. El poseedor de los residuos estará obligado, 
mientras se encuentren en su poder, a mantenerlos en 
condiciones adecuadas de higiene y seguridad, así como 
a evitar la mezcla de fracciones ya seleccionadas que 
impida o dificulte su posterior valorización o eliminación.

5. Los residuos de construcción y demolición debe-
rán separarse en las siguientes fracciones, cuando, de 
forma individualizada para cada una de dichas fracciones, 
la cantidad prevista de generación para el total de la obra 
supere las siguientes cantidades:

Hormigón: 80 t.
Ladrillos, tejas, cerámicos: 40 t.
Metal: 2 t.
Madera: 1 t.
Vidrio: 1 t.
Plástico: 0,5 t.
Papel y cartón: 0,5 t.

La separación en fracciones se llevará a cabo prefe-
rentemente por el poseedor de los residuos de construc-
ción y demolición dentro de la obra en que se produzcan. 
Cuando por falta de espacio físico en la obra no resulte 
técnicamente viable efectuar dicha separación en origen, 
el poseedor podrá encomendar la separación de fraccio-
nes a un gestor de residuos en una instalación de trata-
miento de residuos de construcción y demolición externa 
a la obra. En este último caso, el poseedor deberá obtener 
del gestor de la instalación documentación acreditativa 
de que éste ha cumplido, en su nombre, la obligación 
recogida en el presente apartado.

6. El órgano competente en materia medioambiental 
de la comunidad autónoma en que se ubique la obra, de 
forma excepcional, y siempre que la separación de los 
residuos no haya sido especificada y presupuestada en el 
proyecto de obra, podrá eximir al poseedor de los resi-
duos de construcción y demolición de la obligación de 
separación de alguna o de todas las anteriores fraccio-
nes.

7. El poseedor de los residuos de construcción y 
demolición estará obligado a sufragar los correspondien-
tes costes de gestión y a entregar al productor los certifi-
cados y demás documentación acreditativa de la gestión 
de los residuos a que se hace referencia en el apartado 3, 

así como a mantener la documentación correspondiente 
a cada año natural durante los cinco años siguientes.

Artículo 6. Régimen de control de la producción, pose-
sión y gestión de los residuos de construcción y 
demolición.

1. Las comunidades autónomas y las entidades loca-
les colaborarán y se prestarán la asistencia mutua que 
pudieran precisar para el cumplimiento de las funciones 
que, respectivamente, les atribuye la legislación sobre 
residuos, en particular en relación con la autorización, 
vigilancia, inspección y sanción de la producción, pose-
sión y gestión de residuos de construcción y demolición.

2. La legislación de las comunidades autónomas 
podrá exigir la constitución de una fianza u otra garantía 
financiera equivalente, vinculada al otorgamiento de la 
licencia municipal de obras al productor de residuos de 
construcción y demolición, en cuantía suficiente para 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones que le 
impone este real decreto.

3. En aquellas obras cuyo proyecto, de acuerdo con 
el artículo 4, incluya un estudio de gestión de residuos de 
la obra, el cálculo de la cuantía de la fianza o garantía 
financiera equivalente establecida en el apartado anterior, 
se basará en el presupuesto de dicho estudio. No obs-
tante, si se considera que el presupuesto ha sido elabo-
rado de modo infundado a la baja, se podrá elevar moti-
vadamente dicha fianza.

Artículo 7. Obligaciones generales del gestor de residuos 
de construcción y demolición.

Además de las recogidas en la legislación sobre resi-
duos, el gestor de residuos de construcción y demolición 
cumplirá con las siguientes obligaciones:

a) En el supuesto de actividades de gestión someti-
das a autorización por la legislación de residuos, llevar un 
registro en el que, como mínimo, figure la cantidad de 
residuos gestionados, expresada en toneladas y en 
metros cúbicos, el tipo de residuos, codificados con arre-
glo a la lista europea de residuos publicada por Orden 
MAM/304/2002, de 8 de febrero, o norma que la sustituya, 
la identificación del productor, del poseedor y de la obra 
de donde proceden, o del gestor, cuando procedan de 
otra operación anterior de gestión, el método de gestión 
aplicado, así como las cantidades, en toneladas y en 
metros cúbicos, y destinos de los productos y residuos 
resultantes de la actividad.

b) Poner a disposición de las administraciones públi-
cas competentes, a petición de las mismas, la informa-
ción contenida en el registro mencionado en la letra a). La 
información referida a cada año natural deberá mante-
nerse durante los cinco años siguientes.

c) Extender al poseedor o al gestor que le entregue 
residuos de construcción y demolición, en los términos 
recogidos en este real decreto, los certificados acreditati-
vos de la gestión de los residuos recibidos, especificando 
el productor y, en su caso, el número de licencia de la 
obra de procedencia. Cuando se trate de un gestor que 
lleve a cabo una operación exclusivamente de recogida, 
almacenamiento, transferencia o transporte, deberá ade-
más transmitir al poseedor o al gestor que le entregó los 
residuos, los certificados de la operación de valorización 
o de eliminación subsiguiente a que fueron destinados 
los residuos.

d) En el supuesto de que carezca de autorización 
para gestionar residuos peligrosos, deberá disponer de 
un procedimiento de admisión de residuos en la instala-
ción que asegure que, previamente al proceso de trata-
miento, se detectarán y se separarán, almacenarán ade-
cuadamente y derivarán a gestores autorizados de 
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residuos peligrosos aquellos que tengan este carácter y 
puedan llegar a la instalación mezclados con residuos no 
peligrosos de construcción y demolición. Esta obligación 
se entenderá sin perjuicio de las responsabilidades en 
que pueda incurrir el productor, el poseedor o, en su caso, 
el gestor precedente que haya enviado dichos residuos a 
la instalación.

Artículo 8. Actividades de valorización de residuos de 
construcción y demolición.

1. El desarrollo de actividades de valorización de 
residuos de construcción y demolición requerirá autoriza-
ción previa del órgano competente en materia medioam-
biental de la comunidad autónoma, en los términos esta-
blecidos por la Ley 10/1998, de 21 de abril.

2. La autorización podrá ser otorgada para una o 
varias de las operaciones que se vayan a realizar, y sin 
perjuicio de las autorizaciones o licencias exigidas por 
cualquier otra normativa aplicable a la actividad. Se otor-
gará por un plazo de tiempo determinado, y podrá ser 
renovada por períodos sucesivos.

3. La autorización sólo se concederá previa inspec-
ción de las instalaciones en las que vaya a desarrollarse la 
actividad y comprobación de la cualificación de los técni-
cos responsables de su dirección y de que está prevista la 
adecuada formación profesional del personal encargado 
de su explotación.

4. Los áridos reciclados obtenidos como producto 
de una operación de valorización de residuos de construc-
ción y demolición deberán cumplir los requisitos técnicos 
y legales para el uso a que se destinen.

Artículo 9. Actividades de valorización de residuos de 
construcción y demolición en la obra en que se han 
producido.

1. La legislación de las comunidades autónomas 
podrá eximir de la autorización administrativa regulada 
en los apartados 1 a 3 del artículo 8 a los poseedores que 
se ocupen de la valorización de los residuos no peligrosos 
de construcción y demolición en la misma obra en que se 
han producido, fijando los tipos y cantidades de residuos 
y las condiciones en las que la actividad puede quedar 
dispensada de la autorización.

2. Las actividades de valorización de residuos regu-
ladas en este artículo se ajustarán a lo establecido en el 
proyecto de obra. En particular, la dirección facultativa de 
la obra deberá aprobar los medios previstos para dicha 
valorización in situ.

3. En todo caso, estas actividades se llevarán a cabo 
sin poner en peligro la salud humana y sin utilizar proce-
dimientos ni métodos que perjudiquen al medio ambiente 
y, en particular, al agua, al aire, al suelo, a la fauna o a la 
flora, sin provocar molestias por ruido ni olores y sin 
dañar el paisaje y los espacios naturales que gocen de 
algún tipo de protección de acuerdo con la legislación 
aplicable.

4. Las actividades a las que sea de aplicación la 
exención contemplada en el apartado 1 deberán quedar 
obligatoriamente registradas en la forma que establezcan 
las comunidades autónomas.

Artículo 10. Tratamiento de residuos de construcción y 
demolición mediante plantas móviles en centros fijos 
de valorización o de eliminación de residuos.

La actividad de tratamiento de residuos de construc-
ción y demolición mediante una planta móvil, cuando 
aquélla se lleve a cabo en un centro fijo de valorización o 

de eliminación de residuos, deberá preverse en la autori-
zación otorgada a dicho centro fijo, y cumplir con los 
requisitos establecidos en la misma.

Artículo 11. Actividades de eliminación de residuos de 
construcción y demolición mediante depósito en ver-
tedero.

1. Se prohíbe el depósito en vertedero de residuos 
de construcción y demolición que no hayan sido someti-
dos a alguna operación de tratamiento previo.

Esta disposición no se aplicará a los residuos inertes 
cuyo tratamiento sea técnicamente inviable ni a los resi-
duos de construcción y demolición cuyo tratamiento no 
contribuya a los objetivos establecidos en el artículo 1 ni 
a reducir los peligros para la salud humana o el medio 
ambiente.

2. La legislación de las comunidades autónomas 
podrá eximir de la aplicación del apartado anterior a los 
vertederos de residuos no peligrosos o inertes de cons-
trucción o demolición en poblaciones aisladas que cum-
plan con la definición que para este concepto recoge el 
artículo 2 del Real Decreto 1481/2001, de 27 de diciembre, 
por el que se regula la eliminación de residuos mediante 
depósito en vertedero, siempre que el vertedero se des-
tine a la eliminación de residuos generados únicamente 
en esa población aislada.

Artículo 12. Actividades de recogida, transporte y alma-
cenamiento de residuos de construcción y demoli-
ción.

Los titulares de actividades en las que se desarrollen 
operaciones de recogida, transporte y almacenamiento 
de residuos no peligrosos de construcción y demolición 
deberán notificarlo al órgano competente en materia 
medioambiental de la comunidad autónoma correspon-
diente, quedando debidamente registradas estas activi-
dades en la forma que establezca la legislación de las 
comunidades autónomas. La legislación de las comunida-
des autónomas podrá someter a autorización el ejercicio 
de estas actividades.

Artículo 13. Utilización de residuos inertes en obras de 
restauración, acondicionamiento o relleno.

1. La utilización de residuos inertes procedentes de 
actividades de construcción o demolición en la restaura-
ción de un espacio ambientalmente degradado, en obras 
de acondicionamiento o relleno, podrá ser considerada 
una operación de valorización, y no una operación de eli-
minación de residuos en vertedero, cuando se cumplan 
los siguientes requisitos:

a) Que el órgano competente en materia medioam-
biental de la comunidad autónoma así lo haya declarado 
antes del inicio de las operaciones de gestión de los resi-
duos.

b) Que la operación se realice por un gestor de resi-
duos sometido a autorización administrativa de valoriza-
ción de residuos. No se exigirá autorización de gestor de 
residuos para el uso de aquellos materiales obtenidos en 
una operación de valorización de residuos de construc-
ción y demolición que no posean la calificación jurídica de 
residuo y cumplan los requisitos técnicos y legales para el 
uso al que se destinen.

c) Que el resultado de la operación sea la sustitución 
de recursos naturales que, en caso contrario, deberían 
haberse utilizado para cumplir el fin buscado con la obra 
de restauración, acondicionamiento o relleno.
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2. Los requisitos establecidos en el apartado 1 se exi-
girán sin perjuicio de la aplicación, en su caso, del Real 
Decreto 2994/1982, de 15 de octubre, sobre restauración de 
espacios naturales afectados por actividades extractivas.

3. Las administraciones públicas fomentarán la utili-
zación de materiales y residuos inertes procedentes de 
actividades de construcción o demolición en la restaura-
ción de espacios ambientalmente degradados, obras de 
acondicionamiento o relleno, cuando se cumplan los requi-
sitos establecidos en el apartado 1. En particular, promove-
rán acuerdos voluntarios entre los responsables de la 
correcta gestión de los residuos y los responsables de la 
restauración de los espacios ambientalmente degradados, 
o con los titulares de obras de acondicionamiento o 
relleno.

Artículo 14. Planificación sobre residuos de construcción 
y demolición.

Los planes sobre residuos de construcción y demoli-
ción o las revisiones de los existentes que, de acuerdo con 
los apartados 4 y 5 del artículo 5 de la Ley 10/1998, de 21 de 
abril, aprueben las comunidades autónomas o las entida-
des locales, contendrán como mínimo:

a) La previsión de la cantidad de residuos de cons-
trucción y demolición que se producirán durante el período 
de vigencia del plan, desglosando las cantidades de resi-
duos peligrosos y de residuos no peligrosos, y codificados 
con arreglo a la lista europea de residuos publicada por 
Orden MAM/304/2002, de 8 de febrero, o norma que la sus-
tituya.

b) Los objetivos específicos de prevención, reutiliza-
ción, reciclado, otras formas de valorización y eliminación, 
así como los plazos para alcanzarlos.

c) Las medidas a adoptar para conseguir dichos obje-
tivos, incluidas las medidas de carácter económico.

d) Los lugares e instalaciones apropiados para la eli-
minación de los residuos.

e) La estimación de los costes de las operaciones de 
prevención, valorización y eliminación.

f) Los medios de financiación.
g) El procedimiento de revisión.

Artículo 15. Responsabilidad administrativa y régimen 
sancionador.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en 
este real decreto dará lugar a la aplicación del régimen 
sancionador previsto en la Ley 10/1998, de 21 de abril.

Disposición adicional primera. Régimen aplicable a la 
producción y posesión de residuos de construcción y 
demolición en obras menores de construcción o repa-
ración domiciliaria.

Las obligaciones establecidas en los artículos 4 y 5 no 
serán de aplicación a los productores o poseedores de resi-
duos de construcción y demolición en obras menores de 
construcción o reparación domiciliaria, que estarán sujetos 
a los requisitos que establezcan las entidades locales en 
sus respectivas ordenanzas municipales.

Disposición adicional segunda. Fomento de la preven-
ción y de la utilización de productos procedentes de la 
valorización de residuos de construcción y demolición, 
por parte de las administraciones públicas.

1. Las administraciones públicas velarán por que en 
las obras en que intervengan como promotores se apli-
quen medidas tendentes a la prevención en la generación 
de residuos de construcción y demolición. Además, vela-

rán por que en la fase de proyecto de la obra se tengan en 
cuenta las alternativas de diseño y constructivas que gene-
ren menos residuos en la fase de construcción y de explo-
tación, y aquellas que favorezcan el desmantelamiento 
ambientalmente correcto de la obra al final de su vida útil.

2. Las administraciones públicas fomentarán que en 
las obras públicas se contemple en la fase de proyecto las 
alternativas que contribuyan al ahorro en la utilización de 
recursos naturales, en particular mediante el empleo en las 
unidades de obra de áridos y otros productos procedentes 
de valorización de residuos.

3. En la contratación pública se fomentará la menor 
generación de residuos de construcción y demolición, así 
como la utilización en las unidades de obra de áridos y 
otros productos procedentes de valorización de residuos.

4. En el ámbito de la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos las prescripciones técni-
cas de los contratos se definirán, en la medida de lo posi-
ble, teniendo en cuenta la menor generación de residuos 
de construcción y demolición. Asimismo, los órganos de 
contratación, al determinar los criterios que hayan de ser-
vir de base para la valoración de la oferta más ventajosa, 
procurarán tener en consideración las medidas sobre pre-
vención y para la reutilización o reciclado de los residuos 
de construcción y demolición, así como la utilización en las 
unidades de obra de áridos y otros productos procedentes 
de valorización de residuos.

Disposición adicional tercera. Régimen aplicable a los 
excedentes de excavación generados en obras de titu-
laridad pública sometidas a evaluación de impacto 
ambiental.

 Las medidas previstas en este real decreto, salvo lo 
referido en el artículo 4.1.a), no serán aplicables a los exce-
dentes generados en excavaciones y demoliciones de 
obras de titularidad pública, a los que será de aplicación lo 
previsto en el Texto Refundido de la Ley de Evaluación de 
Impacto Ambiental de Proyectos, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero. Cuando dichos 
excedentes estuvieran contaminados por sustancias peli-
grosas será de aplicación la normativa específica de resi-
duos.

Disposición adicional cuarta. Régimen aplicable a la pre-
vención de riesgos laborales en operaciones y activida-
des en los que exista riesgo de exposición al amianto.

Además de lo previsto en este real decreto en materia 
de residuos, las operaciones y actividades en las que los 
trabajadores estén expuestos o sean susceptibles de estar 
expuestos a fibras de amianto o de materiales que lo con-
tengan se regirán, en lo que se refiere a prevención de 
riesgos laborales, por el Real Decreto 396/2006, de 31 de 
marzo, por el que se establecen las disposiciones mínimas 
de seguridad y salud aplicables a los trabajos con riesgo de 
exposición al amianto.

Disposición transitoria única. Régimen aplicable a las 
obras en tramitación o en ejecución.

Este real decreto no se aplicará a los residuos de cons-
trucción y demolición de aquellas obras que, a la fecha de 
entrada en vigor del mismo, estén en ejecución, dispongan 
de licencia otorgada por la entidad local competente o la 
tengan solicitada, siempre que dichas obras se inicien en el 
plazo máximo de un año desde la entrada en vigor del real 
decreto.

Tampoco se aplicará este real decreto a los proyectos 
de obras de titularidad pública cuya aprobación se pro-
duzca en el plazo de un año contado a partir de la entrada 
en vigor de este real decreto.
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Disposición final primera. Modificación del Real Decre-
to 1481/2001, de 27 de diciembre, por el que se regu-
la la eliminación de residuos mediante depósito en 
vertedero.

El artículo 8.1.b).10.º del Real Decreto 1481/2001, de 27 
de diciembre, por el que se regula la eliminación de resi-
duos mediante depósito en vertedero, queda redactado 
del siguiente modo:

«10.º Un análisis económico en el que se 
demuestre el cumplimiento del artículo 11. Para los 
vertederos que admitan residuos de construcción y 
demolición, el análisis económico deberá prever un 
sistema de tarifas que desincentive el depósito de 
residuos susceptibles de valorización o sometidos a 
un tratamiento previo al vertido limitado a su clasifi-
cación.»

Disposición final segunda. Título competencial.

Este real decreto tiene carácter básico y se dicta al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.23.ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva en materia de legislación básica sobre protec-
ción del medio ambiente, salvo lo establecido en la dispo-
sición adicional segunda.4 que sólo será de aplicación a la 
Administración General del Estado y a sus organismos 
públicos.

Disposición final tercera. Habilitación para el desarrollo 
reglamentario.

Se faculta al titular del Ministerio de Medio Ambiente 
para establecer los criterios ambientales mínimos sobre 
utilización de residuos inertes en obras de restauración, 
acondicionamiento o relleno, previo acuerdo de la Confe-
rencia Sectorial de Medio Ambiente.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

1. El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

2. Las obligaciones de separación previstas en el 
artículo 5.5 serán exigibles para las obras iniciadas trans-
curridos dos años desde la entrada en vigor del real 
decreto

No obstante, las obligaciones de separación previstas 
en dicho artículo serán exigibles en las obras iniciadas 
transcurridos seis meses desde la entrada en vigor del 
real decreto en las siguientes fracciones, cuando, de 
forma individualizada para cada una de dichas fracciones, 
la cantidad prevista de generación para el total de la obra 
supere las cantidades expuestas a continuación:

Hormigón: 160 t.
Ladrillos, tejas, cerámicos: 80 t.
Metal: 4 t.
Madera: 2 t.
Vidrio:  2 t.
Plástico: 1 t.
Papel y cartón: 1 t.

Dado en Madrid, el 1 de febrero de 2008.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 

 2487 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores 
y Usuarios y otras leyes complementarias.

Advertidos errores en el Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley General para la Defensa de los Consumido-
res y Usuarios y otras leyes complementarias, publicado 
en el Boletín Oficial del Estado número 287, de 30 de 
noviembre de 2007, se procede a efectuar las oportunas 
rectificaciones:

En la página 49181, segunda columna, párrafo tercero, 
primera línea, donde dice: «Analizado en Anexo de la 
citada Directiva, se integran…», debe decir: «Analizado el 
Anexo de la citada Directiva, se integran…».

En la página 49182, segunda columna, párrafo pri-
mero, penúltima línea, donde dice: «…por productos 
defectuosos; la Ley 21/1995, de 6 de julio, sobre viajes 
combinados», debe decir: «…por productos defectuosos 
y la Ley 21/1995, de 6 de julio, sobre viajes combinados».

En la página 49183, primera columna, sexto párrafo, 
línea quince, donde dice: «se deduce claramente del 
artículo 49, apartado 13…», debe decir: «se deduce clara-
mente de la letra k) del artículo 49.1…».

En la página 49183, segunda columna, primer párrafo, 
línea sexta, donde dice: «ordenamiento jurídico, se prohí-
ben las cláusulas…», debe decir: «…ordenamiento jurí-
dico, prohíbe las cláusulas…».

En la página 49183, segunda columna, sexto párrafo, 
donde dice: «… al profesional, tal es el caso de los 
impuestos…», debe decir: «…al profesional, como los 
impuestos…».

En la página 49192, artículo 31, párrafo primero, pri-
mera línea, donde dice: «Las cuentas anuales de la enti-
dad se depositarán…», debe decir: «Las cuentas anuales 
de las asociaciones de consumidores y usuarios se depo-
sitarán…».

En la página 49192, artículo 32.2, última línea, donde 
dice: «…depósito y acceso reguladas en este artículo», 
debe decir: «…depósito y acceso reguladas en este capí-
tulo».

En la página 49193, artículo 35.1, cuarta línea, donde 
dice: «… prohibidas por los artículos 23.3 y 27…» debe 
decir: «prohibidas por los artículos 23.3, 27 y 28…».

En la página 49198, artículo 62, apartados 1 y 2, donde 
dice: «… consumidores…», debe decir: «… consumidores 
y usuarios…».

En la página 49198, artículo 62, apartados 3 y 4, donde 
dice: «… consumidor…», debe decir: «… consumidor y 
usuario».

En la página 49198, artículo 65, donde dice: «… consu-
midores…», debe decir: «… consumidores y usuarios…».

En la página 49198, artículo 67.1, primer párrafo, 
segunda línea, donde dice: «… contenidas en los artículos 
82 a 91…», debe decir: «… contenidas en los artículos 82 
a 91, ambos inclusive,…».

En la página 49199, artículo 67.1, segundo párrafo, 
segunda línea, donde dice: «… cuando el profesional…», 
debe decir: «… cuando el empresario…».

En la página 49199, artículo 67.2, primer párrafo, ter-
cera línea, donde dice: «… los artículos 92 a 106 y en los 
artículos 114 a 126,…», debe decir: «… los artículos 92 a 
106, ambos inclusive, y en los artículos 114 a 126 ambos 
inclusive,…».

En la página 49202, artículo 87.6, en sus líneas tercera 
y octava, donde dice: «… consumidor…», debe decir: 
«… consumidor y usuario…», y en la línea decimoquinta, 
donde dice: «… profesional…», debe decir: «… empresa-
rio…». 
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 REAL DECRETO 396/2006, de 31 de marzo, por el que se establecen las disposiciones
mínimas de seguridad y salud aplicables a los trabajos con riesgo de exposición al
amianto.  BOE nº 86 11-04-2006

Órgano emisor:  Ministerio de la Presidencia

Fecha de aprobación: 31-03-2006

Fecha de publicación: 11-04-2006

Análisis de la disposición

Afecta a

ORDEN de 26 de julio de 1993 por la que se modifican los artículos 2.º, 3.º y 13 de la ORDEN de 31 de octubre de
1984, por la que se aprueba el REGLAMENTO sobre trabajos con riesgo de amianto y el artículo 2.º de la ORDEN de
7 de enero de 1987 por la que se establecen normas complementarias al citado Reglamento. (Derogada)

RESOLUCIÓN de 20 de febrero de 1989 de la Dirección General de Trabajo, por la que se regula la remisión de
fichas de seguimiento ambiental y médico para el control de exposición al amianto. (Derogada)

ORDEN de 22 de diciembre de 1987 por la que se aprueba el Modelo de Libro Registro de Datos correspondientes al
Reglamento sobre Trabajo con Riesgo de Amianto. (Derogada)

RESOLUCIÓN de 8 de septiembre de 1987, de la Dirección General de Trabajo, sobre tramitación de solicitudes de
homologación de laboratorios especializados en la determinación de fibras de amianto. (Derogada)

ORDEN de 7 de enero de 1987 por la que se establecen normas complementarias del Reglamento sobre Trabajos con
Riesgo de Amianto. (Derogada)

ORDEN de 31 de octubre de 1984 por la que se aprueba el Reglamento sobre Trabajos con Riesgo de Amianto.
(Derogada)
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Índice

Parte expositiva

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, determina el cuerpo básico de garantías y
responsabilidades preciso para establecer un adecuado nivel de protección de la salud de los trabajadores frente a los
riesgos derivados de las condiciones de trabajo, en el marco de una política coherente, coordinada y eficaz.

Según el artículo 6 de la Ley citada en el párrafo anterior, son las normas reglamentarias las que deben ir concretando
los aspectos más técnicos de las medidas preventivas, estableciendo las medidas mínimas que deben adoptarse para la
adecuada protección de los trabajadores. Entre tales medidas se encuentran las destinadas a garantizar la protección de los
trabajadores contra los riesgos derivados de la exposición al amianto durante el trabajo.

Asimismo, la seguridad y la salud de los trabajadores han sido objeto de diversos Convenios de la Organización
Internacional del Trabajo ratificados por España y que, por tanto, forman parte de nuestro ordenamiento jurídico. Destaca,
por su carácter general, el Convenio número 155, de 22 de junio de 1981, sobre seguridad y salud de los trabajadores y
medio ambiente de trabajo, ratificado por España el 26 de julio de 1985 y, por su carácter específico, el Convenio número
162, de 24 de junio de 1986, sobre la utilización del asbesto, en condiciones de seguridad, ratificado por España el 17 de
julio de 1990.

En el ámbito de la Unión Europea, el artículo 137 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea establece como
objetivo la mejora, en concreto, del entorno de trabajo, para proteger la salud y seguridad de los trabajadores. Con esa base
jurídica, la Unión Europea se ha ido dotando en los últimos años de un cuerpo normativo altamente avanzado que se dirige
a garantizar un mejor nivel de protección de la salud y de seguridad de los trabajadores.

Ese cuerpo normativo está integrado por diversas directivas específicas. En el ámbito de la protección de los
trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición al amianto durante el trabajo, fueron adoptadas, en concreto,
dos directivas. La primera de ellas fue la Directiva 83/477/CEE, del Consejo, de 19 de septiembre de 1983, sobre la
protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición al amianto durante el trabajo. Esta directiva
se incorporó a nuestro ordenamiento jurídico interno mediante la Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de
31 de octubre de 1984, por la que se aprueba el Reglamento sobre trabajos con riesgo de amianto. Posteriormente fueron
aprobadas una serie de normas como complemento a las disposiciones del reglamento. La primera fue la Orden del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 7 de enero de 1987, por la que se establecen normas complementarias del
reglamento sobre trabajos con riesgo de amianto. Posteriormente se aprobaron otras normas que regulaban y desarrollaban
aspectos más concretos sobre esta materia: Resolución de la Dirección General de Trabajo, de 8 de septiembre de 1987,
sobre tramitación de solicitudes de homologación de laboratorios especializados en la determinación de fibras de amianto;
Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 22 de diciembre de 1987, por la que se aprueba el modelo de libro
registro de datos correspondientes al Reglamento sobre trabajos con riesgo de amianto; Resolución de la Dirección General
de Trabajo, de 20 de febrero de 1989, por la que se regula la remisión de fichas de seguimiento ambiental y médico para el
control de la exposición al amianto.

Nuevamente teniendo como origen el ámbito comunitario, la aprobación de la Directiva 91/382/CEE, de 25 de junio,
modificativa de la Directiva 83/477/CEE, obligó a modificar las normas españolas. Ello se llevó a cabo mediante la Orden
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 26 de julio de 1993, por la que se modifican los artículos 2.º, 3.º y 13.º de
la Orden de 31 de octubre de 1984 por la que se aprueba el Reglamento sobre trabajos con riesgo de amianto y el artículo
2.º de la Orden de 7 de enero de 1987 por la que se establecen normas complementarias al citado reglamento.

Actualmente, la aprobación de la Directiva 2003/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de marzo de
2003, que una vez más modifica a la Directiva 83/477/CEE, obliga a adaptar la legislación española en esta materia. Entre
las diversas posibilidades de transposición de la citada directiva, se ha optado por la aprobación de una norma en la que, al
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tiempo que se efectúa esta adaptación de la normativa española a la comunitaria, se incorpore toda la dispersa regulación
española sobre esta materia, evitando desarrollos o remisiones a regulaciones posteriores. Ello responde a la necesidad
planteada desde todos los ámbitos implicados de dotar a la normativa española sobre el amianto de una regulación única,
evitando la dispersión y complejidad actual, que se vería aumentada en caso de proceder a una nueva modificación del
reglamento.

Junto a la exigencia comunitaria, no se puede olvidar la necesidad de actualizar el Reglamento sobre trabajos con
riesgo de amianto. La Orden de 31 de octubre de 1984 fue una norma adelantada a su tiempo, que introducía en el ámbito
de los trabajos con amianto conceptos preventivos desconocidos en nuestra normativa, entonces denominada de seguridad
e higiene: evaluación de riesgos, formación e información de los trabajadores, etc. Sin embargo, en los años transcurridos
desde 1984, España se ha dotado de un marco jurídico sobre prevención equiparable al existente en los países de nuestro
entorno europeo, y ello exige una actualización de las disposiciones sobre esta materia, adaptándolas a ese nuevo escenario.

Esta actualización tiene también su base en la Orden del Ministerio de la Presidencia, de 7 de diciembre de 2001, por
la que se modifica el anexo I del Real Decreto 1406/1989, de 10 de noviembre, por el que se imponen limitaciones a la
comercialización y al uso de ciertas sustancias y preparados peligrosos, que estableció la prohibición de utilizar, producir y
comercializar fibras de amianto y productos que las contengan.

El real decreto consta de diecinueve artículos, dos disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una
disposición derogatoria, cuatro disposiciones finales y cinco anexos. Los artículos se agrupan en tres capítulos. En el
primer capítulo se incluyen, como disposiciones de carácter general, el objeto, las definiciones y el ámbito de aplicación.
En el capítulo segundo se han agrupado las obligaciones del empresario en cuestiones tales como: el límite de exposición y
las prohibiciones en materia de amianto; la evaluación y control del ambiente de trabajo; las medidas técnicas generales de
prevención y las medidas organizativas; condiciones de utilización de los equipos de protección individual de las vías
respiratorias; las medidas de higiene personal y de protección individual; las disposiciones específicas para la realización
de determinadas actividades; los planes de trabajo previos a las actividades con amianto y condiciones para su tramitación;
las disposiciones relativas a la formación, información y consulta y participación de los trabajadores; y, por último, las
obligaciones en materia de vigilancia de la salud de los trabajadores. Finalmente, en el tercer capítulo se han agrupado una
serie de disposiciones de contenido vario, aunque dominadas por su carácter documental: inscripción en el Registro de
empresas con riesgo por amianto; registro de los datos y archivo de la documentación; y tratamiento de datos generados al
amparo del real decreto.

En la elaboración de este real decreto se ha consultado a las comunidades autónomas y a las organizaciones
empresariales y sindicales más representativas y se ha oído a la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Trabajo y Asuntos Sociales y de Sanidad y Consumo, con la aprobación
previa del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo
de Ministros en su reunión del día 31 de marzo de 2006,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I. Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto.

1. Este real decreto tiene por objeto, en el marco de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos
Laborales, establecer disposiciones mínimas de seguridad y salud para la protección de los trabajadores contra los riesgos
derivados de la exposición al amianto durante el trabajo, así como la prevención de tales riesgos.
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2. Las disposiciones del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios
de Prevención, se aplicarán plenamente al conjunto del ámbito contemplado en el apartado anterior, sin perjuicio de las
disposiciones más específicas contenidas en el real decreto.

3. Las disposiciones del Real Decreto 665/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de los trabajadores contra los
riesgos relacionados con la exposición a agentes cancerígenos durante el trabajo, y del Real Decreto 374/2001, de 6 de
abril, sobre la protección de la salud y seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con los agentes
químicos durante el trabajo, se aplicarán plenamente al ámbito contemplado en el apartado 1 de este artículo, sin perjuicio
de las disposiciones más rigurosas o específicas previstas en este real decreto.

Artículo 2. Definiciones.

A efectos de aplicación de este real decreto, el término amianto designa a los silicatos fibrosos siguientes, de acuerdo
con la identificación admitida internacionalmente del registro de sustancias químicas del Chemical Abstract Service
(CAS):

a) Actinolita amianto, n.º 77536-66-4 del CAS,

b) Grunerita amianto (amosita), n.º 12172-73-5 del CAS,

c) Antofilita amianto, n.º 77536-67-5 del CAS,

d) Crisotilo, n.º 12001-29-5 del CAS,

e) Crocidolita, n.º 12001-28-4 del CAS, y

f) Tremolita amianto, n.º 77536-68-6 del CAS.

Artículo 3. Ámbito de aplicación.

1. Este real decreto es aplicable a las operaciones y actividades en las que los trabajadores estén expuestos o sean
susceptibles de estar expuestos a fibras de amianto o de materiales que lo contengan, y especialmente en:

a) Trabajos de demolición de construcciones donde exista amianto o materiales que lo contengan.

b) Trabajos de desmantelamiento de elementos, maquinaria o utillaje donde exista amianto o materiales que lo
contengan.

c) Trabajos y operaciones destinadas a la retirada de amianto, o de materiales que lo contengan, de equipos, unidades
(tales como barcos, vehículos, trenes), instalaciones, estructuras o edificios.

d) Trabajos de mantenimiento y reparación de los materiales con amianto existentes en equipos, unidades (tales como
barcos, vehículos, trenes), instalaciones, estructuras o edificios.

e) Trabajos de mantenimiento y reparación que impliquen riesgo de desprendimiento de fibras de amianto por la
existencia y proximidad de materiales de amianto.

f) Transporte, tratamiento y destrucción de residuos que contengan amianto.

g) Vertederos autorizados para residuos de amianto.

h) Todas aquellas otras actividades u operaciones en las que se manipulen materiales que contengan amianto, siempre
que exista riesgo de liberación de fibras de amianto al ambiente de trabajo.
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2. No obstante lo anterior, siempre que se trate de exposiciones esporádicas de los trabajadores, que la intensidad de
dichas exposiciones sea baja y que los resultados de la evaluación prevista en el artículo 5 indiquen claramente que no se
sobrepasará el valor límite de exposición al amianto en el área de la zona de trabajo, los artículos 11, 16, 17 y 18 no serán
de aplicación cuando se trabaje:

a) en actividades cortas y discontinuas de mantenimiento durante las cuales sólo se trabaje con materiales no friables,

b) en la retirada sin deterioro de materiales no friables,

c) en la encapsulación y en el sellado de materiales en buen estado que contengan amianto, siempre que estas
operaciones no impliquen riesgo de liberación de fibras, y

d) en la vigilancia y control del aire y en la toma de muestras para detectar la presencia de amianto en un material
determinado.

CAPÍTULO II. Obligaciones del empresario

Artículo 4. Límite de exposición y prohibiciones.

1. Los empresarios deberán asegurarse de que ningún trabajador está expuesto a una concentración de amianto en el
aire superior al valor límite ambiental de exposición diaria (VLA-ED) de 0,1 fibras por centímetro cúbico medidas como
una media ponderada en el tiempo para un período de ocho horas.

2. Sin perjuicio de la aplicación de otras disposiciones normativas relativas a la comercialización y a la utilización del
amianto, se prohíben las actividades que exponen a los trabajadores a las fibras de amianto en la extracción del amianto, la
fabricación y la transformación de productos de amianto o la fabricación y transformación de productos que contienen
amianto añadido deliberadamente.

Se exceptúan de esta prohibición el tratamiento y desecho de los productos resultantes de la demolición y de la
retirada del amianto.

Artículo 5. Evaluación y control del ambiente de trabajo.

1. Para todo tipo de actividad determinado que pueda presentar un riesgo de exposición al amianto o a materiales que
lo contengan, la evaluación de riesgos a que hace referencia el artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, debe
incluir la medición de la concentración de fibras de amianto en el aire del lugar de trabajo y su comparación con el valor
límite establecido en el artículo 4.1, de manera que se determine la naturaleza y el grado de exposición de los trabajadores.

Si el resultado de la evaluación pone de manifiesto la necesidad de modificar el procedimiento empleado para la
realización de ese tipo de actividad, ya cambiando la forma de desarrollar el trabajo o ya adoptando medidas preventivas
adicionales, deberá realizarse una nueva evaluación una vez que se haya implantado el nuevo procedimiento.

Cuando el resultado de la evaluación de riesgos a que se refiere este apartado lo hiciera necesario, y con vistas a
garantizar que no se sobrepasa el valor límite establecido en el artículo 4, el empresario realizará controles periódicos de
las condiciones de trabajo.

2. Las evaluaciones se repetirán periódicamente. En cualquier caso, siempre que se produzca un cambio de
procedimiento, de las características de la actividad o, en general, una modificación sustancial de las condiciones de trabajo
que pueda hacer variar la exposición de los trabajadores, será preceptiva la inmediata evaluación de los puestos de trabajo
afectados.
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3. La periodicidad de las evaluaciones de riesgos y controles de las condiciones de trabajo se determinará teniendo en
cuenta, al menos, la información recibida de los trabajadores, y atendiendo especialmente a los factores que puedan
originar un incremento de las exposiciones respecto a las inicialmente evaluadas.

4. Las evaluaciones de riesgos deberán efectuarse por personal cualificado para el desempeño de funciones de nivel
superior y especialización en Higiene Industrial, conforme a lo establecido en el capítulo VI del Real Decreto 39/1997, de
17 de enero.

El procedimiento para la toma de muestras y el análisis (recuento de fibras) se ajustará a los requisitos establecidos en
el anexo I.

A efectos de este real decreto, se entenderá por fibras de amianto o asbestos: aquellas partículas de esta materia en
cualquiera de sus variedades, cuya longitud sea superior a 5 micrómetros, su diámetro inferior a 3 micrómetros y la
relación longitud-diámetro superior a 3.

5. El análisis (recuento de fibras) de amianto sólo podrá realizarse por laboratorios especializados cuya idoneidad a tal
fin sea reconocida formalmente por la autoridad laboral que corresponda al territorio de la comunidad autónoma donde se
encuentre ubicado el laboratorio, con arreglo al procedimiento establecido en el anexo II.

Artículo 6. Medidas técnicas generales de prevención.

En todas las actividades a que se refiere el artículo 3.1, la exposición de los trabajadores a fibras procedentes del
amianto o de materiales que lo contengan en el lugar de trabajo debe quedar reducida al mínimo y, en cualquier caso, por
debajo del valor límite fijado en el artículo 4.1, especialmente mediante la aplicación de las siguientes medidas:

a) Los procedimientos de trabajo deberán concebirse de tal forma que no produzcan fibras de amianto o, si ello
resultara imposible, que no haya dispersión de fibras de amianto en el aire.

b) Las fibras de amianto producidas se eliminarán, en las proximidades del foco emisor, preferentemente mediante su
captación por sistemas de extracción, en condiciones que no supongan un riesgo para la salud pública y el medio ambiente.

c) Todos los locales y equipos utilizados deberán estar en condiciones de poderse limpiar y mantener eficazmente y
con regularidad.

d) El amianto o los materiales de los que se desprendan fibras de amianto o que contengan amianto deberán ser
almacenados y transportados en embalajes cerrados apropiados y con etiquetas reglamentarias que indiquen que contienen
amianto.

e) Los residuos, excepto en las actividades de minería que se regirán por lo dispuesto en su normativa específica,
deberán agruparse y transportarse fuera del lugar de trabajo lo antes posible en embalajes cerrados apropiados y con
etiquetas que indiquen que contienen amianto. Posteriormente, esos desechos deberán ser tratados con arreglo a la
normativa aplicable sobre residuos peligrosos.

Artículo 7. Medidas organizativas.

El empresario, en todas las actividades a que se refiere el artículo 3.1, deberá adoptar las medidas necesarias para que:

a) El número de trabajadores expuestos o que puedan estar expuestos a fibras de amianto o de materiales que lo
contengan sea el mínimo indispensable.

b) Los trabajadores con riesgo de exposición a amianto no realicen horas extraordinarias ni trabajen por sistema de
incentivos en el supuesto de que su actividad laboral exija sobreesfuerzos físicos, posturas forzadas o se realice en
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ambientes calurosos determinantes de una variación de volumen de aire inspirado.

c) Cuando se sobrepase el valor límite fijado en el artículo 4, se identifiquen las causas y se tomen lo antes posible las
medidas adecuadas para remediar la situación.

No podrá proseguirse el trabajo en la zona afectada si no se toman medidas adecuadas para la protección de los
trabajadores implicados.

Posteriormente, se comprobará la eficacia de dichas medidas mediante una nueva evaluación del riesgo.

d) Los lugares donde dichas actividades se realicen:

1.º estén claramente delimitados y señalizados por paneles y señales, de conformidad con la normativa en materia de
señalización de seguridad y salud en el trabajo,

2.º no puedan ser accesibles a otras personas que no sean aquellas que, por razón de su trabajo o de su función, deban
operar o actuar en ellos,

3.º sean objeto de la prohibición de beber, comer y fumar.

Artículo 8. Equipos de protección individual de las vías respiratorias.

1. Cuando la aplicación de las medidas de prevención y de protección colectiva, de carácter técnico u organizativo,
resulte insuficiente para garantizar que no se sobrepase el valor límite establecido en el artículo 4.1, deberán utilizarse
equipos de protección individual para la protección de las vías respiratorias, de conformidad con lo dispuesto en el Real
Decreto 773/1997, de 30 de mayo, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud relativas a la utilización por los
trabajadores de equipos de protección individual.

No obstante lo anterior, aun cuando no se sobrepase el indicado valor límite, el empresario pondrá dichos equipos a
disposición de aquel trabajador que así lo solicite expresamente.

2. La utilización de los equipos de protección individual de las vías respiratorias no podrá ser permanente y su tiempo
de utilización, para cada trabajador, deberá limitarse al mínimo estrictamente necesario sin que en ningún caso puedan
superarse las 4 horas diarias. Durante los trabajos realizados con un equipo de protección individual de las vías
respiratorias se deberán prever las pausas pertinentes en función de la carga física y condiciones climatológicas.

Artículo 9. Medidas de higiene personal y de protección individual.

1. El empresario, en todas las actividades a que se refiere el artículo 3.1, deberá adoptar las medidas necesarias para
que:

a) los trabajadores dispongan de instalaciones sanitarias apropiadas y adecuadas;

b) los trabajadores dispongan de ropa de protección apropiada o de otro tipo de ropa especial adecuada, facilitada por
el empresario; dicha ropa será de uso obligatorio durante el tiempo de permanencia en las zonas en que exista exposición al
amianto y necesariamente sustituida por la ropa de calle antes de abandonar el centro de trabajo;

c) los trabajadores dispongan de instalaciones o lugares para guardar de manera separada la ropa de trabajo o de
protección y la ropa de calle;

d) se disponga de un lugar determinado para el almacenamiento adecuado de los equipos de protección y se verifique
que se limpien y se compruebe su buen funcionamiento, si fuera posible con anterioridad y, en todo caso, después de cada
utilización, reparando o sustituyendo los equipos defectuosos antes de un nuevo uso;
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e) los trabajadores con riesgo de exposición a amianto dispongan para su aseo personal, dentro de la jornada laboral,
de, al menos, diez minutos antes de la comida y otros diez minutos antes de abandonar el trabajo.

2. El empresario se responsabilizará del lavado y descontaminación de la ropa de trabajo, quedando prohibido que los
trabajadores se lleven dicha ropa a su domicilio para tal fin. Cuando contratase tales operaciones con empresas
especializadas, estará obligado a asegurarse de que la ropa se envía en recipientes cerrados y etiquetados con las
advertencias precisas

3. De acuerdo con el artículo 14.5 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, el coste de las medidas relativas a la
seguridad y la salud en el trabajo establecidas por este real decreto no podrá recaer en modo alguno sobre los trabajadores.

Artículo 10. Disposiciones específicas para determinadas actividades.

1. Para determinadas actividades, como obras de demolición, de retirada de amianto, de reparación y de
mantenimiento, en las que puede preverse la posibilidad de que se sobrepase el valor límite fijado en el artículo 4, a pesar
de utilizarse medidas técnicas preventivas tendentes a limitar el contenido de amianto en el aire, el empresario establecerá
las medidas destinadas a garantizar la protección de los trabajadores durante dichas actividades, y en particular las
siguientes:

a) los trabajadores recibirán un equipo de protección individual de las vías respiratorias apropiado y los demás
equipos de protección individual que sean necesarios, velando el empresario por el uso efectivo de los mismos;

b) se instalarán paneles de advertencia para indicar que es posible que se sobrepase el valor límite fijado en el artículo
4;

c) deberá evitarse la dispersión de polvo procedente del amianto o de materiales que lo contengan fuera de los locales
o lugares de acción.

d) la correcta aplicación de los procedimientos de trabajo y de las medidas preventivas previstas deberá supervisarse
por una persona que cuente con los conocimientos, la cualificación y la experiencia necesarios en estas actividades y con la
formación preventiva correspondiente como mínimo a las funciones del nivel básico.

2. Antes del comienzo de obras de demolición o mantenimiento, los empresarios deberán adoptar -si es necesario,
recabando información de los propietarios de los locales- todas las medidas adecuadas para identificar los materiales que
puedan contener amianto. Si existe la menor duda sobre la presencia de amianto en un material o una construcción, deberán
observarse las disposiciones de este real decreto que resulten de aplicación.

A estos efectos, la identificación deberá quedar reflejada en el estudio de seguridad y salud, o en el estudio básico de
seguridad y salud, a que se refiere el Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen disposiciones
mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción, o en su caso en la evaluación de riesgos en aquellas obras en las
que reglamentariamente no sea exigible la elaboración de dichos estudios.

Artículo 11. Planes de trabajo.

1. Antes del comienzo de cada trabajo con riesgo de exposición al amianto incluido en el ámbito de aplicación de este
real decreto, el empresario deberá elaborar un plan de trabajo.

Dicho plan deberá prever, en particular, lo siguiente:

a) que el amianto o los materiales que lo contengan sean eliminados antes de aplicar las técnicas de demolición, salvo
en el caso de que dicha eliminación cause un riesgo aún mayor a los trabajadores que si el amianto o los materiales que
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contengan amianto se dejaran in situ;

b) que, una vez que se hayan terminado las obras de demolición o de retirada del amianto, será necesario asegurarse
de que no existen riesgos debidos a la exposición al amianto en el lugar de trabajo.

2. El plan de trabajo deberá prever las medidas que, de acuerdo con lo previsto en este real decreto, sean necesarias
para garantizar la seguridad y salud de los trabajadores que vayan a llevar a cabo estas operaciones.

El plan deberá especificar:

a) Descripción del trabajo a realizar con especificación del tipo de actividad que corresponda: demolición, retirada,
mantenimiento o reparación, trabajos con residuos, etc.

b) Tipo de material a intervenir indicando si es friable (amianto proyectado, calorifugados, paneles aislantes, etc.) o no
friable (fibrocemento, amianto-vinilo, etc.), y en su caso la forma de presentación del mismo en la obra, indicando las
cantidades que se manipularán de amianto o de materiales que lo contengan.

c) Ubicación del lugar en el que se habrán de efectuar los trabajos.

d) La fecha de inicio y la duración prevista del trabajo.

e) Relación nominal de los trabajadores implicados directamente en el trabajo o en contacto con el material
conteniendo amianto, así como categorías profesionales, oficios, formación y experiencia de dichos trabajadores en los
trabajos especificados.

f) Procedimientos que se aplicarán y las particularidades que se requieran para la adecuación de dichos
procedimientos al trabajo concreto a realizar.

g) Las medidas preventivas contempladas para limitar la generación y dispersión de fibras de amianto en el ambiente
y las medidas adoptadas para limitar la exposición de los trabajadores al amianto.

h) Los equipos utilizados para la protección de los trabajadores, especificando las características y el número de las
unidades de descontaminación y el tipo y modo de uso de los equipos de protección individual.

i) Medidas adoptadas para evitar la exposición de otras personas que se encuentren en el lugar donde se efectúe el
trabajo y en su proximidad.

j) Las medidas destinadas a informar a los trabajadores sobre los riesgos a los que están expuestos y las precauciones
que deban tomar.

k) Las medidas para la eliminación de los residuos de acuerdo con la legislación vigente indicando empresa gestora y
vertedero.

l) Recursos preventivos de la empresa indicando, en caso de que éstos sean ajenos, las actividades concertadas.

m) Procedimiento establecido para la evaluación y control del ambiente de trabajo de acuerdo con lo previsto en este
real decreto.

3. No obstante lo previsto en los apartados anteriores, los planes de trabajo sucesivos podrán remitirse a lo señalado en
los planes anteriormente presentados ante la misma autoridad laboral, respecto de aquellos datos que se mantengan
inalterados.

4. Cuando se trate de operaciones de corta duración con presentación irregular o no programables con antelación,
especialmente en los casos de mantenimiento y reparación, el empresario podrá sustituir la presentación de un plan por
cada trabajo por un plan único, de carácter general, referido al conjunto de estas actividades, en el que se contengan las
especificaciones a tener en cuenta en el desarrollo de las mismas. No obstante, dicho plan deberá ser actualizado si
cambian significativamente las condiciones de ejecución.
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5. Los empresarios que contraten o subcontraten con otros la realización de los trabajos comprendidos en el ámbito de
este real decreto deberán comprobar que dichos contratistas o subcontratistas cuentan con el correspondiente plan de
trabajo. A tales efectos, la empresa contratista o subcontratista deberá remitir a la empresa principal del plan de trabajo, una
vez aprobado por la autoridad laboral.

6. Para la elaboración del plan de trabajo deberán ser consultados los representantes de los trabajadores.

Artículo 12. Tramitación de planes de trabajo.

1. El plan de trabajo se presentará para su aprobación ante la autoridad laboral correspondiente al lugar de trabajo en
el que vayan a realizarse tales actividades. Cuando este lugar de trabajo pertenezca a una comunidad autónoma diferente a
aquella en que se haya realizado la inscripción en el Registro de empresas con riesgo por amianto, el empresario deberá
presentar, junto con el plan de trabajo, una copia de la ficha de inscripción en dicho Registro.

El plan de trabajo a que se refiere el apartado 4 del artículo anterior se someterá a la aprobación de la autoridad laboral
correspondiente al territorio de la comunidad autónoma donde radiquen las instalaciones principales de la empresa que lo
ejecute.

2. El plazo para resolver y notificar la resolución será de cuarenta y cinco días, a contar desde la fecha en que la
solicitud haya tenido entrada en el registro de la autoridad laboral competente; si, transcurrido dicho plazo, no se hubiera
notificado pronunciamiento expreso, el plan de trabajo se entenderá aprobado.

En la tramitación del expediente deberá recabarse el informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y de los
órganos técnicos en materia preventiva de las correspondientes comunidades autónomas.

3. Cuando la autoridad laboral que apruebe un plan de trabajo sea diferente de la del territorio donde la empresa se
encuentra registrada, remitirá copia de la resolución aprobatoria del plan a la autoridad laboral del lugar donde figure
registrada.

4. En lo no previsto en este real decreto será de aplicación lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 13. Formación de los trabajadores.

1. De conformidad con el artículo 19 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, el empresario deberá garantizar una
formación apropiada para todos los trabajadores que estén, o puedan estar, expuestos a polvo que contenga amianto. Esta
formación no tendrá coste alguno para los trabajadores y deberá impartirse antes de que inicien sus actividades u
operaciones con amianto y cuando se produzcan cambios en las funciones que desempeñen o se introduzcan nuevas
tecnologías o cambios en los equipos de trabajo, repitiéndose, en todo caso, a intervalos regulares.

2. El contenido de la formación deberá ser fácilmente comprensible para los trabajadores. Deberá permitirles adquirir
los conocimientos y competencias necesarios en materia de prevención y de seguridad, en particular en relación con:

a) las propiedades del amianto y sus efectos sobre la salud, incluido el efecto sinérgico del tabaquismo;

b) los tipos de productos o materiales que puedan contener amianto;

c) las operaciones que puedan implicar una exposición al amianto y la importancia de los medios de prevención para
minimizar la exposición;

d) las prácticas profesionales seguras, los controles y los equipos de protección;
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e) la función, elección, selección, uso apropiado y limitaciones de los equipos respiratorios;

f) en su caso, según el tipo de equipo utilizado, las formas y métodos de comprobación del funcionamiento de los
equipos respiratorios;

g) los procedimientos de emergencia;

h) los procedimientos de descontaminación;

i) la eliminación de residuos;

j) las exigencias en materia de vigilancia de la salud.

Artículo 14. Información de los trabajadores.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18.1 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, el empresario, en todas
las actividades a que se refiere el artículo 3.1, deberá adoptar las medidas necesarias para que los trabajadores y sus
representantes reciban información detallada y suficiente sobre:

a) los riesgos potenciales para la salud debidos a una exposición al polvo procedente del amianto o de materiales que
lo contengan;

b) las disposiciones contenidas en el presente real decreto y, en particular, las relativas a las prohibiciones y a la
evaluación y control del ambiente de trabajo;

c) las medidas de higiene que deben ser adoptadas por los trabajadores, así como los medios que el empresario debe
facilitar a tal fin;

d) los peligros especialmente graves del hábito de fumar, dada su acción potenciadora y sinérgica con la inhalación de
fibras de amianto;

e) la utilización y obligatoriedad, en su caso, de la utilización de los equipos de protección individual y de la ropa de
protección y el correcto empleo y conservación de los mismos;

f) cualquier otra información sobre precauciones especiales dirigidas a reducir al mínimo la exposición al amianto.

2. Además de las medidas a que se refiere el apartado 1, el empresario informará a los trabajadores y a sus
representantes sobre:

a) los resultados obtenidos en las evaluaciones y controles del ambiente de trabajo efectuados y el significado y
alcance de los mismos;

b) los resultados no nominativos de la vigilancia sanitaria específica frente a este riesgo.

Además, cada trabajador será informado individualmente de los resultados de las evaluaciones ambientales de su
puesto de trabajo y de los datos de su vigilancia sanitaria específica, facilitándole cuantas explicaciones sean necesarias
para su fácil comprensión.

3. Si se superase el valor límite fijado en el artículo 4, los trabajadores afectados, así como sus representantes en la
empresa o centro de trabajo, serán informados lo más rápidamente posible de ello y de las causas que lo han motivado, y
serán consultados sobre las medidas que se van a adoptar o, en caso de urgencia, sobre las medidas adoptadas.

4. Se aconsejará e informará a los trabajadores en lo relativo a cualquier control médico que sea pertinente efectuar
con posterioridad al cese de la exposición. En particular, sobre la aplicación a dichos trabajadores de lo establecido en el
artículo 37.3.e) del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, en materia de vigilancia de la salud más allá de la finalización de
la relación laboral.

Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo

Página 11



GUÍA PARA UNA CORRECTA GESTIÓN DEL FIBROCEMENTO

88

© INSHT

5. El trabajador tendrá derecho a solicitar y obtener los datos que sobre su persona obren en los registros y archivos
que los empresarios tengan establecidos en virtud de lo previsto en el presente real decreto. En todo caso, el empresario,
con ocasión de la extinción del contrato de trabajo, al comunicar a los trabajadores la denuncia o, en su caso, el preaviso de
la extinción del mismo, deberá entregar al trabajador certificado donde se incluyan los datos que sobre su persona consten
en el apartado 3, referido a los datos de las evaluaciones, del anexo IV, y en el anexo V de este real decreto.

6. Los delegados de prevención o, en su defecto, los representantes legales de los trabajadores recibirán una copia de
los planes de trabajo a que se refiere el artículo 11 de este real decreto.

Artículo 15. Consulta y participación de los trabajadores.

La consulta y participación de los trabajadores o sus representantes sobre las cuestiones a que se refiere este real
decreto se realizarán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre.

Artículo 16. Vigilancia de la salud de los trabajadores.

1. El empresario garantizará una vigilancia adecuada y específica de la salud de los trabajadores en relación con los
riesgos por exposición a amianto, realizada por personal sanitario competente, según determinen las autoridades sanitarias
en las pautas y protocolos elaborados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37.3 del Real Decreto 39/1997, de 17
de enero. Dicha vigilancia será obligatoria en los siguientes supuestos:

a) Antes del inicio de los trabajos incluidos en el ámbito de aplicación del presente real decreto con objeto de
determinar, desde el punto de vista médico-laboral, su aptitud específica para trabajos con riesgo por amianto.

b) Periódicamente, todo trabajador que esté o haya estado expuesto a amianto en la empresa, se someterá a
reconocimientos médicos con la periodicidad determinada por las pautas y protocolos a que se refiere el apartado 1.

2. Todo trabajador con historia médico-laboral de exposición al amianto será separado del trabajo con riesgo y
remitido a estudio al centro de atención especializada correspondiente, a efectos de posible confirmación diagnóstica, y
siempre que en la vigilancia sanitaria específica se ponga de manifiesto alguno de los signos o síntomas determinados en
las pautas y protocolos a que se refiere el apartado 1.

3. Habida cuenta del largo período de latencia de las manifestaciones patológicas por amianto, todo trabajador con
antecedentes de exposición al amianto que cese en la relación de trabajo en la empresa en que se produjo la situación de
exposición, ya sea por jubilación, cambio de empresa o cualquier otra causa, seguirá sometido a control médico preventivo,
mediante reconocimientos periódicos realizados, a través del Sistema Nacional de Salud, en servicios de neumología que
dispongan de medios adecuados de exploración funcional respiratoria u otros Servicios relacionados con la patología por
amianto.

CAPÍTULO III. Disposiciones varias.

Artículo 17. Obligación de inscripción en el Registro de empresas con riesgo por amianto.

1. Todas las empresas que vayan a realizar actividades u operaciones incluidas en el ámbito de aplicación de este real
decreto deberán inscribirse en el Registro de empresas con riesgo por amianto existente en los órganos correspondientes de
la autoridad laboral del territorio donde radiquen sus instalaciones principales, mediante la cumplimentación de la ficha
recogida en el anexo III.
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Los órganos a los que se refiere el párrafo anterior enviarán copia de todo asiento practicado en sus respectivos
registros al Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, donde existirá un Censo de empresas con riesgo por
amianto.

Los registros de las Administraciones competentes en la materia estarán intercomunicados para poder disponer de
toda la información que contienen.

2. Las empresas inscritas en el Registro de empresas con riesgo por amianto deberán comunicar a la autoridad laboral
a la que se refiere el párrafo primero del apartado anterior toda variación de los datos anteriormente declarados, en el plazo
de quince días desde aquél en que tales cambios se produzcan.

Artículo 18. Registros de datos y archivo de documentación.

1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 23 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, las empresas comprendidas
en el ámbito de aplicación del presente real decreto están obligadas a establecer y mantener actualizados los archivos de
documentación relativos a:

a) Ficha de inscripción presentada en el Registro de empresas con riesgo por amianto (RERA).

b) Planes de trabajo aprobados.

c) Fichas para el registro de datos de la evaluación de la exposición en los trabajos con amianto, de conformidad con
lo dispuesto en el anexo IV.

d) Fichas para el registro de datos sobre la vigilancia sanitaria específica de los trabajadores, de conformidad con lo
dispuesto en el anexo V.

2. Las fichas para el registro de los datos de evaluación de la exposición en los trabajos con amianto deberán remitirse,
una vez ejecutados los trabajos afectados por el plan, a la autoridad laboral que lo haya aprobado. Dicha autoridad laboral,
a su vez, remitirá copia de esta información a la autoridad laboral del lugar donde la empresa esté registrada.

En el caso de los planes de trabajo únicos a que se refiere el artículo 11.4, las fichas para el registro de los datos de
evaluación de la exposición deberán remitirse, antes del final de cada año, a la autoridad laboral del lugar donde la empresa
esté registrada.

3. Las fichas para el registro de datos sobre la vigilancia sanitaria específica de los trabajadores deberán ser remitidas
por el médico responsable de la vigilancia sanitaria, antes del final de cada año, a la autoridad sanitaria del lugar donde la
empresa esté registrada.

4. Los datos relativos a la evaluación y control ambiental, los datos de exposición de los trabajadores y los datos
referidos a la vigilancia sanitaria específica de los trabajadores se conservarán durante un mínimo de cuarenta años después
de finalizada la exposición, remitiéndose a la autoridad laboral en caso de que la empresa cese en su actividad antes de
dicho plazo.

Los historiales médicos serán remitidos por la autoridad laboral a la sanitaria, quien los conservará, garantizándose en
todo caso la confidencialidad de la información en ellos contenida. En ningún caso la autoridad laboral conservará copia de
los citados historiales.

Artículo 19. Tratamiento de datos.

El tratamiento automatizado de los datos registrados o almacenados en virtud de lo previsto en este real decreto sólo
podrá realizarse en los términos contemplados en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de
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Carácter Personal.

Disposición adicional primera. Transmisión de información al Instituto Nacional de Seguridad e
Higiene en el Trabajo.

Para el adecuado cumplimiento de las funciones que el artículo 8 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de
Prevención de Riesgos Laborales, atribuye al Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, las autoridades
laborales remitirán al citado Instituto copia de las resoluciones de autorización de los planes de trabajo, así como toda la
información relativa al anexo III y al anexo IV de las empresas registradas en su territorio.

Disposición adicional segunda. Elaboración y actualización de la Guía Técnica.

El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5.3 del Real
Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, elaborará y
mantendrá actualizada una Guía técnica, de carácter no vinculante, para la evaluación de los riesgos relacionados con la
exposición a amianto durante el trabajo. En dicha Guía se establecerán, en concreto, orientaciones prácticas para la
determinación de la exposición esporádica y de baja intensidad contemplada en el artículo 3.2 de este real decreto, así
como criterios armonizados de actuación para la aprobación de los planes de trabajo contemplados en el artículo 11.

Disposición transitoria primera. Datos archivados antes de la entrada en vigor de este real
decreto.

Los datos registrados y la documentación archivada en virtud de lo previsto en la Orden del Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales, de 31 de octubre de 1984, por la que se aprueba el Reglamento sobre trabajos con riesgo de amianto,
deberán conservarse en los términos establecidos en dicha normativa.

Disposición transitoria segunda. Empresas inscritas en el RERA en el momento de entrada en
vigor de este real decreto.

Los Registros de empresas con riesgo por amianto actualmente existentes en los órganos competentes de las
autoridades laborales subsistirán y los datos inscritos en los mismos conservarán su validez, sin perjuicio de lo dispuesto en
el párrafo siguiente, por lo que las empresas que figuren inscritas en dichos registros en la fecha de entrada en vigor de este
real decreto no tendrán que cumplimentar nueva ficha de inscripción.

Las empresas que en la fecha de entrada en vigor de este real decreto estuviesen inscritas en los Registros de empresas
con riesgo por amianto de varias comunidades autónomas, mantendrán como única inscripción la del registro de aquella
comunidad autónoma en la que radiquen sus instalaciones principales; a estos efectos, dichas empresas procederán a
solicitar su baja en los registros del resto de las comunidades autónomas en que estuviesen inscritas.

No obstante lo anterior, las empresas vendrán obligadas a facilitar a las autoridades laboral y sanitaria los datos que
éstas requieran con objeto de completar los antecedentes obrantes en los registros existentes.

Disposición derogatoria única. Alcance de la derogación normativa.
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Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real decreto y
expresamente las siguientes:

a) Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 31 de octubre de 1984, por la que se aprueba el Reglamento
sobre trabajos con riesgo de amianto.

b) Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 7 de enero de 1987, por la que se establecen normas
complementarias del Reglamento sobre trabajos con riesgo de amianto.

c) Resolución de la Dirección General de Trabajo, de 8 de septiembre de 1987, sobre tramitación de solicitudes de
homologación de laboratorios especializados en la determinación de fibras de amianto.

d) Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 22 de diciembre de 1987, por la que se aprueba el modelo
de libro registro de datos correspondientes al Reglamento sobre trabajos con riesgo de amianto.

e) Resolución de la Dirección General de Trabajo, de 20 de febrero de 1989, por la que se regula la remisión de fichas
de seguimiento ambiental y médico para el control de exposición al amianto.

f) Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 26 de julio de 1993, por la que se modifican los artículos
2.º, 3.º y 13.º de la Orden de 31 de octubre de 1984 por la que se aprueba el Reglamento sobre trabajos con riesgo de
amianto y el artículo 2.º de la Orden de 7 de enero de 1987 por la que se establecen normas complementarias al citado
Reglamento.

Disposición final primera. Título competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª de la Constitución, que atribuye al Estado
la competencia exclusiva en materia de legislación laboral, así como de lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª

Disposición final segunda. Incorporación de derecho de la Unión Europea.

Mediante este real decreto se incorpora al derecho español la Directiva 2003/18/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 27 de marzo de 2003, por la que se modifica la Directiva 83/477/CEE, del Consejo, de 19 de septiembre de
1983, sobre la protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición al amianto durante el
trabajo.

Disposición final tercera. Facultades de aplicación y desarrollo.

Se autoriza al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, previo informe favorable del Ministro de Sanidad y Consumo,
y previo informe de la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, a dictar cuantas disposiciones sean
necesarias para la aplicación y desarrollo de este real decreto, así como para las adaptaciones de carácter estrictamente
técnico de sus anexos en función del progreso técnico y de la evolución de normativas o especificaciones internacionales o
de los conocimientos en materia de amianto.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 31 de marzo de 2006.
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JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ

ANEXO I. Requisitos para la toma de muestras y el análisis (recuento de fibras)

1. La medición incluirá la toma de muestras representativas de la exposición personal de los trabajadores a las fibras
de amianto y el posterior análisis de las mismas.

Las muestras ambientales estáticas, no personales, sólo serán procedentes para detectar la presencia de fibras de
amianto en el aire en las situaciones tales como:

- en el ambiente de lugares de trabajo en los que existan o se sospeche que puedan existir materiales de amianto;

- en el exterior de los encerramientos en los que se efectúen trabajos con amianto, o en el interior de las unidades de
descontaminación;

- después de realizar trabajos con amianto, para asegurar que el lugar de trabajo y su entorno no han quedado
contaminados y no existen riesgos debidos a la exposición al amianto.

2. La estrategia de la medición incluyendo el número de muestras, la duración y la oportunidad de la medición, deberá
ser tal que sea posible determinar una exposición representativa para un período de referencia de ocho horas (un turno)
mediante mediciones o cálculos ponderados en el tiempo. A tal efecto se tendrá en cuenta lo dispuesto en el artículo 16 de
la Ley de Prevención de Riesgos Laborales y en el Real Decreto 374/2001, de 6 de abril, sobre la protección de la salud y
seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con los Agentes Químicos durante el trabajo y en la Guía
Técnica del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo para la evaluación y prevención de los riesgos
presentes en los lugares de trabajo relacionados con agentes químicos (Real Decreto 374/2001, de 6 de abril).

3. La toma de muestras y el análisis (recuento de fibras) se realizará preferentemente por el procedimiento descrito en
el método MTA/MA-051 del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, «Determinación de fibras de
amianto y otras fibras en aire. Método del filtro de membrana/microscopia óptica de contraste de fases», según el método
recomendado por la Organización Mundial de la Salud en 1997, o por cualquier otro método que dé resultados
equivalentes.

ANEXO II. Reconocimiento de la capacidad técnica de los laboratorios especializados en el
análisis (recuento) de fibras de amianto

El reconocimiento formal de la idoneidad de los laboratorios será objetivado y fundado sobre su capacidad técnica,
efectuándose de acuerdo con criterios predeterminados y conocidos por los interesados, proporcionándose de esta manera
las garantías necesarias tanto para la posición de tales interesados, como para la adopción de resoluciones adecuadamente
justificadas.

Con el fin de hacer conocidas las condiciones básicas que serán tenidas en cuenta a la hora de emitir un juicio sobre
tal idoneidad, y los trámites administrativos que de manera uniforme se seguirán en el procedimiento necesario para ello, se
dispone lo siguiente:

1. El laboratorio que desee obtener la acreditación como laboratorio especializado en el análisis (recuento) de fibras de
amianto deberá cumplir los siguientes requisitos:

Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo
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1.1 Disponer con carácter permanente de las instalaciones, equipos, medios materiales y personal adecuados para los
análisis (recuentos) de fibras de amianto, de acuerdo con lo especificado a este respecto en el método del INSHT
«Determinación de fibras de amianto y otras fibras en aire» (MTA/MA-051), elaborado de acuerdo al método
recomendado por la OMS.

1.2 Tener establecido un sistema de gestión de la calidad para los análisis (recuentos) de fibras de amianto. Este
sistema tendrá en cuenta los principios generales sobre calidad en las mediciones de agentes químicos que se especifican en
el Apéndice 6 de la Guía Técnica del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo (INSHT) para la evaluación
y prevención de los riesgos presentes en los lugares de trabajo relacionados con Agentes Químicos (Real Decreto
374/2001, de 6 de abril). A este respecto se deberá cumplir lo que se indica en los párrafos 8.3.3.3 y 8.3.4 del protocolo de
acreditación.

1.3 Participar de forma continuada y ser clasificado como satisfactorio en el Programa Interlaboratorios de Control de
Calidad para el recuento de Fibras de Amianto (PICC-FA) del INSHT.

2. A solicitud de acreditación se efectuará mediante instancia dirigida a la autoridad laboral competente, e irá
acompañada de los datos y documentos que se indican y detallan en los párrafos 1 y 2 del protocolo de acreditación
recogido en el apartado 8.

3. Recibida la solicitud, la autoridad laboral recabará informe del INSHT y cuantos otros considere necesarios para
resolver fundadamente.

4. A fin de emitir su informe, el INSHT realizará la verificación de los datos presentados en la solicitud y practicará
los correspondientes controles de acuerdo con lo indicado en el protocolo de acreditación que se detalla en el apartado 8 del
presente anexo. Para ello, el INSHT tendrá libre acceso a las instalaciones, documentos, registros y archivos de muestras y
resultados del laboratorio. Además, el INSHT podrá hacer uso de los datos de la participación y clasificación del
laboratorio en el PICC-FA.

5. La autoridad laboral, a la vista de los informes recibidos, dictará resolución concediendo o denegando la
acreditación solicitada.

La resolución que conceda la acreditación se entenderá otorgada con carácter indefinido, tendrá validez en todo el
territorio nacional y surtirá efectos al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

6. El laboratorio deberá mantener las condiciones en que se basó su acreditación. Con este fin, el INSHT verificará el
mantenimiento de estos requisitos en la forma establecida en el protocolo de acreditación.

Si como resultado de las comprobaciones efectuadas, directamente o a través de las comunicaciones señaladas en el
apartado anterior, la autoridad laboral que concedió la acreditación tuviera constancia del incumplimiento de requisitos que
determinaron aquélla, dictará resolución de extinción de la acreditación otorgada.

7. En lo no previsto en el presente anexo será de aplicación la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

8. Protocolo para la acreditación de laboratorios especializados en el análisis (recuento) de fibras de amianto.

8.1 Las solicitudes deberán indicar los siguientes datos:

Denominación del laboratorio:

Naturaleza jurídica:

N.º de identificación fiscal:

N.º patronal de la Seguridad Social:

Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo
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Dirección:

Teléfono/Fax/e-mail:

Nombre del solicitante:

Puesto o cargo que desempeña:

Fecha desde la que el laboratorio realiza recuentos de fibras de amianto:

Fecha de inscripción en el PICC-FA:

Fecha y clasificación del laboratorio en la última evaluación de resultados del PICC-FA:

8.2 Esta solicitud irá acompañada de los siguientes documentos:

a) Plano del laboratorio.

b) Organización interna (indicar en forma de organigrama las relaciones y dependencias del personal).

c) Hojas de datos del personal del laboratorio conteniendo la información siguiente:

Nombre:

Titulación:

Cargo:

Experiencia (años):

Formación para el análisis (recuento) de fibras:

Otros datos que considere de interés:

(se rellenará una hoja de datos por cada una de las personas relacionadas con el recuento incluyendo al responsable
del laboratorio).

d) Memoria descriptiva de las instalaciones, equipos y aparatos utilizados para el análisis de fibras, con indicación de
sus características esenciales.

e) Relación de documentos que componen el sistema de gestión de calidad para el recuento de fibras de amianto.

f) Procedimientos internos del laboratorio para el control de calidad.

8.3 Visita de inspección.

8.3.1 Los laboratorios que hayan solicitado el reconocimiento de su capacidad técnica serán objeto de una visita de
inspección realizada por técnicos del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, especialistas en la
determinación de fibras de amianto en aire.

8.3.2 La fecha para la visita de inspección se concertará por escrito entre el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene
en el Trabajo y el laboratorio solicitante, a partir de la fecha de recepción por el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene
en el Trabajo del expediente de solicitud completo, incluyendo los datos e información complementaria que se considere
necesario recabar antes de proceder a la realización de la visita, y dentro de los tres meses siguientes a esta fecha.

8.3.3 Objeto de la visita. La visita de inspección estará enfocada a la comprobación de todos los datos presentados por
el laboratorio solicitante, especialmente en cuanto a la disponibilidad y adecuación de los medios técnicos y humanos y
documentos del sistema de calidad para la realización de los recuentos de fibras, y, en especial, de los procedimientos para
el aseguramiento de la calidad de los resultados y el mantenimiento de registros y archivos de muestras y resultados.

8.3.3.1 Recursos técnicos de los laboratorios. Los equipos, instalaciones, instrumentación y métodos de trabajo deben
ser conformes a los especificados en relación con el análisis de las muestras en el método MTA/MA-051 del Instituto
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Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, basado en el método de la Organización Mundial de la Salud (1997).

8.3.3.2 Recursos humanos de los laboratorios. Tanto el responsable de los recuentos como su personal auxiliar deben
tener una formación adecuada en el recuento de fibras de amianto. Se exigirá el certificado de haber recibido cursos o
entrenamiento específico para este fin, al menos al responsable de los recuentos. Dicha preparación y entrenamiento puede
haberse realizado en los cursos programados a este fin por el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo o en
otra entidad u organismo con especialización y experiencia actualizada en la materia.

8.3.3.3 Sistema de calidad. Se requerirá que el laboratorio disponga de procedimientos internos documentados para
todas las etapas necesarias para el análisis de las muestras (recepción de muestras, preparación, recuento de fibras,
calibración, control de calidad, informe de resultados). Se documentarán y aplicarán condiciones para la aceptación de
muestras y resultados.

8.3.4 Archivo de resultados y conservación de las muestras. Deberán conservarse todos los resultados de los análisis
hasta un período mínimo de 40 años, así como todas las preparaciones permanentes correspondientes a las muestras
analizadas hasta un mínimo de 10 años al objeto de poder realizar las comprobaciones que fueran pertinentes.

8.3.5 Evaluación de los datos de la visita de inspección. El INSHT emitirá un informe a la autoridad laboral de cuyas
conclusiones se pueda deducir el dictamen sobre la idoneidad del laboratorio. Cuando los datos obtenidos de las visitas de
inspección indiquen deficiencias que no permitan reconocer dicha idoneidad el laboratorio será informado de las mismas.

8.4. Control de calidad.

8.4.1 El laboratorio deberá participar de forma continuada y ser calificado como satisfactorio en el Programa
Interlaboratorios de Control de Calidad para el recuento de Fibras de Amianto (PICC-FA) del Instituto Nacional de
Seguridad e Higiene en el Trabajo.

8.4.2 La participación en el PICC-FA implica el análisis (recuento) de fibras de las series de muestras de control que
se circulan entre los laboratorios. Las evaluaciones de los laboratorios participantes se realizan a la finalización de las
circulaciones.

8.4.3 Para que un laboratorio sea calificado como satisfactorio se requiere que haya analizado 32 muestras (dos series)
y obtenido al menos el 75% de los resultados ( 24 resultados) dentro de los límites de control establecidos en el programa.
El laboratorio debe mantener siempre este requisito de forma continua en las dos últimas series de muestras circuladas.

8.5 Cuando se cumplan los requisitos especificados para el reconocimiento de la capacidad técnica del laboratorio
indicados en el apartado 1 del presente anexo, verificados a través de la visita de inspección y de los resultados de
participación en el PICC-FA, el INSHT emitirá un informe de propuesta de acreditación dirigido a la autoridad laboral
correspondiente.

8.6 El INSHT verificará el mantenimiento de los requisitos exigidos para la acreditación a través del seguimiento de la
participación del laboratorio en PICC-FA y de las visitas de inspección periódicas que se realizarán al mismo tal como se
indica en el párrafo 9 del presente apartado.

8.7 Cuando el INSHT observe anomalías o incumplimientos en el mantenimiento de cualquiera de dichos requisitos,
informará de inmediato a la autoridad laboral, proponiendo la suspensión temporal de la acreditación del laboratorio hasta
que dichas anomalías o deficiencias sean subsanadas. Así mismo, el laboratorio podrá solicitar la baja temporal voluntaria
de la acreditación cuando así lo considere conveniente.

8.8 El laboratorio en situación de baja o suspensión temporal podrá solicitar la renovación de la acreditación cuando
los motivos que la produjeron fueran subsanados. Para conceder esta renovación la autoridad laboral solicitará informe del
INSHT, que a tal fin realizará las comprobaciones y controles oportunos.
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8.9 Inspecciones periódicas. Las visitas de inspección se repetirán periódicamente cuando el INSHT lo considere
conveniente y como mínimo cada cuatro años, para comprobar que se mantienen los requisitos exigidos a los laboratorios
acreditados.

8.10 Notificación de modificaciones. En cualquier caso, la autoridad laboral debe ser informada por el laboratorio de
cualquier modificación que pueda afectar a los datos recogidos en su expediente. Estas modificaciones pueden ser
consecuencia tanto de la puesta en práctica de las recomendaciones recibidas para la corrección de las deficiencias
detectadas, como por iniciativa u otros motivos propios del laboratorio. La autoridad laboral enviará las notificaciones
recibidas al INSHT que, a la vista de las mismas, determinará si procede una nueva inspección para las oportunas
comprobaciones.

ANEXO III. Registro de empresas con riesgo por amianto. (RERA)

Fichero Anexo: ANEXO III. Registro de empresas con riesgo por amianto. (RERA)

ANEXO IV. Ficha para el registro de datos de la evaluación de la exposición en los trabajos con
amianto.

Fichero Anexo: ANEXO IV. Ficha para el registro de datos de la evaluación de la exposición en los trabajos con
amianto.

ANEXO V. Ficha de vigilancia de la salud de los trabajadores expuestos a amianto.

Fichero Anexo: ANEXO V. Ficha de vigilancia de la salud de los trabajadores expuestos a amianto.

Documento de carácter informativo. Únicamente se consideran auténticos los textos legales publicados en las ediciones
impresas del Boletín Oficial del Estado (BOE) o del Diario Oficial de la Unión Europea.
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MINISTERIO
DE MEDIO AMBIENTE

3285 ORDEN MAM/304/2002, de 8 de febrero,
por la que se publican las operaciones de valo-
rización y eliminación de residuos y la lista
europea de residuos.

La Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos, esta-
blece el régimen jurídico básico aplicable a los residuos
en España y, en tal sentido, habilita al Ministerio de Medio

Ambiente para publicar una serie de medidas adoptadas
por las instituciones comunitarias mediante diversas
Decisiones, como es el caso de las operaciones de valo-
rización y eliminación y de las listas europeas sobre
residuos.

Así, en el segundo párrafo del apartado 2 de la dis-
posición final tercera de la mencionada Ley se establece
que el citado Departamento publicará la lista de ope-
raciones de valorización y eliminación de residuos, apro-
bada mediante la Decisión 96/350/CE, lo que se lleva
a cabo en el anejo 1 de esta Orden, de forma tal que
resulta de aplicación a todo tipo de residuos y permite
una correcta aplicación de los propios conceptos de «va-
lorización» y «eliminación», de acuerdo con lo establecido
en los apartados k) y l) del artículo 3 de la Ley 10/1998.

Del mismo modo, en el primer párrafo del apartado 2
de la misma disposición final tercera de la Ley 10/1998,
se faculta al Ministerio de Medio Ambiente para publicar
el Catálogo Europeo de Residuos (CER) y la Lista de
Residuos Peligrosos, aprobados, respectivamente, por
las Decisiones comunitarias 94/3/CE, de la Comisión,
de 20 de diciembre, y 99/404/CE, del Consejo, de 22
de diciembre.

Estas Decisiones comunitarias han sido derogadas
por la Decisión 2000/532/CE, de la Comisión, de 3
de mayo (posteriormente modificada por las Decisiones
de la Comisión, 2001/118/CE, de 16 de enero
y 2001/119, de 22 de enero y por la Decisión del Con-
sejo, 2001/573, de 23 de julio) mediante la que se
aprueba la Lista Europea de Residuos, que, además de
otras modificaciones, refunde las dos listas anteriormen-
te mencionadas en una sola. Resulta, por tanto, pro-
cedente proceder a la publicación de la mencionada Lista
Europea de Residuos en el anejo 2 de esta Orden, de
acuerdo con la habilitación anteriormente mencionada.

Por lo que se refiere a la propia consideración de
los residuos como peligrosos, en el artículo 3.c) de la
Ley 10/1998 se establece que tendrán tal condición
los que hayan sido calificados como peligrosos por la
normativa comunitaria. En este sentido, la Deci-
sión 2000/532/CE identifica a los residuos que tienen
tal calificación en la Lista Europea de Residuos y esta-
blece los mecanismos pertinentes que resultan de apli-
cación para proceder a tal identificación, por lo que todo
ello se publica mediante esta Orden ministerial, tanto
en el articulado como en el anejo 2, en los que se realiza
una traslación prácticamente literal de la Deci-
sión 2000/532/CE, de acuerdo con la correspondiente
habilitación de la Ley 10/1998, anteriormente mencio-
nada.

Finalmente, en la disposición final segunda del Real
Decreto 952/1997, de 20 de junio, por el que se modi-
fica el Real Decreto 833/1988, de 20 de julio, que aprue-
ba el Reglamento para la ejecución de la Ley 20/1986,
de 14 de mayo, Básica de Residuos Tóxicos y Peligrosos,
se habilita al Ministro de Medio Ambiente para publicar
las sucesivas modificaciones de la lista de residuos peli-
grosos aprobada por las instituciones comunitarias.

En el procedimiento de elaboración de esta Orden,
que tiene la consideración de legislación básica sobre
protección del medio ambiente, de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 149.1.23 de la Constitución, han
sido consultadas las Comunidades Autónomas y los sec-
tores afectados.

En su virtud, dispongo:

Primero. Operaciones de valorización y eliminación
de residuos.

1. De conformidad con lo establecido en el segundo
párrafo del apartado 2 de la disposición final tercera
de la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos, en
el anejo 1 de la presente Orden se publican las ope-
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raciones de valorización y eliminación de residuos, esta-
blecidas mediante la Decisión 96/350/CE, de la Comi-
sión, de 24 de mayo.

2. El anejo 1 de la presente Orden será aplicable
a todos los residuos incluidos en el ámbito de aplicación
de la Ley 10/1998.

Segundo. Lista Europea de Residuos.

1. De conformidad con lo establecido en el primer
párrafo del apartado 2 de la disposición final tercera
de la Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos, en
el anejo 2 de la presente Orden se publica la Lista Euro-
pea de Res iduos , aprobada por la Decis ión
2000/532/CE, de la Comisión, de 3 de mayo, modi-
ficada por las Decisiones de la Comisión, 2001/118/CE,
de 16 de enero, y 2001/119, de 22 de enero, y por
la Decisión del Consejo 2001/573, de 23 de julio.

2. De conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 3 de la Decisión 2000/532/CE, el Gobierno o, en
su caso, las Comunidades Autónomas en sus respectivos
ámbitos de competencias, podrán decidir, en casos
excepcionales:

Que un residuo que figura en la Lista Europea de
Residuos como peligroso no tenga tal consideración si,
de acuerdo con las pertinentes pruebas documentales
proporcionadas por el poseedor, no presenta ninguna
de las características de peligrosidad enumeradas en la
tabla 5 del anexo I del reglamento para la ejecución
de la Ley 20/1986, de 14 de mayo, Básica de Residuos
Tóxicos y Peligrosos, aprobado mediante el Real Decre-
to 833/1988, de 20 de julio, y modificado por el Real
Decreto 952/1997, de 20 de junio.

Que un residuo tenga la consideración de peligroso,
aunque no figure como tal en la Lista Europea de Resi-
duos si, a su juicio, presenta alguna de las características
de peligrosidad enumeradas en la tabla 5 del anexo I
del reglamento para la ejecución de la Ley 20/1986,
de 14 de mayo, Básica de Residuos Tóxicos y Peligrosos.

Si las Comunidades Autónomas adoptasen alguna de
las decisiones señaladas en los apartados anteriores, lo
pondrán en conocimiento del Ministerio de Medio
Ambiente a efectos de notificarlo a la Comisión Europea,
a través del cauce correspondiente.

3. A efectos de lo establecido en el artículo 4 del
reglamento para la ejecución de la Ley 20/1986,
de 14 de mayo, Básica de Residuos Tóxicos y Peligrosos,
la consideración como residuos peligrosos de los resi-
duos de envases se ajustará a lo establecido en la Lista
Europea de Residuos que figura en el anejo 2 de esta
Orden y, en particular, en el punto 6 del apartado B
de dicho anejo.

Tercero. Fundamento constitucional y carácter bási-
co.—Esta Orden tiene la consideración de legislación bási-
ca sobre protección del medio ambiente, de acuerdo
con lo establecido en el artículo 149.1.23 de la Cons-
titución.

Cuarto. Derogación normativa.—A la entrada en
vigor de la presente Orden quedará sin efecto la Reso-
lución de la Dirección General de Calidad y Evaluación
Ambiental, de 17 de noviembre de 1998, por la que
se dispone la publicación del Catálogo Europeo de Resi-
duos (CER) aprobado mediante Decisión 94/3/CE, de
la Comisión, de 20 de diciembre.

Quinto. Entrada en vigor.—Lo establecido en la pre-
sente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 8 de febrero de 2002.

MATAS PALOU

ANEJO 1

Operaciones de valorización y eliminación de residuos,
de conformidad con la Decisión 96/350/CE, de la
Comisión, de 24 de mayo, por la que se modifican
los anexos IIA y IIB de la Directiva 75/442/CEE, del

Consejo, relativa a los residuos

PARTE A. OPERACIONES DE ELIMINACIÓN

D1 Depósito sobre el suelo o en su interior (por ejem-
plo, vertido, etc.).

D2 Tratamiento en medio terrestre (por ejemplo, bio-
degradación de residuos líquidos o lodos en el sue-
lo, etc.).

D3 Inyección en profundidad (por ejemplo, inyección
de residuos bombeables en pozos, minas de sal,
fallas geológicas naturales, etc.).

D4 Embalse superficial (por ejemplo vertido de resi-
duos líquidos o lodos en pozos, estanques o lagu-
nas, etc.).

D5 Vertido en lugares especialmente diseñados (por
ejemplo, colocación en celdas estancas separadas,
recubiertas y aisladas entre sí y el medio ambiente,
etc.).

D6 Vertido en el medio acuático, salvo en el mar.
D7 Vertido en el mar, incluida la inserción en el lecho

marino.
D8 Tratamiento biológico no especificado en otro

apartado del presente anejo y que dé como resul-
tado compuestos o mezclas que se eliminen
mediante alguno de los procedimientos enume-
rados entre D1 y D12.

D9 Tratamiento fisicoquímico no especificado en otro
apartado del presente anejo y que dé como resul-
tado compuestos o mezclas que se eliminen
mediante uno de los procedimientos enumerados
entre D1 y D12 (por ejemplo, evaporación, secado,
calcinación, etc.).

D10 Incineración en tierra.
D11 Incineración en el mar.
D12 Depósito permanente (por ejemplo, colocación de

contenedores en una mina, etc.).
D13 Combinación o mezcla previa a cualquiera de las

operaciones enumeradas entre D1 y D12.
D14 Reenvasado previo a cualquiera de las operaciones

enumeradas entre D1 y D13.
D15 Almacenamiento previo a cualquiera de las ope-

raciones enumeradas entre D1 y D14 (con exclu-
sión del almacenamiento temporal previo a la reco-
gida en el lugar de producción).

PARTE B. OPERACIONES DE VALORIZACIÓN

R1 Utilización principal como combustible o como
otro medio de generar energía.

R2 Recuperación o regeneración de disolventes.
R3 Reciclado o recuperación de sustancias orgánicas

que no se utilizan como disolventes (incluidas las
operaciones de formación de abono y otras trans-
formaciones biológicas).

R4 Reciclado o recuperación de metales y de com-
puestos metálicos.

R5 Reciclado o recuperación de otras materias inor-
gánicas.

R6 Regeneración de ácidos o de bases.
R7 Recuperación de componentes utilizados para

reducir la contaminación.
R8 Recuperación de componentes procedentes de

catalizadores.
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R9 Regeneración u otro nuevo empleo de aceites.
R10 Tratamiento de suelos, produciendo un beneficio

a la agricultura o una mejora ecológica de los
mismos.

R11 Utilización de residuos obtenidos a partir de cual-
quiera de las operaciones enumeradas entre R1
y R10.

R12 Intercambio de residuos para someterlos a cual-
quiera de las operaciones enumeradas entre R1
y R11.

R13 Acumulación de residuos para someterlos a cual-
quiera de las operaciones enumeradas entre R1
y R12 (con exclusión del almacenamiento tem-
poral previo a la recogida en el lugar de la
producción).

ANEJO 2

Lista Europea de Residuos de conformidad con la letra
a) del artículo 1 de la Directiva 75/442/CEE, sobre
residuos, y con el apartado 4 del artículo 1 de la Direc-
tiva 91/689/CEE, sobre residuos peligrosos (aprobada
por la Decisión 2000/532/CE, de la Comisión, de 3
de mayo, modificada por las Decisiones de la Comisión,
2001/118/CE, de 16 de enero, y 2001/119, de 22
de enero, y por la Decisión del Consejo 2001/573,

de 23 de julio)

INTRODUCCIÓN

A)

Se considera que los residuos clasificados como peli-
grosos presentan una o más de las características enu-
meradas en el anexo III de la Directiva 91/689/CEE
y, en lo que respecta a las características H3 a H8,
H10 (1) y H11 de dicho anexo, una o más de las siguien-
tes propiedades:

Punto de inflamación s 55 oC.
Contener una o más sustancias clasificadas (2) como

muy tóxicas en una concentración total s 0,1 por 100.
Contener una o más sustancias clasificadas como

tóxicas en una concentración total s 3 por 100.
Contener una o más sustancias clasificadas como

nocivas en una concentración total s 25 por 100.
Contener una o más sustancias corrosivas clasificadas

como R35 en una concentración total s 1 por 100.
Contener una o más sustancias corrosivas clasificadas

como R34 en una concentración total s 5 por 100.
Contener una o más sustancias irritantes clasificadas

como R41 en una concentración total s 10 por 100.
Contener una o más sustancias irritantes clasificadas

como R36, R37 ó R38 en una concentración total s
20 por 100.

(1) En la Directiva 92/32/CEE del Consejo, séptima modificación de
la Directiva 67/548/CEE, se introdujo el término «tóxico para la reproduc-
ción», con el que se sustituyó el término «teratogénico». El término «tóxico
para la reproducción» se considera conforme a la característica H10 del
anexo III de la Directiva 91/689/CEE.

(2) La clasificación y los números R remiten a la Directiva 67/548/CEE
del Consejo, de 27 de junio de 1967, relativa a la aproximación de las dis-
posiciones legales, reglamentarias y administrativas en materia de clasifi-
cación, embalaje y etiquetado de las sustancias peligrosas (DO L196 de
16 de agosto de 1967, p. 1), y sus modificaciones posteriores. Los límites
de concentración remiten a los fijados en la Directiva 88/379/CEE del Con-
sejo, de 7 de junio de 1988, sobre la aproximación de las disposiciones
legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas
a la clasificación, envasado y etiquetado de preparados peligrosos (DO L187
de 16 de julio de 1988, p. 14) y sus modificaciones posteriores.

Contener una sustancia que sea un cancerígeno cono-
cido de la categoría 1 ó 2 en una concentración s 0,1
por 100.

Contener una sustancia que sea un cancerígeno cono-
cido de la categoría 3 en una concentración s 1 por 100.

Contener una sustancia tóxica para la reproducción
de la categoría 1 ó 2, clasificada como R60 ó R61, en
una concentración s 0,5 por 100.

Contener una sustancia tóxica para la reproducción
de la categoría 3 clasificada como R62 ó R63 en una
concentración s 5 por 100.

Contener una sustancia mutagénica de la categoría 1
ó 2 clasificada como R46 en una concentración s 0,1
por 100.

Contener una sustancia mutagénica de la categoría 3
clasificada como R40 en una concentración s 1 por 100.

B)

1. La presente lista es una lista armonizada de resi-
duos que se revisará periódicamente a la luz de los nue-
vos conocimientos y, en particular, de los resultados de
la investigación y, si fuera necesario, se modificará con-
forme al artículo 18 de la Directiva 75/442/CEE. La
inclusión de un material en la lista no significa, sin embar-
go, que dicho material sea un residuo en todas las cir-
cunstancias. Un material sólo se considera residuo cuan-
do se ajusta a la definición de residuo de la letra a)
del artículo 1 de la Directiva 75/442/CEE.

2. Los residuos que figuran en la lista están sujetos
a las disposiciones de la Directiva 75/442/CEE, a menos
que se aplique lo dispuesto en la letra b) del apartado 1
del artículo 2 de la misma.

3. Los diferentes tipos de residuos de la lista se
clasifican mediante códigos de seis cifras para los resi-
duos, y de cuatro y dos cifras para los subcapítulos y
capítulos respectivamente. Para localizar un residuo en
la lista se deberá proceder de la manera siguiente:

3.1 Localizar la fuente que genera el residuo en los
capítulos 01 a 12 ó 17 a 20 y buscar el código apropiado
de seis cifras para el residuo (excluidos los códigos fina-
lizados en 99 de dichos capítulos). Nótese que algunas
unidades de producción específicas pueden necesitar
varios capítulos para clasificar sus actividades: por ejem-
plo, un fabricante de automóviles puede encontrar sus
residuos en los capítulos 12 (residuos del moldeado y
del tratamiento de superficie de metales y plásticos),
11 (residuos inorgánicos que contienen metales proce-
dentes del tratamiento y del recubrimiento de metales)
y 08 (residuos de la utilización de revestimientos) , depen-
diendo de las diferentes fases del proceso de fabricación.
Nota: los residuos de envases recogidos selectivamente
(incluidas las mezclas de materiales de envase diferen-
tes) se clasificarán con el código 15 01, no el 20 01.

3.2 Si no se encuentra ningún código de residuo
apropiado en los capítulos 01 a 12 ó 17 a 20, se deberán
consultar los capítulos 13, 14 y 15 para localizar el
residuo.

3.3 Si el residuo no se encuentra en ninguno de
estos códigos, habrá que dirigirse al capítulo 16.

3.4 Si tampoco se encuentra en el capítulo 16, se
deberá utilizar el código 99 (residuos no especificados
en otra categoría) en la parte de la lista que corresponde
a la actividad identificada en el primer paso.

4. Los residuos que aparecen en la lista señalados
con un asterisco (*) se consideran residuos peligrosos
de conformidad con la Directiva 91/689/CEE sobre resi-
duos peligrosos a cuyas disposiciones están sujetos a
menos que se aplique el apartado 5 del artículo 1 de
esa Directiva.

5. A efectos de la presente Lista, «sustancia peli-
grosa» designa cualquier sustancia que haya sido o vaya
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a ser clasificada como peligrosa en la Directi-
va 67/548/CEE y sus modificaciones; «metal pesado»
designa cualquier compuesto de antimonio, arsénico,
cadmio, cromo (VI), cobre, plomo, mercurio, níquel, sele-
nio, telurio, talio y estaño, así como estas sustancias
en sus formas metálicas, siempre que éstas estén cla-
sificadas como sustancias peligrosas.

6. Cualquier residuo clasificado como peligroso a
través de una referencia específica o general a sustancias
peligrosas sólo se considerará peligroso si las concen-
traciones de estas sustancias (es decir, el porcentaje
en peso) son suficientes para que el residuo presente
una o más de las características enumeradas en el
anexo III de la Directiva 91/689/CEE del Consejo. En
lo que se refiere a las categorías H3 a H8, H10 y H11
se aplicará el apartado A de este anejo. Este mismo
apartado no contiene en la actualidad disposiciones res-
pecto a las características H1, H2, H9 y H12 a H14.

7. De conformidad con la Directiva 99/45, que esta-
blece en su preámbulo que se considera que el caso
de las aleaciones necesita una evaluación en mayor pro-
fundidad porque las características de las aleaciones son
tales que puede que no sea posible definir con exactitud
sus propiedades utilizando los métodos convencionales
actualmente disponibles, lo dispuesto en el apartado A
de este anejo no se aplicará a las aleaciones de metales
puros (no contaminados con sustancias peligrosas). Esto
será así hasta tanto siga pendiente de realización la labor
que la Comisión y los Estados miembros se han com-
prometido a emprender sobre el método específico de
clasificación de las aleaciones. Los residuos específica-
mente enumerados en la presente lista seguirán estando
clasificados como en la actualidad.

8. Se han utilizado las siguientes normas de nume-
ración de los epígrafes de la lista: En el caso de los
residuos en los que no se han introducido cambios se
han utilizado los números de código de la Decisión
94/3/CE; los códigos de residuos que han sufrido modi-
ficaciones se han eliminado y dejado en blanco para
evitar confusiones tras la aplicación de la nueva lista;
a los residuos añadidos se les ha atribuido códigos no
utilizados en la Decisión 94/3/CE y en la Decisión
2000/532/CE de la Comisión.

ÍNDICE

Capítulos de la lista

01 Residuos de la prospección, extracción de minas
y canteras y tratamientos físicos y químicos de
minerales.

02 Residuos de la agricultura, horticultura, acuicultura,
silvicultura, caza y pesca; residuos de la preparación
y elaboración de alimentos.

03 Residuos de la transformación de la madera y de
la producción de tableros y muebles, pasta de
papel, papel y cartón.

04 Residuos de las industrias del cuero, de la piel y
textil.

05 Residuos del refino del petróleo, de la purificación
del gas natural y del tratamiento pirolítico del
carbón.

06 Residuos de procesos químicos inorgánicos.
07 Residuos de procesos químicos orgánicos.
08 Residuos de la fabricación, formulación, distribu-

ción y utilización (FFDU) de revestimientos (pintu-
ras, barnices y esmaltes vítreos), adhesivos, sellan-
tes y tintas de impresión.

09 Residuos de la industria fotográfica.
10 Residuos de procesos térmicos.
11 Residuos del tratamiento químico de superficie y

del recubrimiento de metales y otros materiales;
residuos de la hidrometalurgia no férrea.

12 Residuos del moldeado y del tratamiento físico y
mecánico de superficie de metales y plásticos.

13 Residuos de aceites y de combustibles líquidos (ex-
cepto los aceites comestibles y los de los capítulos
05, 12 y 19).

14 Residuos de disolventes, refrigerantes y propelen-
tes orgánicos (excepto los de los capítulos 07 y
08).

15 Residuos de envases; absorbentes, trapos de lim-
pieza, materiales de filtración y ropas de protección
no especificados en otra categoría.

16 Residuos no especificados en otro capítulo de la
lista.

17 Residuos de la construcción y demolición (incluida
la tierra excavada de zonas contaminadas).

18 Residuos de servicios médicos o veterinarios o de
investigación asociada (salvo los residuos de cocina
y de restaurante no procedentes directamente de
la prestación de cuidados sanitarios).

19 Residuos de las instalaciones para el tratamiento
de residuos, de las plantas externas de tratamiento
de aguas residuales y de la preparación de agua
para consumo humano y de agua para uso indus-
trial.

20 Residuos municipales (residuos domésticos y resi-
duos asimilables procedentes de los comercios,
industrias e instituciones), incluidas las fracciones
recogidas selectivamente.

LISTA DE RESIDUOS

01 Residuos de la prospección, extracción de minas y canteras y tratamientos físicos y químicos de minerales

01 01 Residuos de la extracción de minerales.
01 01 01 Residuos de la extracción de minerales metálicos.
01 01 02 Residuos de la extracción de minerales no metálicos.

01 03 Residuos de la transformación física y química de minerales metálicos.
01 03 04* Estériles que generan ácido procedentes de la transformación de sulfuros.
01 03 05* Otros estériles que contienen sustancias peligrosas.
01 03 06 Estériles distintos de los mencionados en los códigos 01 03 04 y 01 03 05.
01 03 07* Otros residuos que contienen sustancias peligrosas procedentes de la transformación física y química

de minerales metálicos.
01 03 08 Residuos de polvo y arenilla distintos de los mencionados en el código 01 03 07.
01 03 09 Lodos rojos de la producción de alúmina distintos de los mencionados en el código 01 03 07.
01 03 99 Residuos no especificados en otra categoría.

01 04 Residuos de la transformación física y química de minerales no metálicos.
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01 04 07* Residuos que contienen sustancias peligrosas procedentes de la transformación física y química de
minerales no metálicos.

01 04 08 Residuos de grava y rocas trituradas distintos de los mencionados en el código 01 04 07.
01 04 09 Residuos de arena y arcillas.
01 04 10 Residuos de polvo y arenilla distintos de los mencionados en el código 01 04 07.
01 04 11 Residuos de la transformación de potasa y sal gema distintos de los mencionados en el códi-

go 01 04 07.
01 04 12 Estériles y otros residuos del lavado y limpieza de minerales distintos de los mencionados en el código

01 04 07 y 01 04 11.
01 04 13 Residuos del corte y serrado de piedra distintos de los mencionados en el código 01 04 07.
01 04 99 Residuos no especificados en otra categoría.

01 05 Lodos y otros residuos de perforaciones.

01 05 04 Lodos y residuos de perforaciones que contienen agua dulce.
01 05 05* Lodos y residuos de perforaciones que contienen hidrocarburos.
01 05 06* Lodos y otros residuos de perforaciones que contienen sustancias peligrosas.
01 05 07 Lodos y residuos de perforaciones que contienen sales de bario distintos de los mencionados en

los códigos 01 05 05 y 01 05 06.
01 05 08 Lodos y residuos de perforaciones que contienen cloruros distintos de los mencionados en los códigos

01 05 05 y 01 05 06.
01 05 99 Residuos no especificados en otra categoría.

02 Residuos de la agricultura, horticultura, acuicultura, silvicultura, caza y pesca; residuos de la preparación
y elaboración de alimentos

02 01 Residuos de la agricultura, horticultura, acuicultura, silvicultura, caza y pesca.

02 01 01 Lodos de lavado y limpieza.
02 01 02 Residuos de tejidos de animales.
02 01 03 Residuos de tejidos de vegetales.
02 01 04 Residuos de plásticos (excepto embalajes).
02 01 06 Heces de animales, orina y estiércol (incluida paja podrida) y efluentes recogidos selectivamente y

tratados fuera del lugar donde se generan.
02 01 07 Residuos de la silvicultura.
02 01 08* Residuos agroquímicos que contienen sustancias peligrosas.
02 01 09 Residuos agroquímicos distintos de los mencionados en el código 02 01 08.
02 01 10 Residuos metálicos.
02 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

02 02 Residuos de la preparación y elaboración de carne, pescado y otros alimentos de origen animal.

02 02 01 Lodos de lavado y limpieza.
02 02 02 Residuos de tejidos de animales.
02 02 03 Materiales inadecuados para el consumo o la elaboración.
02 02 04 Lodos del tratamiento in situ de efluentes.
02 02 99 Residuos no especificados en otra categoría.

02 03 Residuos de la preparación y elaboración de frutas, hortalizas, cereales, aceites comestibles, cacao,
café, té y tabaco; producción de conservas; producción de levadura y extracto de levadura, preparación
y fermentación de melazas.

02 03 01 Lodos de lavado, limpieza, pelado, centrifugado y separación.
02 03 02 Residuos de conservantes.
02 03 03 Residuos de la extracción con disolventes.
02 03 04 Materiales inadecuados para el consumo o la elaboración.
02 03 05 Lodos del tratamiento in situ de efluentes.
02 03 99 Residuos no especificados en otra categoría.

02 04 Residuos de la elaboración de azúcar.

02 04 01 Tierra procedente de la limpieza y lavado de la remolacha.
02 04 02 Carbonato cálcico fuera de especificación.
02 04 03 Lodos del tratamiento in situ de efluentes.
02 04 99 Residuos no especificados en otra categoría.

02 05 Residuos de la industria de productos lácteos.

02 05 01 Materiales inadecuados para el consumo o la elaboración.
02 05 02 Lodos del tratamiento in situ de efluentes.
02 05 99 Residuos no especificados en otra categoría.

02 06 Residuos de la industria de panadería y pastelería.

02 06 01 Materiales inadecuados para el consumo o la elaboración.
02 06 02 Residuos de conservantes.
02 06 03 Lodos del tratamiento in situ de efluentes.
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02 06 99 Residuos no especificados en otra categoría.

02 07 Residuos de la producción de bebidas alcohólicas y no alcohólicas (excepto café, té y cacao).

02 07 01 Residuos de lavado, limpieza y reducción mecánica de materias primas.
02 07 02 Residuos de la destilación de alcoholes.
02 07 03 Residuos del tratamiento químico.
02 07 04 Materiales inadecuados para el consumo o la elaboración.
02 07 05 Lodos del tratamiento in situ de efluentes.
02 07 99 Residuos no especificados en otra categoría.

03 Residuos de la transformación de la madera y de la producción de tableros y muebles, pasta de papel,
papel y cartón

03 01 Residuos de la transformación de la madera y de la producción de tableros y muebles.

03 01 01 Residuos de corteza y corcho.
03 01 04* Serrín, virutas, recortes, madera, tableros de partículas y chapas que contienen sustancias peligrosas.
03 01 05 Serrín, virutas, recortes, madera, tableros de partículas y chapas distintos de los mencionados en

el código 03 01 04.
03 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

03 02 Residuos de los tratamientos de conservación de la madera.

03 02 01* Conservantes de la madera orgánicos no halogenados.
03 02 02* Conservantes de la madera organoclorados.
03 02 03* Conservantes de la madera organometálicos.
03 02 04* Conservantes de la madera inorgánicos.
03 02 05* Otros conservantes de la madera que contienen sustancias peligrosas.
03 02 99 Conservantes de la madera no especificados en otra categoría.

03 03 Residuos de la producción y transformación de pasta de papel, papel y cartón.

03 03 01 Residuos de corteza y madera.
03 03 02 Lodos de lejías verdes (procedentes de la recuperación de lejías de cocción).
03 03 05 Lodos de destintado procedentes del reciclado de papel.
03 03 07 Desechos, separados mecánicamente, de pasta elaborada a partir de residuos de papel y cartón.
03 03 08 Residuos procedentes de la clasificación de papel y cartón destinados al reciclado.
03 03 09 Residuos de lodos calizos.
03 03 10 Desechos de fibras y lodos de fibras, de materiales de carga y de estucado, obtenidos por separación

mecánica.
03 03 11 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 03 03 10.
03 03 99 Residuos no especificados en otra categoría.

04 Residuos de las industrias del cuero, de la piel y textil

04 01 Residuos de las industrias del cuero y de la piel.

04 01 01 Carnazas y serrajes de encalado.
04 01 02 Residuos de encalado.
04 01 03* Residuos de desengrasado que contienen disolventes sin fase líquida.
04 01 04 Residuos líquidos de curtición que contienen cromo.
04 01 05 Residuos líquidos de curtición que no contienen cromo.
04 01 06 Lodos, en particular los procedentes del tratamiento in situ de efluentes, que contienen cromo.
04 01 07 Lodos, en particular los procedentes del tratamiento in situ de efluentes, que no contienen cromo.
04 01 08 Residuos de piel curtida (serrajes, rebajaduras, recortes, polvo de esmerilado) que contienen cromo.
04 01 09 Residuos de confección y acabado.
04 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

04 02 Residuos de la industria textil.

04 02 09 Residuos de materiales compuestos (tejidos impregnados, elastómeros, plastómeros).
04 02 10 Materia orgánica de productos naturales (por ejemplo grasa, cera).
04 02 14* Residuos del acabado que contienen disolventes orgánicos.
04 02 15 Residuos del acabado distintos de los especificados en el código 04 02 14.
04 02 16* Colorantes y pigmentos que contienen sustancias peligrosas.
04 02 17 Colorantes y pigmentos distintos de los mencionados en el código 04 02 16.
04 02 19* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
04 02 20 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los mencionados en el código 04 02 19.
04 02 21 Residuos de fibras textiles no procesadas.
04 02 22 Residuos de fibras textiles procesadas.
04 02 99 Residuos no especificados en otra categoría.
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05 Residuos del refino del petróleo, de la purificación del gas natural y del tratamiento pirolítico del carbón

05 01 Residuos del refino del petróleo.

05 01 02* Lodos de desalación.
05 01 03* Lodos de fondos de tanques.
05 01 04* Lodos de alquil ácido.
05 01 05* Derrames de hidrocarburos.
05 01 06* Lodos oleosos procedentes de operaciones de mantenimiento de plantas o equipos.
05 01 07* Alquitranes ácidos.
05 01 08* Otros alquitranes.
05 01 09* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
05 01 10 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los mencionados en el código 05 01 09.
05 01 11* Residuos procedentes de la limpieza de combustibles con bases.
05 01 12* Hidrocarburos que contienen ácidos.
05 01 13 Lodos procedentes del agua de alimentación de calderas.
05 01 14 Residuos de columnas de refrigeración.
05 01 15* Arcillas de filtración usadas.
05 01 16 Residuos que contienen azufre procedentes de la desulfuración del petróleo.
05 01 17 Betunes.
05 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

05 06 Residuos del tratamiento pirolítico del carbón.

05 06 01* Alquitranes ácidos.
05 06 03* Otros alquitranes.
05 06 04 Residuos de columnas de refrigeración.
05 06 99 Residuos no especificados en otra categoría.

05 07 Residuos de la purificación y transporte del gas natural.

05 07 01* Residuos que contienen mercurio.
05 07 02 Residuos que contienen azufre.
05 07 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 Residuos de procesos químicos inorgánicos

06 01 Residuos de la fabricación, formulación, distribución y utilización (FFDU) de ácidos.

06 01 01* Ácido sulfúrico y ácido sulfuroso.
06 01 02* Ácido clorhídrico.
06 01 03* Ácido fluorhídrico.
06 01 04* Ácido fosfórico y ácido fosforoso.
06 01 05* Ácido nítrico y ácido nitroso.
06 01 06* Otros ácidos.
06 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 02 Residuos de la FFDU de bases.

06 02 01* Hidróxido cálcico.
06 02 03* Hidróxido amónico.
06 02 04* Hidróxido potásico e hidróxido sódico.
06 02 05* Otras bases.
06 02 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 03 Residuos de la FFDU de sales y sus soluciones y de óxidos metálicos.
06 03 11* Sales sólidas y soluciones que contienen cianuros.
06 03 13* Sales sólidas y soluciones que contienen metales pesados.
06 03 14 Sales sólidas y soluciones distintas de las mencionadas en los códigos 06 03 11 y 06 03 13.
06 03 15* Óxidos metálicos que contienen metales pesados.
06 03 16 Óxidos metálicos distintos de los mencionados en el código 06 03 15.
06 03 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 04 Residuos que contienen metales distintos de los mencionados en el subcapítulo 06 03.
06 04 03* Residuos que contienen arsénico.
06 04 04* Residuos que contienen mercurio.
06 04 05* Residuos que contienen otros metales pesados.
06 04 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 05 Lodos del tratamiento in situ de efluentes.
06 05 02* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
06 05 03 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los mencionados en el código 06 05 02.

06 06 Residuos de la FFDU de productos químicos que contienen azufre, de procesos químicos del azufre
y de procesos de desulfuración.
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06 06 02* Residuos que contienen sulfuros peligrosos.
06 06 03 Residuos que contienen sulfuros distintos de los mencionados en el código 06 06 02.
06 06 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 07 Residuos de la FFDU de halógenos y de procesos químicos de los halógenos.

06 07 01* Residuos de electrólisis que contienen amianto.
06 07 02* Carbón activo procedente de la producción de cloro.
06 07 03* Lodos de sulfato bárico que contienen mercurio.
06 07 04* Soluciones y ácidos, por ejemplo, ácido de contacto.
06 07 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 08 Residuos de la FFDU del silicio y sus derivados.

06 08 02* Residuos que contienen clorosilanos peligrosos.
06 08 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 09 Residuos de la FFDU de productos químicos que contienen fósforo y de procesos químicos del fósforo.

06 09 02 Escorias de fósforo.
06 09 03* Residuos cálcicos de reacción que contienen o están contaminados con sustancias peligrosas.
06 09 04 Residuos cálcicos de reacción distintos de los mencionados en el código 06 09 03.
06 09 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 10 Residuos de la FFDU de productos químicos que contienen nitrógeno, de procesos químicos del nitró-
geno y de la fabricación de fertilizantes.

06 10 02* Residuos que contienen sustancias peligrosas.
06 10 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 11 Residuos de la fabricación de pigmentos inorgánicos y o pacificantes.

06 11 01 Residuos cálcicos de reacción procedentes de la producción de dióxido de titanio.
06 11 99 Residuos no especificados en otra categoría.

06 13 Residuos de procesos químicos inorgánicos no especificados en otra categoría.

06 13 01* Productos fitosanitarios inorgánicos, conservantes de la madera y otros biocidas.
06 13 02* Carbón activo usado (excepto el código 06 07 02).
06 13 03 Negro de carbono.
06 13 04* Residuos procedentes de la transformación del amianto.
06 13 05* Hollín.
06 13 99 Residuos no especificados en otra categoría.

07 Residuos de procesos químicos orgánicos

07 01 Residuos de la fabricación, formulación, distribución y utilización (FFDU) de productos químicos orgá-
nicos de base.

07 01 01* Líquidos de limpieza y licores madre acuosos.
07 01 03* Disolventes, líquidos de limpieza y licores madre organo halogenados.
07 01 04* Otros disolventes, líquidos de limpieza y licores madre orgánicos.
07 01 07* Residuos de reacción y de destilación halogenados.
07 01 08* Otros residuos de reacción y de destilación.
07 01 09* Tortas de filtración y absorbentes usados halogenados.
07 01 10* Otras tortas de filtración y absorbentes usados.
07 01 11* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
07 01 12 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 07 01 11.
07 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

07 02 Residuos de la FFDU de plásticos, caucho sintético y fibras artificiales.

07 02 01* Líquidos de limpieza y licores madre acuosos.
07 02 03* Disolventes, líquidos de limpieza y licores madre organohalogenados.
07 02 04* Otros disolventes, líquidos de limpieza y licores madre orgánicos.
07 02 07* Residuos de reacción y de destilación halogenados.
07 02 08* Otros residuos de reacción y de destilación.
07 02 09* Tortas de filtración y absorbentes usados halogenados.
07 02 10* Otras tortas de filtración y absorbentes usados.
07 02 11* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
07 02 12 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 07 02 11.
07 02 13 Residuos de plástico.
07 02 14* Residuos procedentes de aditivos que contienen sustancias peligrosas.
07 02 15 Residuos procedentes de aditivos, distintos de los especificados en el código 07 02 14.
07 02 16* Residuos que contienen siliconas peligrosas.
07 02 17 Residuos que contienen siliconas distintas de las mencionadas en el código 07 02 16.
07 02 99 Residuos no especificados en otra categoría.
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07 03 Residuos de la FFDU de tintes y pigmentos orgánicos (excepto los del subcapítulo 06 11).
07 03 01* Líquidos de limpieza y licores madre acuosos.
07 03 03* Disolventes, líquidos de limpieza y licores madre organohalogenados.
07 03 04* Otros disolventes, líquidos de limpieza y licores madre orgánicos.
07 03 07* Residuos de reacción y de destilación halogenados.
07 03 08* Otros residuos de reacción y de destilación.
07 03 09* Tortas de filtración y absorbentes usados halogenados.
07 03 10* Otras tortas de filtración y absorbentes usados.
07 03 11* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
07 03 12 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 07 03 11.
07 03 99 Residuos no especificados en otra categoría.

07 04 Residuos de la FFDU de productos fitosanitarios orgánicos (excepto los de los códigos 02 01 08
y 02 01 09), de conservantes de la madera (excepto los del subcapítulo 03 02) y de otros biocidas.

07 04 01* Líquidos de limpieza y licores madre acuosos.
07 04 03* Disolventes, líquidos de limpieza y licores madre organohalogenados.
07 04 04* Otros disolventes, líquidos de limpieza y licores madre orgánicos.
07 04 07* Residuos de reacción y de destilación halogenados.
07 04 08* Otros residuos de reacción y de destilación.
07 04 09* Tortas de filtración y absorbentes usados halogenados.
07 04 10* Otras tortas de filtración y absorbentes usados.
07 04 11* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
07 04 12 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 07 04 11.
07 04 13* Residuos sólidos que contienen sustancias peligrosas.
07 04 99 Residuos no especificados en otra categoría.

07 05 Residuos de la FFDU de productos farmacéuticos.

07 05 01* Líquidos de limpieza y licores madre acuosos.
07 05 03* Disolventes, líquidos de limpieza y licores madre organohalogenados.
07 05 04* Otros disolventes, líquidos de limpieza y licores madre orgánicos.
07 05 07* Residuos de reacción y de destilación halogenados.
07 05 08* Otros residuos de reacción y de destilación.
07 05 09* Tortas de filtración y absorbentes usados halogenados.
07 05 10* Otras tortas de filtración y absorbentes usados.
07 05 11* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
07 05 12 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 07 05 11.
07 05 13* Residuos sólidos que contienen sustancias peligrosas.
07 05 14 Residuos sólidos distintos de los especificados en el código 07 05 13.
07 05 99 Residuos no especificados en otra categoría.

07 06 Residuos de la FFDU de grasas, jabones, detergentes, desinfectantes y cosméticos.

07 06 01* Líquidos de limpieza y licores madre acuosos.
07 06 03* Disolventes, líquidos de limpieza y licores madre organohalogenados.
07 06 04* Otros disolventes, líquidos de limpieza y licores madre orgánicos.
07 06 07* Residuos de reacción y de destilación halogenados.
07 06 08* Otros residuos de reacción y de destilación.
07 06 09* Tortas de filtración y absorbentes usados halogenados.
07 06 10* Otras tortas de filtración y absorbentes usados.
07 06 11* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
07 06 12 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 07 06 11.
07 06 99 Residuos no especificados en otra categoría.

07 07 Residuos de la FFDU de productos químicos resultantes de la química fina y productos químicos
no especificados en otra categoría.

07 07 01* Líquidos de limpieza y licores madre acuosos.
07 07 03* Disolventes, líquidos de limpieza y licores madre organohalogenados.
07 07 04* Otros disolventes, líquidos de limpieza y licores madre orgánicos.
07 07 07* Residuos de reacción y de destilación halogenados.
07 07 08* Otros residuos de reacción y de destilación.
07 07 09* Tortas de filtración y absorbentes usados halogenados.
07 07 10* Otras tortas de filtración y absorbentes usados.
07 07 11* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
07 07 12 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 07 07 11.
07 07 99 Residuos no especificados en otra categoría.

08 Residuos de la fabricación, formulación, distribución y utilización (FFDU) de revestimientos (pinturas, barnices
y esmaltes vítreos), adhesivos, sellantes y tintas de impresión

08 01 Residuos de la FFDU y del decapado o eliminación de pintura y barniz.

08 01 11* Residuos de pintura y barniz que contienen disolventes orgánicos u otras sustancias peligrosas.
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08 01 12 Residuos de pintura y barniz distintos de los especificados en el código 08 01 11.
08 01 13* Lodos de pintura y barniz que contienen disolventes orgánicos u otras sustancias peligrosas.
08 01 14 Lodos de pintura y barniz distintos de los especificados en el código 08 0113.
08 01 15* Lodos acuosos que contienen pintura o barniz con disolventes orgánicos u otras sustancias peligrosas.
08 01 16 Lodos acuosos que contienen pintura o barniz distintos de los especificados en el código 08 01 15.
08 01 17* Residuos del decapado o eliminación de pintura y barniz que contienen disolventes orgánicos u otras

sustancias peligrosas.
08 01 18 Residuos del decapado o eliminación de pintura y barniz distintos de los especificados en el código

08 01 17.
08 01 19* Suspensiones acuosas que contienen pintura o barniz con disolventes orgánicos u otras sustancias

peligrosas.
08 01 20 Suspensiones acuosas que contienen pintura o barniz distintos de los especificados en el código

08 01 19.
08 01 21* Residuos de decapantes o desbarnizadores.
08 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

08 02 Residuos de la FFDU de otros revestimientos (incluidos materiales cerámicos).

08 02 01 Residuos de arenillas de revestimiento.
08 02 02 Lodos acuosos que contienen materiales cerámicos.
08 02 03 Suspensiones acuosas que contienen materiales cerámicos.
08 02 99 Residuos no especificados en otra categoría.

08 03 Residuos de la FFDU de tintas de impresión.

08 03 07 Lodos acuosos que contienen tinta.
08 03 08 Residuos líquidos acuosos que contienen tinta.
08 03 12* Residuos de tintas que contienen sustancias peligrosas.
08 03 13 Residuos de tintas distintos de los especificados en el código 08 03 12.
08 03 14* Lodos de tinta que contienen sustancias peligrosas.
08 03 15 Lodos de tinta distintos de los especificados en el código 08 03 14.
08 03 16* Residuos de soluciones corrosivas.
08 03 17* Residuos de tóner de impresión que contienen sustancias peligrosas.
08 03 18 Residuos de tóner de impresión distintos de los especificados en el código 08 03 17.
08 03 19* Aceites de dispersión.
08 03 99 Residuos no especificados en otra categoría.

08 04 Residuos de la FFDU de adhesivos y sellantes (incluyendo productos de impermeabilización).

08 04 09* Residuos de adhesivos y sellantes que contienen disolventes orgánicos u otras sustancias peligrosas.
08 04 10 Residuos de adhesivos y sellantes distintos de los especificados en el código 08 04 09.
08 04 11* Lodos de adhesivos y sellantes que contienen disolventes orgánicos u otras sustancias peligrosas.
08 04 12 Lodos de adhesivos y sellantes distintos de los especificados en el código 08 04 11.
08 04 13* Lodos acuosos que contienen adhesivos o sellantes con disolventes orgánicos u otras sustancias

peligrosas.
08 04 14 Lodos acuosos que contienen adhesivos o sellantes distintos de los especificados en el códi-

go 08 04 13.
08 04 15* Residuos líquidos acuosos que contienen adhesivos o sellantes con disolventes orgánicos u otras

sustancias peligrosas.
08 04 16 Residuos líquidos acuosos que contienen adhesivos o sellantes, distintos de los especificados en el

código 08 04 15.
08 04 17* Aceite de resina.
08 04 99 Residuos no especificados en otra categoría.

08 05 Residuos no especificados en otra parte del capítulo 08.

08 05 01* Isocianatos residuales.

09 Residuos de la industria fotográfica

09 01 Residuos de la industria fotográfica.

09 01 01* Soluciones de revelado y soluciones activadoras al agua.
09 01 02* Soluciones de revelado de placas de impresión al agua.
09 01 03* Soluciones de revelado con disolventes.
09 01 04* Soluciones de fijado.
09 01 05* Soluciones de blanqueo y soluciones de blanqueo-fijado.
09 01 06* Residuos que contienen plata procedentes del tratamiento in situ de residuos fotográficos.
09 01 07 Películas y papel fotográfico que contienen plata o compuestos de plata.
09 01 08 Películas y papel fotográfico que no contienen plata ni compuestos de plata.
09 01 10 Cámaras de un solo uso sin pilas ni acumuladores.
09 01 11* Cámaras de un solo uso con pilas o acumuladores incluidos en los códigos 16 06 01, 16 06 02

ó 16 06 03.
09 01 12 Cámaras de un solo uso con pilas o acumuladores distintas de las especificadas en el códi-

go 09 01 11.
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09 01 13* Residuos líquidos acuosos, procedentes de la recuperación in situ de plata, distintos de los especificados
en el código 09 01 06.

09 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 Residuos de procesos térmicos

10 01 Residuos de centrales eléctricas y otras plantas de combustión (excepto los del capítulo 19).

10 01 01 Cenizas de hogar, escorias y polvo de caldera (excepto el polvo de caldera especificado en el código
10 01 04).

10 01 02 Cenizas volantes de carbón.
10 01 03 Cenizas volantes de turba y de madera (no tratada).
10 01 04* Cenizas volantes y polvo de caldera de hidrocarburos.
10 01 05 Residuos cálcicos de reacción, en forma sólida, procedentes de la desulfuración de gases de combustión.
10 01 07 Residuos cálcicos de reacción, en forma de lodos, procedentes de la desulfuración de gases de

combustión.
10 01 09* Ácido sulfúrico.
10 01 13* Cenizas volantes de hidrocarburos emulsionados usados como combustibles.
10 01 14* Cenizas de hogar, escorias y polvo de caldera, procedentes de la coincineración, que contienen sus-

tancias peligrosas.
10 01 15 Cenizas de hogar, escorias y polvo de caldera, procedentes de la coincineración, distintos de los

especificados en el código 10 01 14.
10 01 16* Cenizas volantes procedentes de la coincineración que contienen sustancias peligrosas.
10 01 17 Cenizas volantes procedentes de la coincineración distintas de las especificadas en el códi-

go 10 01 16.
10 01 18* Residuos, procedentes de la depuración de gases, que contienen sustancias peligrosas.
10 01 19 Residuos, procedentes de la depuración de gases, distintos de los especificados en los códi-

gos 10 01 05, 10 01 07 y 10 01 18.
10 01 20* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
10 01 21 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 10 01 20.
10 01 22* Lodos acuosos, procedentes de la limpieza de calderas, que contienen sustancias peligrosas.
10 01 23 Lodos acuosos, procedentes de la limpieza de calderas, distintos de los especificados en el código

10 01 22.
10 01 24 Arenas de lechos fluidizados.
10 01 25 Residuos procedentes del almacenamiento y preparación de combustible de centrales eléctricas de

carbón.
10 01 26 Residuos del tratamiento del agua de refrigeración.
10 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 02 Residuos de la industria del hierro y del acero.

10 02 01 Residuos del tratamiento de escorias.
10 02 02 Escorias no tratadas.
10 02 07* Residuos sólidos, del tratamiento de gases, que contienen sustancias peligrosas.
10 02 08 Residuos sólidos del tratamiento de gases distintos de los especificados en el código 10 02 07.
10 02 10 Cascarilla de laminación.
10 02 11* Residuos del tratamiento del agua de refrigeración que contienen aceites.
10 02 12 Residuos del tratamiento del agua de refrigeración distintos de los especificados en el códi-

go 10 02 11.
10 02 13* Lodos y tortas de filtración, del tratamiento de gases, que contienen sustancias peligrosas.
10 02 14 Lodos y tortas de filtración, del tratamiento de gases, distintos de los especificados en el código

10 02 13.
10 02 15 Otros lodos y tortas de filtración.
10 02 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 03 Residuos de la termometalurgia del aluminio.

10 03 02 Fragmentos de ánodos.
10 03 04* Escorias de la producción primaria.
10 03 05 Residuos de alúmina.
10 03 08* Escorias salinas de la producción secundaria.
10 03 09* Granzas negras de la producción secundaria.
10 03 15* Espumas inflamables o que emiten, en contacto con el agua, gases inflamables en cantidades peligrosas.
10 03 16 Espumas distintas de las especificadas en el código 10 03 15.
10 03 17* Residuos que contienen alquitrán procedentes de la fabricación de ánodos.
10 03 18 Residuos que contienen carbono procedentes de la fabricación de ánodos, distintos de los especificados

en el código 10 03 17.
10 03 19* Partículas, procedentes de los efluentes gaseosos, que contienen sustancias peligrosas.
10 03 20 Partículas procedentes de los efluentes gaseosos, distintas de las especificadas en el código 10 03 19.
10 03 21* Otras partículas y polvo (incluido el polvo de molienda) que contienen sustancias peligrosas.
10 03 22 Otras partículas y polvo (incluido el polvo de molienda) distintos de los especificados en el código

10 03 21.
10 03 23* Residuos sólidos, del tratamiento de gases, que contienen sustancias peligrosas.
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10 03 24 Residuos sólidos, del tratamiento de gases, distintos de los especificados en el código 10 03 23.
10 03 25* Lodos y tortas de filtración, del tratamiento de gases, que contienen sustancias peligrosas.
10 03 26 Lodos y tortas de filtración del tratamiento de gases, distintos de los especificados en el código

10 03 25.
10 03 27* Residuos del tratamiento del agua de refrigeración que contienen aceites.
10 03 28 Residuos del tratamiento del agua de refrigeración, distintos de los especificados en el código

10 03 27.
10 03 29* Residuos del tratamiento de escorias salinas y granzas negras, que contienen sustancias peligrosas.
10 03 30 Residuos del tratamiento de escorias salinas y granzas negras distintos de los especificados en el

código 10 03 29.
10 03 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 04 Residuos de la termometalurgia del plomo.

10 04 01* Escorias de la producción primaria y secundaria.
10 04 02* Granzas y espumas de la producción primaria y secundaria.
10 04 03* Arseniato de calcio.
10 04 04* Partículas procedentes de los efluentes gaseosos.
10 04 05* Otras partículas y polvos.
10 04 06* Residuos sólidos del tratamiento de gases.
10 04 07* Lodos y tortas de filtración del tratamiento de gases.
10 04 09* Residuos del tratamiento del agua de refrigeración que contienen aceites.
10 04 10 Residuos del tratamiento del agua de refrigeración distintos de los especificados en el códi-

go 10 04 09.
10 04 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 05 Residuos de la termometalurgia del zinc.

10 05 01 Escorias de la producción primaria y secundaria.
10 05 03* Partículas procedentes de los efluentes gaseosos.
10 05 04 Otras partículas y polvos.
10 05 05* Residuos sólidos del tratamiento de gases.
10 05 06* Lodos y tortas de filtración del tratamiento de gases.
10 05 08* Residuos del tratamiento del agua de refrigeración que contienen aceites.
10 05 09 Residuos del tratamiento del agua de refrigeración distintos de los especificados en el códi-

go 10 05 08.
10 05 10* Granzas y espumas inflamables o que emiten, en contacto con el agua, gases inflamables en cantidades

peligrosas.
10 05 11 Granzas y espumas distintas de las especificadas en el código 10 05 10.
10 05 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 06 Residuos de la termometalurgia del cobre.

10 06 01 Escorias de la producción primaria y secundaria.
10 06 02 Granzas y espumas de la producción primaria y secundaria.
10 06 03* Partículas procedentes de los efluentes gaseosos.
10 06 04 Otras partículas y polvos.
10 06 06* Residuos sólidos del tratamiento de gases.
10 06 07* Lodos y tortas de filtración del tratamiento de gases.
10 06 09* Residuos del tratamiento del agua de refrigeración que contienen aceites.
10 06 10 Residuos del tratamiento del agua de refrigeración distintos de los especificados en el códi-

go 10 06 09.
10 06 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 07 Residuos de la termometalurgia de la plata, oro y platino.

10 07 01 Escorias de la producción primaria y secundaria.
10 07 02 Granzas y espumas de la producción primaria y secundaria.
10 07 03 Residuos sólidos del tratamiento de gases.
10 07 04 Otras partículas y polvos.
10 07 05 Lodos y tortas de filtración del tratamiento de gases.
10 07 07* Residuos del tratamiento del agua de refrigeración que contienen aceites.
10 07 08 Residuos del tratamiento del agua de refrigeración distintos de los especificados en el códi-

go 10 07 07.
10 07 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 08 Residuos de la termometalurgia de otros metales no férreos.

10 08 04 Partículas y polvo.
10 08 08* Escorias salinas de la producción primaria y secundaria.
10 08 09 Otras escorias.
10 08 10* Granzas y espumas inflamables o que emiten, en contacto con el agua, gases inflamables en cantidades

peligrosas.
10 08 11 Granzas y espumas distintas de las especificadas en el código 10 08 10.
10 08 12* Residuos que contienen alquitrán procedentes de la fabricación de ánodos.
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10 08 13 Residuos que contienen carbono procedentes de la fabricación de ánodos distintos de los especificados
en el código 10 08 12.

10 08 14 Fragmentos de ánodos.
10 08 15* Partículas, procedentes de los efluentes gaseosos, que contienen sustancias peligrosas.
10 08 16 Partículas procedentes de los efluentes gaseosos distintas de las especificadas en el código 10 08 15.
10 08 17* Lodos y tortas de filtración del tratamiento de gases, que contienen sustancias peligrosas.
10 08 18 Lodos y tortas de filtración del tratamiento de gases, distintos de los especificados en el código

10 08 17.
10 08 19* Residuos del tratamiento del agua de refrigeración que contienen aceites.
10 08 20 Residuos del tratamiento del agua de refrigeración distintos de los especificados en el códi-

go 10 08 19.
10 08 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 09 Residuos de la fundición de piezas férreas.

10 09 03 Escorias de horno.
10 09 05* Machos y moldes de fundición sin colada que contienen sustancias peligrosas.
10 09 06 Machos y moldes de fundición sin colada distintos de los especificados en el código 10 09 05.
10 09 07* Machos y moldes de fundición con colada que contienen sustancias peligrosas.
10 09 08 Machos y moldes de fundición con colada distintos de los especificados en el código 10 09 07.
10 09 09* Partículas procedentes de los efluentes gaseosos, que contienen sustancias peligrosas.
10 09 10 Partículas, procedentes de los efluentes gaseosos, distintas de las especificadas en el código 10 09 09.
10 09 11* Otras partículas que contienen sustancias peligrosas.
10 09 12 Otras partículas distintas de las especificadas en el código 10 09 11.
10 09 13* Ligantes residuales que contienen sustancias peligrosas.
10 09 14 Ligantes residuales distintos de los especificados en el código 10 09 13.
10 09 15* Residuos de agentes indicadores de fisuración que contienen sustancias peligrosas.
10 09 16 Residuos de agentes indicadores de fisuración distintos de los especificados en el código 10 09 15.
10 09 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 10 Residuos de la fundición de piezas no férreas.

10 10 03 Escorias de horno.
10 10 05* Machos y moldes de fundición sin colada que contienen sustancias peligrosas.
10 10 06 Machos y moldes de fundición sin colada distintos de los especificados en el código 10 10 05.
10 10 07* Machos y moldes de fundición con colada que contienen sustancias peligrosas.
10 10 08 Machos y moldes de fundición con colada distintos de los especificados en el código 10 10 07.
10 10 09* Partículas, procedentes de los efluentes gaseosos que contienen sustancias peligrosas.
10 10 10 Partículas procedentes de los efluentes gaseosos distintas de las especificadas en el código 10 10 09.
10 10 11* Otras partículas que contienen sustancias peligrosas.
10 10 12 Otras partículas distintas de las especificadas en el código 10 10 11.
10 10 13* Ligantes residuales que contienen sustancias peligrosas.
10 10 14 Ligantes residuales distintos de los especificados en el código 10 10 13.
10 10 15* Residuos de agentes indicadores de fisuración que contienen sustancias peligrosas.
10 10 16 Residuos de agentes indicadores de fisuración distintos de los especificados en el código 10 10 15.
10 10 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 11 Residuos de la fabricación del vidrio y sus derivados.

10 11 03 Residuos de materiales de fibra de vidrio.
10 11 05 Partículas y polvo.
10 11 09* Residuos, de la preparación de mezclas antes del proceso de cocción que contienen sustancias

peligrosas.
10 11 10 Residuos de la preparación de mezclas antes del proceso de cocción distintos de los especificados

en el código 10 11 09.
10 11 11* Residuos de pequeñas partículas de vidrio y de polvo de vidrio que contienen metales pesados (por

ejemplo, de tubos catódicos).
10 11 12 Residuos de vidrio distintos de los especificados en el código 10 11 11.
10 11 13* Lodos procedentes del pulido y esmerilado del vidrio que contienen sustancias peligrosas.
10 11 14 Lodos procedentes del pulido y esmerilado del vidrio distintos de los especificados en el código 10

11 13.
10 11 15* Residuos sólidos, del tratamiento de gases de combustión, que contienen sustancias peligrosas.
10 11 16 Residuos sólidos, del tratamiento de gases de combustión distintos de los especificados en el código

10 11 15.
10 11 17* Lodos y tortas de filtración, del tratamiento de gases, que contienen sustancias peligrosas.
10 11 18 Lodos y tortas de filtración, del tratamiento de gases, distintos de los especificados en el código

10 11 17.
10 11 19* Residuos sólidos, del tratamiento in situ de efluentes, que contienen sustancias peligrosas.
10 11 20 Residuos sólidos, del tratamiento in situ de efluentes, distintos de los especificados en el códi-

go 10 11 19.
10 11 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 12 Residuos de la fabricación de productos cerámicos, ladrillos, tejas y materiales de construcción.
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10 12 01 Residuos de la preparación de mezclas antes del proceso de cocción.
10 12 03 Partículas y polvo.
10 12 05 Lodos y tortas de filtración del tratamiento de gases.
10 12 06 Moldes desechados.
10 12 08 Residuos de cerámica, ladrillos, tejas y materiales de construcción (después del proceso de cocción).
10 12 09* Residuos sólidos, del tratamiento de gases, que contienen sustancias peligrosas.
10 12 10 Residuos sólidos, del tratamiento de gases, distintos de los especificados en el código 10 12 09.
10 12 11* Residuos del vidriado que contienen metales pesados.
10 12 12 Residuos del vidriado distintos de los especificados en el código 10 12 11.
10 12 13 Lodos del tratamiento in situ de efluentes.
10 12 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 13 Residuos de la fabricación de cemento, cal y yeso y de productos derivados.

10 13 01 Residuos de la preparación de mezclas antes del proceso de cocción.
10 13 04 Residuos de calcinación e hidratación de la cal.
10 13 06 Partículas y polvo (excepto los códigos 10 13 12 y 10 13 13).
10 13 07 Lodos y tortas de filtración del tratamiento de gases.
10 13 09* Residuos de la fabricación de fibrocemento que contienen amianto.
10 13 10 Residuos de la fabricación de fibrocemento distintos de los especificados en el código 10 13 09.
10 13 11 Residuos de materiales compuestos a partir de cemento distintos de los especificados en los códigos

10 13 09 y 10 13 10.
10 13 12* Residuos sólidos, del tratamiento de gases, que contienen sustancias peligrosas.
10 13 13 Residuos sólidos, del tratamiento de gases, distintos de los especificados en el código 10 13 12.
10 13 14 Residuos de hormigón y lodos de hormigón.
10 13 99 Residuos no especificados en otra categoría.

10 14 Residuos de crematorios.

10 14 01* Residuos de la depuración de gases que contienen mercurio.

11 Residuos del tratamiento químico de superficie y del recubrimiento de metales y otros materiales; residuos
de la hidrometalurgia no férrea

11 01 Residuos del tratamiento químico de superficie y del recubrimiento de metales y otros materiales
(por ejemplo, procesos de galvanización, procesos de recubrimiento con zinc, procesos de decapado,
grabado, fosfatación, desengrasado alcalino y anodización).

11 01 05* Ácidos de decapado.
11 01 06* Ácidos no especificados en otra categoría.
11 01 07* Bases de decapado.
11 01 08* Lodos de fosfatación.
11 01 09* Lodos y tortas de filtración que contienen sustancias peligrosas.
11 01 10 Lodos y tortas de filtración distintos de los especificados en el código 11 01 09.
11 01 11* Líquidos acuosos de enjuague que contienen sustancias peligrosas.
11 01 12 Líquidos acuosos de enjuague distintos de los especificados en el código 11 01 11.
11 01 13* Residuos de desengrasado que contienen sustancias peligrosas.
11 01 14 Residuos de desengrasado distintos de los especificados en el código 11 01 13.
11 01 15* Eluatos y lodos, procedentes de sistemas de membranas o de intercambio iónico, que contienen

sustancias peligrosas.
11 01 16* Resinas intercambiadoras de iones saturadas o usadas.
11 01 98* Otros residuos que contienen sustancias peligrosas.
11 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

11 02 Residuos de procesos hidrometalúrgicos no férreos.

11 02 02* Lodos de la hidrometalurgia del zinc (incluidas jarosita y goethita).
11 02 03 Residuos de la producción de ánodos para procesos de electrólisis acuosa.
11 02 05* Residuos de procesos de la hidrometalurgia del cobre que contienen sustancias peligrosas.
11 02 06 Residuos de procesos de la hidrometalurgia del cobre distintos de los especificados en el código

11 02 05.
11 02 07* Otros residuos que contienen sustancias peligrosas.
11 02 99 Residuos no especificados en otra categoría.

11 03 Lodos y sólidos de procesos de temple.

11 03 01* Residuos que contienen cianuro.
11 03 02* Otros residuos.

11 05 Residuos de procesos de galvanización en caliente.

11 05 01 Matas de galvanización.
11 05 02 Cenizas de zinc.
11 05 03* Residuos sólidos del tratamiento de gases.
11 05 04* Fundentes usados.
11 05 99 Residuos no especificados en otra categoría.
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12 Residuos del moldeado y del tratamiento físico y mecánico de superficie de metales y plásticos

12 01 Residuos del moldeado y tratamiento físico y mecánico de superficie de metales y plásticos.

12 01 01 Limaduras y virutas de metales férreos.
12 01 02 Polvo y partículas de metales férreos.
12 01 03 Limaduras y virutas de metales no férreos.
12 01 04 Polvo y partículas de metales no férreos.
12 01 05 Virutas y rebabas de plástico.
12 01 06* Aceites minerales de mecanizado que contienen halógenos (excepto las emulsiones o disoluciones).
12 01 07* Aceites minerales de mecanizado sin halógenos (excepto las emulsiones o disoluciones).
12 01 08* Emulsiones y disoluciones de mecanizado que contienen halógenos.
12 01 09* Emulsiones y disoluciones de mecanizado sin halógenos.
12 01 10* Aceites sintéticos de mecanizado.
12 01 12* Ceras y grasas usadas.
12 01 13 Residuos de soldadura.
12 01 14* Lodos de mecanizado que contienen sustancias peligrosas.
12 01 15 Lodos de mecanizado distintos de los especificados en el código 12 01 14.
12 01 16* Residuos de granallado o chorreado que contienen sustancias peligrosas.
12 01 17 Residuos de granallado o chorreado distintos de los especificados en el código 12 01 16.
12 01 18* Lodos metálicos (lodos de esmerilado, rectificado y lapeado) que contienen aceites.
12 01 19* Aceites de mecanizado fácilmente biodegradables.
12 01 20* Muelas y materiales de esmerilado usados que contienen sustancias peligrosas.
12 01 21 Muelas y materiales de esmerilado usados distintos de los especificados en el código 12 01 20.
12 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

12 03 Residuos de los procesos de desengrase con agua y vapor (excepto los del capítulo 11).

12 03 01* Líquidos acuosos de limpieza.
12 03 02* Residuos de desengrase al vapor.

13 Residuos de aceites y de combustibles líquidos (excepto los aceites comestibles y los de los capítulos
05, 12 y 19)

13 01 Residuos de aceites hidráulicos.

13 01 01* Aceites hidráulicos que contienen PCB (3).
13 01 04* Emulsiones cloradas.
13 01 05* Emulsiones no cloradas.
13 01 09* Aceites hidráulicos minerales clorados.
13 01 10* Aceites hidráulicos minerales no clorados.
13 01 11* Aceites hidráulicos sintéticos.
13 01 12* Aceites hidráulicos fácilmente biodegradables.
13 01 13* Otros aceites hidráulicos.

13 02 Residuos de aceites de motor, de transmisión mecánica y lubricantes.

13 02 04* Aceites minerales clorados de motor, de transmisión mecánica y lubricantes.
13 02 05* Aceites minerales no clorados de motor, de transmisión mecánica y lubricantes.
13 02 06* Aceites sintéticos de motor, de transmisión mecánica y lubricantes.
13 02 07* Aceites fácilmente biodegradables de motor, de transmisión mecánica y lubricantes.
13 02 08* Otros aceites de motor, de transmisión mecánica y lubricantes.

13 03 Residuos de aceites de aislamiento y transmisión de calor.

13 03 01* Aceites de aislamiento y transmisión de calor que contienen PCB.
13 03 06* Aceites minerales clorados de aislamiento y transmisión de calor distintos de los especificados en

el código 13 03 01.
13 03 07* Aceites minerales no clorados de aislamiento y transmisión de calor.
13 03 08* Aceites sintéticos de aislamiento y transmisión de calor.
13 03 09* Aceites fácilmente biodegradables de aislamiento y transmisión de calor.
13 03 10* Otros aceites de aislamiento y transmisión de calor.

13 04 Aceites de sentinas.

13 04 01* Aceites de sentinas procedentes de la navegación en aguas continentales.
13 04 02* Aceites de sentinas recogidos en muelles.
13 04 03* Aceites de sentinas procedentes de otros tipos de navegación.

13 05 Restos de separadores de agua/sustancias aceitosas.

13 05 01* Sólidos procedentes de desarenadores y de separadores de agua/sustancias aceitosas.
13 05 02* Lodos de separadores de agua/sustancias aceitosas.

(3) A efectos de la presente lista de residuos, la definición de PCB es la que figura en la Directiva 96/59/CE.
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13 05 03* Lodos de interceptores.
13 05 06* Aceites procedentes de separadores de agua/sustancias aceitosas.
13 05 07* Agua aceitosa procedente de separadores de agua/sustancias aceitosas.
13 05 08* Mezcla de residuos procedentes de desarenadores y de separadores de agua/sustancias aceitosas.

13 07 Residuos de combustibles líquidos.

13 07 01* Fuel oil y gasóleo.
13 07 02* Gasolina.
13 07 03* Otros combustibles (incluidas mezclas).

13 08 Residuos de aceites no especificados en otra categoría.

13 08 01* Lodos o emulsiones de desalación.
13 08 02* Otras emulsiones.
13 08 99* Residuos no especificados en otra categoría.

14 Residuos de disolventes, refrigerantes y propelentes orgánicos (excepto los de los capítulos 07 y 08)

14 06 Residuos de disolventes, refrigerantes y propelentes de espuma y aerosoles orgánicos.

14 06 01* Clorofluorocarbonos, HCFC, HFC.
14 06 02* Otros disolventes y mezclas de disolventes halogenados.
14 06 03* Otros disolventes y mezclas de disolventes.
14 06 04* Lodos o residuos sólidos que contienen disolventes halogenados.
14 06 05* Lodos o residuos sólidos que contienen otros disolventes.

15 Residuos de envases; absorbentes, trapos de limpieza, materiales de filtración y ropas de protección
no especificados en otra categoría

15 01 Envases (incluidos los residuos de envases de la recogida selectiva municipal).

15 01 01 Envases de papel y cartón.
15 01 02 Envases de plástico.
15 01 03 Envases de madera.
15 01 04 Envases metálicos.
15 01 05 Envases compuestos.
15 01 06 Envases mezclados.
15 01 07 Envases de vidrio.
15 01 09 Envases textiles.
15 01 10* Envases que contienen restos de sustancias peligrosas o están contaminados por ellas.
15 01 11* Envases metálicos, incluidos los recipientes a presión vacíos, que contienen una matriz porosa sólida

peligrosa (por ejemplo, amianto).

15 02 Absorbentes, materiales de filtración, trapos de limpieza y ropas protectoras.

15 02 02* Absorbentes, materiales de filtración (incluidos los filtros de aceite no especificados en otra categoría),
trapos de limpieza y ropas protectoras contaminados por sustancias peligrosas.

15 02 03. Absorbentes, materiales de filtración, trapos de limpieza y ropas protectoras distintos de los espe-
cificados en el código 15 02 02.

16 Residuos no especificados en otro capítulo de la lista

16 01 Vehículos de diferentes medios de transporte (incluidas las máquinas no de carretera) al final de
su vida útil y residuos del desguace de vehículos al final de su vida útil y del mantenimiento de
vehículos (excepto los de los capítulos 13 y 14 y los subcapítulos 16 06 y 16 08).

16 01 03 Neumáticos fuera de uso.
16 01 04* Vehículos al final de su vida útil.
16 01 06. Vehículos al final de su vida útil que no contengan líquidos ni otros componentes peligrosos.
16 01 07* Filtros de aceite.
16 01 08* Componentes que contienen mercurio.
16 01 09* Componentes que contienen PCB.
16 01 10* Componentes explosivos (por ejemplo, air bags).
16 01 11* Zapatas de freno que contienen amianto.
16 01 12 Zapatas de freno distintas de las especificadas en el código 16 01 11.
16 01 13* Líquidos de frenos.
16 01 14* Anticongelantes que contienen sustancias peligrosas.
16 01 15 Anticongelantes distintos de los especificados en el código 16 01 14.
16 01 16 Depósitos para gases licuados.
16 01 17 Metales férreos.
16 01 18 Metales no férreos.
16 01 19 Plástico.
16 01 20 Vidrio.
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16 01 21* Componentes peligrosos distintos de los especificados en los códigos 16 01 07 a 16 01 11,
16 01 13 y 16 01 14.

16 01 22 Componentes no especificados en otra categoría.
16 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

16 02 Residuos de equipos eléctricos y electrónicos.
16 02 09* Transformadores y condensadores que contienen PCB.
16 02 10* Equipos desechados que contienen PCB, o están contaminados por ellos, distintos de los especificados

en el código 16 02 09.
16 02 11* Equipos desechados que contienen clorofluorocarbonos, HCFC, HFC.
16 02 12* Equipos desechados que contienen amianto libre.
16 02 13* Equipos desechados que contienen componentes peligrosos (4), distintos de los especificados en los

códigos 16 02 09 a 16 02 12.
16 02 14 Equipos desechados distintos de los especificados en los códigos 16 02 09 a 16 02 13.
16 02 15* Componentes peligrosos retirados de equipos desechados.
16 02 16 Componentes retirados de equipos desechados, distintos de los especificados en el código 16 02 15.

16 03 Lotes de productos fuera de especificación y productos no utilizados.
16 03 03* Residuos inorgánicos que contienen sustancias peligrosas.
16 03 04 Residuos inorgánicos distintos de los especificados en el código 16 03 03.
16 03 05* Residuos orgánicos que contienen sustancias peligrosas.
16 03 06 Residuos orgánicos distintos de los especificados en el código 16 03 05.

16 04 Residuos de explosivos.

16 04 01* Residuos de municiones.
16 04 02* Residuos de fuegos artificiales.
16 04 03* Otros residuos explosivos.

16 05 Gases en recipientes a presión y productos químicos desechados.

16 05 04* Gases en recipientes a presión (incluidos los halones) que contienen sustancias peligrosas.
16 05 05 Gases en recipientes a presión distintos de los especificados en el código 16 05 04.
16 05 06* Productos químicos de laboratorio que consisten en, o contienen, sustancias peligrosas, incluidas

las mezclas de productos químicos de laboratorio.
16 05 07* Productos químicos inorgánicos desechados que consisten en, o contienen, sustancias peligrosas.
16 05 08* Productos químicos orgánicos desechados que consisten en, o contienen, sustancias peligrosas.
16 05 09 Productos químicos desechados distintos de los especificados en los códigos 16 05 06, 16 05 07

ó 16 05 08.

16 06 Pilas y acumuladores.

16 06 01* Baterías de plomo.
16 06 02* Acumuladores de Ni-Cd.
16 06 03* Pilas que contienen mercurio.
16 06 04 Pilas alcalinas (excepto las del código 16 06 03).
16 06 05 Otras pilas y acumuladores.
16 06 06* Electrolito de pilas y acumuladores recogido selectivamente.

16 07 Residuos de la limpieza de cisternas de transporte y almacenamiento y de la limpieza de cubas (excepto
los de los capítulos 05 y 13).

16 07 08* Residuos que contienen hidrocarburos.
16 07 09* Residuos que contienen otras sustancias peligrosas.
16 07 99 Residuos no especificados en otra categoría.

16 08 Catalizadores usados.

16 08 01 Catalizadores usados que contienen oro, plata, renio, rodio, paladio, iridio o platino (excepto los del
código 16 08 07).

16 08 02* Catalizadores usados que contienen metales de transición (5) peligrosos o compuestos de metales
de transición peligrosos.

16 08 03 Catalizadores usados que contienen metales de transición o compuestos de metales de transición
no especificados en otra categoría.

16 08 04 Catalizadores usados procedentes del craqueo catalítico en lecho fluido (excepto los del código
16 08 07).

(4) Los componentes peligrosos de equipos eléctricos y electrónicos pueden incluir las pilas y acumuladores clasificados como peligrosos en el subcapítulo
16 06, así como interruptores de mercurio, vidrio procedente de tubos catódicos y otros cristales activados.

(5) Para el ámbito de este código, son metales de transición: Escandio, vanadio, manganeso, cobalto, cobre itrio, niobio, hafnio, tungsteno, titanio, cromo,
hierro, níquel, zinc, circonio, molibdeno y tántalo. Estos metales o sus compuestos son peligrosos si aparecen clasificados como sustancias peligrosas. La
clasificación de sustancias peligrosas determinará cuáles de estos metales de transición o qué compuestos de estos metales de transición son peligrosos.
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16 08 05* Catalizadores usados que contienen ácido fosfórico.
16 08 06* Líquidos usados utilizados como catalizadores.
16 08 07* Catalizadores usados contaminados con sustancias peligrosas.

16 09 Sustancias oxidantes.
16 09 01* Permanganatos, por ejemplo, permanganato potásico.
16 09 02* Cromatos, por ejemplo, cromato potásico, dicromato sódico o potásico.
16 09 03* Peróxidos, por ejemplo, peróxido de hidrógeno.
16 09 04* Sustancias oxidantes no especificadas en otra categoría.

16 10 Residuos líquidos acuosos destinados a plantas de tratamiento externas.
16 10 01* Residuos líquidos acuosos que contienen sustancias peligrosas.
16 10 02 Residuos líquidos acuosos distintos de los especificados en el código 16 10 01.
16 10 03* Concentrados acuosos que contienen sustancias peligrosas.
16 10 04 Concentrados acuosos distintos de los especificados en el código 16 10 03.

16 11 Residuos de revestimientos de hornos y de refractarios.
16 11 01* Revestimientos y refractarios a partir de carbono, procedentes de procesos metalúrgicos, que contienen

sustancias peligrosas.
16 11 02 Revestimientos y refractarios a partir de carbono, procedentes de procesos metalúrgicos, distintos

de los especificados en el código 16 11 01.
16 11 03* Otros revestimientos y refractarios, procedentes de procesos metalúrgicos, que contienen sustancias

peligrosas.
16 11 04 Otros revestimientos y refractarios procedentes de procesos metalúrgicos, distintos de los especificados

en el código 16 11 03.
16 11 05* Revestimientos y refractarios, procedentes de procesos no metalúrgicos, que contienen sustancias

peligrosas.
16 11 06 Revestimientos y refractarios procedentes de procesos no metalúrgicos, distintos de los especificados

en el código 16 11 05.

17 Residuos de la construcción y demolición (incluida la tierra excavada de zonas contaminadas)

17 01 Hormigón, ladrillos, tejas y materiales cerámicos.
17 01 01 Hormigón.
17 01 02 Ladrillos.
17 01 03 Tejas y materiales cerámicos.
17 01 06* Mezclas, o fracciones separadas, de hormigón, ladrillos, tejas y materiales cerámicos, que contienen

sustancias peligrosas.
17 01 07 Mezclas de hormigón, ladrillos, tejas y materiales cerámicos distintas de las especificadas en el código

17 01 06.

17 02 Madera, vidrio y plástico.
17 02 01 Madera.
17 02 02 Vidrio.
17 02 03 Plástico.
17 02 04* Vidrio, plástico y madera que contienen sustancias peligrosas o están contaminados por ellas.

17 03 Mezclas bituminosas, alquitrán de hulla y otros productos alquitranados.
17 03 01* Mezclas bituminosas que contienen alquitrán de hulla.
17 03 02 Mezclas bituminosas distintas de las especificadas en el código 17 03 01.
17 03 03* Alquitrán de hulla y productos alquitranados.

17 04 Metales (incluidas sus aleaciones).
17 04 01 Cobre, bronce, latón.
17 04 02 Aluminio.
17 04 03 Plomo.
17 04 04 Zinc.
17 04 05 Hierro y acero.
17 04 06 Estaño.
17 04 07 Metales mezclados.
17 04 09* Residuos metálicos contaminados con sustancias peligrosas.
17 04 10* Cables que contienen hidrocarburos, alquitrán de hulla y otras sustancias peligrosas.
17 04 11 Cables distintos de los especificados en el código 17 04 10.

17 06 Materiales de aislamiento y materiales de construcción que contienen amianto.
17 06 01* Materiales de aislamiento que contienen amianto.
17 06 03* Otros materiales de aislamiento que consisten en, o contienen, sustancias peligrosas.
17 06 04 Materiales de aislamiento distintos de los especificados en los códigos 17 06 01 y 17 06 03.
17 06 05* Materiales de construcción que contienen amianto (6).

(6) La consideración de estos residuos como peligrosos, a efectos exclusivamente de su eliminación mediante depósito en vertedero, no entrará en
vigor hasta que se apruebe la normativa comunitaria en la que se establezcan las medidas apropiadas para la eliminación de los residuos de materiales
de la construcción que contengan amianto. Mientras tanto, los residuos de construcción no triturados que contengan amianto podrán eliminarse en vertederos
de residuos no peligrosos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.3.c) del Real Decreto 1481/2001, de 27 de diciembre, por el que se regula
la eliminación de residuos mediante depósito en vertedero.
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17 08 Materiales de construcción a partir de yeso.

17 08 01* Materiales de construcción a partir de yeso contaminados con sustancias peligrosas.
17 08 02 Materiales de construcción a partir de yeso distintos de los especificados en el código 17 08 01.

17 09 Otros residuos de construcción y demolición.

17 09 01* Residuos de construcción y demolición que contienen mercurio.
17 09 02* Residuos de construcción y demolición que contienen PCB (por ejemplo, sellantes que contienen

PCB, revestimientos de suelo a partir de resinas que contienen PCB, acristalamientos dobles que
contienen PCB, condensadores que contienen PCB).

17 09 03* Otros residuos de construcción y demolición (incluidos los residuos mezclados) que contienen sustancias
peligrosas.

17 09 04 Residuos mezclados de construcción y demolición distintos de los especificados en los códigos
17 09 01, 17 09 02 y 17 09 03.

18 Residuos de servicios médicos o veterinarios o de investigación asociada (salvo los residuos de cocina
y de restaurante no procedentes directamente de la prestación de cuidados sanitarios)

18 01 Residuos de maternidades, del diagnóstico, tratamiento o prevención de enfermedades humanas.

18 01 01 Objetos cortantes y punzantes (excepto los del código 18 01 03).
18 01 02 Restos anatómicos y órganos, incluidos bolsas y bancos de sangre (excepto los del código 18 01 03).
18 01 03* Residuos cuya recogida y eliminación es objeto de requisitos especiales para prevenir infecciones.
18 01 04 Residuos cuya recogida y eliminación no es objeto de requisitos especiales para prevenir infecciones

(por ejemplo, vendajes, vaciados de yeso, ropa blanca, ropa desechable, pañales).
18 01 06* Productos químicos que consisten en, o contienen, sustancias peligrosas.
18 01 07 Productos químicos distintos de los especificados en el código 18 01 06.
18 01 08* Medicamentos citotóxicos y citostáticos.
18 01 09 Medicamentos distintos de los especificados en el código 18 01 08.
18 01 10* Residuos de amalgamas procedentes de cuidados dentales.

18 02 Residuos de la investigación, diagnóstico, tratamiento o prevención de enfermedades de animales.

18 02 01 Objetos cortantes y punzantes (excepto los del código 18 02 02).
18 02 02* Residuos cuya recogida y eliminación es objeto de requisitos especiales para prevenir infecciones.
18 02 03 Residuos cuya recogida y eliminación no es objeto de requisitos especiales para prevenir infecciones.
18 02 05* Productos químicos que consisten en, o contienen, sustancias peligrosas.
18 02 06 Productos químicos distintos de los especificados en el código 18 02 05.
18 02 07* Medicamentos citotóxicos y citostáticos.
18 02 08 Medicamentos distintos de los especificados en el código 18 02 07.

19 Residuos de las instalaciones para el tratamiento de residuos de las plantas externas de tratamiento
de aguas residuales y de la preparación de agua para consumo humano y de agua para uso industrial

19 01 Residuos de la incineración o pirólisis de residuos.
19 01 02 Materiales férreos separados de la ceniza de fondo de horno.
19 01 05* Torta de filtración del tratamiento de gases.
19 01 06* Residuos líquidos acuosos del tratamiento de gases y otros residuos líquidos acuosos.
19 01 07* Residuos sólidos del tratamiento de gases.
19 01 10* Carbón activo usado procedente del tratamiento de gases.
19 01 11* Cenizas de fondo de horno y escorias que contienen sustancias peligrosas.
19 01 12 Cenizas de fondo de horno y escorias distintas de las especificadas en el código 19 01 11.
19 01 13* Cenizas volantes que contienen sustancias peligrosas.
19 01 14 Cenizas volantes distintas de las especificadas en el código 19 01 13.
19 01 15* Polvo de caldera que contiene sustancias peligrosas.
19 01 16 Polvo de caldera distinto del especificado en el código 19 01 15.
19 01 17* Residuos de pirólisis que contienen sustancias peligrosas.
19 01 18 Residuos de pirólisis distintos de los especificados en el código 19 01 17.
19 01 19 Arenas de lechos fluidizados.
19 01 99 Residuos no especificados en otra categoría.

19 02 Residuos de tratamientos físico-químicos de residuos (incluidas la escromatación, descianuración y
neutralización).

19 02 03 Residuos mezclados previamente, compuestos exclusivamente por residuos no peligrosos.
19 02 04* Residuos mezclados previamente, compuestos por al menos un residuo peligroso.
19 02 05* Lodos de tratamientos físico-químicos que contienen sustancias peligrosas.
19 02 06 Lodos de tratamientos físico-químicos distintos de los especificados en el código 19 02 05.
19 02 07* Aceites y concentrados procedentes del proceso de separación.
19 02 08* Residuos combustibles líquidos que contienen sustancias peligrosas.
19 02 09* Residuos combustibles sólidos que contienen sustancias peligrosas.
19 02 10 Residuos combustibles distintos de los especificados en los códigos 19 02 08 y 19 02 09.
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19 02 11* Otros residuos que contienen sustancias peligrosas.
19 02 99 Residuos no especificados en otra categoría.

19 03 Residuos estabilizados/solidificados (7).
19 03 04* Residuos peligrosos parcialmente estabilizados (8).
19 03 05 Residuos estabilizados distintos de los especificados en el código 19 03 04.
19 03 06* Residuos peligrosos solidificados.
19 03 07 Residuos solidificados distintos de los especificados en el código 19 03 06.

19 04 Residuos vitrificados y residuos de la vitrificación.

19 04 01 Residuos vitrificados.
19 04 02* Cenizas volantes y otros residuos del tratamiento de gases.
19 04 03* Fase sólida no vitrificada.
19 04 04 Residuos líquidos acuosos del templado de residuos vitrificados.

19 05 Residuos del tratamiento aeróbico de residuos sólidos.

19 05 01 Fracción no compostada de residuos municipales y asimilados.
19 05 02 Fracción no compostada de residuos de procedencia animal o vegetal.
19 05 03 Compost fuera de especificación.
19 05 99 Residuos no especificados en otra categoría.

19 06 Residuos del tratamiento anaeróbico de residuos.

19 06 03 Licores del tratamiento anaeróbico de residuos municipales.
19 06 04 Lodos de digestión del tratamiento anaeróbico de residuos municipales.
19 06 05 Licores del tratamiento anaeróbico de residuos animales y vegetales.
19 06 06 Lodos de digestión del tratamiento anaeróbico de residuos animales y vegetales.
19 06 99 Residuos no especificados en otra categoría.

19 07 Lixiviados de vertedero.

19 07 02* Lixiviados de vertedero que contienen sustancias peligrosas.
19 07 03 Lixiviados de vertedero distintos de los especificados en el código 19 07 02.

19 08 Residuos de plantas de tratamiento de aguas residuales no especificados en otra categoría.

19 08 01 Residuos de cribado.
19 08 02 Residuos de desarenado.
19 08 05 Lodos del tratamiento de aguas residuales urbanas.
19 08 06* Resinas intercambiadoras de iones saturadas o usadas.
19 08 07* Soluciones y lodos de la regeneración de intercambiadores de iones.
19 08 08* Residuos procedentes de sistemas de membranas que contienen metales pesados.
19 08 09 Mezclas de grasas y aceites procedentes de la separación de agua/sustancias aceitosas, que sólo

contienen aceites y grasas comestibles.
19 08 10* Mezclas de grasas y aceites procedentes de la separación de agua/sustancias aceitosas distintas

de las especificadas en el código 19 08 09.
19 08 11* Lodos procedentes del tratamiento biológico de aguas residuales industriales, que contienen sustancias

peligrosas.
19 08 12 Lodos procedentes del tratamiento biológico de aguas residuales industriales, distintos de los espe-

cificados en el código 19 08 11.
19 08 13* Lodos procedentes de otros tratamientos de aguas residuales industriales, que contienen sustancias

peligrosas.
19 08 14 Lodos procedentes de otros tratamientos de aguas residuales industriales distintos de los especificados

en el código 19 08 13.
19 08 99 Residuos no especificados en otra categoría.

19 09 Residuos de la preparación de agua para consumo humano o agua para uso industrial.

19 09 01 Residuos sólidos de la filtración primaria y cribado.
19 09 02 Lodos de la clarificación del agua.
19 09 03 Lodos de descarbonatación.
19 09 04 Carbón activo usado.
19 09 05 Resinas intercambiadoras de iones saturadas o usadas.
19 09 06 Soluciones y lodos de la regeneración de intercambiadores de iones.
19 09 99 Residuos no especificados en otra categoría.

19 10 Residuos procedentes del fragmentado de residuos que contienen metales.
19 10 01 Residuos de hierro y acero.

(7) Los procesos de estabilización cambian la peligrosidad de los constituyentes del residuo, transformándolo de peligroso en no peligroso. Los procesos
de solidificación sólo cambien el estado físico del residuo (por ejemplo, de líquido a sólido) mediante aditivos sin variar sus propiedades químicas.

(8) Se considera parcialmente estabilizado un residuo cuando, después del proceso de estabilización, sus constituyentes peligrosos que no se han trans-
formado completamente en constituyentes no peligrosos pueden propagarse en el medio ambiente a corto, medio o largo plazo.
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19 10 02 Residuos no férreos.
19 10 03* Fracciones ligeras de fragmentación (fluff-light) y polvo que contienen sustancias peligrosas.

19 10 04 Fracciones ligeras de fragmentación (fluff-light) y polvo distintos de los especificados en el
código 19 10 03.

19 10 05* Otras fracciones que contienen sustancias peligrosas.
19 10 06 Otras fracciones distintas de las especificadas en el código 19 10 05.

19 11 Residuos de la regeneración de aceites.

19 11 01* Arcillas de filtración usadas.
19 11 02* Alquitranes ácidos.
19 11 03* Residuos de líquidos acuosos.
19 11 04* Residuos de la limpieza de combustibles con bases.
19 11 05* Lodos del tratamiento in situ de efluentes que contienen sustancias peligrosas.
19 11 06 Lodos del tratamiento in situ de efluentes distintos de los especificados en el código 19 11 05.
19 11 07* Residuos de la depuración de efluentes gaseosos.
19 11 99 Residuos no especificados en otra categoría.

19 12 Residuos del tratamiento mecánico de residuos (por ejemplo, clasificación, trituración, compactación,
peletización) no especificados en otra categoría.

19 12 01 Papel y cartón.
19 12 02 Metales férreos.
19 12 03 Metales no férreos.
19 12 04 Plástico y caucho.
19 12 05 Vidrio.
19 12 06* Madera que contiene sustancias peligrosas.
19 12 07 Madera distinta de la especificada en el código 19 12 06.
19 12 08 Tejidos.
19 12 09 Minerales (por ejemplo, arena, piedras).
19 12 10 Residuos combustibles (combustible derivado de residuos).
19 12 11* Otros residuos (incluidas mezclas de materiales), procedentes del tratamiento mecánico de residuos,

que contienen sustancias peligrosas.
19 12 12 Otros residuos (incluidas mezclas de materiales) procedentes del tratamiento mecánico de residuos

distintos de los especificados en el código 19 12 11.

19 13 Residuos de la recuperación de suelos y de aguas subterráneas.

19 13 01* Residuos sólidos, de la recuperación de suelos, que contienen sustancias peligrosas.
19 13 02 Residuos sólidos, de la recuperación de suelos, distintos de los especificados en el código 19 13 01.
19 13 03* Lodos de la recuperación de suelos, que contienen sustancias peligrosas.
19 13 04 Lodos de la recuperación de suelos, distintos de los especificados en el código 19 13 03.
19 13 05* Lodos de la recuperación de aguas subterráneas, que contienen sustancias peligrosas.
19 13 06 Lodos de la recuperación de aguas subterráneas, distintos de los especificados en el código 19 13 05.
19 13 07* Residuos de líquidos acuosos y concentrados acuosos, procedentes de la recuperación de aguas

subterráneas, que contienen sustancias peligrosas.
19 13 08 Residuos de líquidos acuosos y concentrados acuosos, procedentes de la recuperación de aguas

subterráneas, distintos de los especificados en el código 19 13 07.

20 Residuos municipales (residuos domésticos y residuos asimilables procedentes de los comercios, industrias
e instituciones), incluidas las fracciones recogidas selectivamente

20 01 Fracciones recogidas selectivamente (excepto las especificadas en el subcapítulo 15 01).

20 01 01 Papel y cartón.
20 01 02 Vidrio.
20 01 08 Residuos biodegradables de cocinas y restaurantes.
20 01 10 Ropa.
20 01 11 Tejidos.
20 01 13* Disolventes.
20 01 14* Ácidos.
20 01 15* Álcalis.
20 01 17* Productos fotoquímicos.
20 01 19* Pesticidas.
20 01 21* Tubos fluorescentes y otros residuos que contienen mercurio.
20 01 23* Equipos desechados que contienen clorofluorocarbonos.
20 01 25 Aceites y grasas comestibles.
20 01 26* Aceites y grasas distintos de los especificados en el código 20 01 25.
20 01 27* Pinturas, tintas, adhesivos y resinas que contienen sustancias peligrosas.
20 01 28 Pinturas, tintas, adhesivos y resinas distintos de los especificados en el código 20 01 27.
20 01 29* Detergentes que contienen sustancias peligrosas.
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20 01 30 Detergentes distintos de los especificados en el código 20 01 29.
20 01 31* Medicamentos citotóxicos y citostáticos.
20 01 32 Medicamentos distintos de los especificados en el código 20 01 31.
20 01 33* Baterías y acumuladores especificados en los códigos 16 06 01, 16 06 02 ó 16 06 03 y baterías

y acumuladores sin clasificar que contienen esas baterías.
20 01 34 Baterías y acumuladores distintos de los especificados en el código 20 0133.
20 01 35* Equipos eléctricos y electrónicos desechados, distintos de los especificados en los códigos 20 01 21

y 20 01 23, que contienen componentes peligrosos (9).
20 01 36 Equipos eléctricos y electrónicos desechados distintos de los especificados en los códigos 20 01 21,

20 01 23 y 20 01 35.
20 01 37* Madera que contiene sustancias peligrosas.
20 01 38 Madera distinta de la especificada en el código 20 01 37.
20 01 39 Plásticos.
20 01 40 Metales.
20 01 41 Residuos del deshollinado de chimeneas.
20 01 99 Otras fracciones no especificadas en otra categoría.

20 03 Otros residuos municipales.

20 03 01 Mezclas de residuos municipales.
20 03 02 Residuos de mercados.
20 03 03 Residuos de la limpieza viaria.
20 03 04 Lodos de fosas sépticas.
20 03 06 Residuos de la limpieza de alcantarillas.
20 03 07 Residuos voluminosos.
20 03 99 Residuos municipales no especificados en otra categoría.

(9) Los componentes peligrosos de equipos eléctricos y electrónicos pueden incluir las pilas y acumuladores clasificados como peligrosos en el sub-
capítulo 16 06, así como interruptores de mercurio, vidrio procedente de tubos catódicos y otros cristales activados.
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 LEY 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. BOE nº 269 10-
11-1995

 

Órgano emisor: Jefatura del Estado
Fecha de aprobación: 08-11-1995
Fecha de publicación: 10-11-1995

Análisis de la disposición

Afecta a

REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores

ORDEN de 9 de marzo de 1971 por la que se aprueba la Ordenanza General de Seguridad e Higiene en el Trabajo.
Afectada por

LEY 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización.

Artículo 39. Prevención de riesgos laborales en las PYMES..

LEY 32/2010, de 5 de agosto, por la que se establece un sistema específico de protección por cese de actividad de los
trabajadores autónomos

Disposición final sexta. Se modifica el artículo 32 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de
Riesgos Laborales..

LEY 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso
a las actividades de servicios y su ejercicio.

Artículo 8. Modificación de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales..

LEY Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

Disposición adicional duodécima. Modificaciones de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales.

LEY 31/2006, de 18 de octubre, sobre implicación de los trabajadores en las sociedades anónimas y cooperativas
europeas.

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos
Laborales..

LEY 30/2005, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2006.

Disposición adicional cuadragésima séptima. Modificación de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención
de Riesgos Laborales..

LEY 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del marco normativo de la prevención de riesgos laborales.
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Artículo primero. Colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Artículo segundo. Integración de la prevención de riesgos laborales en la empresa.

Artículo tercero. Coordinación de actividades empresariales.

Artículo cuarto. Organización de recursos para las actividades preventivas.

Artículo quinto. Competencias del Comité de Seguridad y Salud.

Artículo sexto. Reforzamiento de la vigilancia y del control del cumplimiento de la normativa de prevención de
riesgos laborales.

Artículo séptimo. Coordinación de actividades empresariales en las obras de construcción.

Artículo octavo. Habilitación de funcionarios públicos.

REAL DECRETO LEGISLATIVO 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre
Infracciones y Sanciones en el Orden Social.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa..

LEY 39/1999, de 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas
trabajadoras.

Artículo décimo. Protección de la maternidad..

LEY 50/1998, de 30 de noviembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social

Artículo 36. Modificación de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales..
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Exposición de motivos

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo.

Este mandato constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los
trabajadores mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la presente Ley su pilar
fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de desarrollarse las distintas acciones
preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que ha expresado su ambición de mejorar
progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este objetivo de progreso con una armonización paulatina
de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar nuestra
política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida, por el estudio y
tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue la modificación del
Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a tenor de cuyo artículo 118 A)
los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la mejora del medio de trabajo para conseguir
el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las condiciones de seguridad y salud de los trabajadores.
Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se
contempla para la adopción, a través de Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse
progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de los
trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la 89/391/CEE,
relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud de los trabajadores en el
trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de prevención comunitaria.

La presente Ley transpone al derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro
cuerpo básico en esta materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una
norma de rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE,94/33/CEE y 91/383/CEE relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en
empresas de trabajo temporal.

Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2. de nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica
establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el soporte básico en que se asienta la presente Ley. Junto
a ello, nuestros propios compromisos contraídos con la Organización Internacional del Trabajo a partir de la
ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente de trabajo, enriquecen el
contenido del texto legal al incorporar sus prescripciones y darles el rango legal adecuado dentro de nuestro sistema
jurídico.

Pero no es sólo del mandato constitucional y de los compromisos internacionales del Estado español de donde se
deriva la exigencia de un nuevo enfoque normativo. Dimana también, en el orden interno, de una doble necesidad: la
de poner término, en primer lugar, a la falta de una visión unitaria en la política de prevención de riesgos laborales
propia de la dispersión de la normativa vigente, fruto de la acumulación en el tiempo de normas de muy diverso rango
y orientación, muchas de ellas anteriores a la propia Constitución Española; y, en segundo lugar, la de actualizar
regulaciones ya desfasadas y regular situaciones nuevas no contempladas con anterioridad. Necesidades éstas que, si
siempre revisten importancia, adquieren especial trascendencia cuando se relacionan con la protección de la seguridad
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y la salud de los trabajadores en el trabajo, la evolución de cuyas condiciones demanda la permanente actualización de
la normativa y su adaptación a las profundas transformaciones experimentadas.

Por todo ello, la presente Ley tiene por objeto la determinación del cuerpo básico de garantías y responsabilidades
preciso para establecer un adecuado nivel de protección de la salud de los trabajadores frente a los riesgos derivados
de las condiciones de trabajo, y ello en el marco de una política coherente, coordinada y eficaz de prevención de los
riesgos laborales.

A partir del reconocimiento del derecho de los trabajadores en el ámbito laboral a la protección de su salud e
integridad, la Ley establece las diversas obligaciones que, en el ámbito indicado, garantizarán este derecho, así como
las actuaciones de las Administraciones públicas que puedan incidir positivamente en la consecución de dicho
objetivo.

Al insertarse esta Ley en el ámbito específico de las relaciones laborales, se configura como una referencia legal
mínima en un doble sentido: el primero, como Ley que establece un marco legal a partir del cual las normas
reglamentarias irán fijando y concretando los aspectos más técnicos de las medidas preventivas; y, el segundo, como
soporte básico a partir del cual la negociación colectiva podrá desarrollar su función específica. En este aspecto, la
Ley y sus normas reglamentarias constituyen legislación laboral, conforme al artículo 149.1.7ª. de la Constitución.

Pero, al mismo tiempo -y en ello radica una de las principales novedades de la Ley-, esta norma se aplicará también en
el ámbito de las Administraciones públicas, razón por la cual la Ley no solamente posee el carácter de legislación
laboral sino que constituye, en sus aspectos fundamentales, norma básica del régimen estatutario de los funcionarios
públicos, dictada al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.18ª. de la Constitución. Con ello se confirma también
la vocación de universalidad de la Ley, en cuanto dirigida a abordar, de manera global y coherente, el conjunto de los
problemas derivados de los riesgos relacionados con el trabajo, cualquiera que sea el ámbito en el que el trabajo se
preste.

En consecuencia, el ámbito de aplicación de la Ley incluye tanto a los trabajadores vinculados por una relación
laboral en sentido estricto, como al personal civil con relación de carácter administrativo o estatutario al servicio de
las Administraciones públicas, así como a los socios trabajadores o de trabajo de los distintos tipos de cooperativas,
sin más exclusiones que las correspondientes, en el ámbito de la función pública, a determinadas actividades de
policía, seguridad, reguardo aduanero, peritaje forense y protección civil cuyas particularidades impidan la aplicación
de la Ley, la cual inspirará, no obstante, la normativa específica que se dicte para salvaguardar la seguridad y la salud
de los trabajadores en dichas actividades; en sentido similar, la Ley prevé su adaptación a las características propias de
los centros y establecimientos militares y de los establecimientos penitenciarios.

La política en materia de prevención de riesgos laborales, en cuanto conjunto de actuaciones de los poderes
públicos dirigidas a la promoción de la mejora de las condiciones de trabajo para elevar el nivel de protección de la
salud y la seguridad de los trabajadores, se articula en la Ley en base a los principios de eficacia, coordinación y
participación, ordenando tanto la actuación de las diversas Administraciones públicas con competencias en materia
preventiva, como la necesaria participación en dicha actuación de empresarios y trabajadores, a través de sus
organizaciones representativas. En este contexto, la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo que se
crea se configura como un instrumento privilegiado de participación en la formulación y desarrollo de la política en
materia preventiva.
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Pero tratándose de una Ley que persigue ante todo la prevención, su articulación no puede descansar exclusivamente
en la ordenación de las obligaciones y responsabilidades de los actores directamente relacionados con el hecho
laboral. El propósito de fomentar una auténtica cultura preventiva, mediante la promoción de la mejora de la
educación en dicha materia en todos los niveles educativos, involucra a la sociedad en su conjunto y constituye uno de
los objetivos básicos y de efectos quizás más transcendentes para el futuro de los perseguidos por la presente Ley.

La protección del trabajador frente a los riesgos laborales exige una actuación en la empresa que desborda el mero
cumplimiento formal de un conjunto predeterminado, más o menos amplio, de deberes y obligaciones empresariales y,
más aún, la simple corrección a posteriori de situaciones de riesgo ya manifestadas. La planificación de la prevención
desde el momento mismo del diseño del proyecto empresarial, la evaluación inicial de los riesgos inherentes al trabajo
y su actualización periódica a medida que se alteren las circunstancias, la ordenación de un conjunto coherente y
globalizador de medidas de acción preventiva adecuadas a la naturaleza de los riesgos detectados y el control de la
efectividad de dichas medidas constituyen los elementos básicos del nuevo enfoque en la prevención de riesgos
laborales que la Ley plantea. Y, junto a ello, claro está, la información y la formación de los trabajadores dirigidas a
un mejor conocimiento tanto del alcance real de los riesgos derivados del trabajo como de la forma de prevenirlos y
evitarlos, de manera adaptada a las peculiaridades de cada centro de trabajo, a las características de las personas que
en él desarrollan su prestación laboral y a la actividad concreta que realizan.

Desde estos principios se articula el capítulo III de la Ley, que regula el conjunto de derechos y obligaciones
derivados o correlativos del derecho básico de los trabajadores a su protección, así como, de manera más específica,
las actuaciones a desarrollar en situaciones de emergencia o en caso de riesgo grave e inminente, las garantías y
derechos relacionados con la vigilancia de la salud de los trabajadores, con especial atención a la protección de la
confidencialidad y el respeto a la intimidad en el tratamiento de estas actuaciones, y las medidas particulares a adoptar
en relación con categorías específicas de trabajadores, tales como los jóvenes, las trabajadoras embarazadas o que han
dado a luz recientemente y los trabajadores sujetos a relaciones laborales de carácter temporal.

Entre las obligaciones empresariales que establece la Ley, además de las que implícitamente lleva consigo la garantía
de los derechos reconocidos al trabajador, cabe resaltar el deber de coordinación que se impone a los empresarios que
desarrollen sus actividades en un mismo centro de trabajo, así como el de aquéllos que contraten o subcontraten con
otros la realización en sus propios centros de trabajo de obras o servicios correspondientes a su actividad de vigilar el
cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención.

Instrumento fundamental de la acción preventiva en la empresa es la obligación regulada en el capítulo IV de
estructurar dicha acción a través de la actuación de uno o varios trabajadores de la empresa específicamente
designados para ello, de la constitución de un servicio de prevención o del recurso a un servicio de prevención ajeno a
la empresa. De esta manera, la Ley combina la necesidad de una actuación ordenada y formalizada de las actividades
de prevención con el reconocimiento de la diversidad de situaciones a las que la Ley se dirige en cuanto a la magnitud,
complejidad e intensidad de los riesgos inherentes a las mismas, otorgando un conjunto suficiente de posibilidades,
incluida la eventual participación de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, para
organizar de manera racional y flexible el desarrollo de la acción preventiva, garantizando en todo caso tanto la
suficiencia del modelo de organización elegido, como la independencia y protección de los trabajadores que,
organizados o no en un servicio de prevención, tengan atribuidas dichas funciones.

El capítulo V regula, de forma detallada, los derechos de consulta y participación de los trabajadores en relación
con las cuestiones que afectan a la seguridad y salud en el trabajo. Partiendo del sistema de representación colectiva
vigente en nuestro país, la Ley atribuye a los denominados Delegados de Prevención - elegidos por y entre los
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representantes del personal en el ámbito de los respectivos órganos de representación - el ejercicio de las funciones
especializadas en materia de prevención de riesgos en el trabajo, otorgándoles para ello las competencias, facultades y
garantías necesarias. Junto a ello, el Comité de Seguridad y Salud, continuando la experiencia de actuación de una
figura arraigada y tradicional de nuestro ordenamiento laboral, se configura como el órgano de encuentro entre dichos
representantes y el empresario para el desarrollo de una participación equilibrada en materia de prevención de riesgos.

Todo ello sin perjuicio de las posibilidades que otorga la Ley a la negociación colectiva para articular de manera
diferente los instrumentos de participación de los trabajadores, incluso desde el establecimiento de ámbitos de
actuación distintos a los propios del centro de trabajo, recogiendo con ello diferentes experiencias positivas de
regulación convencional cuya vigencia, plenamente compatible con los objetivos de la Ley, se salvaguarda a través de
la disposición transitoria de ésta.

Tras regularse en el capítulo VI las obligaciones básicas que afectan a los fabricantes, importadores y
suministradores de maquinaria, equipos, productos y útiles de trabajo, que enlazan con la normativa comunitaria de
mercado interior dictada para asegurar la exclusiva comercialización de aquellos productos y equipos que ofrezcan los
mayores niveles de seguridad para los usuarios, la Ley aborda en el capítulo VII la regulación de las responsabilidades
y sanciones que deben garantizar su cumplimiento, incluyendo la tipificación de las infracciones y el régimen
sancionador correspondiente.

Finalmente, la disposición adicional quinta viene a ordenar la creación de una fundación, bajo el protectorado del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y con participación, tanto de las Administraciones públicas como de las
organizaciones representativas de empresarios y trabajadores, cuyo fin primordial será la promoción, especialmente en
las pequeñas y medianas empresas, de actividades destinadas a la mejora de las condiciones de seguridad y salud en el
trabajo. Para permitir a la fundación el desarrollo de sus actividades, se dotará a la misma por parte del Ministerio de
Trabajo y Seguridad Social de un patrimonio procedente del exceso de excedentes de la gestión realizada por las
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales.
Con ello se refuerzan, sin duda, los objetivos de responsabilidad, cooperación y participación que inspiran la Ley en
su conjunto.

El proyecto de Ley, cumpliendo las prescripciones legales sobre la materia, ha sido sometido a la consideración
del Consejo Económico y Social, del Consejo General del Poder Judicial y del Consejo de Estado.

CAPÍTULO I Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1: Normativa sobre prevención de riesgos laborales

La normativa sobre prevención de riesgos laborales está constituida por la presente Ley, sus disposiciones de
desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones relativas a la
adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho ámbito.

Artículo 2: Objeto y carácter de la norma

La presente Ley tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación de
medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo.
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A tales efectos, esta Ley establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos profesionales para
la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los riesgos derivados del trabajo, la
información, la consulta, la participación equilibrada y la formación de los trabajadores en materia preventiva, en los
términos señalados en la presente disposición.

Para el cumplimiento de dichos fines, la presente Ley regula las actuaciones a desarrollar por las Administraciones
públicas, así como por los empresarios, los trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas.

Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias tendrán en todo caso
el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en los convenios
colectivos.

Artículo 3: Ámbito de aplicación

Esta Ley y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones laborales reguladas en
el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de las relaciones de carácter administrativo o
estatutario del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las peculiaridades que, en este caso, se
contemplan en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. Ello sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones
específicas que se establecen para fabricantes, importadores y suministradores, y de los derechos y obligaciones que
puedan derivarse para los trabajadores autónomos. Igualmente serán aplicables a las sociedades cooperativas,
constituidas de acuerdo con la legislación que les sea de aplicación, en las que existan socios cuya actividad consista
en la prestación de un trabajo personal, con las peculiaridades derivadas de su normativa específica.
Cuando en la presente Ley se haga referencia a trabajadores y empresarios, se entenderán también comprendidos en
estos términos, respectivamente, de una parte, el personal con relación de carácter administrativo o estatutario y la
Administración pública para la que presta servicios, en los términos expresados en la disposición adicional tercera de
esta Ley, y, de otra, los socios de las cooperativas a que se refiere el párrafo anterior y las sociedades cooperativas
para las que prestan sus servicios.

La presente Ley no será de aplicación en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan en el ámbito de
las funciones públicas de:

Policía, seguridad y resguardo aduanero.

Servicios operativos de protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad
pública.

Fuerzas Armadas y actividades militares de la Guardia Civil.
No obstante, esta Ley inspirará la normativa específica que se dicte para regular la protección de la seguridad y la
salud de los trabajadores que prestan sus servicios en las indicadas actividades.

En los centros y establecimientos militares será de aplicación lo dispuesto en la presente Ley, con las
particularidades previstas en su normativa específica.
En los establecimientos penitenciarios, se adaptarán a la presente Ley aquellas actividades cuyas características
justifiquen una regulación especial, lo que se llevará a efecto en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de
julio, sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados
públicos.

La presente Ley tampoco será de aplicación a la relación laboral de carácter especial del servicio del hogar
familiar. No obstante lo anterior, el titular del hogar familiar está obligado a cuidar de que el trabajo de sus empleados
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se realice en las debidas condiciones de seguridad e higiene.

Artículo 4: Definiciones

A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

Se entenderá por "prevención" el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases de
actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.

Se entenderá como "riesgo laboral" la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del
trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán conjuntamente la probabilidad de
que se produzca el daño y la severidad del mismo.

Se considerarán como "daños derivados del trabajo" las enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u
ocasión del trabajo.

Se entenderá como "riesgo laboral grave e inminente" aquel que resulte probable racionalmente que se materialice
en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores.
En el caso de exposición a agentes susceptibles de causar daños graves a la salud de los trabajadores, se considerará
que existe un riesgo grave e inminente cuando sea probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato
una exposición a dichos agentes de la que puedan derivarse daños graves para la salud, aun cuando éstos no se
manifiesten de forma inmediata.

Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos "potencialmente peligrosos" aquellos
que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores
que los desarrollan o utilizan.

Se entenderá como "equipo de trabajo" cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada en el
trabajo.

Se entenderá como "condición de trabajo" cualquier característica del mismo que pueda tener una influencia
significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan específicamente incluidas
en esta definición:

Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el
centro de trabajo.

La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.

Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación de
los riesgos mencionados.

Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que
influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador.

Se entenderá por "equipo de protección individual" cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el
trabajador para que le proteja de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así
como cualquier complemento o accesorio destinado a tal fin.
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CAPÍTULO II Política en materia de prevención de riesgos para proteger la seguridad y la salud
en el trabajo

Artículo 5: Objetivos de la política

La política en materia de prevención tendrá por objeto la promoción de la mejora de las condiciones de trabajo
dirigida a elevar el nivel de protección de la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
Dicha política se llevará a cabo por medio de las normas reglamentarias y de las actuaciones administrativas que
correspondan y, en particular, las que se regulan en este capítulo, que se orientarán a la coordinación de las distintas
Administraciones públicas competentes en materia preventiva y a que se armonicen con ellas las actuaciones que
conforme a esta Ley correspondan a sujetos públicos y privados, a cuyo fin:

La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades
que integran la Administración local se prestarán cooperación y asistencia para el eficaz ejercicio de sus
respectivas competencias en el ámbito de lo previsto en este artículo.

La elaboración de la política preventiva se llevará a cabo con la participación de los empresarios y de los
trabajadores a través de sus organizaciones empresariales y sindicales más representativas.

A los fines previstos en el apartado anterior las Administraciones públicas promoverán la mejora de la educación
en materia preventiva en los diferentes niveles de enseñanza y de manera especial en la oferta formativa
correspondiente al sistema nacional de cualificaciones profesionales, así como la adecuación de la formación de los
recursos humanos necesarios para la prevención de los riesgos laborales.
En el ámbito de la Administración General del Estado se establecerá una colaboración permanente entre el Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social y los Ministerios que correspondan, en particular los de Educación y Ciencia y Sanidad
y Consumo, al objeto de establecer los niveles formativos y especializaciones idóneas, así como la revisión
permanente de estas enseñanzas, con el fin de adaptarlas a las necesidades existentes en cada momento.

Del mismo modo, las Administraciones públicas fomentarán aquellas actividades desarrolladas por los sujetos a
que se refiere el apartado 1 del artículo segundo, en orden a la mejora de las condiciones de seguridad y salud en el
trabajo y la reducción de los riesgos laborales, la investigación o fomento de nuevas formas de protección y la
promoción de estructuras eficaces de prevención.
Para ello podrán adoptar programas específicos dirigidos a promover la mejora del ambiente de trabajo y el
perfeccionamiento de los niveles de protección. Los programas podrán instrumentarse a través de la concesión de los
incentivos que reglamentariamente se determinen que se destinarán especialmente a las pequeñas y medianas
empresas.

Añadido por LEY Orgánica 3/2007.

Las Administraciones públicas promoverán la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres,
considerando las variables relacionadas con el sexo tanto en los sistemas de recogida y tratamiento de datos como en
el estudio e investigación generales en materia de prevención de riesgos laborales, con el objetivo de detectar y
prevenir posibles situaciones en las que los daños derivados del trabajo puedan aparecer vinculados con el sexo de los
trabajadores.

Añadido por LEY 25/2009.
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La política en materia de prevención de riesgos laborales deberá promover la integración eficaz de la prevención
de riesgos laborales en el sistema de gestión de la empresa.Igualmente, la política en materia de seguridad y salud en
el trabajo tendrá en cuenta las necesidades y dificultades específicas de las pequeñas y medianas empresas. A tal
efecto, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general en materia de prevención de
riesgos laborales deberá incorporarse un informe sobre su aplicación en las pequeñas y medianas empresas que
incluirá, en su caso, las medidas particulares que para éstas se contemplen.

Artículo 6: Normas reglamentarias

El Gobierno, a través de las correspondientes normas reglamentarias y previa consulta a las organizaciones
sindicales y empresariales más representativas, regulará las materias que a continuación se relacionan: 

Requisitos mínimos que deben reunir las condiciones de trabajo para la protección de la seguridad y la salud
de los trabajadores.

Limitaciones o prohibiciones que afectarán a las operaciones, los procesos y las exposiciones laborales a
agentes que entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores. Específicamente podrá establecerse
el sometimiento de estos procesos u operaciones a trámites de control administrativo, así como, en el caso de
agentes peligrosos, la prohibición de su empleo.

Condiciones o requisitos especiales para cualquiera de los supuestos contemplados en el apartado anterior,
tales como la exigencia de un adiestramiento o formación previa o la elaboración de un plan en el que se
contengan las medidas preventivas a adoptar.

Procedimientos de evaluación de los riesgos para la salud de los trabajadores, normalización de metodologías
y guías de actuación preventiva.

Modalidades de organización, funcionamiento y control de los servicios de prevención, considerando las
peculiaridades de las pequeñas empresas con el fin de evitar obstáculos innecesarios para su creación y
desarrollo, así como capacidades y aptitudes que deban reunir los mencionados servicios y los trabajadores
designados para desarrollar la acción preventiva.

Condiciones de trabajo o medidas preventivas específicas en trabajos especialmente peligrosos, en particular
si para los mismos están previstos controles médicos especiales, o cuando se presenten riesgos derivados de
determinadas características o situaciones especiales de los trabajadores.

Procedimiento de calificación de las enfermedades profesionales, así como requisitos y procedimientos para
la comunicación e información a la autoridad competente de los daños derivados del trabajo.

Las normas reglamentarias indicadas en el apartado anterior se ajustarán, en todo caso, a los principios de política
preventiva establecidos en esta Ley, mantendrán la debida coordinación con la normativa sanitaria y de seguridad
industrial y serán objeto de evaluación y, en su caso, de revisión periódica, de acuerdo con la experiencia en su
aplicación y el progreso de la técnica.

Artículo 7: Actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia laboral

En cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley, las Administraciones públicas competentes en materia laboral
desarrollarán funciones de promoción de la prevención, asesoramiento técnico, vigilancia y control del cumplimiento
por los sujetos comprendidos en su ámbito de aplicación de la normativa de prevención de riesgos laborales, y
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sancionarán las infracciones a dicha normativa, en los siguientes términos:

Promoviendo la prevención y el asesoramiento a desarrollar por los órganos técnicos en materia preventiva,
incluidas la asistencia y cooperación técnica, la información, divulgación, formación e investigación en materia
preventiva, así como el seguimiento de las actuaciones preventivas que se realicen en las empresas para la
consecución de los objetivos previstos en esta Ley.

Velando por el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales mediante las actuaciones
de vigilancia y control. A estos efectos, prestarán el asesoramiento y la asistencia técnica necesarios para el
mejor cumplimiento de dicha normativa y desarrollarán programas específicos dirigidos a lograr una mayor
eficacia en el control.

Sancionando el incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales por los sujetos
comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente Ley, con arreglo a lo previsto en el capítulo VII de la
misma.

Las funciones de las Administraciones públicas competentes en materia laboral que se señalan en el apartado 1
continuarán siendo desarrolladas, en lo referente a los trabajos en minas, canteras y túneles que exijan la aplicación de
técnica minera, a los que impliquen fabricación, transporte, almacenamiento, manipulación y utilización de explosivos
o el empleo de energía nuclear, por los órganos específicos contemplados en su normativa reguladora.
Las competencias previstas en el apartado anterior se entienden sin perjuicio de lo establecido en la legislación
específica sobre productos e instalaciones industriales.

Artículo 8: Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo

El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo es el órgano científico técnico especializado de la
Administración General del Estado que tiene como misión el análisis y estudio de las condiciones de seguridad y
salud en el trabajo, así como la promoción y apoyo a la mejora de las mismas. para ello establecerá la cooperación
necesaria con los órganos de las Comunidades Autónomas con competencias en esta materia.
El Instituto, en cumplimiento de esta misión, tendrá las siguientes funciones:

Asesoramiento técnico en la elaboración de la normativa legal y en el desarrollo de la normalización, tanto a
nivel nacional como internacional.

Promoción y, en su caso, realización de actividades de formación, información, investigación, estudio y
divulgación en materia de prevención de riesgos laborales, con la adecuada coordinación y colaboración, en su
caso, con los órganos técnicos en materia preventiva de la Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus
funciones en esta materia.

Apoyo técnico y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el cumplimiento de su
función de vigilancia y control, prevista en el artículo 9 de la presente Ley, en el ámbito de las Administraciones
públicas.

Colaboración con organismos internacionales y desarrollo de programas de cooperación internacional en este
ámbito, facilitando la participación de las Comunidades Autónomas.

Cualesquiera otras que sean necesarias para el cumplimiento de sus fines y le sean encomendadas en el
ámbito de sus competencias, de acuerdo con la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo regulada
en el artículo 13 de esta Ley, con la colaboración, en su caso, de los órganos técnicos de las Comunidades
Autónomas con competencias en la materia.
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El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, en el marco de sus funciones, velará por la
coordinación, apoyará el intercambio de información y las experiencias entre las distintas Administraciones públicas y
especialmente fomentará y prestará apoyo a la realización de actividades de promoción de la seguridad y de la salud
por las Comunidades Autónomas.
Asimismo, prestará, de acuerdo con las Administraciones competentes, apoyo técnico especializado en materia de
certificación, ensayo y acreditación. 

En relación con las Instituciones de la Unión Europea, el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo
actuará como centro de referencia nacional, garantizando la coordinación y transmisión de la información que deberá
facilitar a escala nacional, en particular respecto a la Agencia Europea para la Seguridad y la Salud en el Trabajo y su
Red.

El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo ejercerá la Secretaría General de la Comisión Nacional
de Seguridad y Salud en el Trabajo, prestándole la asistencia técnica y científica necesaria para el desarrollo de sus
competencias.

Artículo 9: Inspección de Trabajo y Seguridad Social

Corresponde a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social la función de la vigilancia y control de la normativa
sobre prevención de riesgos laborales.
En cumplimiento de esta misión, tendrá las siguientes funciones:

Vigilar el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, así como de las normas
jurídico-técnicas que incidan en las condiciones de trabajo en materia de prevención, aunque no tuvieran la
calificación directa de normativa laboral, proponiendo a la autoridad laboral competente la sanción
correspondiente, cuando comprobase una infracción a la normativa sobre prevención de riesgos laborales, de
acuerdo con lo previsto en el capítulo VII de la presente Ley.

Asesorar e informar a las empresas y a los trabajadores sobre la manera más efectiva de cumplir las
disposiciones cuya vigilancia tiene encomendada.

Elaborar los informes solicitados por los Juzgados de lo Social en las demandas deducidas ante los mismos
en los procedimientos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

Informar a la autoridad laboral sobre los accidentes de trabajo mortales, muy graves o graves, y sobre
aquellos otros en que, por sus características o por los sujetos afectados, se considere necesario dicho informe, así
como sobre las enfermedades profesionales en las que concurran dichas calificaciones y, en general, en los
supuestos en que aquélla lo solicite respecto del cumplimiento de la normativa legal en materia de prevención de
riesgos laborales

Comprobar y favorecer el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los servicios de prevención
establecidos en la presente ley.

Ordenar la paralización inmediata de trabajos cuando, a juicio del inspector, se advierta la existencia de
riesgo grave e inminente para la seguridad o salud de los trabajadores.

Las Administraciones General del Estado y de las comunidades autónomas adoptarán, en sus respectivos ámbitos
de competencia, las medidas necesarias para garantizar la colaboración pericial y el asesoramiento técnico necesarios
a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que, en el ámbito de la Administración General del Estado serán
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prestados por el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo.
Estas Administraciones públicas elaborarán y coordinarán planes de actuación, en sus respectivos ámbitos

competenciales y territoriales, para contribuir al desarrollo de las actuaciones preventivas en las empresas,
especialmente en las de mediano y pequeño tamaño y las de sectores de actividad con mayor nivel de riesgo o de
siniestralidad, a través de acciones de asesoramiento, de información, de formación y de asistencia técnica.

En el ejercicio de tales cometidos, los funcionarios públicos de las citadas Administraciones que ejerzan labores
técnicas en materia de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo anterior, podrán desempeñar
funciones de asesoramiento, información y comprobatorias de las condiciones de seguridad y salud en las empresas y
centros de trabajo, con el alcance señalado en el apartado 3 de este artículo y con la capacidad de requerimiento a que
se refiere el artículo 43 de esta ley, todo ello en la forma que se determine reglamentariamente.

Las referidas actuaciones comprobatorias se programarán por la respectiva Comisión Territorial de la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social a que se refiere el artículo 17.2 de la ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para su integración en el plan de acción en Seguridad y Salud Laboral de
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Cuando de las actuaciones de comprobación a que se refiere el apartado anterior, se deduzca la existencia de
infracción, y siempre que haya mediado incumplimiento de previo requerimiento, el funcionario actuante remitirá
informe a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el que se recogerán los hechos comprobados, a efectos de
que se levante la correspondiente acta de infracción, si así procediera.A estos efectos, los hechos relativos a las
actuaciones de comprobación de las condiciones materiales o técnicas de seguridad y salud recogidos en tales
informes gozarán de la presunción de certeza a que se refiere la disposición adicional cuarta, apartado 2, de la Ley
42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.Añadido porLEY 54/2003

Las actuaciones previstas en los dos apartados anteriores, estarán sujetas a los plazos establecidos en el artículo
14, apartado 2, de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social.Añadido porLEY 54/2003

Artículo 10: Actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia sanitaria

Las actuaciones de las Administraciones públicas competentes en materia sanitaria referentes a la salud laboral se
llevarán a cabo a través de las acciones y en relación con los aspectos señalados en el capítulo IV del Título I de la Ley
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y disposiciones dictadas para su desarrollo.

En particular, corresponderá a las Administraciones públicas citadas:

El establecimiento de medios adecuados para la evaluación y control de las actuaciones de carácter sanitario que
se realicen en las empresas por los servicios de prevención actuantes. Para ello, establecerán las pautas y protocolor de
actuación, oídas las sociedades científicas, a los que deberán someterse los citados servicios.

La implantación de sistemas de información adecuados que permitan la elaboración, junto con las autoridades
laborales competentes, de mapas de riesgos laborales, así como la realización de estudios epidemiológicos para la
identificación y prevención de las patologías que puedan afectar a la salud de los trabajadores, así como hacer posible
un rápido intercambio de información.

La supervisión de la formación que, en materia de prevención y promoción de la salud laboral, deba recibir el
personal sanitario actuante en los servicios de prevención autorizados.

La elaboración y divulgación de estudios, investigaciones y estadísticas relacionados con la salud de los
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Artículo 11: Coordinación administrativa

La elaboración de normas preventivas y el control de su cumplimiento, la promoción de la prevención, la
investigación y la vigilancia epidemiológica sobre riesgos laborales, accidentes de trabajo y enfermedades profesionales
determinan la necesidad de coordinar las actuaciones de las Administraciones competentes en materia laboral, sanitaria y
de industria para una más eficaz protección de la seguridad y la salud de los trabajadores

En el marco de dicha coordinación, la Administración competente en materia laboral velará, en particular, para que la
información obtenida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el ejercicio de las funciones atribuidas a la misma
en el apartado 1 del artículo 9 de esta Ley sea puesta en conocimiento de la autoridad sanitaria competente a los fines
dispuestos en el artículo 10 de la presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, así
como de la Administración competente en materia de industria a los efectos previstos en la Ley 21/1992, de 16 de julio, de
Industria.

Artículo 12: Participación de empresarios y trabajadores

La participación de empresarios y trabajadores, a través de las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas, en la planificación, programación, organización y control de la gestión relacionada con la mejora de las
condiciones de trabajo y la protección de la seguridad y salud de los trabajadores en el trabajo es principio básico de la
política de prevención de riesgos laborales, a desarrollar por las Administraciones públicas competentes en los distintos
niveles territoriales.

Artículo 13: Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo

Se crea la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo como órgano colegiado asesor de las
Administraciones públicas en la formulación de las políticas de prevención y órgano de participación institucional en
materia de seguridad y salud en el trabajo.

La Comisión estará integrada por un representante de cada una de las Comunidades Autónomas y por igual
número de miembros de la Administración General del Estado y, paritariamente con todos los anteriores, por
representantes de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas.

La Comisión conocerá las actuaciones que desarrollen las Administraciones públicas competentes en materia de
promoción de la prevención de riesgos laborales, de asesoramiento técnico y de vigilancia y control a que se refieren
los artículos 7, 8, 9 y 11 de esta Ley y podrá informar y formular propuestas en relación con dichas actuaciones,
específicamente en lo referente a:

Criterios y programas generales de actuación.

Proyectos de disposiciones de carácter general.

Coordinación de las actuaciones desarrolladas por las Administraciones públicas competentes en materia
laboral.

Coordinación entre las Administraciones públicas competentes en materia laboral, sanitaria y de industria.

La Comisión adoptará sus acuerdos por mayoría. A tal fin, los representantes de las Administraciones públicas
tendrán cada uno un voto y dos los de las organizaciones empresariales y sindicales.
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La Comisión contará con un Presidente y cuatro Vicepresidentes, uno por cada uno de los grupos que la integran.
La Presidencia de la Comisión corresponderá al Secretario General de Empleo y Relaciones Laborales, recayendo la
Vicepresidencia atribuida a la Administración General del Estado en el Subsecretario de Sanidad y Consumo.

La Secretaría de la Comisión, como órgano de apoyo técnico y administrativo, recaerá en la Dirección del Instituto
Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

La Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo funcionará en Pleno, en Comisión Permanente o en
Grupos de Trabajo, conforme a la normativa que establezca el Reglamento interno que elaborará la propia Comisión.
En lo no previsto en la presente Ley y en el Reglamento interno a que hace referencia el párrafo anterior la Comisión
se regirá por la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

CAPÍTULO III Derechos y obligaciones

Artículo 14: Derecho a la protección frente a los riesgos laborales

Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
El citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores frente
a los riesgos laborales.
Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las Administraciones públicas respecto del personal a su
servicio.
Los derechos de información, consulta y participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad
en caso de riesgo grave e inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previsto en la presente Ley,
forman parte del derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.

En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los
trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus
responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la
actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en materia de
plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y participación y formación de
los trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e inminente, vigilancia de la salud, y mediante la
constitución de una organización y de los medios necesarios en los términos establecidos en el capítulo IV de esta
Ley.

El empresario desarrollará una acción permanente de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de
perfeccionar de manera continua las actividades de identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan
podido evitar y los niveles de protección existentes y dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de
prevención señaladas en el párrafo anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que
incidan en la realización del trabajo.

El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos laborales.

Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en materia de protección
y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades especializadas para el
desarrollo de actividades de prevención complementarán las acciones del empresario, sin que por ello le eximan del
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cumplimiento de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que pueda ejercitar, en su caso, contra
cualquier otra persona.

El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno sobre los
trabajadores.

Artículo 15: Principios de la acción preventiva

 

El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el artículo anterior, con
arreglo a los siguientes principios generales:

Evitar los riesgos

Evaluar los riesgos que no se puedan evitar

Combatir los riesgos en su origen

Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de trabajo, así
como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en particular, a atenuar el
trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud

Tener en cuenta la evolución de la técnica

Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro

Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización del
trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en el trabajo

Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual

Dar las debidas instrucciones a los trabajadores

El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores en materia de seguridad y
de salud en el momento de encomendarles las tareas.

El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que hayan recibido
información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y específico.

La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no temerarias que
pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos adicionales que pudieran implicar
determinadas medidas preventivas, las cuales sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos riesgos sea
substancialmente inferior a la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más seguras.

Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de cobertura la previsión de
riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores autónomos respecto a ellos
mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista en la prestación de su trabajo
personal.

Artículo 16: Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de
la actividad preventiva
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La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, tanto en el
conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de ésta, a través de la implantación y aplicación de
un plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo siguiente.
Este plan de prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las
funciones, las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de
prevención de riesgos en la empresa, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

Los instrumentos esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de riesgos, que podrán ser llevados
a cabo por fases de forma programada, son la evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad
preventiva a que se refieren los párrafos siguientes:

El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de los
trabajadores, teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la actividad, las características de los
puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos. Igual evaluación deberá hacerse con
ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las sustancias o preparados químicos y del acondicionamiento
de los lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones que deban
desarrollarse de conformidad con lo dispuesto en la normativa sobre protección de riesgos específicos y
actividades de especial peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando cambien las condicioes de trabajo y,
en todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con ocasión de los daños para la salud
que se hayan producido.

Cuando el resultado de la evaluación lo hiciera necesario, el empresario realizará controles periódicos de las
condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores en la prestación de sus servicios, para detectar
situaciones potencialmente peligrosas.

Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto situaciones de riesgo, el
empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eliminar o reducir y controlar tales riesgos.
Dichas actividades serán objeto de planificación por el empresario, incluyendo para cada actividad preventiva el
plazo para llevarla a cabo, la designación de responsables y los recursos humanos y materiales necesarios para su
ejecución.

El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades preventivas incluidas en la
planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma.

Las actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el empresario, como
consecuencia de los controles periódicos previstos en el párrafo a) anterior, su inadecuación a los fines de
protección requeridos.

Añadido por LEY 25/2009.
2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad de las actividades

realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la planificación de la
actividad preventiva de forma simplificada, siempre que ello no suponga una reducción del nivel de protección de la
seguridad y salud de los trabajadores y en los términos que reglamentariamente se determinen.

Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con ocasión de la vigilancia de la
salud prevista en el artículo 22, aparezcan indicios de que las medidas de prevención resultan insuficientes, el
empresario llevará a cabo una investigación al respecto, a fin de detectar las causas de estos hechos.
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Artículo 17: Equipos de trabajo y medios de protección

El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para el
trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad y la salud
de los trabajadores al utilizarlos.
Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un riesgo específico para la seguridad y la salud de los
trabajadores, el empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que:

La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.

Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por los
trabajadores específicamente capacitados para ello.

El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados para el
desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos
realizados, sean necesarios.
Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se puedan evitar o no puedan limitarse
suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante medidas, métodos o procedimientos de
organización del trabajo.

Artículo 18: Información, consulta y participación de los trabajadores

A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el empresario adoptará las
medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias en relación con:

Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos que afecten a la
empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.

Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el apartado
anterior.

Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley.
En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que se refiere el presente
apartado se facilitará por el empresario a los trabajadores a través de dichos representantes; no obstante, deberá
informarse directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten a su puesto de trabajo o función y de
las medidas de protección y prevención aplicables a dichos riesgos.

El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco de todas las cuestiones
que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo V de la presente
Ley.
Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los órganos de participación y
presentación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a la mejora de los niveles de protección de la seguridad y
la salud en la empresa.

Artículo 19: Formación de los trabajadores

En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una
formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su contratación,
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cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las funciones que
desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo.
La formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador, adaptarse a
la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera necesario.

La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la jornada
de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la misma. La
formación se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con servicios ajenos, y su coste
no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores.

Artículo 20: Medidas de emergencia

El empresario, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de personas
ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las medidas necesarias en materia de
primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores, designando para ello al personal encargado de
poner en práctica estas medidas y comprobando periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal
deberá poseer la formación necesaria, ser suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las
circunstancias antes señaladas.

Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones que sean necesarias con
serviciosexternos a la empresa, en particular en materia de primeros auxilios, asistencia médica de urgencia, salvamento y
lucha contra incendios, de forma que quede garantizada la rapidez y eficacia de las mismas.

Artículo 21: Riesgo grave e inminente

Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su trabajo, el
empresario estará obligado a:

Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho riesgo y de las
medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.

Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e
inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato el lugar
de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a los trabajadores que reanuden su actividad mientras persista el
peligro, salvo excepción debidamente justificada por razones de seguridad y determinada reglamentariamente.

Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su superior jerárquico,
ante una situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de otros trabajadores o la de terceros a la
empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios técnicos puestos a su
disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.

De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el trabajador tendrá derecho a
interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha actividad
entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.

Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte o no permita la adopción
de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores, los representantes legales de
éstos podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad de los trabajadores afectados por
dicho riesgo. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la autoridad laboral, la cual, en el plazo de
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veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada.
El acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los Delegados de
Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de representación del personal.

Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción de las medidas a
que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido negligencia grave.

Artículo 22: Vigilancia de la salud

El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en función
de los riesgos inherentes al trabajo.

Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador preste su consentimiento. De este carácter voluntario
sólo se exceptuarán, previo informe de los representantes de los trabajadores, los supuestos en los que la realización
de los reconocimientos sea imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los
trabajadores o para verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los
demás trabajadores o para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una disposición
legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad.

En todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que causen las menores
molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo.

Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo respetando siempre el
derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad de toda la información
relacionada con su estado de salud.

Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a los trabajadores afectados.

Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados con fines discriminatorios
ni en perjuicio del trabajador.
El acceso a la información médica de carácter personal se limitará al personal médico y a las autoridades sanitarias
que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los trabajadores, sin que pueda facilitarse al empresario o a otras
personas sin consentimiento expreso del trabajador.
No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en materia de prevención serán
informados de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos efectuados en relación con la aptitud del
trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la necesidad de introducir o mejorar las medidas de
protección y prevención, a fin de que puedan desarrollar correctamente su funciones en materia preventiva.

En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga necesario, el derecho de los
trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud deberá ser prolongado más allá de la finalización de la
relación laboral, en los términos que reglamentariamente se determinen.

Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por personal sanitario con
competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

Artículo 23: Documentación

El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la siguiente documentación
relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:
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Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16 de esta ley.

Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto en el
párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.

Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y, en
su caso, material de protección que deba utilizarse, de conformidad con el párrafo b) del apartado 2 del artículo
16 de esta ley.

Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 22 de esta Ley y
conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el último párrafo del apartado 4 del citado
artículo.

Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador una
incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario realizará, además, la notificación a
que se refiere el apartado 3 del presente artículo.

En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad laboral la documentación
señalada en el apartado anterior.

El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud de los
trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al
procedimiento que se determine reglamentariamente.

La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser puesta a disposición de las
autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con lo dispuesto en el artículo 10 de la presente Ley y en
el artículo 21 de Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.

Artículo 24: Coordinación de actividades empresariales

Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas deberán
cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. A tal fin, establecerán los medios de
coordinación que sean necesarios en cuanto a la protección y prevención de riesgos laborales y la información sobre
los mismos a sus respectivos trabajadores, en los términos previstos en el apartado 1 del artículo 18 de esta Ley.

El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros empresarios que
desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las instrucciones adecuadas, en relación con
los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y prevención correspondientes, así como
sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus respectivos trabajadores.

Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios correspondientes a la
propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el cumplimiento por
dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención de riesgos laborales.

Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán también de
aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos en que los trabajadores de la empresa contratista
o subcontratista no presten servicios en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que tales trabajadores
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deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles proporcionados por la empresa principal.

Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán de aplicación
respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.

Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.Añadido por LEY 54/2003

Artículo 25: Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos

El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus propias
características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación de
discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A tal fin,
deberá tener en cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas, adoptará las medidas
preventivas y de protección necesarias.
Los trabajadores no serán empleados en aquellos puestos de trabajo en los que, a causa de sus características
personales, estado biológico o por su discapacidad física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos,
los demás trabajadores u otras personas relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general,
cuando se encuentren manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias
psicofísicas de los respectivos puestos de trabajo.

Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de riesgo que puedan incidir en
la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en particular por la exposición a agentes físicos, químicos
y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de toxicidad para la procreación, tanto en los aspectos de la
fertilidad, como del desarrollo de la descendencia, con objeto de adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26: Protección de la maternidad

La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender la determinación
de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de embarazo o parto reciente a
agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir negativamente en la salud de las trabajadoras o
del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico. Si los resultados de la evaluación
revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las
citadas trabajadoras, el empresario adoptará las medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través
de un adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada.

Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos.

Cuando la adaptación de las condiciones o el tiempo de trabajo no resultase posible, o a pesar de tal adaptación,
las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la trabajadora embarazada o del
feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en
función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe
del médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un
puesto de trabajo o función diferente y compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta
con los representantes de los trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de riesgos a estos efectos.

El cambio de puesto o función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en los
supuestos de movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el estado de salud de la trabajadora
permita su reincorporación al anterior puesto.
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En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo anterior, no existiese puesto de trabajo o
función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto no correspondiente a su grupo o categoría
equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de retribuciones de su puesto de origen.

Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse por
motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por
riesgo durante el embarazo, contemplada en elartículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores, durante el período
necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la imposibilidad de reincorporarse a su
puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.

Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período de lactancia
natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así lo
certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la
Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del médico
del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá, asimismo, declararse el
pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo durante la lactancia natural de hijos
menores de nueves meses contemplada en elartículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores, si se dan las
circunstancias previstas en el número 3 de este artículo.

Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para la
realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y justificación de la
necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.

Artículo 27: Protección de los menores

Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y previamente a cualquier
modificación importante de sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los puestos de
trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de su exposición, en
cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes, procesos o condiciones de
trabajo que puedan poner en peligro la seguridad o la salud de estos trabajadores.
A tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la salud y el
desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su inmadurez para evaluar los riesgos existentes o
potenciales y de su desarrollo todavía incompleto.
En todo caso, el empresario informará a dichos jóvenes y a sus padres o tutores que hayan intervenido en la
contratación, conforme a lo dispuesto en la letra b) del artículo 7 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las
medidas adoptadas para la protección de su seguridad y salud.

Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones a la contratación
de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos específicos.

Artículo 28: Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de
trabajo temporal

Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como los contratados por
empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y salud que los
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restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios.
La existencia de una relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará en ningún caso una
diferencia de trato por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a cualquiera de los aspectos de la
protección de la seguridad y la salud de los trabajadores.
La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán plenamente a las relaciones de trabajo señaladas en los
párrafos anteriores.

El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al inicio de su actividad,
los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban información acerca de los riesgos a los que vayan a estar
expuestos, en particular en lo relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes profesionales determinadas, la
exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos del puesto de trabajo a cubrir, así
como sobre las medidas de protección y prevención frente a los mismos.
Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las características del puesto de
trabajo a cubrir, teniendo en cuenta su cualificación y experiencia profesional y los riesgos a los que vayan a estar
expuestos.

Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia periódica de su estado de
salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y en sus normas de desarrollo.

El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de protección y
prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en el artículo 31 de esta Ley de la incorporación de los
trabajadores a que se refiere el presente artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar de forma
adecuada sus funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa.

En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será responsable de las
condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud de los
trabajadores. Corresponderá, además, a la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en materia de
información previstas en los apartados 2 y 4 del presente artículo.
La empresa de trabajo temporal será responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia de formación y
vigilancia de la salud que se establecen en los apartados 2 y 3 de este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto
en el párrafo anterior, la empresa usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores
afectados, antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de los puestos de trabajo a
desempeñar y de las cualificaciones requeridas.
La empresa usuaria deberá informar a los representantes de los trabajadores en la misma de la adscripción de los
trabajadores puestos a disposición por la empresa de trabajo temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos
representantes en el ejercicio de los derechos reconocidos en la presente Ley.

Artículo 29: Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos

Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de
prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas otras
personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo, de
conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.

Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en particular:

Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos,
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los que
desarrollen su actividad.
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Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con las
instrucciones recibidas de éste.

No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o que se
instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga lugar.

Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier situación
que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los trabajadores.

Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.

Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean seguras y no
entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se refieren
los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en el artículo 58.1
del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la correspondiente normativa
sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario al servicio de las Administraciones
públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los socios de las cooperativas cuya actividad
consista en la prestación de su trabajo, con las precisiones que se establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.

CAPÍTULO IV Servicios de prevención

Artículo 30: Protección y prevención de riesgos profesionales

 

En cumplimiento del deber de prevención de riesgos profesionales, el empresario designará uno o varios
trabajadores para ocuparse de dicha actividad, constituirá un servicio de prevención o concertará dicho servicio con
una entidad especializada ajena a la empresa.

 Los trabajadores designados deberán tener la capacidad necesaria, disponer del tiempo y de los medios precisos y
ser suficientes en número, teniendo en cuenta el tamaño de la empresa, así como los riesgos a que están expuestos los
trabajadores y su distribución en la misma, con el alcance que se determine en las disposiciones a que se refiere la
letra e) del apartado 1 del artículo 6 de la presente Ley.
Los trabajadores a que se refiere el párrafo anterior colaborarán entre sí y, en su caso, con los servicios de prevención.

Para la realización de la actividad de prevención, el empresario deberá facilitar a los trabajadores designados el
acceso a la información y documentación a que se refieren los artículos 18 y 23 de la presente Ley.

Los trabajadores designados no podrán sufrir ningún perjuicio derivado de sus actividades de protección y
prevención de los riesgos profesionales en la empresa. En ejercicio de esta función, dichos trabajadores gozarán, en
particular, de las garantías que para los representantes de los trabajadores establecen las letras a), b) y c) del artículo
68 y el apartado 4 del artículo 56 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.
Esta garantía alcanzará también a los trabajadores integrantes del servicio de prevención, cuando la empresa decida
constituirlo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo siguiente.
Los trabajadores a que se refieren los párrafos anteriores deberán guardar sigilo profesional sobre la información
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relativa a la empresa a la que tuvieran acceso como consecuencia del desempeño de sus funciones.

En las empresas de hasta diez trabajadores, el empresario podrá asumir personalmente las funciones señaladas en
el apartado 1, siempre que desarrolle de forma habitual su actividad en el centro de trabajo y tenga la capacidad
necesaria, en función de los riesgos a que estén expuestos los trabajadores y la peligrosidad de las actividades, con el
alcance que se determine en las disposiciones a que se refiere el artículo 6.1.e) de esta Ley. La misma posibilidad se
reconoce al empresario que, cumpliendo tales requisitos, ocupe hasta 25 trabajadores, siempre y cuando la empresa
disponga de un único centro de trabajo.

El empresario que no hubiere concertado el Servicio de prevención con una entidad especializada ajena a la
empresa deberá someter su sistema de prevención al control de una auditoría o evaluación externa, en los términos
que reglamentariamente se determinen.

Las personas o entidades especializadas que pretendan desarrollar la actividad de auditoría del sistema de
prevención habrán de contar con una única autorización de la autoridad laboral, que tendrá validez en todo el territorio
español. El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de autorización sin haberse notificado resolución
expresa al interesado permitirá entender desestimada la solicitud por silencio administrativo, con el objeto de
garantizar una adecuada protección de los trabajadores.
Añadido por LEY 25/2009.

Artículo 31: Servicios de prevención

Si la designación de uno o varios trabajadores fuera insuficiente para la realización de las actividades de
prevención, en función del tamaño de la empresa, de los riesgos a que están expuestos los trabajadores o de la
peligrosidad de las actividades desarrolladas, con el alcance que se establezca en las disposiciones a que se refiere la
letra e) del apartado 1 del artículo 6 de la presente Ley, el empresario deberá recurrir a uno o varios servicios de
prevención propios o ajenos a la empresa, que colaborarán cuando sea necesario.
Para el establecimiento de estos servicios en las Administraciones públicas se tendrá en cuenta su estructura
organizativa y la existencia, en su caso, de ámbitos sectoriales y descentralizados.

Se entenderá como servicio de prevención el conjunto de medios humanos y materiales necesarios para realizar las
actividades preventivas a fin de garantizar la adecuada protección de la seguridad y la salud de los trabajadores,
asesorando y asistiendo para ello al empresario, a los trabajadores y a sus representantes y a los órganos de
representación especializados. Para el ejercicio de sus funciones, el empresario deberá facilitar a dicho servicio el
acceso a la información y documentación a que se refiere el apartado 3 del artículo anterior.

Los servicios de prevención deberán estar en condiciones de proporcionar a la empresa el asesoramiento y apoyo
que precise en función de los tipos de riesgo en ella existentes y en lo referente a:

El diseño, implantación y aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales que permita la integración
de la prevención en la empresa.

La evaluación de los factores de riesgo que puedan afectar a la seguridad y la salud de los trabajadores en los
términos previstos en el artículo 16 de esta Ley.

La planificación de la actividad preventiva y la determinación de las prioridades en la adopción de las
medidas preventivas y la vigilancia de su eficacia.

La información y formación de los trabajadores, en los términos previstos en los artículos 18 y 19 de esta
Ley.
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La prestación de los primeros auxilios y planes de emergencia.

La vigilancia de la salud de los trabajadores en relación con los riesgos derivados del trabajo.
Si la empresa no llevara a cabo las actividades preventivas con recursos propios, la asunción de las funciones

respecto de las materias descritas en este apartado sólo podrá hacerse por un servicio de prevención ajeno. Lo anterior
se entenderá sin perjuicio de cualquiera otra atribución legal o reglamentaria de competencia a otras entidades u
organismos respecto de las materias indicadas.

El servicio de prevención tendrá carácter interdisciplinario, debiendo sus medios ser apropiados para cumplir sus
funciones. Para ello, la formación, especialidad, capacitación, dedicación y número de componentes de estos
servicios, así como sus recursos técnicos, deberán ser suficientes y adecuados a las actividades preventivas a
desarrollar, en función de las siguientes circunstancias:

Tamaño de la empresa.

Tipos de riesgo a los que puedan encontrarse expuestos los trabajadores.

Distribución de riesgos en la empresa.

Para poder actuar como servicios de prevención, las entidades especializadas deberán ser objeto de una
acreditación por la autoridad laboral, que será única y con validez en todo el territorio español, mediante la
comprobación de que reúnen los requisitos que se establezcan reglamentariamente y previa aprobación de la autoridad
sanitaria en cuanto a los aspectos de carácter sanitario.

Entre estos requisitos, las entidades especializadas deberán suscribir una póliza de seguro que cubra su
responsabilidad en la cuantía que se determine reglamentariamente y sin que aquella constituya el límite de la
responsabilidad del servicio.

El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de acreditación sin haberse notificado resolución expresa al
interesado permitirá entender desestimada la solicitud por silencio administrativo, con el objeto de garantizar una
adecuada protección de los trabajadores.
Añadido por Ley 25/2009.

Artículo 32: Actuación preventiva de las mutuas de accidente de trabajo y enfermedades
profesionales de la Seguridad Social.

Las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social no podrán desarrollar
directamente las funciones correspondientes a los servicios de prevención ajenos. Ello sin perjuicio de que puedan
participar con cargo a su patrimonio histórico en las sociedades mercantiles de prevención constituidas a este único fin, en
los términos y condiciones que se establezcan en las disposiciones de aplicación y desarrollo.

Artículo 32 bis. Presencia de los recursos preventivos.

Añadido por LEY 54/2003

La presencia en el centro de trabajo de los recursos preventivos, cualquiera que sea la modalidad de organización
de dichos recursos, será necesaria en los siguientes casos:

Cuando los riesgos puedan verse agravados o modificados en el desarrollo del proceso o la actividad, por la
concurrencia de operaciones diversas que se desarrollan sucesiva o simultáneamente y que hagan preciso el
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control de la correcta aplicación de los métodos de trabajo.

Cuando se realicen actividades o procesos que reglamentariamente sean considerados como peligrosos o con
riesgos especiales.

Cuando la necesidad de dicha presencia sea requerida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, si las
circunstancias del caso así lo exigieran debido a las condiciones de trabajo detectadas.

Se consideran recursos preventivos, a los que el empresario podrá asignar la presencia, los siguientes:

Uno o varios trabajadores designados de la empresa.

Uno o varios miembros del servicio de prevención propio de la empresa.

Uno o varios miembros del o los servicios de prevención ajenos concertados por la empresa. Cuando la
presencia sea realizada por diferentes recursos preventivos éstos deberán colaborar entre sí.

Los recursos preventivos a que se refiere el apartado anterior deberán tener la capacidad suficiente, disponer de los
medios necesarios y ser suficientes en número para vigilar el cumplimiento de las actividades preventivas, debiendo
permanecer en el centro de trabajo durante el tiempo en que se mantenga la situación que determine su presencia.

No obstante lo señalado en los apartados anteriores, el empresario podrá asignar la presencia de forma expresa a
uno o varios trabajadores de la empresa que, sin formar parte del servicio de prevención propio ni ser trabajadores
designados, reúnan los conocimientos, la cualificación y la experiencia necesarios en las actividades o procesos a que
se refiere el apartado 1 y cuenten con la formación preventiva correspondiente, como mínimo, a las funciones del
nivel básico.

En este supuesto, tales trabajadores deberán mantener la necesaria colaboración con los recursos preventivos del
empresario.

CAPÍTULO V Consulta y participación de los trabajadores

Artículo 33: Consulta de los trabajadores

El empresario deberá consultar a los trabajadores, con la debida antelación, la adopción de las decisiones relativas
a:

La planificación y la organización del trabajo en la empresa y la introducción de nuevas tecnologías, en todo
lo relacionado con las consecuencias que éstas pudieran tener para la seguridad y la salud de los trabajadores,
derivadas de la elección de los equipos, la determinación y la adecuación de las condiciones de trabajo y el
impacto de los factores ambientales en el trabajo.

La organización y desarrollo de las actividades de protección de la salud y prevención de los riesgos
profesionales en la empresa, incluida la designación de los trabajadores encargados de dichas actividades o el
recurso a un servicio de prevención externo.

La designación de los trabajadores encargados de las medidas de emergencia.

Los procedimientos de información y documentación a que se refieren los artículos 18, apartado 1. y 23,
apartado 1, de la presente Ley.

El proyecto y la organización de la formación en materia preventiva.

Cualquier otra acción que pueda tener efectos sustanciales sobre la seguridad y la salud de los trabajadores.
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En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, las consultas a que se refiere el apartado
anterior se llevarán a cabo con dichos representantes.

Artículo 34: Derechos de participación y representación

Los trabajadores tienen derecho a participar en la empresa en las cuestiones relacionadas con la prevención de
riesgos en el trabajo.
En las empresas o centros de trabajo que cuenten con seis o más trabajadores, la participación de éstos se canalizará a
través de sus representantes y de la representación especializada que se regula en este capítulo.

A los Comités de empresa, a los Delegados de Personal y a los representantes sindicales les corresponde, en los
términos que, respectivamente, les reconocen el Estatuto de los trabajadores, la Ley de Órganos de Representación del
Personal al Servicio de las Administraciones Públicas y la Ley Orgánica de Libertad Sindical, la defensa de los
intereses de los trabajadores en materia de prevención de riesgos en el trabajo. Para ello, los representantes del
personal ejercerán las competencias que dichas normas establecen en materia de información, consulta y negociación,
vigilancia y control y ejercicio de acciones ante las empresas y los órganos y tribunales competentes.

El derecho de participación que se regula en este capítulo se ejercerá en el ámbito de las Administraciones
públicas con las adaptaciones que procedan en atención a la diversidad de las actividades que desarrollan y las
diferentes condiciones en que éstas se realizan, la complejidad y dispersión de su estructura organizativa y sus
peculiaridades en materia de representación colectiva, en los términos previstos en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre
negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos,
pudiéndose establecer ámbitos sectoriales y descentralizados en función del número de efectivos y centros.
Para llevar a cabo la indicada adaptación en el ámbito de la Administración General del Estado, el Gobierno tendrá en
cuenta los siguientes criterios:

En ningún caso dicha adaptación podrá afectar a las competencias, facultades y garantías que se reconocen en
esta Ley a los Delegados de Prevención y a los Comités de Seguridad y Salud.

Se deberá establecer el ámbito específico que resulte adecuado en cada caso para el ejercicio de la función de
participación en materia preventiva dentro de la estructura organizativa de la Administración. Con carácter
general, dicho ámbito será el de los órganos de representación del personal al servicio de las Administraciones
públicas, si bien podrán establecerse otros distintos en función de las características de la actividad y frecuencia
de los riesgos a que puedan encontrarse expuestos los trabajadores.

Cuando en el indicado ámbito existan diferentes órganos de representación del personal, se deberá garantizar
una actuación coordinada de todos ellos en materia de prevención y protección de la seguridad y la salud en el
trabajo, posibilitando que la participación se realice de forma conjunta entre unos y otros, en el ámbito específico
establecido al efecto.

Con carácter general, se constituirá un único Comité de Seguridad y Salud en el ámbito de los órganos de
representación previstos en la Ley de Órganos de Representación del Personal al Servicio de las
Administraciones Públicas, que estará integrado por los Delegados de Prevención designados en dicho ámbito,
tanto para el personal con relación de carácter administrativo o estatutario como para el personal laboral, y por
representantes de la Administración en número no superior al de Delegados. Ello no obstante, podrán constituirse
Comités de Seguridad y Salud en otros ámbitos cuando las razones de la actividad y el tipo y frecuencia de los
riesgos así lo aconsejen.
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Artículo 35: Delegados de Prevención

Los Delegados de Prevención son los representantes de los trabajadores con funciones específicas en materia de
prevención de riesgos en el trabajo.

Los Delegados de Prevención serán designados por y entre los representantes del personal, en el ámbito de los
órganos de representación previstos en las normas a que se refiere el artículo anterior, con arreglo a la siguiente
escala:

       En las empresas de hasta treinta trabajadores el Delegado de Prevención será el Delegado de Personal. En las
empresas de treinta y uno a cuarenta y nueve trabajadores habrá un Delegado de Prevención que será elegido por y
entre los Delegados de Personal.

A efectos de determinar el número de Delegados de Prevención se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

Los trabajadores vinculados por contratos de duración determinada superior a un año se computarán como
trabajadores fijos de plantilla.

Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número de días trabajados en el período
de un año anterior a la designación. Cada doscientos días trabajados o fracción se computarán como un
trabajador más.

No obstante lo dispuesto en el presente artículo, en los convenios colectivos podrán establecerse otros sistemas de
designación de los Delegados de Prevención, siempre que se garantice que la facultad de designación corresponde a
los representantes del personal o a los propios trabajadores.
Asimismo, en la negociación colectiva o mediante los acuerdos a que se refiere el artículo 83, apartado 3 del Estatuto
de los Trabajadores podrá acordarse que las competencias reconocidas en esta Ley a los Delegados de Prevención
sean ejercidas por órganos específicos creados en el propio convenio o en los acuerdos citados. Dichos órganos
podrán asumir, en los términos y conforme a las modalidades que se acuerden, competencias generales respecto del
conjunto de los centros de trabajo incluidos en el ámbito de aplicación del convenio o del acuerdo, en orden a
fomentar el mejor cumplimiento en los mismos de la normativa sobre prevención de riesgos laborales.

Número de Delegados de prevención por trabajadores

Trabajadores Delegados de prevención

De 50 a 100 trabajadores 2

De 101 a 500 trabajadores 3

De 501 a 1000 trabajadores 4

De 1001 a 2000 trabajadores 5

De 2001 a 3000 trabajadores 6

De 3001 a 4000 trabajadores 7

De 4001 en adelante 8
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Igualmente, en el ámbito de las Administraciones públicas se podrán establecer, en los términos señalados en la Ley
7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo
de los empleados públicos, otros sistemas de designación de los Delegados de Prevención y acordarse que las
competencias que esta Ley atribuye a éstos puedan ser ejercidas por órganos específicos.

Artículo 36: Competencias y facultades de los Delegados de Prevención

Son competencias de los Delegados de Prevención:

Colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva.

Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la normativa sobre prevención de
riesgos laborales.

Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca de las decisiones a que se refiere
el artículo 33 de la presente Ley.

Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos
laborales.

En las empresas que, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 38 de esta Ley, no cuenten con Comité
de Seguridad y Salud por no alcanzar el número mínimo de trabajadores establecido al efecto, las competencias
atribuidas a aquél en la presente Ley serán ejercidas por los Delegados de Prevención.

En el ejercicio de las competencias atribuidas a los Delegados de Prevención, éstos estarán facultados para:

Acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del medio ambiente de trabajo, así
como, en los términos previstos en el artículo 40 de esta Ley, a los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social en
las visitas y verificaciones que realicen en los centros de trabajo para comprobar el cumplimiento de la normativa
sobre prevención de riesgos laborales, pudiendo formular ante ellos las observaciones que estimen oportunas.

Tener acceso, con las limitaciones previstas en el apartado 4 del artículo 22 de esta Ley, a la información y
documentación relativa a las condiciones de trabajo que sean necesarias para el ejercicio de sus funciones y, en
particular, a la prevista en los artículos 18 y 23 de esta Ley. Cuando la información esté sujeta a las limitaciones
reseñadas, sólo podrá ser suministrada de manera que se garantice el respeto de la confidencialidad.

Ser informados por el empresario sobre los daños producidos en la salud de los trabajadores una vez que
aquél hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo presentarse, aún fuera de su jornada laboral, en el lugar de
los hechos para conocer las circunstancias de los mismos.

Recibir del empresario las informaciones obtenidas por éste procedentes de las personas u órganos
encargados de las actividades de protección y prevención en la empresa, así como de los organismos competentes
para la seguridad y la salud de los trabajadores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40 de esta Ley en
materia de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y control del estado de las
condiciones de trabajo, pudiendo, a tal fin, acceder a cualquier zona de los mismos y comunicarse durante la
jornada con los trabajadores, de manera que no se altere el normal desarrollo del proceso productivo.

Recabar del empresario la adopción de medidas de carácter preventivo y para la mejora de los niveles de
protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, pudiendo a tal fin efectuar propuestas al empresario, así
como al Comité de Seguridad y Salud para su discusión en el mismo.
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Proponer al órgano de representación de los trabajadores la adopción del acuerdo de paralización de
actividades a que se refiere el apartado 3 del artículo 21.

Los informes que deban emitir los Delegados de Prevención a tenor de lo dispuesto en la letra c) del apartado 1 de
este artículo deberán elaborarse en un plazo de quince días, o en el tiempo imprescindible cuando se trate de adoptar
medidas dirigidas a prevenir riesgos inminentes. Transcurrido el plazo sin haberse emitido el informe, el empresario
podrá poner en práctica su decisión.

La decisión negativa del empresario a la adopción de las medidas propuestas por el Delegado de Prevención a
tenor de lo dispuesto en la letra f) del apartado 2 de este artículo deberá ser motivada.

Artículo 37: Garantía y sigilo profesional de los Delegados de Prevención

Lo previsto en el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores en materia de garantías será de aplicación a los
Delegados de Prevención en su condición de representantes de los trabajadores.
El tiempo utilizado por los Delegados de Prevención para el desempeño de las funciones previstas en esta Ley será
considerado como de ejercicio de funciones de representación a efectos de la utilización del crédito de horas
mensuales retribuidas previsto en la  letra e del artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores
No obstante lo anterior, será considerado en todo caso como tiempo de trabajo efectivo, sin imputación al citado
crédito horario, el correspondiente a las reuniones del Comité de Seguridad y Salud y a cualesquiera otras convocadas
por el empresario en materia de prevención de riesgos, así como el destinado a las visitas previstas en las letras a) y c)
del número 2 del artículo anterior.

El empresario deberá proporcionar a los Delegados de Prevención los medios y la formación en materia preventiva
que resulten necesarios para el ejercicio de sus funciones.
La formación se deberá facilitar por el empresario por sus propios medios o mediante concierto con organismos o
entidades especializadas en la materia y deberá adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros
nuevos, repitiéndose periódicamente si fuera necesario.
El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de trabajo a todos los efectos y su coste no podrá
recaer en ningún caso sobre los Delegados de Prevención.

A los Delegados de Prevención les será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 delartículo 65 del Estatuto de
los Trabajadores en cuanto al sigilo profesional debido respecto de las informaciones a que tuviesen acceso como
consecuencia de su actuación en la empresa.

Lo dispuesto en el presente artículo en materia de garantías y sigilo profesional de los Delegados de Prevención se
entenderá referido, en el caso de las relaciones de carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las
Administraciones públicas, a la regulación contenida en los artículos 10, párrafo segundo y 11 de la Ley 9/1987, de 12
de junio, de Organos de Representación, Determinación de las Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al
Servicio de las Administraciones Públicas.

Artículo 38: Comité de Seguridad y Salud

El Comité de Seguridad y Salud es el órgano paritario y colegiado de participación destinado a la consulta regular
y periódica de las actuaciones de la empresa en materia de prevención de riesgos.

Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros de trabajo que cuenten con 50 o
más trabajadores.
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El Comité estará formado por los Delegados de Prevención, de una parte, y por el empresario y/o sus representantes
en número igual al de los Delegados de Prevención, de la otra.
En las reuniones del Comité de Seguridad y Salud participarán, con voz pero sin voto, los Delegados Sindicales y los
responsables técnicos de la prevención en la empresa que no estén incluidos en la composición a la que se refiere el
párrafo anterior. En las mismas condiciones podrán participar trabajadores de la empresa que cuenten con una especial
cualificación o información respecto de concretas cuestiones que se debatan en este órgano y técnicos en prevención
ajenos a la empresa, siempre que así lo solicite alguna de las representaciones en el Comité.

El Comité de Seguridad y Salud se reunirá trimestralmente y siempre que lo solicite alguna de las representaciones
en el mismo. El Comité adoptará sus propias normas de funcionamiento.
Las empresas que cuenten con varios centros de trabajo dotados de Comité de Seguridad y Salud podrán acordar con
sus trabajadores la creación de un Comité Intercentros, con las funciones que el acuerdo le atribuya.

Artículo 39: Competencias y facultades del Comité de Seguridad y Salud

El Comité de Seguridad y Salud tendrá las siguientes competencias:

Participar en la elaboración, puesta en práctica y evaluación de los planes y programas de prevención de
riesgos de la empresa. A tal efecto, en su seno se debatirán, antes de su puesta en práctica y en lo referente a su
incidencia en la prevención de riesgos, la elección de la modalidad organizativa de la empresa y, en su caso, la
gestión realizada por las entidades especializadas con las que la empresa hubiera concertado la realización de
actividades preventivas; los proyectos en materia de planificación, organización del trabajo e introducción de
nuevas tecnologías, organización y desarrollo de las actividades de protección y prevención a que se refiere el
artículo 16 de esta Ley y proyecto y organización de la formación en materia preventiva;

Promover iniciativas sobre métodos y procedimientos para la efectiva prevención de los riesgos, proponiendo
a la empresa la mejora de las condiciones o la corrección de las deficiencias existentes.

En el ejercicio de sus competencias, el Comité de Seguridad y Salud estará facultado para:

Conocer directamente la situación relativa a la prevención de riesgos en el centro de trabajo, realizando a tal
efecto las visitas que estime oportunas.

Conocer cuantos documentos e informes relativos a las condiciones de trabajo sean necesarios para el
cumplimiento de sus funciones, así como los procedentes de la actividad del servicio de prevención, en su caso.

Conocer y analizar los daños producidos en la salud o en la integridad física de los trabajadores, al objeto de
valorar sus causas y proponer las medidas preventivas oportunas.

Conocer e informar la memoria y programación anual de servicios de prevención.

A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley respecto de la colaboración entre empresas en los supuestos
de desarrollo simultáneo de actividades en un mismo centro de trabajo, se podrá acordar la realización de reuniones
conjuntas de los Comités de Seguridad y Salud o, en su defecto, de los Delegados de Prevención y empresarios de las
empresas que carezcan de dichos Comités, u otras medidas de actuación coordinada.

Artículo 40: Colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social

Los trabajadores y sus representantes podrán recurrir a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social si consideran
que las medidas adoptadas y los medios utilizados por el empresario no son suficientes para garantizar la seguridad y
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En las visitas a los centros de trabajo para la comprobación del cumplimiento de la normativa sobre prevención de
riesgos laborales, el Inspector de Trabajo y Seguridad Social comunicará su presencia al empresario o a su
representante o a la persona inspeccionada, al Comité de Seguridad y Salud, al Delegado de Prevención o, en su
ausencia, a los representantes legales de los trabajadores, a fin de que puedan acompañarle durante el desarrollo de su
visita y formularle las observaciones que estimen oportunas, a menos que considere que dichas comunicaciones
puedan perjudicar el éxito de sus funciones.

La Inspección de Trabajo y Seguridad Social informará a los Delegados de Prevención sobre los resultados de las
visitas a que hace referencia el apartado anterior y sobre las medidas adoptadas como consecuencia de las mismas, así
como al empresario mediante diligencia en el Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que
debe existir en cada centro de trabajo.

Las organizaciones sindicales y empresariales más representativas serán consultadas con carácter previo a la
elaboración de los planes de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en materia de prevención de
riesgos en el trabajo, en especial de los programas específicos para empresas de menos de seis trabajadores, e
informadas del resultado de dichos planes.

CAPÍTULO VI Obligaciones de los fabricantes, importadores y suministradores

Artículo 41: Obligaciones de los fabricantes, importadores y suministradores

Los fabricantes, importadores y suministradores de maquinaria, equipos, productos y útiles de trabajo están
obligados a asegurar que éstos no constituyan una fuente de peligro para el trabajador, siempre que sean instalados y
utilizados en las condiciones, forma y para los fines recomendados por ellos.
Los fabricantes, importadores y suministradores de productos y sustancias químicas de utilización en el trabajo están
obligados a envasar y etiquetar los mismos de forma que se permita su conservación y manipulación en condiciones
de seguridad y se identifique claramente su contenido y los riesgos para la seguridad o la salud de los trabajadores que
su almacenamiento o utilización comporten.
Los sujetos mencionados en los dos párrafos anteriores deberán suministrar la información que indique la forma
correcta de utilización por los trabajadores, las medidas preventivas adicionales que deban tomarse y los riesgos
laborales que conlleven tanto su uso normal, como su manipulación o empleo inadecuado.
Los fabricantes, importadores y suministradores de elementos para la protección de los trabajadores están obligados a
asegurar la efectividad de los mismos, siempre que sean instalados y usados en las condiciones y de la forma
recomendada por ellos. A tal efecto, deberán suministrar la información que indique el tipo de riesgo al que van
dirigidos, el nivel de protección frente al mismo y la forma correcta de su uso y mantenimiento.
Los fabricantes, importadores y suministradores deberán proporcionar a los empresarios, y éstos recabar de aquéllos,
la información necesaria para que la utilización y manipulación de la maquinaria, equipos, productos, materias primas
y útiles de trabajo se produzca sin riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores, así como para que los
empresarios puedan cumplir con sus obligaciones de información respecto de los trabajadores.

El empresario deberá garantizar que las informaciones a que se refiere el apartado anterior sean facilitadas a los
trabajadores en términos que resulten comprensibles para los mismos.
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CAPÍTULO VII Responsabilidades y sanciones

Artículo 42: Responsabilidades y su compatibilidad

El incumplimiento por los empresarios de sus obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales dará
lugar a responsabilidades administrativas, así como, en su caso, a responsabilidades penales y a las civiles por los
daños y perjuicios que puedan derivarse de dicho incumplimiento.

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véase artículo 42.3

Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador serán compatibles con las
indemnizaciones por los daños y perjuicios causados y de recargo de prestaciones económicas del Sistema de la
Seguridad Social que puedan ser fijadas por el órgano competente de conformidad con lo previsto en la normativa
reguladora de dicho sistema.

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véase artículo 3.1 y 3.2.

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véase artículo 42.5.

Artículo 43: Requerimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social

Cuando el Inspector de Trabajo y Seguridad Social comprobase la existencia de una infracción a la normativa
sobre prevención de riesgos laborales, requerirá al empresario para la subsanación de las deficiencias observadas,
salvo que por la gravedad e inminencia de los riesgos procediese acordar la paralización prevista en el artículo 44.
Todo ello sin perjuicio de la propuesta de sanción correspondiente, es su caso.

El requerimiento formulado por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social se hará saber por escrito al empresario
presuntamente responsable señalando las anomalías o deficiencias apreciadas con indicación del plazo para su
subsanación. Dicho requerimiento se pondrá, asimismo, en conocimiento de los Delegados de Prevención.
Si se incumpliera el requerimiento formulado, persistiendo los hechos infractores, el Inspector de Trabajo y Seguridad
Social, de no haberlo efectuado inicialmente, levantará la correspondiente acta de infracción por tales hechos.

Añadido por LEY 54/2003

Los requerimientos efectuados por los funcionarios públicos a que se refiere el artículo 9.2 de esta ley, en ejercicio
de sus funciones de apoyo y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, se practicarán con los
requisitos y efectos establecidos en el apartado anterior, pudiendo reflejarse en el Libro de Visitas de la Inspección de
Trabajo y Seguridad Social, en la forma que se determine reglamentariamente.

Artículo 44: Paralización de trabajos

Cuando el Inspector de Trabajo y Seguridad Social compruebe que la inobservancia de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales implica, a su juicio, un riesgo grave e inminente para la seguridad y la salud de los
trabajadores podrá ordenar la paralización inmediata de tales trabajos o tareas. Dicha medida será comunicada a la
empresa responsable, que la pondrá en conocimiento inmediato de los trabajadores afectados, del Comité de
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Seguridad y Salud, del Delegado de Prevención o, en su ausencia, de los representantes del personal. La empresa
responsable dará cuenta al Inspector de Trabajo y Seguridad Social del cumplimiento de esta notificación.
El Inspector de Trabajo y Seguridad Social dará traslado de su decisión de forma inmediata a la autoridad laboral. La
empresa, sin perjuicio del cumplimiento inmediato de tal decisión, podrá impugnarla ante la autoridad laboral en el
plazo de tres días hábiles, debiendo resolverse tal impugnación en el plazo máximo de veinticuatro horas. Tal
resolución será ejecutiva, sin perjuicio de los recursos que procedan.
La paralización de los trabajos se levantará por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que la hubiera decretado,
o por el empresario tan pronto como se subsanen las causas que la motivaron, debiendo, en este último caso,
comunicarlo inmediatamente a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Los supuestos de paralización regulados en este artículo, así como los que se contemplen en la normativa
reguladora de las actividades previstas en el apartado 2 del artículo 7 de la presente Ley, se entenderán, en todo caso,
sin perjuicio del pago del salario o de las indemnizaciones que procedan y de las medidas que puedan arbitrarse para
su garantía.

Artículo 45: Infracciones administrativas

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véanseartículos 5.2 y1.2.

No obstante lo anterior, en el ámbito de las relaciones del personal civil al servicio de las Administraciones públicas,
las infracciones serán objeto de responsabilidades a través de la imposición, por resolución de la autoridad
competente, de la realización de las medidas correctoras de los correspondientes incumplimientos, conforme al
procedimiento que al efecto se establezca.
En el ámbito de la Administración General del Estado, corresponderá al Gobierno la regulación de dicho
procedimiento, que se ajustará a los siguientes principios: 

El procedimiento se iniciará por el órgano competente de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social por
orden superior, bien por propia iniciativa o a petición de los representantes del personal.

Tras su actuación, la Inspección efectuará un requerimiento sobre las medidas a adoptar y plazo de ejecución
de las mismas, del que se dará traslado a la unidad administrativa inspeccionada a efectos de formular
alegaciones.

En caso de discrepancia entre los Ministros competentes como consecuencia de la aplicación de este
procedimiento, se elevarán las actuaciones al Consejo de Ministros para su decisión final.

Derogado por RD-Ley 5/2000.Véase artículo 1.3.

Artículo 46: Infracciones leves

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véase artículo 11.

Artículo 47: Infracciones graves

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véase artículo 12.
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Artículo 48: Infracciones muy graves

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véase artículo 13.

Artículo 49: Sanciones

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véanse artículos 39 y 40.2

Artículo 50: Reincidencia

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véase Artículo 41.

Artículo 51: Prescripción de las infracciones

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véase artículo 4.3

Artículo 52: Competencias sancionadoras

Derogado por RD-Ley 5/2000. Véase artículo 48.

Artículo 53: Suspensión o cierre del centro de trabajo

El Gobierno o, en su caso, los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas con competencias en la materia,
cuando concurran circunstancias de excepcional gravedad en las infracciones en materia de seguridad y salud en el trabajo,
podrán acordar la suspensión de las actividades laborales por un tiempo determinado o, en caso extremo, el cierre del
centro de trabajo correspondiente, sin perjuicio, en todo caso, del pago del salario o de las indemnizaciones que procedan y
de las medidas que puedan arbitrarse para su garantía.

Artículo 54: Limitaciones a la facultad de contratar con la Administración

Las limitaciones a la facultad de contratar con la Administración por la comisión de delitos o por infracciones
administrativas muy graves en materia de seguridad y salud en el trabajo, se regirán por lo establecido en la Ley 13/1995,
de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas.

Disposición adicional primera: Definiciones a efectos de Seguridad Social

Sin perjuicio de la utilización de las definiciones contenidas en esta Ley en el ámbito de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales, tanto la definición de los conceptos de accidente de trabajo, enfermedad profesional,
accidente no laboral y enfermedad común, como el régimen jurídico establecido para estas contingencias en la normativa
de Seguridad Social, continuarán siendo de aplicación en los términos y con los efectos previstos en dicho ámbito
normativo.
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Disposición adicional segunda: Reordenación orgánica

Queda extinguida la Organización de los Servicios Médicos de Empresa, cuyas funciones pasarán a ser desempeñadas
por la Administración sanitaria competente en los términos de la presente Ley.
Los recursos y funciones que actualmente tienen atribuidos el Instituto Nacional de Medicina y Seguridad del Trabajo y la
Escuela Nacional de Medicina del Trabajo se adscriben y serán desarrollados por las unidades, organismos o entidades del
Ministerio de Sanidad y Consumo conforme a su organización y distribución interna de competencias.
El Instituto Nacional de Silicosis mantendrá su condición de centro de referencia nacional de prevención técnicosanitaria
de las enfermedades profesionales que afecten al sistema cardiorrespiratorio.

Disposición adicional tercera: Carácter básico

Esta Ley, así como las normas reglamentarias que dicte el Gobierno en virtud de lo establecido en el artículo 6,
constituyen legislación laboral, dictada al amparo del artículo 149.1.7ª de la Constitución.

Respecto del personal civil con relación de carácter administrativo o estatutario al servicio de las
Administraciones públicas, la presente Ley será de aplicación en los siguientes términos:

Los artículos que a continuación se relacionan constituyen normas básicas en el sentido previsto en el
artículo 149.1.18ª de la Constitución:
2.
3, apartados 1 y 2, excepto el párrafo segundo.
4.
5, apartado 1.
12.
14, apartados 1, 2, excepto la remisión al capítulo IV, 3, 4 y 5.
15.
16.
17.
18, apartados 1 y 2, excepto la remisión al capítulo V.
19, apartados 1 y 2, excepto la referencia a la impartición por medios propios o concertados.
20.
21.
22.
23.
24, apartados 1, 2 y 3.
25.
26.
28, apartados 1, párrafos primero y segundo, 2, 3 y 4, excepto en lo relativo a las empresas de trabajo temporal.
29.
30, apartados 1, 2, excepto la remisión al artículo 6.1.a), 3 y 4, excepto la remisión al texto refundido de la Ley
del Estatuto de los Trabajadores
31, apartados 1, excepto remisión al artículo 6.1.a), 2, 3 y 4.
33.
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34, apartados 1, párrafo primero, 2 y 3, excepto párrafo segundo.
35, apartados 1, 2, párrafo primero, 4, párrafo tercero.
36, excepto las referencias al Comité de Seguridad y Salud.
37, apartados 2 y 4.
42, apartado 1.
45, apartado 1, párrafo tercero.
Disposición adicional cuarta. Designación de Delegados de Prevención en supuestos especiales.
Disposición transitoria, apartado 3º.
Tendrán este mismo carácter básico, en lo que corresponda, las normas reglamentarias que dicte el Gobierno en
virtud de lo establecido en el artículo 6 de esta Ley.

En el ámbito de las Comunidades Autónomas y las entidades locales, las funciones que la Ley atribuye a las
autoridades laborales y a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrán ser atribuidas a órganos diferentes.

Los restantes preceptos serán de aplicación general en defecto de normativa específica dictada por las
Administraciones públicas, a excepción de lo que resulte inaplicable a las mismas por su propia naturaleza
jurídico-laboral.

El artículo 54 constituye legislación básica de contratos administrativos, dictada al amparo del artículo 149.1.18ª
de la Constitución.

Disposición adicional cuarta: Designación de Delegados de Prevención en supuestos especiales

En los centros de trabajo que carezcan de representantes de los trabajadores por no existir trabajadores con la
antigüedad suficiente para ser electores o elegibles en las elecciones para representantes del personal, los trabajadores
podrán elegir por mayoría a un trabajador que ejerza las competencias del Delegado de Prevención, quien tendrá las
facultades, garantías y obligaciones de sigilo profesional de tales Delegados. La actuación de éstos cesará en el momento
en que se reúnan los requisitos de antigüedad necesarios para poder celebrar la elección de representantes del personal,
prorrogándose por el tiempo indispensable para la efectiva celebración de la elección.

Disposición adicional quinta: Fundación

Adscrita a la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo existirá una fundación cuya finalidad será
promover la mejora de las condiciones de seguridad y salud en el trabajo, especialmente en las pequeñas empresas, a
través de acciones de información, asistencia técnica, formación y promoción del cumplimiento de la normativa de
prevención de riesgos.
Para el cumplimiento de sus fines se dotará a la fundación de un patrimonio con cargo al Fondo de Prevención y
Rehabilitación procedente del exceso de excedentes de la gestión realizada por las Mutuas de Accidentes de Trabajo y
Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social. La cuantía total de dicho patrimonio no excederá del 20 por
ciento del mencionado Fondo, determinada en la fecha de entrada en vigor de esta Ley.
Los Estatutos de la fundación serán aprobados por la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, con el
voto favorable de dos tercios de sus miembros.
A efectos de lograr un mejor cumplimiento de sus fines, se articulará su colaboración con la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social.
La planificación, desarrollo y financiación de acciones en los distintos ámbitos territoriales tendrá en consideración la
población ocupada, el tamaño de las empresas y los índices de siniestralidad laboral. Los presupuestos que la
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fundación asigne a los ámbitos territoriales autonómicos que tengan asumidas competencias de ejecución de la
legislación laboral en material de Seguridad e Higiene en el Trabajo, serán atribuidos para su gestión a los órganos
tripartitos y de participación institucional que existan en dichos ámbitos y tengan naturaleza similar a la Comisión
Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo.
En los sectores de actividad en los que existan fundaciones de ámbito sectorial, constituidas por empresarios y
trabajadores, que tengan entre sus fines la promoción de actividades destinadas a la mejora de las condiciones de
seguridad y salud en el trabajo, el desarrollo de los objetivos y fines de la fundación se llevará a cabo, en todo caso, en
coordinación con aquéllas.

Con el fin de garantizar la regularidad en el cumplimiento de los fines de la Fundación, se podrán realizar
aportaciones patrimoniales a la misma, con cargo al Fondo de Prevención y Rehabilitación mencionado en el apartado
anterior, con la periodicidad y en la cuantía que se determinen reglamentariamente.Añadido por LEY 30/2005.

Disposición adicional sexta: Constitución de la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el
Trabajo

El Gobierno, en el plazo de tres meses a partir de la vigencia de esta Ley, regulará la composición de la Comisión
Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo. La Comisión se constituirá en el plazo de los treinta días siguientes.

Disposición adicional séptima: Cumplimiento de la normativa de transporte de mercancías
peligrosas

Lo dispuesto en la presente Ley se entiende sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la
regulación en materia de transporte de mercancías peligrosas.

Disposición adicional octava: Planes de organización de actividades preventivas

Cada Departamento Ministerial, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley y previa consulta con
las organizaciones sindicales más representativas, elevará al Consejo de Ministros una propuesta de acuerdo en la que se
establezca un plan de organización de las actividades preventivas en el Departamento correspondiente y en los centros,
organismos y establecimientos de todo tipo dependientes del mismo.
A la propuesta deberá acompañarse necesariamente una memoria explicativa del coste económico de la organización
propuesta, así como el calendario de ejecución del plan, con las previsiones presupuestarias adecuadas a éste.

Disposición adicional novena: Establecimientos militares

El Gobierno, en el plazo de seis meses, previa consulta con las organizaciones sindicales más representativas y a
propuesta de los Ministros de Defensa y Trabajo y Seguridad Social, adaptará las normas de los capítulos III y V de
esta Ley a las exigencias de la defensa nacional, a las peculiaridades orgánicas y al régimen vigente de representación
del personal en los establecimientos militares.

Continuarán vigentes las disposiciones sobre organización y competencia de la autoridad laboral e Inspección de
Trabajo en el ámbito de la Administración Militar contenidas en el Real Decreto 2205/1980, de 13 de junio, dictado
en desarrollo de la disposición final séptima del Estatuto de los Trabajadores.
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Disposición adicional novena bis. Personal militar.

Añadido por LEY 31/2006.

Lo previsto en los capítulos III, V y VII de esta Ley se aplicará de acuerdo con la normativa específica militar.

Disposición adicional décima: Sociedades cooperativas

El procedimiento para la designación de los Delegados de Prevención regulados en el artículo 35 de esta Ley en las
sociedades cooperativas que no cuenten con asalariados deberá estar previsto en sus Estatutos o ser objeto de acuerdo en
Asamblea General.
Cuando, además de los socios que prestan su trabajo personal, existan asalariados se computarán ambos colectivos a
efectos de lo dispuesto en el número 2 del artículo 35. En este caso, la designación de los Delegados de Prevención se
realizará conjuntamente por los socios que prestan trabajo y los trabajadores asalariados o, en su caso, los representantes de
éstos.

Disposición adicional undécima: Modificación del Estatuto de los Trabajadores en materia de
permisos retribuidos

Se añade una letra  f) al apartado 3 del artículo 37 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, del siguiente tenor:
"f) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto que deban
realizarse dentro de la jornada de trabajo".

Disposición adicional duodécima: Participación institucional en las Comunidades Autónomas

En las Comunidades Autónomas, la participación institucional, en cuanto a su estructura y organización, se llevará a
cabo de acuerdo con las competencias que las mismas tengan en materia de seguridad y salud laboral.

Disposición adicional decimotercera: Fondo de Prevención y Rehabilitación

Los recursos del Fondo de Prevención y Rehabilitación procedentes del exceso de excedentes de la gestión realizada
por las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social a que se refiere el artículo
73 del Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social se destinarán en la cuantía que se determine
reglamentariamente, a las actividades que puedan desarrollar como servicios de prevención las Mutuas de Accidentes de
Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto en el artículo 32 de esta Ley.

Disposición adicional decimocuarta. Presencia de recursos preventivos en las obras de
construcción

Añadido por LEY 54/2003

Lo dispuesto en el artículo 32 bis de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales será de aplicación en las obras de
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construcción reguladas por el REAL DECRETO 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen las
disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción, con las siguientes especialidades:

La preceptiva presencia de recursos preventivos se aplicará a cada contratista.

En el supuesto previsto en el apartado 1, párrafo a), del artículo 32 bis, la presencia de los recursos
preventivos de cada contratista será necesaria cuando, durante la obra, se desarrollen trabajos con riesgos
especiales, tal y como se definen en el citado real decreto.

La preceptiva presencia de recursos preventivos tendrá como objeto vigilar el cumplimiento de las medidas
incluidas en el plan de seguridad y salud en el trabajo y comprobar la eficacia de éstas.

Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de las obligaciones del coordinador en materia de
seguridad y salud durante la ejecución de la obra.

Disposición adicional decimoquinta. Habilitación de funcionarios públicos

Añadido por LEY 54/2003Para poder ejercer las funciones establecidas en el apartado 2 del artículo 9 de esta ley, los
funcionarios públicos de las comunidades autónomas deberán contar con una habilitación específica expedida por su propia
comunidad autónoma, en los términos que se determinen reglamentariamente.

En todo caso, tales funcionarios deberán pertenecer a los grupos de titulación A o B y acreditar formación específica
en materia de prevención de riesgos laborales.

Disposición adicional decimosexta. Acreditación de la formación.

Añadido por LEY 25/2009.

Las entidades públicas o privadas que pretendan desarrollar actividades formativas en materia de prevención de riesgos
laborales de las previstas en la Disposición transitoria tercera del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se
aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, deberán acreditar su capacidad mediante una declaración
responsable ante la autoridad laboral competente sobre el cumplimiento de los requisitos que se determinen
reglamentariamente.

Disposición adicional decimoséptima. Asesoramiento técnico a las empresas de hasta veinticinco
trabajadores.

En cumplimiento del apartado 5 del artículo 5 y de los artículos 7 y 8 de esta Ley, el Ministerio de Empleo y
Seguridad Social y el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, en colaboración con las Comunidades
Autónomas y los agentes sociales, prestarán un asesoramiento técnico específico en materia de seguridad y salud en el
trabajo a las empresas de hasta veinticinco trabajadores.

Esta actuación consistirá en el diseño y puesta en marcha de un sistema dirigido a facilitar al empresario el
asesoramiento necesario para la organización de sus actividades preventivas, impulsando el cumplimiento efectivo de las
obligaciones preventivas de forma simplificada.

Añadida por Ley 14/2013
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Disposición transitoria primera: Aplicación de disposiciones más favorables

Lo dispuesto en los artículos 36 y 37 de esta Ley en materia de competencias, facultades y garantías de los
Delegados de Prevención se entenderá sin perjuicio del respeto a las disposiciones más favorables para el ejercicio de
los derechos de información, consulta y participación de los trabajadores en la prevención de riesgos laborales
previstas en los convenios colectivos vigentes en la fecha de su entrada en vigor.

Los órganos específicos de representación de los trabajadores en materia de prevención de riesgos laborales que,
en su caso, hubieran sido previstos en los convenios colectivos a que se refiere el apartado anterior y que estén
dotados de un régimen de competencias, facultades y garantías que respete el contenido mínimo establecido en los
artículos 36 y 37 de esta Ley, podrán continuar en el ejercicio de sus funciones, en sustitución de los Delegados de
Prevención, salvo que por el órgano de representación legal de los trabajadores se decida la designación de estos
Delegados conforme al procedimiento del artículo 35.

Lo dispuesto en los apartados anteriores será también de aplicación a los acuerdos concluidos en el ámbito de la
función pública al amparo de lo dispuesto en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y
participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.

Disposición transitoria segunda

En tanto se aprueba el Reglamento regulador de los Servicios de Prevención de Riesgos Laborales, se entenderá que
las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad social cumplen el requisito previsto en
el artículo 31.5 de la presente Ley.

Disposición derogatoria única: Alcance de la derogación

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a la presente Ley y específicamente:

Los artículos 9, 10, 11, 36, apartado 2, 39 y 40, párrafo segundo, de la Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre
infracciones y sanciones en el orden social.

El Decreto de 26 de julio de 1957, por el que se fijan los trabajos prohibidos a mujeres y menores, en los aspectos
de su normativa relativos al trabajo de las mujeres, manteniéndose en vigor las relativas al trabajo de los menores
hasta que el Gobierno desarrolle las previsiones contenidas en el apartado 2 del artículo 27.

El Decreto de 11 de marzo de 1971, sobre constitución, composición y funciones de los Comités de Seguridad e
Higiene en el Trabajo.

Los Títulos I y III de la Ordenanza General de Seguridad e Higiene en el Trabajo, aprobados por Orden de 9 de
marzo de 1971.

En lo que no se oponga a lo previsto en esta Ley, y hasta que se dicten los Reglamentos a los que se hace referencia en
el artículo 6, continuará siendo de aplicación la regulación de las materia comprendidas en dicho artículo que se contienen
en el Título II de la Ordenanza General de Seguridad e Higiene en el Trabajo o en otras normas que contengan previsiones
específicas sobre tales materias, así como la Orden del Ministerio de Trabajo de 16 de diciembre de 1987, que establece los
modelos para la notificación de los accidentes de trabajo. Igualmente, continuarán vigentes las disposiciones reguladoras
de los servicios médicos de empresa hasta tanto se desarrollen reglamentariamente las previsiones de esta Ley sobre
servicios de prevención. El personal perteneciente a dichos servicios en la fecha de entrada en vigor de esta Ley se
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integrará en los servicios de prevención de las correspondientes empresas, cuando éstos se constituyan, sin perjuicio de que
continúen efectuando aquellas funciones que tuvieren atribuidas distintas de las propias del servicio de prevención.

La presente Ley no afecta a la vigencia de las disposiciones especiales sobre prevención de riesgos profesionales en
las explotaciones mineras, contenidas en el capítulo IV del Real Decreto 3255/1983, de 21 de diciembre, por el que se
aprueba el Estatuto del Minero, y en sus normas de desarrollo, así como las del Real Decreto 2857/1978, de 25 de agosto,
por el que se aprueba el Reglamento General para el Régimen de la Minería, y el Real Decreto 863/1985, de 2 de abril, por
el que se aprueba el Reglamento General de Normas Básicas de Seguridad Minera, y sus disposiciones complementarias.

Disposición final primera: Actualización de sanciones

La cuantía de las sanciones a que se refiere el apartado 4 del artículo 49, podrá ser actualizada por el Gobierno a
propuesta del Ministro de Trabajo y Seguridad Social, adaptando a la misma la atribución de competencias prevista en el
apartado 1 del artículo 52, de esta Ley.

Disposición final segunda: Entrada en vigor

La presente Ley entrará en vigor tres meses después de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 8 de noviembre de 1995.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
FELIPE GONZÁLEZ MÁRQUEZ

Documento de carácter informativo. Únicamente se consideran auténticos los textos legales publicados en las ediciones
impresas del Boletín Oficial del Estado (BOE) o del Diario Oficial de la Unión Europea.
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Fuente: Sorianoticias.com, 12/07/14

 Una tubería de fibrocemento obliga a paralizar temporalmente las obras de la 
Calle Doctrina en SORIA

Según explicó el teniente alcalde Luis Rey, la tubería no aparecía en los proyectos. Aseguró que no está en 
uso pero hay que esperar a que un equipo con la debida autorización la desarme ya que es un material peligroso.

La aparición de una tubería de fibrocemento en la calle Doctrina ha paralizado las obras en la misma. 
Dicha tubería según explicó Luis Rey, teniente alcalde de Soria, no figuraba en el proyecto inicial por lo que 
se desconocía su existencia “se trata de un material peligros y afortunadamente no está en uso, ahora hay que 
esperar a que un equipo la retire, con la autorización pertinente”. Este trabajo de retirada paralizará durante un 
tiempo las obras en la citada calle.

La aparición de la tubería es la “mala noticia” para Luis Rey, ya que la buena es que en la obra del Mercado se 
está realizando “el proyecto de la parcela intermedia y la ejecución para el pilotaje y excavación”.

La tubería de fibrocemento está compuesta por una mezcla de cemento, fibras minerales, sílice y agua. Tiene 
un peso específico de 2 Kg/dm3 y un bajo coeficiente de dilatación lineal (1,2 . 10-5)

Formada la mezcla de los componentes mediante procesos industriales, la tubería se conforma aplicando 
finas capas del material sobre un mandril calibrado, prensándose durante este proceso. El diámetro interior 
coincide con el diámetro nominal de la tubería. El espesor nominal del tubo se toma en la zona inmediatamente 
después de los anillos de estanqueidad hacia el centro del tubo.
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Fuente: El Periódico de Aragón, 27/04/14

Los tribunales declaran la primera muerte por amianto en GM.
El trabajador estuvo expuesto al material al lijar zapatas de freno en los años 80. 

El fallo reconoce la enfermedad laboral, no la responsabilidad de la empresa.

El Tribunal Superior de Justicia de Aragón (TSJA) ha reconocido la primera muerte derivada del amianto 
en la factoría de General Motors (GM) en Figueruelas. Según considera acreditado la sentencia --que ratifica la 
del Juzgado de los Social número 4 de Zaragoza, al no admitir el recurso de la Seguridad Social--, la exposición 
al asbesto le provocó, tras un periodo de latencia de unos 25 años, un derrame pleural izquierdo maligno por 
mesotelioma (cáncer de pulmón) que acabó por causarle la muerte en diciembre del 2011. El trabajador, L. T. B., 
le fue concedida la incapacidad temporal cuatro meses antes.

La familia, representada por la letrada Susana Tirado, inició una demanda contra la mutua Fremap, la 
Seguridad Social y GM, cuyo objeto fue únicamente el reconocimiento de la dolencia como enfermedad 
profesional. La responsabilidad de la empresa, si la hubiera, deberá acreditarse en otro procedimiento.

Según la sentencia de primera instancia, avalada por la Sala de lo Social del TSJA, el trabajador desempeñaba 
su labor de mecánico del automóvil en GM desde 1983, en la sección de garaje. Sin embargo, en los días en 
que la carga de trabajo en esa sección era menor, entre 1983 y 1986, pasaba a la sección de chasis, donde lijaba 
zapatas de freno para ajustarlas al tambor. Estas contenían amianto, y el polvo generado era eliminado por 
soplado. “El señor T. no recibió orden alguna relativa a precaución en esa actividad de lijado de zapatas, ni usaba 
mascarilla”, recoge el escrito. Además, ambas naves --garaje y chasis-- estaban unidas por una puerta abierta de 
considerables dimensiones.

En 1984, Mapfre elaboró un informe de medición que reflejaba que la concentración de amiantos estaba 
dentro de los límites permitidos, con 0,1 fibras por centímetro cúbico en el aire. Dos años después, el informe 
de Inspección de Trabajo destacaba que pese a que “no existen trabajadores que puedan considerarse como 
potencialmente expuestos”, sería conveniente adoptar ciertas medidas, como la inscripción en el Reglamento 
de Empresas con Riesgos por Amianto (RERA), la eliminación del material en las zapatas --se hizo ese mismo 
año-- o reconocimientos médicos periódicos.
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La empresa no llegó a inscribirse en el RERA, por acuerdo de la patronal del automóvil, y tras dos avisos 
remitió en el 2006 un listado de trabajadores que habían trabajado en las naves donde se manejaba amianto. En 
él no figuraba L. T. B., ni tampoco en el registro voluntario que hizo el comité.

Para el juez, los testimonios de varios excompañeros fueron convincentes en cuanto a que los trabajadores 
de garajes desempeñaban también tareas en chasis. No consideró relevante que los niveles de amianto fueran 
los permitidos.

Fuente: El Diario de Mallorca, 10/05/14

Un accidente que puso en evidencia el incumplimiento de la normativa 
Policía Local de Palma.

El accidente ocurrido el pasado miércoles cuando volcó un camión de Emaya cargado con escombros 
procedentes de las obras que se están realizando en un colegio público, con el resultado de un herido grave, 
puso en evidencia el incumplimiento de la normativa para la recogida de un material peligroso y altamente 
cancerígeno como son las placas de fibrocemento que contienen amianto. El operario de Emaya, tal como indica 
el protocolo, avisó a la constructora de que debía retirar los restos con contenido de amianto de la carga, lo que 
se hizo, aunque solo superficialmente, tal como denuncian los sindicatos.

GUÍA PARA UNA CORRECTA GESTIÓN DEL FIBROCEMENTO
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